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El sexto Informe sobre la Desigualdad en España (2024) de 
la Fundación Alternativas centra su atención sobre el aná-
lisis de los efectos sobre la desigualdad y la pobreza de las 
transiciones demográfica, climática y digital, con un énfasis 
en su dimensión territorial. 

La valoración más compartida es que los cambios produ-
cidos por estos tres movimientos simultáneos, envejecimien-
to de la población, transición climática y transformación 
digital, van a afectar de manera notable a las desigualdades 
interterritoriales e interpersonales de nuestro país. En con-
secuencia, se propone una reflexión que aborde un análisis 
conjunto y desde la perspectiva de las políticas públicas de 
estos retos que permita avanzar en el conocimiento de los 
efectos de las transformaciones en marcha y de las que ha-
brán de producirse en el futuro, ofreciendo adicionalmente 
una serie de recomendaciones de políticas. Estas recomen-
daciones incluyen algunas medidas para abordar la transi-
ción demográfica y reducir sus efectos sobre la desigualdad 
territorial, las necesarias propuestas de reforma fiscal, las 
políticas de cuidados, la distribución territorial de los fon-
dos para la digitalización y la prevención de riesgos climá-
ticos por territorios, entre otras cuestiones de creciente 
importancia en el ámbito público. 

En la elaboración y producción del documento y sus re-
comendaciones han colaborado, además, la Fundación 1º de 
Mayo (CC OO) y Oxfam Intermón.
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1. LOS EFECTOS DE LAS TRANSICIONES DEMOGRÁFICA, CLIMÁTICA Y DIGITAL EN LA DESIGUALDAD

1.1. INTRODUCCIÓN
 

Aunque la información disponible mues-
tra una situación sensiblemente mejor 
que en otras áreas del mundo, la desigual-
dad y la pobreza siguen constituyendo un 
problema importante en las sociedades 
europeas. A pesar de la mejora relativa de 
algunos indicadores a lo largo de los últi-
mos años, diversos trabajos (OCDE 2015, 
2019 y 2021; Alvarado et al 2018; Chancel 
et al, 2021; EAPN, 2021) llaman la aten-
ción sobre la intensidad de las diferencias 
en términos de renta y riqueza, especial-
mente en relación con el crecimiento de 
la brecha entre los dos extremos de la dis-
tribución de los ingresos.

La situación de España en el contexto 
europeo, a pesar de las limitadas mejoras 
de los últimos años, muestra diferencias 
significativas respecto a las medias de los 
indicadores de desigualdad y pobreza. 
Así, por ejemplo, el indicador que mide 
la distancia entre el 20 % de la población 
con mayores ingresos y el 20 % situado 
en la parte inferior de la distribución en 
2022, recoge una diferencia de casi un 
punto entre el índice de España (5,63) y 
el correspondiente a la media de la UE-27 
(4,74)1. Por otra parte, los datos del índice 
de Gini, tradicionalmente empleados para 
medir la desigualdad a partir de los datos 

de la renta disponible equivalente, arro-
jan también una diferencia en el año 2022 
entre España (32) y la media de la Unión 
(29,6) que se eleva a 2,5 puntos. Solo cua-
tro países europeos tenían en 2022 un ín-
dice de Gini superior al español.

Si empleamos los índices de Gini sin 
tener en cuenta los efectos de las transfe-
rencias sociales, observamos una mayor 
homogeneidad entre los indicadores de 
España (48,1) y de la UE-27 (48,8), lo que, 
comparado con los resultados de renta 
disponible, estaría poniendo de mani-
fiesto un efecto menor de las políticas 
sociales sobre la desigualdad en España.

Por lo que respecta a los indicadores 
de pobreza, la distancia de España res-
pecto a la UE es más elevada. Según la 
misma fuente, el indicador de riesgo de 
pobreza2 en España se situaba en 2022 
casi cuatro puntos por encima del valor 
de la media de la UE (20,4 % y 16,5 % res-
pectivamente) y solo era superado por 
los países bálticos, además de Rumanía 
y Bulgaria. Si el indicador empleado es el 
AROPE3, la distancia entre el índice es-
pañol (26,0 %) y el comunitario (21,6 %) 
se incrementa hasta casi 4,5 puntos, po-
niendo de relieve el efecto de las mayores 
cifras de desempleo en España. En este 
caso, el dato de España solo es superado 
por Bulgaria, Rumanía y Grecia.

1.	 Los datos proceden de la base de datos de EUROSTAT, a partir de la información procedente de las Encuestas de Condiciones de Vida 
(ECV) de los países integrantes. La evolución de este índice desde 2010, con altibajos y una leve disminución en los últimos años confir-
ma una relativa estabilidad de este en los diversos países (con la excepción de 2021, año en el que se materializaron los efectos negativos 
de la pandemia sobre la desigualdad).

2.	 Medido como el número de ciudadanos que en el momento de responder a la ECV tenían un volumen de ingresos inferior al 60 % de 
la renta mediana equivalente (es decir, ajustada en función del número y composición de los miembros del hogar).

3.	 Indicador de Riesgo de Pobreza y Exclusión, empleado para comprobar el grado de cumplimiento de los objetivos de inclusión social 
marcados en la Estrategia 2020, y que integra información sobre riesgo de pobreza, intensidad del desempleo en los hogares y situación 
de privación de algunos bienes básicos por parte de estos.
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En resumen, puede afirmarse que, 
según se desprende de los datos dispo-
nibles, la situación de desigualdad y po-
breza es seria en España, se mantiene a 
lo largo del tiempo y debe seguir siendo 
objeto de atención, como se pretende con 
la publicación periódica de estos infor-
mes. Hay que recordar, como se recoge 
en un trabajo reciente (Ayala, 2022: 5) que 
“el mantenimiento de estándares eleva-
dos de desigualdad y/o su cronificación 
pueden dar lugar a problemas sociales 
importantes, como la erosión de la cali-
dad de las instituciones democráticas, el 
aumento de la fragmentación social y la 
pérdida de eficiencia asociada, al impedir 
aprovechar el talento y las capacidades 
de una parte de la población, con obvias 
consecuencias sobre el crecimiento eco-
nómico, como han señalado de forma re-
iterada instituciones como la OCDE o el 
Fondo Monetario Internacional”.

El análisis de las causas de la des-
igualdad ha sido objeto de atención es-
pecial en la literatura (Atkinson, 2015; 
Mooij et al, 2021; Blanchard y Rodrik, 
2021). Entre las causas principales suelen 
señalarse, los efectos de la globalización 
y de la llamada disrupción tecnológi-
ca sobre los mercados y, más particu-
larmente, sobre la demanda de trabajo, 
afectando de forma especial a los trabaja-
dores menos cualificados y privilegiando 
a los que tienen una mayor preparación; 
los cambios reguladores (o desregulado-
res) que limitan el peso relativo del sec-

tor público o alteran los equilibrios entre 
lo público y lo privado; o los cambios de 
las propias políticas públicas en el cam-
po de los servicios y prestaciones y en el 
del sistema tributario. Junto a estos fac-
tores, hay que considerar los efectos que 
las tendencias de cambio sociodemo-
gráfico pueden tener, tanto en términos 
distributivos como de bienestar social. 
Procesos como el envejecimiento de la 
población, los cambios en los compor-
tamientos reproductivos o la transfor-
mación profunda del rol de las mujeres, 
todos ellos acusados de una manera par-
ticularmente aguda en nuestro país en 
las últimas décadas, tienen potenciales 
efectos disruptivos sobre la desigualdad 
(Esping-Andersen, 2009).

Este informe, en línea con las con-
sideraciones anteriores, tiene como 
objetivo básico el análisis de los efec-
tos que las transiciones demográfi-
ca, climática y digital tienen sobre la 
desigualdad. Dado el mantenimiento 
de los elevados niveles de desigualdad 
de la renta y riqueza que se observa 
en la mayoría de los países europeos 
a lo largo de los últimos años4, es im-
portante analizar las repercusiones 
que las transiciones mencionadas tie-
nen sobre la actividad económica y  
la desigualdad.

En todo caso, es necesario intentar 
separar las tendencias de carácter es-
tructural de las coyunturales, vinculadas 
a propuestas de reforma y cambio. Todo 

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024

4.	 Ver OCDE, varios años; o Davies et al 2022. Según este último trabajo, basado en la Credit Suisse Database, el 1,2 % de los adultos poseía 
en 2021 el 47,8 % de la riqueza mundial, mientras que el 53,2 %de la población tenía solo el 1,1 %.
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parece indicar que el mantenimiento de 
la desigualdad se debe a un conjunto de 
diversos factores y que no resulta fácil 
revertir esa tendencia; sin embargo, los 
efectos de las políticas vinculadas a los 
procesos de transición pueden ser más 
controlados, al menos para aminorar al-
gunos de los potenciales efectos negati-
vos sobre la desigualdad.

Como se ha puesto de manifiesto a 
lo largo de las últimas semanas, la “gue-
rra de los tractores” que ha inundado las 
carreteras y las ciudades de España y de 
otros países de la UE tiene una estrecha 
relación con la estrategia europea para 
combatir el cambio climático. La con-
tradicción entre los objetivos medioam-
bientales y los costes para determinados 
sectores económicos hace necesario es-
tablecer mecanismos de compromiso 
y, con frecuencia, replanteamientos de 
límites temporales en el diseño de las 
nuevas políticas.

Aunque la preocupación por la des-
igualdad ha recibido amplia atención a 
lo largo de las últimas décadas, a raíz de 
la crisis financiera global de 2008 y los 
acontecimientos posteriores (la pande-
mia, las guerras, las tensiones inflacio-
nistas...), el conocimiento de sus causas y 
consecuencias actuales requiere nuevos 
enfoques y perspectivas de análisis.

En este informe nos proponemos 
ofrecer un enfoque comprensivo de las 
consecuencias que sobre la desigualdad, 
entendida en un sentido amplio, tienen 
las principales transformaciones globales 
en curso, desde la óptica de la comple-
jidad y la diversidad de una perspectiva 

territorial. De esta forma, creemos que se 
puede contribuir mejor a la comprensión 
de las aristas principales del problema, 
así como desde dónde hay que pensar 
en las mejores soluciones. Allá donde los 
datos lo permiten, los capítulos del in-
forme descienden al ámbito local, con el 
convencimiento de que existen procesos 
a nivel micro que resulta imprescindible 
tomar en cuenta para realizar un diseño 
acertado de las políticas públicas necesa-
rias en la coyuntura actual.

Aunque ya existen numerosos estu-
dios académicos e informes sobre los 
efectos sociales (efectivos o futuribles) 
de cada una de las mencionadas transi-
ciones, está aún por explorar hasta qué 
punto los tres procesos confluyen y se 
interrelacionan a nivel local. Se trata de 
una cuestión que resulta imprescindible 
para diseñar e implementar las políticas 
que permitan paliar sus efectos sobre la 
desigualdad de oportunidades vitales y 
la calidad de vida de las ciudades y evi-
tar la emergencia (o profundización) de 
fracturas sociales.

1.2. LOS OBJETIVOS BÁSICOS Y 
LAS PREGUNTAS DEL INFORME

Como adelantamos, el objetivo inicial del 
informe es ofrecer, por una parte, una 
visión conjunta de las tres transiciones 
para comprender el alcance de los im-
pactos generados y, hasta donde fuera 
posible, sus interacciones; por ejemplo, 
la transición dual verde y digital debe a 
su vez tener en cuenta los efectos sobre la 

1. LOS EFECTOS DE LAS TRANSICIONES DEMOGRÁFICA, CLIMÁTICA Y DIGITAL EN LA DESIGUALDAD
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distribución de las personas y los recur-
sos económicos en el territorio. Por otra 
parte, se trata de invitar a la reflexión so-
bre las mejores vías existentes para garan-
tizar una transición justa, en línea con 
los planteamientos del Instituto para la 
Transición Justa creado en 20225.

Si nos centramos en la primera de 
las transiciones, hay que recordar que 
el cambio demográfico se relaciona con 
el envejecimiento de la población y las 
tasas de crecimiento vegetativo de la 
misma, así como con los movimientos 
de la población y el grado de integra-
ción de la población inmigrante. Debe-
mos aceptar que el primer factor sigue 
una tendencia estructural difícilmente 
modificable, aunque puede ser afectada 
por la aplicación de políticas natalistas; 
por el contrario, el segundo depende de 
forma más clara de las políticas imple-
mentadas para aceptar o limitar el flujo 
de inmigrantes. Este es un factor que es 
objeto de atención en diversos capítulos 
del informe.

La diversidad territorial existente en 
términos demográficos y económicos su-
pone un desafío para la efectividad de las 
políticas, lo que tiene obvias implicacio-
nes sobre el empleo, la distribución de la 
renta, los niveles de exclusión y pobreza, 
la calidad de vida, la salud, el bienestar o 
el desarrollo de las políticas de cuidados. 
Algunas preguntas que podrían formular-
se en este ámbito son las siguientes: ¿Qué 
cabe esperar en términos de desigualdad 

de la transición demográfica? ¿Están ga-
rantizados los sistemas de garantía de 
rentas para el mantenimiento de los ma-
yores en el marco de los sistemas de segu-
ridad social de reparto? ¿Qué decir de los 
sistemas de capitalización respecto a los 
de reparto? El eventual crecimiento de la 
población migrante, ¿qué repercusiones 
tiene en relación con la distribución de la 
renta y la pobreza?

Por lo que se refiere a la transición 
climática o ecológica, las políticas di-
señadas para hacer frente al cambio 
climático (electrificación, transporte, 
hábitos de consumo, rehabilitación de 
viviendas, etc.)6, imprescindibles para 
llevar a cabo las reformas verdes nece-
sarias, tiene costes claros para determi-
nados sectores económicos y afectan 
especialmente a las personas y familias 
con menores recursos. Sin embargo, un 
medioambiente sostenible debe ir de la 
mano de la garantía de derechos para 
los ciudadanos, pero especialmente para 
aquellos más vulnerables. Por ejemplo, 
las medidas fiscales aplicadas sobre el 
diésel difícilmente pueden establecerse 
según criterios de progresividad, lo que 
implica más bien efectos negativos para 
los más vulnerables. Es necesario asu-
mir que no hay recetas mágicas ni solu-
ciones globales. Lo que probablemente 
habrá que hacer es prever mecanismos 
de compensación en favor de los secto-
res y colectivos más damnificados por 
las políticas medioambientales.

5.	 Ver los contenidos de: https://www.miteco.gob.es/es/ministerio/funciones-estructura/organismos-publicos/instituto-transicion-jus ta.html.
6.	 Ver Comité de personas expertas (2022: 211 y ss).

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024
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Parece claro que los cambios afec-
tan desigualmente a distintos sectores 
económicos y territorios. Por ejemplo, la 
pobreza energética afecta cada vez más 
a las zonas calientes y se producen efec-
tos de refugio climático. Por otro lado, 
el abandono de territorios rurales plan-
tea nuevos riesgos para la población que 
permanece y dificulta los equilibrios te-
rritoriales básicos, además de generar un 
estrés adicional en los sistemas públicos 
de provisión de servicios. Cuestiones por 
tanto de gran calado, que comprometen 
el efectivo cumplimiento de la Agenda 
Social Europea.

Algunas preguntas relacionadas con 
el contenido de este informe respecto 
a la transición climática pueden expre-
sarse en los siguientes términos: ¿Qué 
relaciones existen entre el modelo de 
crecimiento, el cambio climático y las 
políticas para combatirlo? ¿Cómo instru-
mentar políticas públicas para facilitar la 
transición y compensar a los sectores y 
colectivos más afectados por la misma? 
¿Qué previsiones temporales se pueden 
hacer para el mantenimiento de dichas 
políticas o cómo medir la duración de la 
transición? ¿Qué relaciones existen entre 
las reformas climáticas, los cambios de-
mográficos y la disrupción tecnológica? 
¿Cómo aprovechar las posibles sinergias 
entre las diversas transiciones?

Por lo que respecta a la tercera de las 
transiciones objeto de atención, no hay 
que olvidar que la digitalización puede 
introducir nuevas barreras para la pobla-
ción mayor y en lugares peor comunica-
dos y con menor densidad de población. 

La edad se convierte en un eje amplifi-
cador de las desigualdades que trae con-
sigo la transición digital, pero también 
evidencia las brechas de desarrollo y co-
nectividad entre los entornos rurales y 
urbanos, especialmente de las grandes 
ciudades como Madrid o Barcelona.

En todo caso, la disrupción digital y 
la difusión de la IA implican cambios in-
tensos en términos de trabajo y empleos, 
así como en los sistemas de enseñanza 
y formación profesional, o en las formas 
de ocupación del tiempo libre y del ocio. 
Algunos de los trabajos incluidos en este 
informe ponen de manifiesto cómo la 
innovación tecnológica y los procesos de 
digitalización tienden a concentrarse en 
las áreas más desarrolladas y con mayo-
res recursos, de modo que, al menos en 
el corto plazo, pueden provocar aumen-
tos de la desigualdad y consolidación de 
brechas entre áreas diversas del país.

Algunas de las cuestiones que pueden 
formularse son: ¿Cabe pensar que en el 
caso del desarrollo de la digitalización y 
la inteligencia artificial, como sucede en 
los procesos de desarrollo regional, se 
producirán a lo largo del tiempo efectos 
spillover (de derrame) desde los territo-
rios más desarrollados a los más empo-
brecidos, o, más bien, aumentarán la 
concentración y las brechas entre los te-
rritorios? ¿Puede aproximarse el tiempo 
necesario de la transición? ¿Tenderá, por 
el contrario, a darse el proceso de causa-
ción acumulativa al que se refería Myr-
dal? ¿Qué consecuencias cabe esperar 
para la desigualdad personal? Desde otra 
perspectiva, ¿es cierto que el desarrollo 

1. LOS EFECTOS DE LAS TRANSICIONES DEMOGRÁFICA, CLIMÁTICA Y DIGITAL EN LA DESIGUALDAD
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intensivo de los cambios tecnológicos 
genera consecuencias perversas para co-
rregir los problemas asociados a la tran-
sición climática y ecológica? ¿Cuál es la 
importancia de tales consecuencias?

1.3. LOS CONTENIDOS DEL INFORME

El informe se estructura en tres partes. 
La primera, en la que se incluye este ca-
pítulo junto a los 2 y 3, pretende ofre-
cer una especie de mapa introductorio 
que siente las bases para profundizar en 
el resto de la obra en las conexiones en-
tre las transiciones demográfica, verde y 
digital y la desigualdad territorial en Es-
paña. La segunda parte, que incluye los 
capítulos 4 a 7, recoge reflexiones que 
ahondan en el impacto de cada una de 
estas transiciones en la desigualdad te-
rritorial de manera individualizada. Fi-
nalmente, la tercera parte (8 a 12) aborda 
de pleno la discusión sobre las políticas 
redistributivas necesarias para asegurar 
que las transiciones demográfica, cli-
mática y digital, sean sostenibles social-
mente y equilibradas territorialmente, 
en un modelo de Gobierno de las auto-
nomías que genera algunas disonancias 
y en un contexto de tendencia a la cen-
tralización del tejido productivo, conges-
tión de las grandes urbes y despoblación 
de las áreas rurales y algunos municipios 
de menor tamaño.

Más concretamente, en el capítulo 2, 
Luis Ayala Cañón, Jesús Pérez Mayo y 
Antonio Jurado Málaga abordan el exa-
men de la desigualdad de la renta desde 

la perspectiva local a través de la explota-
ción del Atlas de distribución de renta 
de los hogares del INE (2015-2021). El 
capítulo realiza una valiosa incursión en 
la economía espacial de la desigualdad, 
ofreciendo un retrato de las desigual-
dades tanto en términos de renta y des-
igualdad como sobre otros indicadores 
más amplios de bienestar a nivel local, 
un ámbito mucho menos explorado, en 
gran medida por la falta de disponibili-
dad de datos. Sus análisis muestran que, 
en general, son los municipios de mayor 
tamaño los que disfrutan una renta neta 
media por hogar más elevada, generando 
brechas de renta importantes con res-
pecto a los municipios más pequeños. 
Este fenómeno está fuertemente ligado a 
la existencia de estructuras productivas 
y de capital humano diferenciales, con 
efectos multiplicativos sobre la desigual-
dad a nivel territorial. 

Según los resultados obtenidos, con 
la única excepción de los municipios de 
tamaño intermedio rural-semiurbano 
(hasta 50 000 habitantes), existe una 
correlación positiva entre los niveles de 
desigualdad de la renta municipal medi-
dos por el índice de Gini y el tamaño del 
municipio, una tendencia que parece ha-
ber ido en aumento en los últimos años. 
La inmigración aparece como el factor 
más relevante en esta ecuación, con una 
fuerte incidencia en las variaciones de la 
desigualdad a nivel municipal.

Los autores construyen además un 
indicador multidimensional de bienestar 
que tiene en cuenta dimensiones como la 
salud, la educación, el mercado de trabajo, 
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la capacidad económica y la situación so-
cial para un conjunto de 126 localidades 
presentes en la base de datos Indicadores 
Urbanos del INE. El análisis de este indi-
cador sintético muestra una clara diferen-
ciación espacial, con valores superiores a 
la media de la distribución en las provin-
cias de Madrid y Barcelona, así como en 
algunos municipios del País Vasco, Gali-
cia o casos aislados como son Zaragoza o 
Logroño. Existe además una fuerte dispa-
ridad entre los casos extremos, lo que da 
lugar a una gran dispersión en los valores 
de bienestar entre territorios con tan solo 
un 2,4 % de la población situada en nive-
les de bienestar alto. Estas cifras invitan 
a repensar el mapa del bienestar a nivel 
local, explorando enfoques innovadores 
que permitan fomentar mejoras sosteni-
bles del bienestar.

La parte I concluye con un capítu-
lo sobre la percepción social de la des-
igualdad, elaborado por Ernesto García 
López. El capítulo recoge los resultados 
de un estudio reciente elaborado por 
Oxfam Intermón, aportando informa-
ción novedosa sobre la percepción que 
tienen los ciudadanos españoles de la 
desigualdad y su evolución reciente. En 
conjunto, la opinión de que la desigual-
dad en el mundo ha aumentado en las úl-
timas décadas es mayoritaria (60 % de la 
población). Ocho de cada diez personas 
(el 81,4 %) creen que en España existen 
muchas desigualdades sociales. Esta per-
cepción es mayor a medida que aumenta 
la edad de las personas encuestadas, y es 
ligeramente superior entre las mujeres 
que entre los hombres. La percepción 

entre las personas racializadas es simi-
lar a la media de la población. Al mismo 
tiempo, existe una percepción optimista 
sobre la posibilidad de eliminar las des-
igualdades, situando la responsabilidad 
y capacidad de abordar este reto funda-
mentalmente en el Gobierno central (se-
guido de la UE, las CC AA y las entidades 
locales). Juntamente, se asume que tan-
to los medios de comunicación como los 
movimientos sociales y el empresariado 
pueden jugar un papel clave en estas es-
trategias de lucha contra la desigualdad.

A nivel más desagregado, el capí-
tulo muestra cómo las brechas de ri-
queza/pobreza, la brecha migratoria y 
las territoriales dentro de los espacios 
urbanos ocupan un lugar central en el 
imaginario colectivo sobre la desigual-
dad, siendo percibidas de una manera 
más intensa. En palabras de los autores, 
constituyen “el corazón de la sombra de 
las desigualdades”. Existen, además, di-
ferencias importantes por género, nivel 
socioeconómico, edad y perfil racial de 
los entrevistados. Las mujeres, por ejem-
plo, parecen percibir las desigualdades 
de género en mayor medida que los varo-
nes. Se produce también una disparidad 
entre los grupos de mayor edad (55 +) y 
los más jóvenes (< 25 años), teniendo los 
primeros una percepción más intensa de 
la desigualdad.

La parte II está dedicada al examen 
de las distintas transiciones, demográfi-
ca, climática y digital sobre la desigual-
dad a nivel territorial. En el capítulo 4, 
Dolores Puga González aborda el aná-
lisis de los impactos de la transición  
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demográfica desde una óptica territorial, 
apuntando a un escenario de creciente 
desigualdad que reclama miradas y polí-
ticas que respondan a la singularidad y 
complejidad de los distintos territorios. 
Los diferentes ritmos e intensidades con 
los que se ha producido la transición de-
mográfica y el diferente impacto de los 
flujos migratorios pasados y recientes en 
los distintos territorios han dado lugar 
a composiciones poblacionales y equili-
brios generacionales desiguales que, a su 
vez, generan diversos escenarios de vul-
nerabilidad y una desigual distribución 
de necesidades de la población. A su vez, 
todo ello da lugar a nuevos retos para la 
política social, que pasan por un redise-
ño de las estructuras de apoyo colecti-
vo que permitan mantener el bienestar  
en distintos momentos biográficos y 
contextos geográficos.

Pese a que el desequilibrio entre las 
generaciones es una constante en todo 
el territorio español, este se vuelve es-
pecialmente intenso en el mundo rural 
disperso donde los servicios diseñados 
para áreas urbanas resultan insuficien-
tes para garantizar una adecuada calidad 
de vida a poblaciones de “mayores entre 
mayores”. Para evitar los costes de movi-
lidad de los mayores de 80 años, que tie-
nen que abandonar su espacio de vida en 
busca de cuidados, son necesarios ajus-
tes estructurales profundos, que garanti-
cen que los sistemas de salud y cuidados 
respondan a las necesidades de una po-
blación compleja y envejecida. No obs-
tante, a pesar de la fuerte presencia en el 
debate público de la despoblación rural, 

los principales flujos de pérdida de po-
blación no se originan en los municipios 
pequeños, sino desde áreas urbanas de 
tamaño mediano y pequeño del interior 
y el norte peninsular hacia los principa-
les focos urbanos y, concretamente, ha-
cia el área metropolitana de Madrid, lo 
que incrementa la segregación espacial 
y etaria y limita las oportunidades de las 
generaciones jóvenes de desarrollar un 
proyecto vital propio.

En poblaciones que han finalizado la 
transición demográfica, como es el caso 
de los distintos territorios de España, la 
reproducción es una cuestión de número 
de madres, mucho más que de número 
de hijos por mujer. Teniendo en cuenta 
la generalización del retraso de la edad 
a la primera maternidad, que limita el 
potencial reproductivo de la población, 
sería recomendable impulsar políticas 
favorables a la crianza y la corresponsa-
bilidad, así como la ampliación de las 
políticas públicas de fertilidad asistida 
de manera transversal en el territorio. 
En este contexto, los flujos migratorios 
juegan un papel fundamental para con-
seguir el crecimiento demográfico. Las 
políticas migratorias adquieren así una 
relevancia creciente para garantizar la es-
tabilidad e integración en el territorio de 
la población inmigrante, favorecer su es-
tabilidad en el territorio y evitar situacio-
nes de segregación social que limiten las 
oportunidades de la segunda generación.

El capítulo 5, realizado por Aleix 
Pons e Ignacio Gordo a partir de los in-
formes de la Fundación COTEC, analiza 
los posibles efectos sobre la desigualdad 

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024



19

territorial del crecimiento de la economía 
digital durante la última década en Espa-
ña. Si bien se han producido importantes 
avances en el desarrollo y adopción de 
tecnologías innovadoras a nivel nacional, 
los autores señalan que existe una mar-
cada tendencia a la concentración de va-
lor añadido en determinadas CC AA que 
puede acentuar los desequilibrios en el 
desarrollo regional ya existentes y poten-
ciar otros nuevos. Más concretamente, 
la concentración de la economía digital 
en Madrid y Cataluña revela una distri-
bución desigual, que puede reforzar las 
diferencias económicas entre las CC AA 
ya existentes antes del impulso reciente a 
la transición digital.

Los autores realizan un examen de 
las diferencias territoriales en cuanto a la 
penetración digital a lo largo de la última 
década. De acuerdo con los datos apor-
tados, la economía digital experimentó 
un crecimiento significativo entre 2011 
y 2021, con una intensificación a partir 
de 2016 que, tras el revés de la pandemia, 
cobra ímpetu de nuevo de la mano de los 
fondos europeos Next Generation de la 
Unión Europea (NGEU) que tienen entre 
sus objetivos principales el impulso de 
la transición digital. Sin embargo, estos 
fondos, clave para la modernización de 
la economía y la superación de los im-
pactos negativos de la pandemia, pueden 
no ser neutrales en términos de equidad 
distributiva a nivel territorial.

La asignación estratégica de los fon-
dos resulta crucial para superar la pola-
rización geográfica de la digitalización, 
con una fuerte concentración de la eco-

nomía digital en torno a Madrid y Cata-
luña, y evitar que otras CC AA queden 
rezagadas en esta transición. Por otra 
parte, el crecimiento de la economía 
digital parece estar avanzando en ma-
yor medida apoyado sobre la inversión 
en activos digitales liderada por algu-
nos sectores, como los de información y 
comunicaciones y las actividades finan-
cieras y de seguros, más que por la trans-
formación de la estructura del empleo, 
una circunstancia que viene a reforzar 
las desigualdades existentes en cuanto 
a la composición sectorial de las econo-
mías autonómicas. Ante la complejidad 
y diversidad de la economía digital es-
pañola, los autores recomiendan el de-
sarrollo de estrategias adaptativas que 
favorezcan un desarrollo equilibrado e 
integral de las CC AA con el impulso a la 
I+D+i+d como eje vertebrador.

El capítulo 6 pone el foco de atención 
en los diversos impactos de la transición 
climática o verde desde un punto de vista 
territorial. Antonio Serrano muestra de 
una manera detallada cómo los riesgos 
climáticos y en particular los asociados 
al calentamiento global toman una di-
mensión especialmente preocupante en 
España. Además, estos afectan de mane-
ra desigual a los territorios, exacerbando 
las desigualdades existentes y amenazan-
do la cohesión territorial. Son las pobla-
ciones más vulnerables y las zonas más 
afectadas por la pobreza las que tienen 
no solo un mayor riesgo de impacto de 
las consecuencias del cambio climático, 
sino una menor capacidad de recupera-
ción ante los desastres y de adaptación 
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al clima cambiante. Ello hace que resul-
te imprescindible implementar medidas 
de prevención, adaptación y resiliencia 
socioeconómica y territorial que tengan 
en cuenta una dimensión de equidad.

Una de las consecuencias del cam-
bio climático que afecta de manera más 
aguda a nuestro país es el calentamien-
to global. A su vez, uno de los ámbitos 
más gravemente afectados por el calen-
tamiento es el ciclo hidrológico, con 
fenómenos como la disminución de las 
precipitaciones, el aumento de la evapo-
transpiración, el aumento del nivel del 
mar y el incremento de la frecuencia y 
gravedad de fenómenos meteorológicos 
extremos, como inundaciones, tempo-
rales y otros. Estos provocan una dismi-
nución de la disponibilidad de agua de 
manera desigual en distintos territorios, 
empeorando el estado de las masas de 
agua en las Demarcaciones Hidrográfi-
cas del Duero, Guadiana y Segura, y en 
las Cuencas Internas catalana y andalu-
za de Guadalete-Barbate, ya en mal esta-
do, con el consiguiente impacto sobre la 
agricultura y los ecosistemas asociados.

Por otro lado, los fenómenos mencio-
nados amenazan con generar un estrés 
hídrico añadido en zonas donde existe 
una tensión estructural de la demanda 
sobre los recursos disponibles, con pro-
blemas de abastecimiento o potabilidad 
del agua. Adicionalmente, el incremento 
de las temperaturas y la disminución de 
las precipitaciones incrementan la ari-
dez y el riesgo de incendios, aumentan-
do la desertificación en España, que se 
considera alta o muy alta en el 7 % de 

su territorio, alcanzando el 18 % si se in-
cluye el riesgo medio. Está aumentando 
también la vulnerabilidad ante las tem-
peraturas de calor extremo, con cifras re-
levantes de mortalidad asociada y daños 
adicionales en las cosechas de tempora-
da o en la capacidad de atracción del tu-
rismo, que acrecientan las desigualdades 
entre los ámbitos rural y urbano. En este 
sentido, son las islas de calor de las ciu-
dades las que muestran una incidencia 
más significativa de los excesos de mor-
talidad asociada a las olas de calor.

Entre sus recomendaciones, el autor 
destaca la necesidad de priorizar las po-
líticas preventivas, centrándose más en la 
gestión del riesgo de desastres que en la 
de las consecuencias de estos. Para ello 
sería aconsejable seguir las recomenda-
ciones del Comité Europeo de las Re-
giones, que propone la combinación de 
medidas “grises” convencionales, basa-
das en la inversión en infraestructuras, 
con medidas “verdes”, que implican un 
estudio previo de las áreas de riesgo y los 
mecanismos locales de intervención es-
pecíficos, y que van, desde la elaboración 
de planes de emergencia frente a inunda-
ciones y a temporales o planes de preven-
ción y gestión de incendios forestales, a 
la potenciación de los ecosistemas loca-
les, buscando un ciclo local integrado y 
eficiente del agua. Junto a ellas, las cam-
pañas de sensibilización de la población 
para el cambio de comportamiento y una 
conciencia pública sobre la percepción 
del riesgo resultan cruciales.

Finalmente, dentro de esta sección, el 
capítulo 7 realiza un examen conjunto de 
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los impactos sociolaborales de las transi-
ciones climática o ecológica y digital. Los 
autores, Jesús Cruces, Antonio Ferrer y 
Vicente López, analizan en primer lugar 
el efecto sectorial de la transición ecoló-
gica, señalando la necesidad de un cam-
bio de paradigma energético y productivo 
en otros sectores que también se verán 
afectados, como el transporte, el turismo, 
la construcción, el sector agropecuario o 
la industria manufacturera. La transición 
climática tendrá impactos no solo en la 
denominada transición energética sino 
también en los distintos órdenes econó-
micos y sociales. Así, el calentamiento 
global incide por ejemplo sobre los flu-
jos del turismo interior, que se desplaza 
hacia zonas menos cálidas, generando 
tensiones añadidas en los mercados de 
vivienda turística, así como dificultades 
en el abastecimiento de agua para la po-
blación y la agricultura, que provocan un 
encarecimiento de los precios agrícolas 
y suponen dificultades añadidas para la 
población más vulnerable.

Todos estos cambios implicarán una 
profunda transformación de la estructu-
ra productiva y sectorial a nivel territo-
rial, con actividades que desaparecerán, 
especialmente cuando están ligadas a 
energías poco sostenibles, mientras que 
otras sufrirán un crecimiento significa-
tivo, alterando los modelos productivos 
en función del encarecimiento o desa-
bastecimiento de la energía y materias 
primas. Todo ello habrá de llevar a una 
concepción del proceso productivo más 
circular, para lo que resulta necesario 
desarrollar políticas redistributivas, que 

garanticen la conexión y el acceso a los 
servicios de la población en los distintos 
territorios y que limiten la huella eco-
lógica y las emisiones de efecto inver-
nadero. Otra línea de actuación de las 
políticas públicas es el impulso a la di-
versificación del tejido industrial a través 
del territorio español, evitando la con-
centración de las inversiones en deter-
minadas regiones o polos industriales.

Por su parte, la transición digital 
abre nuevas vías de segmentación social, 
laboral y territorial asociadas a la pérdi-
da de empleo ligada a la robotización y 
digitalización, la intensificación de los 
procesos de deslocalización productiva, 
o la pérdida de competitividad de ciertas 
actividades económicas, especialmente 
aquellas con escasa capacidad econó-
mica y técnica. Estos procesos pueden 
afectar de una manera más negativa a los 
colectivos más precarizados que realizan 
actividades con mayor dificultad para su 
digitalización, así como a las empresas 
de menor tamaño o ubicadas en terri-
torios con dificultades de conectividad. 
En este contexto, los autores reclaman 
el papel del diálogo social territorial y 
la negociación colectiva para reconducir 
los desequilibrios generados por la tran-
sición digital y evitar la exclusión de los 
colectivos más vulnerables.

La parte III del informe se inicia en el 
capítulo 8, elaborado por Jesús Gamero 
Rus, y centra su atención en el análisis de 
los efectos que el cambio climático puede 
provocar en el modelo productivo espa-
ñol, en especial respecto a las transforma-
ciones en el turismo y el sector agrario. 

1. LOS EFECTOS DE LAS TRANSICIONES DEMOGRÁFICA, CLIMÁTICA Y DIGITAL EN LA DESIGUALDAD



22

En el primer caso, su examen particular 
se justifica por su gran peso en el modelo 
productivo español, tanto en términos de 
valor añadido como de empleo. En el se-
gundo, por tratarse de un sector estraté-
gico esencial, aunque su importancia en 
el modelo productivo sea muy inferior. 
En ambos casos, no obstante, el efecto 
del cambio climático puede dar lugar a 
importantes consecuencias.

El trabajo expone los impactos del 
cambio climático sobre la situación la-
boral de los trabajadores en ambos sec-
tores, afectados por el desplazamiento 
de la actividad económica y del trabajo, 
además de los movimientos migratorios 
a los que asistiremos a lo largo de los 
próximos años. La respuesta a los pro-
blemas apuntados debe basarse en un 
modelo que facilite una transición justa 
en el marco de un proceso de desarro-
llo controlado y sostenible, sin minusva-
lorarse la gravedad del riesgo climático 
que en un plazo breve puede generar 
efectos nocivos sobre los trabajadores del 
sector turístico (especialmente los más 
vulnerables), en aspectos tan relevantes 
como la vivienda, el acceso a los recur-
sos naturales o la conflictividad laboral. 
Se propone reconsiderar la propuesta 
del turismo de calidad como alternativa, 
ante el riesgo de no poder asegurar la so-
lución de los problemas que presenta el 
cambio climático y por su potencial para 
incrementar las desigualdades.

El capítulo finaliza con una reflexión 
sobre el alcance del crecimiento econó-
mico no sostenible, la conveniencia de 
afrontar los cambios exigidos en el turis-

mo y en la agricultura, la necesidad de ga-
rantizar una transición justa en todos los 
sectores de actividad, y estimular la movi-
lidad espacial y sectorial de los trabajado-
res y extender con intensidad los fondos 
procedentes del programa NGEU para po-
der hacer efectivos los cambios señalados 
y una progresiva readaptación de la es-
tructura del modelo productivo español.

El capítulo 9 le sigue con un aná-
lisis de la reforma de los sistemas de 
garantía de rentas llevado a cabo por 
Juan Francisco Albert, Diego Muñoz 
Higueras y Carlos Ochando. Se incide 
en este marco sobre los principales pro-
gramas de garantía de rentas, es decir, 
los programas de seguro y las transfe-
rencias, concentrando la atención en 
estas últimas destinadas a mantener la 
seguridad económica de la población y 
a combatir las situaciones de pobreza y 
exclusión social. Después de analizar los 
sistemas de rentas mínimas y el ingre-
so mínimo vital (IMV) como mecanis-
mos de protección de última instancia, 
el capítulo profundiza en el análisis de 
los efectos que el cambio climático y la 
transición digital pueden generar sobre 
el sistema de garantía de rentas, para fi-
nalizar con un conjunto de propuestas 
de políticas públicas destinadas a paliar 
las consecuencias más negativas de las 
transiciones señaladas.

Los autores, en el marco de sus re-
comendaciones, nos recuerdan que la 
sostenibilidad del sistema de pensiones 
depende esencialmente de las condi-
ciones y evolución de la economía y el 
mercado de trabajo, por lo que el papel 
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de la política económica es fundamen-
tal también para asegurar el sosteni-
miento del sistema de pensiones. No 
obstante, desde una perspectiva más 
específica, se considera que la reforma 
del sistema de pensiones debe vincular-
se de forma expresa al aumento de la 
inversión pública en la infancia y a la 
aplicación de las políticas migratorias 
adecuadas. En ese contexto, el capítulo 
propone diversas alternativas de refor-
mas paramétricas destinadas a asegu-
rar la financiación y sostenibilidad del 
sistema de pensiones (Cuadro 1).

En cuanto a los sistemas de rentas 
mínimas, el capítulo defiende el IMV 
como el mejor medio para generar un 
derecho común en todo el territorio del 
Estado, aunque, en opinión de los au-
tores, en línea con las propuestas de la 
AIReF, deberían simplificarse los proce-
dimientos de acceso y el modelo de ges-
tión con el objetivo de incrementar su 
eficacia y combatir los problemas prin-
cipales existentes. Respecto a los efectos 
de las transiciones, se propone emplear 
la recaudación obtenida de la tributa-
ción medioambiental para financiar 
programas de ayuda a los hogares vulne-
rables y asegurar una transición climá-
tica justa, además de procurar la mayor 
coordinación posible de las estrategias 
para combatir el cambio climático con 
las políticas sociales pertinentes desti-
nadas a evitar efectos negativos en tér-
minos de desigualdad y pobreza. Por fin, 
en relación con la transición digital, el 
capítulo señala la necesidad de proteger 
el empleo de forma continua a través de 

los fondos pertinentes durante la transi-
ción, asegurando su sostenimiento. Adi-
cionalmente, se sugiere abrir el debate 
sobre la implementación de un mecanis-
mo de renta básica universal.

En el capítulo 10, Sara Moreno Co-
lom analiza las experiencias políticas de 
cuidados en clave local. La autora pone 
en valor creciente el papel de los cuida-
dos ante el aumento de los casos de de-
pendencia y las demandas de cuidados 
de larga duración, lo que representa un 
nuevo riesgo social que debe ser aten-
dido por las instituciones del estado de 
bienestar, cubriendo los relevantes défi-
cits actuales. Las necesidades del siste-
ma de cuidados dependen del género, la 
clase social y el origen, variables centra-
les en el mismo que afectan tanto a las 
personas cuidadoras como a las recepto-
ras, aunque son las mujeres, tanto en las 
familias como en el mercado de traba-
jo, las principales responsables de dicho 
sistema a día de hoy.

Hasta el momento, diversas circuns-
tancias, como la insuficiencia de recur-
sos públicos, las crisis de los últimos 
años o las políticas de austeridad desti-
nadas a combatir el endeudamiento pú-
blico, han impedido la consolidación de 
este cuarto pilar del estado de bienes-
tar, impidiendo también la aplicación de 
estrategias adecuadas para combatir las 
desigualdades en este ámbito.

Estas nuevas transiciones a las que 
asistimos pueden provocar un aumento de 
las desigualdades sociales, en un contex-
to caracterizado por una seria limitación 
de los recursos disponibles para atender 
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las demandas crecientes de cuidados. 
Todo parece indicar que es cada vez más 
necesario repensar los contenidos y el al-
cance del estado de bienestar, situando 
en su debido lugar a los gobiernos locales, 
que deben desempeñar un papel clave en 
la estrategia de las políticas de cuidados. 
El fortalecimiento de los gobiernos loca-
les exige un cierto replanteamiento de la 
distribución de competencias entre ni-
veles de gobierno y el aseguramiento de 
los recursos suficientes para aplicar ade-
cuadamente las políticas de cuidados. El 
conocimiento directo de los problemas, 
su proximidad a las demandas de cuida-
dos y la posibilidad de experimentación y 
prueba son los argumentos que justifican 
el papel protagonista que debería adjudi-
carse a los gobiernos municipales.

A partir de casos de buenas prácti-
cas llevados a cabo en escenarios locales 
y de la defensa del equilibrio necesario 
y la complementariedad de los diversos 
ámbitos de intervención (públicos, co-
munitarios, privados), se recomienda 
estimular la integración de servicios y la 
colaboración entre profesionales y usua-
rios; favorecer la profesionalización del 
trabajo de cuidados; introducir vías de 
transformación de la atención actual de 
carácter institucional (incluyendo a las 
residencias) y profesional; aplicar medi-
das preventivas para limitar los proble-
mas de soledad no deseada, situando a 
las administraciones locales como insti-
tuciones centrales del sistema; y, en todo 
caso, combatir las desigualdades que 
se producen tanto en el marco familiar 
como en el comunitario.

El capítulo 11, elaborado por Jordi 
Bosch, versa sobre la desigualdad en la 
ciudad del futuro. Parte del análisis de 
las ciudades como organismos comple-
jos en constante transformación que 
se caracterizan, en el caso de la ciudad 
moderna, por la elevada desigualdad 
social, existente al menos desde el final 
del siglo xviii. En el momento actual, 
no obstante, todo parece indicar que en 
la nueva economía urbana las desigual-
dades tienden a acentuarse. En esa di-
rección, el capítulo invita a reflexionar 
sobre la evolución de la desigualdad ur-
bana a lo largo de las próximas décadas. 
El alcance de la desigualdad, desde la 
perspectiva propuesta, alude a los des-
equilibrios económicos, sociales, políti-
cos y medioambientales que se dan en 
las ciudades e impiden la igualdad de 
oportunidades entre sus ciudadanos.

Siguiendo al autor, todo hace presa-
giar que la desigualdad urbana va a cre-
cer sensiblemente, particularmente en 
España, como consecuencia de la evolu-
ción demográfica prevista, la transforma-
ción del mercado laboral y el papel de la 
vivienda y la preeminencia de su dimen-
sión económica respecto a su dimensión 
social como factor de exclusión. Ante tal 
escenario, los distintos niveles de gobier-
no (incluyendo, naturalmente, a la UE), 
de forma coordinada y cooperativa, de-
berían asumir un enfoque multidimen-
sional del problema; llevar a cabo una 
planificación rigurosa de las actuaciones 
a implementar en cada ámbito y en cada 
nivel de gobierno; asegurar los recursos 
suficientes para cumplir los objetivos de 
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las decisiones adoptadas; estimular la 
participación ciudadana y su control de 
las actuaciones para conseguir una ade-
cuada rendición de cuentas; así como 
confirmar la adecuación de las políticas a 
través un riguroso sistema de evaluación.

Al final del capítulo se señala, por un 
lado, la importancia de la asunción de 
responsabilidades por parte del sector 
privado de la economía, ante la enverga-
dura de los problemas y la falta de ca-
pacidad suficiente del sector público (a 
pesar del reconocimiento del papel pro-
tagonista de éste); por otro, se recuerda 
que los avances tecnológicos pueden 
desempeñar un papel relevante en las es-
trategias que se proponen para combatir 
la desigualdad.

Cerrando el informe, Amadeo Fuen-
mayor y Rafael Granell (capítulo 12) nos 
recuerdan que el sistema tributario es-
pañol es un modelo descentralizado, lo 
que ha facilitado la autonomía de los go-
biernos autonómicos, pero ha dado lugar 
simultáneamente a tratamientos desigua-
les de los ciudadanos según su ubicación 
territorial y a la posibilidad de que desa-
parecieran algunos tributos, como conse-
cuencia de la competencia fiscal a la baja 
entre comunidades, limitando la capaci-
dad de algunos de estos gobiernos.

El análisis del ejercicio de la capa-
cidad normativa tributaria de las co-
munidades en el ámbito de los tributos 
cedidos da paso a la propuesta de posi-
bles reformas para limitar las desigual-
dades entre los territorios. Además, el 
capítulo recoge las desigualdades terri-
toriales existentes en el ámbito de los 

tributos medioambientales aplicados 
por los diferentes niveles de gobierno 
y las vías para corregir los costes exter-
nos vinculados a la contaminación, así 
como las compensaciones necesarias 
que habría que aplicar en el caso de es-
tablecer nuevos tributos medioambien-
tales o reformar los existentes. Entre las 
propuestas para combatir las desigual-
dades, se apuesta por aproximar los re-
sultados de los regímenes forales a los 
de las comunidades de régimen común 
a partir de sus modelos de financiación 
diferenciales. Adicionalmente, se plan-
tea mejorar el modelo financiación de 
régimen común, cuya reforma debería 
emprenderse cuanto antes.

En el terreno impositivo el capítulo 
recomienda garantizar el mantenimien-
to de los tributos patrimoniales a través 
de la fijación de una tributación míni-
ma del Impuesto sobre el Patrimonio y 
el de Sucesiones y Donaciones, además 
de la reforma de los elementos princi-
pales de estos impuestos. En el caso del 
IRPF, tributo compartido entre las co-
munidades y la administración central, 
se propone la aplicación de deduccio-
nes reembolsables dirigidas a proteger 
a los colectivos más vulnerables; asimis-
mo, los autores proponen ajustar mejor 
las retenciones practicadas.

En el campo de la tributación eco-
lógica se plantea como objetivo fun-
damental conseguir la coherencia y 
cohesión del sistema, hoy presidido por 
la fragmentación, el desorden y los so-
lapamientos de diversas figuras tribu-
tarias, tanto en una perspectiva vertical 
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(por niveles de gobierno) como en una 
horizontal (entre CC AA). De forma más 
específica, se propone una reforma in-
tensa tanto de la tributación sobre el 
sector eléctrico como de los graváme-
nes sobre hidrocarburos y transporte, 
siguiendo en gran medida las propues-
tas contenidas en el Libro Blanco de la 
Reforma Tributaria publicado en 2022. 
El capítulo termina señalando que la 
gravedad del riesgo climático obliga 
a buscar las mejores vías y estrategias 
para combatirlo, sin perder de vista los 
objetivos de igualdad, para lo que es 
clave la disponibilidad de propuestas 
de reformas rigurosas y avaladas por la 
comunidad científica.

1.5. RECOMENDACIONES DE 
POLÍTICAS DE REFORMAS

Como se ha visto, el informe recoge un 
amplio y variado conjunto de propues-
tas y recomendaciones planteadas por 
los autores desde distintas perspec-
tivas y experiencias. En este sentido, 
entendemos que en estas páginas se 
recoge un diálogo entre especialistas 
enmarcados en distintas áreas de co-
nocimiento, y que ofrece algunas vías 
de reformas y cambios para afrontar 
las consecuencias que se derivan de las 
transiciones analizadas. A pesar de las 
dificultades para resumirlo, se incluye 
a continuación un listado de las pro-
puestas que quieren, de algún modo, 
sintetizar lo que podría denominarse 
el “consenso básico” sobre las políticas 

públicas que habrían de considerarse a 
partir de los análisis aquí contenidos.

1.	 En primer lugar, es necesario re-
conocer que las transiciones van 
a generar cambios pronunciados 
que van a afectar de forma signifi-
cativa a los ciudadanos, los sectores 
de actividad y los territorios, con 
efectos posiblemente negativos so-
bre las desigualdades, tanto desde 
una perspectiva territorial como 
personal. Conviene conocer en pro-
fundidad esas consecuencias para 
poner en marcha las políticas nece-
sarias que garanticen la limitación 
de las desigualdades y que permitan 
avanzar en su disminución y con-
vertir las transiciones en ventanas 
de oportunidad para asegurar el 
bienestar de las personas y un cre-
cimiento económico sostenible  
y equilibrado.

2.	 Los territorios y la localización de 
las personas en ellos se ven direc-
tamente afectados por los cambios. 
El crecimiento de la urbanización y 
el despoblamiento de muchas áreas 
rurales son tendencias mantenidas 
en el tiempo, en gran medida for-
talecidas por las transiciones y difí-
cilmente reversibles. Los problemas 
asociados al cambio climático pue-
den estimular esas tendencias, así 
como los procesos de innovación 
y de cambio tecnológico, como ex-
plican los informes de COTEC. Las 
consecuencias para los territorios y 
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las personas muy posiblemente van 
a implicar pérdidas de bienestar y 
aumento de la desigualdad.

a.	 En este escenario, es preciso 
aplicar políticas que inten-
ten limitar tales tendencias y 
cuenten con el apoyo decidido 
de los diversos niveles de ad-
ministración, priorizando las 
políticas verdes que supongan 
una mejora de la gestión preven-
tiva de los riesgos (en lugar de 
centrarse fundamentalmente en 
paliar sus consecuencias). Así, 
por ejemplo, es necesario reo-
rientar hasta donde sea posible 
los recursos públicos vincula-
dos al Plan de Reconstrucción, 
Transformación y Resiliencia 
para asegurar que estos llegan 
en cantidades suficientes a los 
diferentes territorios, evitando 
la concentración de los mismos 
en las grandes ciudades, como 
parece estar sucediendo ahora.

b.	 Por otro lado, es cada día más 
necesario fortalecer el trabajo 
y la actividad de las adminis-
traciones locales, asegurando 
los recursos suficientes para ha-
cerse cargo de una parte impor-
tante de las políticas sociales, y 
particularmente de los servicios 
de cuidados y de la buena apli-
cación de las políticas de rentas 
mínimas (incluyendo, natural-
mente, el IMV).

c.	 En una dirección paralela, es 
preciso proceder a la reforma 
del modelo de financiación 
autonómica, a la aplicación de 
las reformas fiscales necesarias 
y combatir las prácticas de eva-
sión y fraude fiscal, además de 
conseguir una aplicación cada 
vez más eficiente de las presta-
ciones y servicios del estado de 
bienestar descentralizado.

3.	 Desde la óptica del modelo pro-
ductivo, el informe señala cómo la 
crisis climática va a generar cam-
bios intensos en todos los sectores 
productivos, tal vez con especial in-
cidencia en el ámbito del turismo, 
pero con efectos claros en todos los 
sectores de actividad. La movilidad 
y el previsible aumento de la des-
igualdad serán también consecuen-
cias inevitables de la disrupción 
digital, hoy especialmente marcada 
por el intenso crecimiento de la IA.

a.	 Por lo tanto, las políticas públi-
cas deben preocuparse por ga-
rantizar procesos de movilidad 
y reciclaje de la fuerza de traba-
jo equilibrados, que permitan 
asegurar los empleos y el man-
tenimiento del poder adquisi-
tivo de los salarios.

b.	 Adicionalmente, deberán refor-
marse y potenciarse al máximo 
las políticas activas de empleo, 
como un mecanismo especial de 
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protección de los trabajadores 
en tiempos de transición, y po-
nerse en marcha las políticas 
pertinentes de apoyo a los jóve-
nes en su formación e incorpo-
ración al mercado de trabajo.

c. Por último, habrá que estimular 
el cambio del modelo empresa-
rial de modo que las empresas 
asuman de forma efectiva sus 
compromisos con los cambios 
medioambientales y los objeti-
vos sociales, además de apostar 
por una gobernanza más demo-
crática y una mayor de participa-
ción de los trabajadores.

4.	 Detrás de los territorios y de los sec-
tores de actividad están las personas. 
Así, cuando hablamos de desigual-
dad, pobreza o exclusión nos referi-
mos particularmente a ellas. En este 
sentido, el informe ofrece reflexiones 
necesarias sobre la situación de las 
personas en el contexto local a par-
tir de una visión cruzada de ambas 
perspectivas. Como se intuye a partir 
del documento, es en el ámbito local 
donde se dan algunos de los procesos 
más significativos para comprender 
la desigualdad (como las economías 
de aglomeración en algunas zonas, 
los cambios en la prima salarial de 
los trabajadores más cualificados o 
una presencia mayor de la población 
inmigrante y una mayor compleji-
dad en la estructura demográfica 
de la población). En todo caso, los 

desequilibrios demográficos entre 
regiones y territorios asociados a la 
distinta intensidad y calendario de 
la transición demográfica y de los 
flujos migratorios provocan a su vez 
tensiones importantes entre las ne-
cesidades de los distintos grupos de 
edad y la oferta de servicios públicos, 
lo que genera déficits importantes de 
bienestar en la población que deben  
ser atendidos.

a.	 En este sentido, el desarrollo 
de políticas de inclusión so-
cial que garanticen niveles de 
bienestar y equidad adecuados 
a los ciudadanos a lo largo de 
su ciclo vital debería ser un eje 
prioritario de las políticas pú-
blicas, cubriendo áreas que van 
desde los programas de garan-
tía de ingresos, las políticas de 
vivienda, especialmente en las 
zonas más tensionadas, con par-
ticular atención a la población 
joven y de origen migrante, has-
ta las políticas de cuidados para 
la población de mayor edad. Una 
reflexión importante que se de-
riva de este informe en este sen-
tido es la necesidad de pensar 
las políticas de cuidados en clave 
local y comunitaria, ante la cre-
ciente demanda que se deriva de 
las transiciones.

5.	 Por otro lado, como se expresa en 
diferentes capítulos del informe, 
es imprescindible asegurar que las 
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transiciones sean justas. Para con-
seguirlo, es cada vez más importante 
investigar a escalas no convencio-
nales y ensayar nuevas perspectivas 
de análisis que permitan abordar 
los aspectos sociales y distributivos. 
Será necesario impulsar un cambio 
de modelo de producción y consu-
mo que respete los límites del pla-
neta y, a la vez, promueva una mayor 
igualdad y redistribución. La lucha 
contra la pobreza energética debe 
ir de la mano de medidas e incenti-
vos que promuevan el ahorro, la efi-
ciencia y la reducción de emisiones, 
como el fomento de la movilidad 
eléctrica y la creación de impues-
tos especiales sobre bienes y servi-
cios de lujo que generan un gran 
volumen de emisiones. Además, 
es necesario desarrollar una polí-
tica migratoria con un enfoque de 
derechos y un fuerte compromiso 
antirracista. Por último, aunque va 
a ser necesario apostar por la refor-
ma fiscal medioambiental, hay que 
prever las compensaciones necesa-
rias para proteger a los colectivos y 
empresas más vulnerables.

6.	 Por último, se quiere insistir en la 
necesidad de seguir estudiando 
los problemas de la desigualdad, 
la pobreza y la exclusión, junto al 
fenómeno de la concentración de 
la riqueza y la renta, para compren-
der sus causas y proponer políticas 
y vías para paliarlos, e invitar a la 
reflexión sobre las políticas públi-

cas (posibles y deseables) y sobre 
la necesidad de generar evidencia 
empírica con el mayor nivel de gra-
nularidad para que estas puedan 
responder de forma eficiente a los 
desafíos planteados. En este sen-
tido, conocer la percepción de la 
ciudadanía sobre la existencia de 
fuertes desigualdades entre grupos 
sociales y territorios es un factor 
importante a tener en cuenta a la 
hora de programar, comunicar y 
divulgar las políticas destinadas a 
combatir la desigualdad y la pobre-
za y asegurar la cohesión social.

1. LOS EFECTOS DE LAS TRANSICIONES DEMOGRÁFICA, CLIMÁTICA Y DIGITAL EN LA DESIGUALDAD



30

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024

Alvarado, F.; Chancel, L.; Piketty, 
T.; Saez, E. y Zucman, G. (2018). 
World Inequality Report 2018, 
World Inequality Lab, en: https://
wir2018.wid.world/files/down-
load/wir2018-full-report-english.
pdf.

Atkinson, A. B. (2015). Inequality: 
what can be done? Cambridge, 
MA: Harvard University Press.

Ayala, L. (coord.) (2022). Desigual-
dad y pacto social. Fundación La 
Caixa.

Blanchard, O. y Rodrik, D. (eds.) 
(2021). Combating Inequality: 
Rethinking Government’s Role. 
MIT University Press.

Chancel, L.; Piketty, T.; Saez, E. y 
Zucman, G. (2021). World Inequa-
lity Report 2022. World Inequa-
lity Lab, en: https://wir2022.wid.
world/www-site/uploads/2021/12/
WorldInequalityReport2022_Full 
_Report. pdf.

Comité de personas expertas 
(2022). Libro Blanco sobre la 
Reforma Tributaria. Madrid: 
Instituto de Estudios Fiscales, 
Ministerio de Hacienda y Función 
Pública.

Davies, J., Lluberas, R. y Shorroc-
ks, A. (2022). Credit Suisse Wealth 
Database.

EAPN España (2021). 11º Informe 
sobre el Estado de la Pobreza en 
España.

Esping-Andersen, G. (2009). In-
complete revolution: Adapting 
welfare states to women's new 
roles. Polity.

OECD (2015). “In it together. 
Why Less inequality benefits all”. 
OECD Centre for Opportunity 
and Equality.

OECD (2019). Under Pres-
sure: The Squeezed Middle 
Class. OECD Publishing, Paris. 
Disponible en: https://doi.or-
g/10.1787/689afed1-en.

OECD (2021). “Does Inequality 
matter? How people perceive 
economic disparities and so-
cial mobility”. OECD Centre for 
Opportunity and Equality.

Bibliografía



31

por LUIS AYALA, ANTONIO JURADO y JESÚS PÉREZ MAYO

El significado 
y el alcance de la 
desigualdad en 
el ámbito local

2



33

2. EL SIGNIFICADO Y EL ALCANCE DE LA DESIGUALDAD EN EL ÁMBITO LOCAL

2.1. INTRODUCCIÓN
 

Los grandes cambios económicos que 
han afectado a los países europeos en las 
últimas décadas, como la creciente in-
ternacionalización de la economía y una 
rápida difusión del cambio tecnológico, 
han tenido un impacto desigual sobre las 
distintas áreas geográficas que forman el 
territorio español. Tal como ha sucedido 
en otros países de nuestro entorno, en 
algunas regiones rurales y áreas metro-
politanas pequeñas y medianas que an-
tes eran prósperas ahora hay pérdidas de 
empleo y disminución de la renta, mien-
tras que en otras, aunque el empleo ha 
aumentado, lo ha hecho, sobre todo, el 
de menor cualificación. En contraste con 
esta evolución, las áreas metropolitanas 
grandes han tenido un comportamiento 
más dinámico en términos de empleo y 
renta (Iammarino et al, 2018). 

El resultado es una fuente de presión 
adicional sobre la tendencia al crecimien-
to de las desigualdades entre territorios. 
A estos procesos se une la diversidad de 
patrones en los cambios demográficos. 
Mientras que hay provincias en las que 
la población ha caído desde el cambio 
de siglo en más de un 10 %, como Za-
mora, Ourense, Palencia y Lugo, en otras 
ha crecido más de un 40 % (Guadalajara, 
Baleares, Girona, Almería y Tarragona). 
Esta disparidad ha tenido su reflejo en 
el diferente grado de envejecimiento de 
la población, con una diferencia de casi 
diez años entre las provincias con la ma-
yor edad media (Zamora y Ourense) y la 
menor (Almería y Murcia).

Desde el ámbito institucional se han 
dado también importantes transforma-
ciones. Los avances en la descentrali-
zación, tanto de las políticas de gastos 
como de ingresos, se han traducido en 
un aumento de las diferencias territoria-
les en la carga tributaria y en la dotación 
de servicios básicos de bienestar social. 
Aunque ese proceso ha estado más de-
terminado por la descentralización de 
los gastos que de los ingresos, las dife-
rencias son grandes tanto en la imposi-
ción personal sobre la renta como en la 
incidencia real del gravamen del capital, 
con regiones en las que en la práctica 
este último solo afecta a un porcentaje 
muy pequeño de la población. 

	 En el análisis de estas diferencias 
territoriales hay un aspecto de creciente 
importancia, aunque todavía poco cono-
cido, que es el diferente impacto que es-
tán teniendo las realidades mencionadas 
sobre la desigualdad en el ámbito local. 
La distinta intensidad de los cambios 
económicos y sociales dentro de cada 
región puede producir desigualdades 
internas importantes e incluso dentro 
de una misma provincia los procesos de 
crecimiento y distribución de la renta 
pueden tener diferente forma y alcance. 

	 En este trabajo se analizan algu-
nos de los datos y argumentos que per-
miten un acercamiento a la desigualdad 
desde la perspectiva local. En el siguiente 
apartado se revisan algunos de los pro-
cesos que permiten entender la impor-
tancia de utilizar esta perspectiva para el 
análisis de la desigualdad. En la tercera 
sección se recogen algunos resultados 
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del alcance de las desigualdades locales 
en España en la distribución de la renta. 
En la cuarta sección se presenta un aná-
lisis de las diferencias de bienestar en las 
ciudades españolas. El trabajo se cierra 
con una breve relación de conclusiones.

2.2. EL FACTOR LOCAL COMO 
DETERMINANTE DE LA DESIGUALDAD

La confluencia de los distintos procesos 
citados en la anterior introducción hace 
difícil que se reduzcan las diferencias 
de renta entre territorios y ha dado lu-
gar también a cambios importantes en 
las desigualdades intra-territoriales, así 
como a un creciente interés en la eco-
nomía espacial de la desigualdad, que 
surge de la fusión entre la economía y 
la geografía. La llamada nueva geogra-
fía económica (NEG) desarrollada desde 
principios de la década de los noventa 
del pasado siglo ha proporcionado dife-
rentes líneas teóricas para entender las 
relaciones entre los procesos mencio-
nados y sus efectos sobre las disparida-
des económicas territoriales (Hassing y 
Gong, 2019).

Bajo este marco teórico, un aspecto 
fundamental es la movilidad interterrito-
rial de la fuerza de trabajo. Los modelos 
de la NEG relacionan estos flujos con la 
geografía de las actividades productivas 
desde la óptica de las diferencias salaria-
les. Un aspecto clave es cómo influye el 
acceso a los grandes mercados en la ubi-
cación tanto de las empresas como de los 
trabajadores. Cuando confluyen ambos 

flujos se produce un proceso acumula-
tivo de aglomeración en determinadas 
zonas y el vaciamiento de otras. Estas 
economías de aglomeración ocurren si 
los trabajadores, al igual que las empre-
sas, son atraídos por las áreas con un alto 
potencial de mercado (Crozet, 2004). La 
concentración de población en determi-
nadas zonas crea un gran mercado, que 
hace que la ubicación sea rentable para 
las empresas, mientras que la llegada de 
nuevas empresas aumenta los salarios, lo 
que facilita que la ubicación sea atractiva 
para los trabajadores (Venables, 2016). Es-
tos procesos no agotan, sin embargo, la 
posible explicación de qué determina los 
cambios en la desigualdad entre las dis-
tintas áreas, al existir una gama más am-
plia de factores que dan forma al paisaje 
económico, especialmente algunos más 
difíciles de modelizar, como los de natu-
raleza social, institucional y cultural. 

Más compleja todavía es la identi-
ficación de los factores que explican la 
desigualdad cuando la perspectiva del 
análisis es más desagregada. Una rama 
creciente de la investigación ha ten-
dido a poner el foco en la desigualdad 
en el ámbito local. Por un lado, algu-
nos autores han tratado de analizar los 
determinantes de la desigualdad en las 
grandes ciudades. Como señalan Glaeser 
et al (2009), la desigualdad en las ciuda-
des puede ser tan importante como las 
desigualdades nacionales. En algunos 
países, ha habido un crecimiento muy 
grande de los ingresos de los ciudadanos 
más ricos, que ha hecho que los lugares 
donde residen sean también más des-
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iguales. Mientras que la relación entre la 
renta media y la desigualdad se ha vuelto 
menos clara, la que se produce entre de-
terminados tipos de áreas geográficas y 
la desigualdad se está fortaleciendo. 

La tendencia a la concentración de la 
población en las grandes ciudades susci-
ta diversas preguntas sobre sus posibles 
efectos en la desigualdad. Una literatu-
ra cada vez más extendida ha intentado 
cuantificar la extensión y los determi-
nantes de la desigualdad de ingresos en 
las grandes ciudades. Gran parte de la 
evidencia se refiere a áreas metropoli-
tanas de Estados Unidos. El resultado 
general es que la desigualdad es mayor 
en estas áreas que en el resto (Gould, 
2007; Baum-Snow y Pavan, 2013; Davis y 
Dingel, 2019). La evidencia es similar en 
otros países de renta alta, aunque no to-
dos los resultados encontrados para Es-
tados Unidos se repiten en otros países. 

En el caso de España, Hortas-Rico y 
Ríos (2019) comprobaron que el tama-
ño de la población es un determinante 
modesto de la desigualdad en las ciuda-
des españolas, mientras que De la Roca 
y Puga (2016) confirmaron la existencia 
de una mayor dispersión de ingresos 
en las ciudades más grandes de España. 
Ayala et al (2023) también encontraron 
que la desigualdad aumentó en las gran-
des ciudades españolas durante las dos 
primeras décadas del siglo xxi y que su 
magnitud es mayor en las grandes áreas 
urbanas que en el resto.

Esta mayor desigualdad puede expli-
carse tanto por diferencias en las carac-
terísticas de la población en cada zona 

como por el efecto que esas característi-
cas tienen en la generación de rentas. La 
mayoría de los estudios analizan la con-
tribución de la educación a la desigual-
dad en las grandes ciudades y muestran 
que la prima salarial de los trabajadores 
con mayor cualificación es superior en 
las ciudades más grandes. En línea con 
lo señalado anteriormente, las personas 
con mayor capital humano tienden a 
concentrarse en grandes ciudades, donde 
sus rendimientos son mayores y donde 
hay empresas más productivas que pagan 
salarios más altos (Behrens et al, 2014).

Se puede decir, por tanto, que 
existe evidencia general de una mayor 
desigualdad en las grandes ciudades, 
asociada a la diferente composición de 
la población por niveles de capital hu-
mano. Hay otras características relevan-
tes para explicar las diferencias entre las 
grandes áreas urbanas y el resto, como el 
porcentaje de población inmigrante o el 
de hogares monoparentales.   	

El conocimiento de las dinámicas de 
renta en los pequeños municipios o, in-
cluso, en los de tamaño intermedio, es 
menor. Tradicionalmente, se han ana-
lizado los ingresos y las condiciones de 
vida según el grado de urbanización bajo 
el estereotipo de que la pobreza es menor 
en áreas urbanas, pero más sensible a las 
recesiones económicas. Sin embargo, 
las áreas rurales no están exentas de un 
riesgo significativo en periodos de crisis, 
pudiendo además mostrar una mayor 
incidencia y persistencia de la pobreza 
(Ayala et al, 2021). Aunque algunos au-
tores han destacado que la tranquilidad, 

2. EL SIGNIFICADO Y EL ALCANCE DE LA DESIGUALDAD EN EL ÁMBITO LOCAL



36

el espacio, los menores precios y los ni-
veles más bajos de criminalidad resultan 
en una alta calidad de vida para los ha-
bitantes en municipios pequeños y que 
las grandes áreas urbanas tienden a es-
tar más expuestas a cambios en las con-
diciones macroeconómicas (Leeuwen, 
2010), las áreas rurales no están exentas 
de riesgos significativos en cuanto a la 
vulnerabilidad de los hogares. En mu-
chos países, ha aumentado la incidencia 
de la pobreza monetaria en las áreas ru-
rales (Comisión Europea, 2008).

Algunos estudios muestran que, in-
cluso cuando se controlan los efectos de 
un gran número de variables individua-
les y del entorno local, las características 
no observables en áreas rurales aumen-
tan tanto la tasa de pobreza local como 
las probabilidades individuales de sufrir 
pobreza (Weber et al, 2005). Puede haber 
trampas espaciales de pobreza, resultado 
de una baja dotación de “capital geográfi-
co” —capital físico, social y humano—, lo 
que convierte al entorno en un factor de 
impacto determinante. Esta trampa espa-
cial determina tanto una mayor inciden-
cia de la pobreza como el hecho de que 
las políticas nacionales que buscan redu-
cir su incidencia sean significativamente 
menos efectivas (Simmons et al, 2007).

La dicotomía urbana/rural, sin em-
bargo, no refleja adecuadamente la di-
versidad de situaciones relacionadas 
con las desigualdades económicas y el 
lugar de residencia. Algunos autores 
han examinado si las barreras que im-
piden la capacidad de los ciudadanos 
para participar plenamente en los as-

pectos económicos, sociales y cultura-
les de la sociedad tienen una diferente 
prevalencia en entornos geográficos 
distintos, ampliando la gama de posi-
bles espacios (MacKinnon et al, 2022). 
Whelan et al (2024), por ejemplo, pro-
ponen una clasificación de seis nive-
les dentro del continuo urbano-rural: 
ciudades, áreas urbanas satélites, áreas 
urbanas independientes, áreas rurales 
con alta influencia urbana, áreas rurales 
con influencia urbana moderada y áreas 
altamente rurales. De tal clasificación 
resulta una heterogeneidad sustancial 
dentro de las áreas urbanas, con mayo-
res barreras asociadas con la inclusión 
social relacionadas con la participación 
económica en las llamadas áreas urba-
nas independientes que en las áreas más 
urbanas y más rurales. 

Estos resultados ponen en entredi-
cho algunas de las políticas que tratan 
de reducir la desigualdad mediante po-
líticas de cohesión territorial. Mientras 
que la mayoría de las ganancias del creci-
miento económico se concentran en las 
ciudades más grandes y las áreas rurales 
siguen recibiendo en los países europeos 
fondos de cohesión, hay un segmento 
territorial intermedio que se beneficia 
poco de estos dos flujos. Conocer mejor 
los problemas de desigualdad y pobreza 
en los distintos tipos de áreas geográfi-
cas debería ayudar al uso de estrategias 
más efectivas en la focalización de las po-
líticas de cohesión, fundamentales para 
abordar la pobreza, la exclusión social y 
la creciente ola de descontento que afec-
ta a muchas áreas menos desarrolladas 
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y más vulnerables (High-Level Group on 
the Future of Cohesion Policy, 2024).

Sin embargo, para reducir la des-
igualdad en las distintas áreas no son 
suficientes las políticas que ponen el 
punto de mira en los territorios y no 
tanto en las personas que residen en 
ellos. Las políticas redistributivas tradi-
cionales tienen un impacto mayor sobre 
las desigualdades intra-territoriales que 
las dirigidas a promover el desarrollo 
social de las distintas áreas. No obstan-
te, la complejidad de los procesos ya 
citados, con una creciente concentra-
ción espacial de hogares en situación 
de vulnerabilidad en determinadas zo-
nas, aconseja más una combinación de 
ambos tipos de políticas que contrapo-
ner las basadas en personas a las que 
lo hacen en los lugares. Esta combina-
ción parece especialmente necesaria 
en aquellas áreas en las que la acumu-
lación de desventajas provoca cicatrices 
en el largo plazo en determinados estra-
tos de la población (como el de menor 
edad), que pueden exacerbar los desa-
fíos intergeneracionales, económicos y 
espaciales a los que se enfrentan los ho-
gares y comunidades de bajos ingresos 
(Connor et al, 2024).

En síntesis, para tener una visión 
global del problema de la desigualdad 
económica y sus posibles soluciones, 
necesitamos observar no solo las dife-
rencias de renta desde una perspectiva 
agregada, sino también la forma en que 
las desigualdades se manifiestan local-
mente y cuáles son las interacciones 
entre ambas. Sin un adecuado conoci-

miento de esas diferencias será muy difí-
cil articular las políticas necesarias.

2.3. EL MAPA LOCAL DE LA 
DESIGUALDAD EN ESPAÑA

Para analizar la distribución de la renta 
y la desigualdad en un ámbito espacial 
desagregado es necesaria la disponibili-
dad de información representativa. En 
la práctica, sin embargo, son escasas las 
bases de datos que permiten estudiar la 
desigualdad desde la perspectiva muni-
cipal. En el caso de España, el Instituto 
Nacional de Estadística (INE) produce 
desde 2015 el Atlas de distribución de 
renta de los hogares. Empezó siendo 
una de las estadísticas experimentales 
del INE, aunque en la actualidad ya está 
incluida dentro de la estadística oficial y 
se dispone de datos anuales desde aquel 
año. El Atlas explota registros adminis-
trativos que dan información sobre el 
nivel y la distribución de renta desglosa-
da según variables demográficas básicas 
de la población a nivel municipal, e in-
cluso por distritos y secciones censales 
en algunos casos. 

Un primer análisis que posibilita esta 
fuente es la comparación de los niveles 
medios de renta según el tamaño del 
municipio. Para clasificar a los munici-
pios por grupos más o menos urbanos o 
rurales son muchos los trabajos que op-
tan por utilizar el concepto de densidad 
de población, una alternativa no exenta 
de inconvenientes. Muchas ciudades es-
pañolas pertenecen a un municipio de 
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baja densidad debido a la extensión de su 
término municipal, por lo que según el 
criterio anterior serían calificadas como 
zonas predominantemente rurales. Otros 
trabajos han tratado de definir una cla-
sificación a partir de la población total 
municipal para establecer diferentes ni-
veles de urbanización, dada la diversi-
dad poblacional y geográfica española. 
EDIS et al (1999), con los datos de una 
encuesta específica realizada entre 1994 
y 1996 a 30000 hogares con ingresos por 
debajo del umbral de pobreza, y Jurado y 
Pérez-Mayo (2008) aplicaron una misma 
clasificación, que dividía a los munici-
pios en las siguientes categorías: 

-	 rural (municipios que no superan los 
5000 habitantes) 

-	 semiurbana (municipios entre 5001 y 
50 000 habitantes) 

-	 urbana (municipios entre 50 001 y 
500 000 habitantes) 

-	 gran ciudad (municipios con más de 
500 000 habitantes)

A pesar de tener también algunas 
desventajas, esta clasificación tiene las 
ventajas de la simplicidad y su fácil in-
terpretación. En la Tabla 1 pueden obser-
varse las diferencias en las rentas medias 
según el tamaño del municipio desagre-
gado en esos cuatro estratos.

Tal como muestra la Tabla 1, hay 
una notable correlación positiva entre 
el tamaño del municipio y la renta neta 
media por hogar en 2021, último año pu-
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Población Renta neta media 
por persona 

Renta neta media 
por hogar 

Renta bruta media 
por persona 

Renta bruta media 
por hogar 

<=5000

5001-50000

50001-500000

>500000

12.995

12.230

13.256

14.825

28.769

31.976

34.829

36.921

15.271

14.654

16.164

18.565

33.873

38.357

42.523

46.205

Tabla 1: Renta media por tamaño del municipio, 2021 (en euros).

Fuente: Elaboración propia a partir del 'Atlas de distribución de renta de los hogares' (INE).
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blicado hasta la fecha. La diferencia de 
renta entre las grandes ciudades y las zo-
nas rurales superó el 28 % en el caso de 
la renta neta y el 36 % en la bruta. Aun-
que este no es el principal objetivo de 
este trabajo, estas diferencias tan gran-
des son un preámbulo ilustrativo de las 
diferencias internas que estudiaremos a 
continuación. Unas brechas de renta tan 
amplias confirman la presencia de dis-
tintas estructuras productivas y de capi-
tal humano comentadas en el apartado 
anterior. En el caso de la renta por ha-
bitante, las diferencias porcentuales no 
son tan grandes e, incluso, hay un salto 
entre las áreas rurales y semiurbanas en 
la aparente correlación. La réplica de ese 
mismo análisis para 2015, primer año de 
publicación del Atlas, arroja resultados 

similares en cuanto a las correlaciones, 
si bien las diferencias porcentuales son 
algo más moderadas.

En la Tabla 2 se presentan los índi-
ces de Gini de la renta municipal neta 
por hogar para el primer y el último año 
publicados. Con la única excepción de 
los tamaños rural-semiurbano en 2015, 
el resto de los resultados confirman ní-
tidamente una mayor desigualdad de la 
renta conforme aumenta el tamaño del 
municipio. Se aprecia, además, una am-
pliación de esas diferencias en 2021, con 
un claro ensanchamiento de esa brecha. 
El índice de las grandes ciudades es un 
26 % mayor que el de las zonas rurales, 
una diferencia muy difícil de encontrar 
incluso entre países con un nivel simi-
lar de desarrollo económico. Estos re-
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Población Índice de Gini (media por municipios)

2015 2021

<=5000

5001-50000

50001-500000

>500000

0,307

0,307

0,310

0,316

0,280

0,294

0,318

0,353

Tabla 2: Índice de Gini por tamaño del municipio.

Fuente: Elaboración propia a partir del 'Atlas de distribución de renta de los hogares' (INE).
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sultados confirman también la realidad 
observada en otros países de una mayor 
desigualdad en las ciudades más grandes 
y un aumento de las diferencias de renta 
en estas áreas en el período reciente.

Es posible analizar también otros 
factores relacionados con la desigualdad 
utilizando los municipios como unidad 
de referencia. En general, la mayoría de 
ellos no presentan una correlación signi-
ficativa con el Índice de Gini. Dichos fac-
tores son la edad media del municipio, el 
tamaño medio del hogar, el porcentaje 
de hogares unipersonales, el porcentaje 
de población menor de 18 años, el por-
centaje de población mayor o igual a 65 
años y el porcentaje de población espa-
ñola. De estos determinantes sociales, el 
único con una relación significativa con 
la desigualdad es el porcentaje de pobla-
ción española, que puede dar una medida 

del efecto del peso de la población inmi-
grante en los municipios. Tal como puede 
apreciarse en la tabla 3, que clasifica a la 
población en cuartiles según el porcenta-
je de población española en cada muni-
cipio, la desigualdad se reduce a medida 
que disminuye el porcentaje de población 
inmigrante en cada municipio.

Este resultado está en línea con el 
que muestran otros trabajos que han ex-
plorado el papel de la migración hacia las 
zonas urbanas en la relación entre el ta-
maño del municipio y la desigualdad. El 
efecto general de un aumento de la po-
blación inmigrante es el crecimiento de 
la desigualdad (Card, 2009). En el caso 
de España, una población extranjera que 
tiende a ocupar puestos de trabajo con 
cualificaciones por debajo de la media es-
pañola eleva las cifras de desigualdad de 
los municipios donde está más presente. 
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Cuartil  % población española Índice de Gini

1

3

4

2

<84,4

89,7-94,2

>94,2

84,4-89,7

0,334

0,308

0,286

0,308

Tabla 3: Índice de Gini según el porcentaje de población española en el municipio, 2021.

Fuente: Elaboración propia a partir del 'Atlas de distribución de renta de los hogares' (INE).
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Dentro de esta visión desagregada 
de la desigualdad, otra perspectiva inte-
resante para el análisis es la que ofrecen 
las capitales de provincia, cuya figura des-
taca en la estructura territorial y admi-
nistrativa de los municipios españoles. 
Siendo la gran mayoría áreas urbanas o 
grandes ciudades, el carácter de centro 
administrativo provincial y origen de ser-
vicios territoriales básicos les otorga una 
estructura demográfica y productiva pa-
recida. Es habitual que tengan un sector 
servicios con mayor peso que en el res-

to de las localidades de la provincia. En 
general, las capitales provinciales son el 
municipio más poblado de cada provin-
cia, salvo Pontevedra, Asturias y Cádiz. 
Por ser las localidades con más habitan-
tes, salvo las tres excepciones citadas, y 
tener un mayor peso del sector servicios 
y de los recursos humanos a él asociados, 
estos municipios tienen una idiosincra-
sia parcialmente distinta del resto, por lo 
que resulta relevante analizar sus diferen-
cias en renta y desigualdad.
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Gráfico 1: Renta neta media por persona de las capitales de provincia.

Fuente: Elaboración propia a partir del 'Atlas de distribución de renta de los hogares' (INE).
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La Figura 1 recoge el ranking de ca-
pitales según la renta neta media por 
persona1. Entre las diez con una renta 
media menor se encuentran varias capi-
tales andaluzas, valencianas, murcianas y 
extremeñas. En el otro extremo se ubican 
las del País Vasco, Madrid, Cataluña y Na-
varra. Los cambios en la renta media en 
los últimos años (2015-2021) no han dado 
lugar a grandes diferencias entre las capi-
tales de provincia, manteniéndose apro-
ximadamente su posición en el ranking, 
con pocas excepciones.

Podría esperarse que esos datos de 
renta estuvieran correlacionados con los 
niveles de desigualdad. Sin embargo, tal 
como se señaló en la revisión de la litera-
tura, la relación entre la renta media y la 
desigualdad se ha vuelto menos estrecha, 
mientras que lo contrario ha sucedido en 
la que hay entre el tamaño de las ciudades 
y la desigualdad. No obstante, de los resul-
tados de la Figura 2 tampoco se despren-
de una alta correlación significativa entre 
el tamaño de la capital de provincia y su 
nivel de desigualdad interna, al coexistir 
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Gráfico 2: Índice de Gini de las capitales de provincia (en %).

Fuente: Elaboración propia.

1.	 La información para San Sebastián no está disponible para el año 2015.
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pequeñas capitales con altos y bajos nive-
les de desigualdad. Destaca, en cualquier 
caso, la gran dispersión del indicador, 
que se mueve entre el 0,278 de Palma de 
Mallorca hasta el 0,405 de Pontevedra en 
2021. La magnitud de estas diferencias es 
mayor que la que a veces se encuentra en 
las comparaciones entre países, como es 
el caso de los de la Unión Europea.

Junto a Palma, Girona, Murcia y las 
ciudades autonómicas son las que apa-
recen con los menores niveles de des-
igualdad. En el extremo opuesto se sitúan 
Pontevedra, Lugo, Burgos y Granada. En-
tre las grandes ciudades, Barcelona y Ma-
drid ocupan una situación intermedia 
como capitales de provincia, con un nivel 

parecido al de Zaragoza y Valencia, siendo 
mayor la desigualdad en Sevilla. Lo con-
trario sucede en Málaga, la ciudad más 
pequeña de las seis grandes, con un nivel 
bajo de desigualdad. 

Destaca, aunque no se dispone del 
indicador para nueve capitales en los pri-
meros años del Atlas, la evolución de la 
desigualdad entre 2015 y 2021, con un 
mayor número de capitales en las que la 
desigualdad aumentó que en las que dis-
minuyó. Entre las primeras sobresalen los 
fuertes incrementos de Pamplona (con 
un cambio del Índice de Gini de 0,245 a 
0,357) y Lugo (de 0,299 a 0,403), mientras 
que entre las segundas la mayor reduc-
ción fue la de Cuenca (de 0,363 a 0,297).

2. EL SIGNIFICADO Y EL ALCANCE DE LA DESIGUALDAD EN EL ÁMBITO LOCAL

Gráfico 3: Mapa de la desigualdad local en España (Índice de Gini (en %), 2021.

Fuente: 'Atlas de distribución de renta de los hogares' (INE).
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Un último comentario tiene que ver 
con el mapa final resultante del análisis 
de la desigualdad para la totalidad de 
municipios en España. Tal como mues-
tra la Figura 3, la desagregación por mu-
nicipios permite disponer de un retrato 
más detallado de las zonas en los que la 
desigualdad es mayor, mucho más difícil 
de visualizar cuando la referencia son las 
provincias o las comunidades autónomas. 
Se trata de Madrid y su entorno, buena 
parte de las áreas del litoral mediterrá-
neo y las islas. Lo contrario sucede en la 
mayor parte de la cornisa cantábrica y en 
amplias zonas de Castilla-La Mancha.

2.4. UN ANÁLISIS DEL BIENESTAR 
EN LAS CIUDADES ESPAÑOLAS

Los apartados anteriores describen la dis-
tribución de la renta en el ámbito muni-
cipal. Es interesante ampliar el análisis 
utilizando un concepto de bienestar más 
extenso que el representado por los indi-
cadores de renta y desigualdad. Aunque 
desde mediados de la década de los años 
50 del siglo pasado ya se planteaba como 
necesaria la medición multidimensio-
nal del bienestar, el informe de Stiglitz, 
Sen y Fitoussi (2009) marcó el inicio de 
un debate donde académicos y decisores 
públicos han tratado de destacar cómo se 
puede superar o, al menos, complemen-
tar la utilización de la renta como la única 
medida del progreso económico y social. 

Respondiendo a esa inquietud, la 
OCDE comenzó a recoger un conjunto de 
indicadores reflejando 11 dimensiones de 

bienestar diferentes en la llamada “Bet-
ter Life Initiative”, incorporando ámbitos 
como la educación, el compromiso cívico 
o la situación medioambiental. Esta bate-
ría de indicadores (la OCDE no ha llegado 
a construir un índice sintético que com-
bine las dimensiones consideradas) se ex-
tendió al nivel subnacional más tarde con 
la herramienta How’s Life in your region, 
en la que se recogen los datos a nivel re-
gional (OCDE, 2020). En el caso español, 
el INE ha comenzado a estimar un con-
junto de indicadores de bienestar agrupa-
dos en nueve dimensiones, siguiendo las 
líneas de la OCDE y Eurostat, con desa-
gregación regional.

A pesar de este avance, como en el 
apartado anterior, la heterogeneidad 
dentro de las regiones puede ocultar di-
ferencias de bienestar en el nivel local, de 
la misma forma que el dato nacional pue-
de suavizar artificialmente las posibles 
disparidades entre las comunidades au-
tónomas. Parece necesario, por tanto, in-
tentar medir el bienestar a nivel local en 
España, tarea para la que hay muy pocos 
precedentes. Una opción es aprovechar 
la información recogida en otra publica-
ción del INE (Indicadores Urbanos, ver-
sión limitada del proyecto Urban Audit 
desarrollado por Eurostat). El principal 
límite de esta fuente es que solo recoge 
indicadores para una selección de 126 
núcleos urbanos en España, lo que im-
pide analizar la existencia de diferencias 
de bienestar multidimensional entre los 
ámbitos urbano y rural, comparación que 
sí puede hacerse con la renta del Atlas de 
distribución de la renta. 

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024
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La medida de bienestar aquí pro-
puesta contempla dimensiones como la 
salud, la educación, el mercado de traba-
jo, la capacidad económica y la situación 
social2 para las 126 localidades presentes 
en la base de datos Indicadores Urba-
nos, combinando la información del At-
las de distribución de la renta para las 
dos últimas dimensiones y la de Indica-
dores Urbanos para el resto. El bienestar 
en salud se mide mediante la esperanza 
de vida al nacer (2020), disponible en la 
fuente recién citada. Respecto a la educa-
ción, se consideran dos indicadores se-
gún la evidencia recogida en la literatura 
de la economía de la educación, también 
procedentes de la misma fuente. Se tra-
ta, por una parte, de la proporción de re-
sidentes en el municipio con educación 
superior (nivel ISCED 5 ó 6 para 2022), ya 
que se supone que una mayor dotación 
de capital humano permite alcanzar un 
mayor nivel de desarrollo (Mincer, 1984) 
y, por otra, del porcentaje de la pobla-
ción menor de cuatro años que está en 
guarderías (2022), para recoger el impac-
to de la educación temprana.

La dimensión del mercado de trabajo 
se mide mediante la tasa de desempleo, 
en primer lugar, porque es lógico pensar 
que un mayor nivel de desempleo se aso-
cia con un menor grado de bienestar en 
el municipio. No obstante, es convenien-
te combinar este dato con la tasa de acti-
vidad, también recogida en las ciudades 
consideradas en Indicadores Urbanos.

Como se ha adelantado, a diferencia 
de los indicadores anteriores, la capaci-
dad económica y la situación social se 
miden con la información procedente 
del Atlas de distribución de renta de los 
hogares. La primera se estima mediante 
la renta neta media por persona (2021), 
entendiendo este valor como una medida 
de la capacidad de consumo de los resi-
dentes en el municipio. La situación so-
cial de cada municipio se aproxima por 
un conjunto de indicadores: la tasa de 
riesgo de pobreza, la desigualdad medida 
a través del índice de Gini y el porcentaje 
de hogares unipersonales sobre el total 
de hogares de la localidad.

Debido a las diferentes escalas de 
medida de cada uno de los indicadores 
es necesario realizar un proceso de nor-
malización, de manera similar al que se 
emplea en la construcción del Índice de 
Desarrollo Humano. Dada la naturaleza 
de los indicadores considerados, don-
de un valor mayor de algunos indica un 
mayor bienestar mientras que en otros, 
como la tasa de desempleo o el riesgo de 
pobreza, ocurre lo contrario, se usarán 
dos expresiones diferentes para normali-
zar los indicadores (Xi):

        , para indicadores que aumentan 
el bienestar cuando crecen.

                 , para indicadores que disminu-
yen el bienestar cuando crecen

2. EL SIGNIFICADO Y EL ALCANCE DE LA DESIGUALDAD EN EL ÁMBITO LOCAL

2.	 Dada la limitación de datos se ha decidido usar la información para 2021, al ser el último dato disponible en la fecha de realización de 
este trabajo.
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Las siguientes etapas del proceso de 
construcción de la medida sintética de 
bienestar municipal consisten en la pon-
deración y la agregación de cada uno de 
los indicadores. Aunque ambas cuestio-
nes han sido objeto de un amplio debate 
en la literatura, optamos aquí por las op-
ciones más sencillas: igual ponderación 
para cada uno de los nueve indicadores 
y cálculo del índice sintético mediante la 
media aritmética. Dado que, tras la nor-
malización, cada uno de los indicadores 
parciales oscila entre 0 y 1, el índice com-
puesto tomará valores en el mismo inter-
valo, donde 0 implica el menor nivel de 
bienestar y 1 el máximo posible.

La Tabla 4 muestra una distribución 
muy concentrada respecto a los valores 
centrales, dada la reducida varianza y 
la escasa diferencia entre los percenti-
les 25 y 75. Este grado de concentración 
provoca que la desigualdad del bienestar 
multidimensional sea muy reducida, li-
geramente inferior a 0,12, contrastando 
claramente con la observada en la renta. 
Los indicadores más importantes para 
explicar el grado de bienestar, al presen-
tar un mayor grado de correlación, son la 
esperanza de vida, la tasa de desempleo, 
el porcentaje de residentes con educa-
ción superior, la renta neta media por 
persona y el riesgo de pobreza, sin que 
haya una relación clara entre el tamaño 
de la población y bienestar. 

Este análisis general cobra más inte-
rés si se centra en los valores extremos. 
Se observa una clara diferenciación espa-
cial, que se repite al identificar las loca-
lidades con mayores y menores índices 

de bienestar. Las ciudades con mayor 
bienestar se concentran en municipios 
de las provincias de Madrid y Barcelona, 
con valores claramente superiores a la 
media de la distribución, junto a muni-
cipios situados en el País Vasco, algunos 
en Galicia y casos aislados como Zarago-
za o Logroño.

La comparación con los peores re-
sultados permite observar la gran dis-
paridad entre los casos extremos. El 
municipio con un mayor bienestar es-
timado más que cuadriplica el valor del 
peor situado. No es extraño que aparez-
can dos ciudades de Andalucía junto a 
las Ciudades Autónomas en el grupo de 
localidades con un grado menor de bien-
estar, ya que la mayoría de las localida-
des con valores inferiores al promedio 
se sitúan en Andalucía, la Comunidad 
Valenciana, las Islas Canarias y algunas 
comunidades pertenecientes al ámbito 
de la España vaciada. 

Estos resultados pueden contrastar-
se con los que ofrecen otros posibles en-
foques, como muestra la Tabla 5. Al usar 
una metodología similar a la de la ONU 
en su Índice de Desarrollo Humano re-
sulta interesante clasificar las ciudades 
españolas analizadas en este trabajo se-
gún los límites usados por la ONU para 
clasificar así, a su vez, a los países según 
su nivel de desarrollo. Sin embargo, es 
preciso recordar que se está midiendo 
un concepto de bienestar más amplio 
que el desarrollo humano estimado en 
el IDH al utilizar una mayor gama de 
indicadores. La Tabla 5 muestra que la 
mayoría de las ciudades españolas se 
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Tabla 4: Distribución del bienestar en ciudades españolas.

Fuente: Elaboración propia a partir del 'Atlas de distribución de renta de los hogares e Indicadores Urbanos' (INE).

Medidas

Media

Las Rozas de Madrid

La Línea de la Concepción

Percentil 25 %

Rivas-Vaciamadrid

Ceuta

Percentil 50 %

Sant Cugat del Vallès

Melilla

Percentil 75 %

Majadahonda

Algeciras

Gini

Varianza

Pozuelo de Alarcón

Torrevieja

0,5115

0,8234

0,1925

0,4516

0,7956

0,2730

0,5052

0,7889

0,3140

0,5734

0,7366

0,3167

0,1183

0,0119

0,8003

0,1933

Ciudades con mayor bienestar

Ciudades con menor bienestar
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encuentran en la categoría de bienestar 
bajo. Este dato sugiere la presencia de 
desafíos considerables en términos de 
desarrollo en gran parte del país, resal-
tando la necesidad de abordar factores 
que limitan el progreso social. Por otra 
parte, el 31,7 % de ciudades ubicadas en 
el rango de bienestar medio (grado de 
bienestar entre 0,550 y 0,699) subraya la 
importancia de entender las condicio-
nes de vida y desarrollo específicas de 
cada área para implementar estrategias 
efectivas y ajustadas a sus condiciones. 
Finalmente, se observa una limitada 
presencia en los niveles altos. Solo un  
2,40 % de las ciudades alcanzan el nivel 
de bienestar alto, mientras que un 1,60 % 
se sitúa en el nivel muy alto. Estas cifras 
sugieren que, aunque existen ciudades 
que destacan en términos de desarrollo, 
la proporción general es relativamente 
baja. Tal realidad invita a explorar enfo-

ques innovadores para fomentar mejo-
ras sostenibles en el bienestar.

En síntesis, este análisis pone de ma-
nifiesto la urgencia de políticas y estra-
tegias que aborden las disparidades en 
el desarrollo humano entre las ciudades 
españolas. La comprensión detallada de 
estas disparidades puede proporcionar 
una base sólida para la toma de decisio-
nes informadas y la implementación de 
intervenciones específicas que impulsen 
el bienestar en todas las áreas del país.

2.5. CONCLUSIONES

1.	 Una de las perspectivas menos co-
nocidas de la desigualdad en Espa-
ña es cuál es su alcance cuando se 
aplica un análisis local. La mayoría 
de los trabajos que estudian la dis-
tribución de la renta tienden a adop-
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Niveles Frecuencia relativa

Muy alto (0,8 y más)

Medio (de 0,550 a 0,699)

Bajo (menos de 0,550)

Alto (de 0,7 a 0,799)

1,6 %

31,7 %

64,3 %

2,4 %

Tabla 5: Niveles de bienestar de las ciudades españolas (según criterio IDH).

Fuente: Elaboración propia a partir de 'Indicadores Urbanos y Atlas de distribución de la renta'.
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tar un enfoque muy agregado, que 
obvia la acusada heterogeneidad de 
los procesos de crecimiento y dis-
tribución de la renta dentro de las 
distintas zonas geográficas. En con-
traste con esta reducida atención a 
la dinámica local, es precisamente 
en este ámbito donde se están dando 
algunos de los procesos más deter-
minantes de la desigualdad, como 
las economías de aglomeración en 
determinadas zonas, los cambios en 
la prima salarial de los trabajadores 
más cualificados o una mayor llega-
da de población inmigrante. 

a.	 Especialmente limitado es el co-
nocimiento del proceso distri-
butivo en los municipios más 
pequeños, a los que los análisis 
suelen aproximarse desde un nivel 
excesivamente agregado, que difi-
culta una correcta comprensión 
de la variedad de experiencias lo-
cales. Sin un conocimiento más 
preciso de cómo se manifiesta la 
desigualdad en unidades espacia-
les más desagregadas, será difícil 
diseñar respuestas adecuadas des-
de la intervención pública.

2.	 Utilizando la nueva información so-
bre la renta y su distribución en los 
municipios españoles, en este trabajo 
hemos analizado algunas de las nue-
vas realidades de la desigualdad des-
de la perspectiva local. Un primer 
resultado es que la desigualdad es 
mayor cuanto mayor es también el 

tamaño del municipio. Tal como ha 
sucedido en otros países, esa rela-
ción se ha vuelto más estrecha en el 
tiempo. Una de las variables que más 
explica esa relación es la presencia 
de población inmigrante, mayor en 
términos relativos en los grandes nú-
cleos urbanos. La recomposición de 
la población a la que dan lugar estos 
flujos ha estado asociada a cambios 
en las diferencias en la remuneración 
por niveles de cualificación. Nuestros 
resultados también permiten identi-
ficar con mayor nitidez la concentra-
ción espacial de la desigualdad, con 
niveles sensiblemente superiores a la 
media en Madrid, el litoral medite-
rráneo y las islas.

3.	 Otro resultado destacable surge del 
análisis de indicadores de bienestar 
locales que van más allá del nivel de 
renta y su reparto. Todavía persiste 
un número importante de ciuda-
des con niveles de bienestar bajos. 
El análisis realizado proporciona 
una visión detallada de las realidades 
socioeconómicas. La identificación 
tanto de ciudades con mejores resul-
tados como de otras que se enfren-
tan a agudos desafíos abre la puerta 
a intervenciones específicas y sugiere 
áreas para futuras investigaciones. 
El enfoque multidimensional ofrece 
una base sólida y relevante para la 
formulación de políticas que aborden 
las disparidades y promuevan un de-
sarrollo humano equitativo en todas 
las ciudades. 
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a.	 Por esta razón, creemos necesario 
un impulso en la disponibilidad de 
datos tanto en la dimensión espa-
cial, aumentando el número de uni-
dades territoriales con información 
disponible, como en la temática, in-
crementando el volumen de indica-
dores disponibles sobre la calidad de 
vida. La combinación de conjuntos 
de datos mayores en espacio, tiempo 
y dimensiones con los nuevos desa-
rrollos tecnológicos para el análisis 
permitirá un mejor diseño de las po-
líticas basadas en la evidencia junto 
a un mejor control y seguimiento de 
las mismas, con la finalidad de anti-
cipar soluciones a los problemas de 
bienestar detectados. 
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3. LA PERCEPCIÓN SOCIAL DE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA: UNA APROXIMACIÓN 

3.1. INTRODUCCIÓN
 

La desigualdad es un fenómeno multidi-
mensional. Tradicionalmente dos marcos 
han protagonizado el campo de estudio. 
Por un lado, la sociología, que ha puesto 
el acento en las clases sociales o el estatus 
desde una perspectiva relacional, y, por 
otro, la economía que ha centrado sus 
análisis en las desigualdades económicas 
(renta, ingresos, riqueza) desde una pers-
pectiva distributiva (Requena, Salazar y 
Radl, 2013: 114). 

Durante mucho tiempo ambas mira-
das tuvieron agendas diferenciadas, aun-
que en las últimas décadas se ha gestado 
una cierta convergencia. Lo distributivo y 
lo relacional han ido dialogando, dando 
como resultado estrategias metodológi-
cas y conceptuales cada vez más inter-
disciplinares. No obstante, faltaba un 
paso más. Como señaló Göran Therborn 
(2020: 11) la desigualdad “es un orden 
sociocultural que reduce nuestra capa-
cidad (la de la mayoría de las personas) 
para funcionar como seres humanos, 
nuestra salud, la autoestima, nuestra 
percepción del yo, así como nuestros 
recursos para actuar y participar en el 
mundo”. Es precisamente esta noción 
de orden sociocultural la que nos inte-
resa aquí. Entender que la desigualdad 
se inscribe también como imaginario, 
como percepción social, construcción, 
en definitiva, de una realidad subjetiva1 

incrustada en las diferentes tramas cul-
turales que toda sociedad comporta. Y 
es ahí donde otras disciplinas, como 
la antropología, la sociología cualitati-
va o la psicología social, tienen mucho  
que decir.

El estudio de la percepción social de 
la desigualdad en España acumula ya un 
cierto recorrido. Durante la última déca-
da se han ido espigando algunas aproxi-
maciones empíricas, la mayoría de ellas 
centradas en la desigualdad económica. 
Pongamos algunos ejemplos. La propia 
Fundación Alternativas publicó un estu-
dio pionero (Romero, 2012). Lo mismo 
sucedió algunos años más tarde de la 
mano de Funcas (Pérez-Díaz y Rodríguez, 
2019) quienes desarrollaron una encues-
ta sobre la percepción de las desigualda-
des económicas a partir de una muestra 
de 1090 individuos, representativa de la 
población residente en España de 18 a 75 
años. Más recientemente hallamos tam-
bién alguna indagación académica, esta 
vez centrada en la juventud y desde una 
perspectiva psicosocial (García-Sánchez, 
García-Castro, Willis y Rodríguez-Bai-
lón, 2022). Incluso algunas CC AA han 
ido realizando análisis parecidos. Baste 
recordar, entre otros, el trabajo formu-
lado por parte de la Fundación Pública 
Centro de Estudios Andaluces vincula-
da a la Consejería de Presidencia de la 
Junta de Andalucía (Castillo, Marqués 
Perales, Martínez Cousinou, 2011) cuyo 

1.	 Peter L. Berger y Thomas Luckmann en su clásico La construcción social de la realidad (2012), señalaban que todo conocimiento de  
una sociedad implica, por un lado, dar cuenta de la realidad objetiva de la misma (instituciones, roles, sedimentaciones, legitimacio-
nes, etc.) y, por otro, comprender la realidad subjetiva mediante los mecanismos de internalización de esa misma realidad por parte 
de los sujetos sociales. 
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objeto de estudio se orientó a la misma 
temática, especialmente en lo tocante a 
la percepción de la demanda de políticas 
públicas redistributivas. Las organizacio-
nes de la sociedad civil tampoco han 
permanecido ajenas a esta tendencia. 
La propia Oxfam Intermón llevó a cabo 
en 2013 una encuesta online dirigida a 
1000 personas cuyo eje fue la percepción 
ciudadana sobre la desigualdad y las po-
líticas fiscales2. Como se puede ver, el in-
terés por los estudios de percepción de 
las desigualdades en nuestro país se ha 
mantenido vivo a lo largo del tiempo. 

El presente capítulo presentará una 
síntesis de algunas de las principales 
conclusiones obtenidas por Oxfam In-
termón tras la realización de una nueva 
encuesta sobre percepciones sociales de 
la desigualdad en España. Dicho ejer-
cicio se llevó a cabo durante la segun-
da mitad de 2023 junto a la agencia de 
investigación 40dB3, y ha sido titulado 
“Vivir la desigualdad”. Lo que aquí pre-
sentamos trata, única y exclusivamente, 
de las percepciones generales identifi-
cadas sobre el comportamiento de la 
desigualdad tanto a nivel global como 
nacional4. Para diseñar metodológica-
mente esta investigación (formada por 

una encuesta y seis grupos focales), la 
entidad se inspiró en la “Encuesta Na-
cional de Percepción de Desigualda-
des” (ENADES, 2022)5, desarrollada por 
Oxfam América en Perú, así como por el 
Inequality Measurement Framework6. 
En el anexo al capítulo incorporamos 
un detalle del conjunto de la metodolo-
gía puesta en marcha.

3.2. LA SOMBRA DE 
LAS DESIGUALDADES

Si nos atenemos a los últimos datos 
globales ofrecidos sobre desigualdades 
económicas por parte de diversos orga-
nismos internacionales7, así como por 
instituciones públicas y entidades socia-
les, encontramos un cierto consenso en 
torno a la idea de que durante las últi-
mas décadas las desigualdades se han 
acentuado. Como señala Lucas Chancel 
(2022: 54-83), de quien tomamos el título 
de este apartado, la desigualdad de renta 
está aumentando en (casi) todos los paí-
ses (medido a través del índice Gini): “La 
evolución de este coeficiente muestra un 
aumento de la desigualdad de ingresos 
en casi todos los países desarrollados a lo 
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2.	 Los principales temas que se abordaban eran la brecha entre ricos y pobres, quién podía actuar para reducir esa brecha, una valoración 
sobre los potenciales impactos en la reducción de las desigualdades, la opinión sobre los impuestos, especialmente las contribuciones 
de cada actor en la sociedad, y sobre evasión y elusión fiscal. Disponible en: https://www.oxfamintermon.org/es/publicacion/Encues-
ta_Percepcion_de_la_ciudadania_espanola_sobre_temas_de_desigualdad_y_fiscalidad.  

3.	 Ver: https://40db.es/.
4.	 El informe completo abordaba muchos más aspectos que pueden consultarse en la siguiente dirección web: http://www.vivirladesigual-

dad.org.
5.	 Disponible en: https://peru.oxfam.org/lo- %C3 %BAltimo/publicaciones/encuesta-nacional-de-percepcion-de-desigualdades-ena-

des-2022. 
6.	 Disponible en: https://inequalitytoolkit.org/. 
7.	 Recomendamos la consulta de los diferentes informes publicados por la OCDE (https://www.oecd.org/social/inequality.htm/), así como 

por el FMI en materia de desigualdades de ingreso (https://www.imf.org/en/Topics/Inequality/imfs-work-on-inequality). 
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largo de los últimos treinta años, con un 
incremento más marcado en los EE UU y 
en los estados que tenían un nivel de des-
igualdad bajo a principios de la década 
de 1980 (los países nórdicos)” (2022: 55). 

Desde 2008 se han experimentado 
algunos fenómenos globales que se pue-
den calificar ya de históricos. La Gran 
Recesión (2008-2014), la pandemia de 
la Covid-19 (2020-2022), la crisis de pre-
cios motivada por la guerra en Ucrania, 
han sacudido los cimientos de muchas 
sociedades. Quince años de inestabili-
dades económicas mundiales que han 
tenido consecuencias locales en el com-
portamiento de la desigualdad. Ahora 
bien, se podría afirmar que cada uno de 
esos fenómenos ha intensificado, en la 
mayoría de casos, tendencias que se ve-
nían desarrollando a escala global desde 
hacía muchos años. En lo tocante a la 
desigualdad económica, podríamos des-
tacar algunos elementos que se han visto 
agudizados, a saber:

	 En primer lugar, las desigualdades de 
renta han tenido un doble comporta-
miento. Por un lado, han disminui-
do entre los países ricos y los países 
emergentes8; por otro, han aumenta-
do en el interior de muchos países a 
un ritmo diferencial. 

	 Este aumento se ha producido, sobre 
todo, debido a la explosión de las ren-
tas altas. La proporción de renta nacio-
nal que acaparan los más ricos (ya sea 
el 10 % o el 1 %) en casi todos los países 
ha aumentado de manera considerable 
en detrimento de los grupos de ingre-
sos más modestos (el 50 % de rentas 
más bajas o el 40 % de rentas medias) 
(Chancel, 2022: 59).

	 En paralelo, se observa un declive de 
la riqueza pública en un contexto don-
de la riqueza privada crece de manera 
exponencial (ibidem, 2022: 64). Esto 
hace que se debiliten los estados so-
ciales y la posibilidad de reequilibrar 
asimetrías mediante políticas predis-
tributivas y redistributivas. Mención 
especial merecen los sistemas tribu-
tarios y fiscales, donde se observa una 
tendencia paralela a la disminución de 
la progresividad, así como a un preo-
cupante proceso de desfiscalización de 
las rentas altas, por no hablar del pa-
pel todavía relevante y escandaloso de 
la evasión y la elusión fiscal, especial-
mente en lo tocante a las grandes cor-
poraciones y los grandes patrimonios9. 

	 De igual forma, se detecta un incre-
mento exponencial de la desigualdad 
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8.	 Habría que matizar esta afirmación en lo relativo al impacto diferencial de la pandemia en los países del Norte y del Sur Global. Como 
señalan Natalia Collado, Ángel Martínez Jorge y Toni Roldán (2021): “La menor capacidad económica e institucional para implementar 
políticas de respuesta a la pandemia han contribuido a ampliar la brecha con los países ricos. Esa brecha se está viendo aumentada por 
la diferencia en la disponibilidad de vacunas: mientras en la UE un 60 % de la población está vacunada, en África solamente un 5 %”. 
Esta tesis también ha sido ampliamente desarrollada por Oxfam Internacional en su informe Las desigualdades matan (2022). 

9.	 Basta revisar el informe del Tax Justice Network (2023), para darse cuenta del impacto y la magnitud del abuso fiscal transfronterizo 
existente en la actualidad por parte de empresas multinacionales y de particulares con riqueza oculta en paraísos fiscales. De igual 
forma el último informe del EU Tax Observatory (2024), donde se aporta abundante evidencia empírica sobre esta misma cuestión.
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de patrimonio. Este crecimiento de 
las rentas altas y los patrimonios corre 
paralelo (aunque no es el único factor 
explicativo) al incremento de la globa-
lización financiera y la liberalización 
de los flujos de capitales, lo cual ha 
generado una doble dinámica: por un 
lado, los más ricos asientan buena par-
te de su riqueza en las rentas de capital 
(difíciles de gravar fiscalmente), mien-
tras que una clase media emergente 
asienta su patrimonio en la reinver-
sión de capitales en viviendas y bienes 
inmuebles. Esta doble tendencia ha 
enfatizado el comportamiento al alza 
de la desigualdad en el interior de la 
mayoría de países10.

Tal y como se recoge en diversos in-
formes internacionales desde principios 
de los años dos mil, el aumento de la des-
igualdad en la mayoría de países tiene 
efectos sobre el funcionamiento de los re-
gímenes democráticos. Hay importantes 
evidencias que conectan11 crecimiento de 
la desigualdad con crecimiento de la po-
larización política, dando como resultado 
un aumento de la xenofobia, del voto de 
extrema derecha, así como importantes 
efectos en los determinantes de la espe-
ranza de vida, de la salud física y emocio-
nal, en una mayor ineficiencia económica, 
ambiental y, en definitiva, sobre el con-
junto del bienestar (Chancel, 2022).

Por todo ello, y muy especialmente 
tras la Gran Recesión de 2008, las des-
igualdades se han convertido en uno de 
los temas centrales de los debates políti-
cos globales. Un ejemplo lo tenemos en 
la Conferencia de Río de Janeiro (2012), 
donde la reducción de las desigualdades 
económicas se convirtió ya en una par-
te sustancial de la agenda de desarrollo 
sostenible12, conectando desafíos climá-
ticos con retos en materia de equidad 
y justicia social. Desde entonces, existe 
un cierto consenso internacional alre-
dedor de la necesaria conexión entre 
desigualdades socioeconómicas y des-
igualdades ambientales.

El caso español no es una excepción. 
Tal y como se expuso ampliamente des-
de Oxfam Intermón en el informe Sobra 
mucho mes al final del sueldo (2023), 
a partir de la crisis iniciada en 2008, se 
observa cómo la desigualdad en España, 
sobre todo la económica, aumentó de 
manera extraordinaria hasta alcanzar su 
máximo histórico en 2013-2014 (año en 
el que el Índice de Gini alcanzó casi los 
35 puntos, sobre la renta de los hogares 
disponible equivalente referida al año 
anterior), para luego decaer durante los 
años de recuperación y crecimiento eco-
nómico hasta alcanzar los 32,1 puntos en 
2019. El resto de Europa también expe-
rimentó una tendencia similar, aunque 
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10.	Un buen ejemplo lo tenemos en el caso español, donde la vivienda se ha convertido en uno de los principales factores de exclusión social 
y de desigualdad, tal y como señala la Red Europea de Lucha contra la Pobreza y la Exclusión Social en el Estado Español (EAPN-ES) 
(2022).  

11.	 No confundir correlación con causalidad. 
12.	 El ODS 10 «Reducción de las desigualdades» se orienta en este sentido. Disponible en: https://www.un.org/sustainabledevelopment/es/

inequality/.
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con mucha menor intensidad. De hecho, 
mientras la desigualdad aumentó en 2,3 
puntos en España entre 2007 y 2013, en 
la zona euro apenas subió medio punto 
(véase figura 1). Esta desigualdad volvió 
a subir bruscamente durante el primer 
año de pandemia (2020), para caer nue-
vamente una vez se desplegaron diferen-
tes medidas económicas y sociales de 
carácter contracíclico. 

De hecho, si comparamos la des-
igualdad en la distribución de ingresos 
entre el 20 % de la población con mayo-
res ingresos, respecto al 20 % con meno-
res, observamos que entre 2008 y 2023 
apenas ha habido variación, lo cual nos 
da una señal de hasta qué punto se trata 
de una tendencia que se ha convertido 
en estructural14.

De acuerdo con la última informa-
ción oficial disponible, España es el 
quinto país más desigual15 de Europa de 
los 26 sobre los que existe información16. 
Estos niveles de desigualdad se encuen-
tran muy lejos de lo que cabría espe-
rar para la cuarta economía de la Zona 
Euro17. Tan solo Bulgaria, Letonia, Litua-
nia y Rumanía presentan niveles de des-
igualdad superiores. Lejos quedan países 
como Francia, Dinamarca o Países Bajos. 

En relación a nuestro entorno, una de 
las señas de identidad de la desigualdad 
en España es que aumenta de manera 
muy notable durante los periodos de re-
cesión económica, mientras que, durante 
las épocas de bonanza y expansión, se re-
duce con mucha menor intensidad (Aya-
la, 2022). El resultado de esta asimétrica  
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13.	 Disponible en: https://www.ine.es/dyngs/Prensa/ECV2023.htm.
14.	 Relación entre la renta disponible total del 20 % de la población con ingresos más elevados y la del 20 % con ingresos más bajos. 
15.	 Disponible en: https://elobservatoriosocial.fundacionlacaixa.org/es/-/radiografia-de-medio-siglo-de-desigualdad-en-espana. 
16.	 EUROSTAT. Coeficiente de Gini sobre la renta disponible equivalente. Disponible en: https://ec.europa.eu/eurostat/databrowser/view/

ILC_DI12__custom_3618856/default/table.
17.	 Datos según EUROSTAT, disponible en: https://ec.europa.eu/eurostat/databrowser/view/tec00001/default/table?lang=en.

Figura 1: Evolución del Coeficiente Gini en España (2008-2022).

Fuente: Instituto Nacional de Estadística (INE), datos a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (ECV)13.
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evolución es que la desigualdad en Es-
paña se vuelve estructural y acaba cro-
nificándose. Esta situación amenaza la 
cohesión y el bienestar social, mina la 
salud democrática, pone al descubierto 
las limitaciones de nuestro mercado de 
trabajo y nuestro sistema de prestaciones 
y afecta negativamente a la eficiencia eco-
nómica (Loungani, Ostry, 2017).

Ahora bien, ¿qué opina la población 
en España de todo esto? ¿Cuál es su 
modo de percibir la desigualdad (tanto 
global como nacional) independiente-
mente de las cifras oficiales y los análi-
sis académicos? Trataremos de aportar a 
continuación algunos resultados sintéti-
cos de la encuesta para intentar respon-
der a estas preguntas. 

3.3. PRINCIPALES PERCEPCIONES 
SOCIALES SOBRE LA DESIGUALDAD 

EN ESPAÑA

La mayoría de las personas encuestadas 
(casi un 60 %) considera que la desigual-
dad en el mundo ha aumentado durante 
los últimos 20 años, si bien hay significa-
tivas diferencias entre generaciones. Las 
personas mayores de 64 años se muestran 
más pesimistas, destacando en mayor 
medida (un 68,3 %) el aumento de la des-
igualdad, mientras que la juventud de 16 a 
24 años se inclina por pensar lo contrario 
(solo el 41,2 % opina que ha crecido). Lo 
que parece un hecho es que, en términos 
agregados, la mayoría social percibe un 
aumento de la desigualdad global. 

Junto a esto, ocho de cada diez per-
sonas encuestadas creen que en España 
existen muchas desigualdades, en con-
creto, el 81,4 % de la muestra. Ahora bien, 
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Figura 2: Evolución de la desigualdad de ingresos (S80/S20) (2008-2023).

Fuente: Instituto Nacional de Estadística (INE), datos a partir de la Encuesta de Condiciones de Vida (ECV) 2023.
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esta percepción tiene una mayor inten-
sidad entre las mujeres (83,3 % frente al 
79,2 % de los varones) y las personas de 
45-54 años (84,3 %) o más de 65 años (con 
un 84,4 %). Contrasta, en el otro extremo, 
la población juvenil que manifiesta un 
menor grado de sintonía con este imagi-
nario social, pues los datos muestran un 
66,9 % en el caso de los jóvenes de 16-17 
años o el 74,8 % entre las personas de 18-
24 años. Casi veinte puntos de diferencia 
entre los más mayores y los más jóvenes.

Por niveles socioeconómicos resulta 
paradójico que quienes se encuentran 
en una mejor situación sean, a su vez, 
quienes más perciben la existencia de 
muchas desigualdades sociales en Espa-
ña. En concreto, un 83,5 % para quienes 
disfrutan de niveles altos, y un 86,3 % 
para quienes se encuentran en niveles 
medio-altos, frente a quienes sufren una 

mayor vulnerabilidad económica (un 
80,7 % para los niveles medio-bajo, y un 
76,4 % para los niveles bajos), es decir, 
casi diez puntos de diferencia. No obs-
tante, para todos los niveles económicos 
dicha percepción es elevada.

En lo tocante a la percepción según 
identidad étnico-cultural o perfil racial, 
encontramos de nuevo algunas parado-
jas. En términos agregados las personas 
que se autoidentifican como blancas/
caucásicas manifiestan sentir una mayor 
percepción de la desigualdad, frente a 
aquellas que se describen como racializa-
das (un 82,2 %, en el primer caso, frente 
a un 77,9 % en el segundo caso). Aun así, 
entre quienes valoran que existen muchas 
desigualdades encontramos una mayor 
presencia de personas racializadas. En los 
siguientes gráficos podemos observar con 
mayor detalle todos estos elementos. 
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Figura 3: Percepción sobre la evolución de la desigualdad en el mundo en los últimos 20 años.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de la encuesta 40dB..
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Figura 4: Percepción agregada sobre desigualdad en España

Fuente: Encuesta 40dB.
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Pensando en España, ¿en qué medida dirías que existen desigualdades sociales? Utiliza la 
siguiente escala en la que 0 representa “No existen desigualdades” y 10 “Existen muchas desigualdades”. 
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Avanzando más en cuanto a percep-
ciones, casi dos tercios de la población 
(63,7 %) opina que la desigualdad se pue-
de erradicar, y más de un tercio (38,2 %) 
respalda firmemente esta posición. En 
otras palabras, aun constatando la exis-
tencia en España de una realidad laceran-
te, desde un punto de vista perceptivo el 
grueso de la población española respalda 
la idea por la cual las desigualdades no 
son inevitables, es decir, se pueden erra-
dicar. Esto parece otorgar, a priori, un 
cierto campo de legitimación social a las 
políticas públicas dirigidas a luchar con-
tra las desigualdades. Esta percepción es 
bastante similar por géneros. Estos da-
tos son consistentes con los presentados 
por la OCDE18 ya que España aparece 
entre los países de la OCDE donde más 
fuerte es el apoyo social para reducir 
la desigualdad y garantizar la igualdad  
de oportunidades.  

Por niveles socioeconómicos, sin 
embargo, las personas que disfrutan de 
una situación más desahogada se mues-
tran más proclives a identificarse con 
esta idea (un 67,2 % en el caso del nivel 
más alto) frente a quienes se ubican en el 
perfil más vulnerable (un 57,8 %). Los da-
tos parecen indicar que el mayor o me-
nor optimismo sobre un futuro descenso 
de la desigualdad guarda alguna relación 
con la propia posición socioeconómica 
que los sujetos ocupan. A mejor situa-
ción económica, más optimismo respec-

to del futuro de la desigualdad, a peor 
situación, más pesimismo. 

Lo mismo ocurre con las diferen-
cias entre generaciones. solo un 45,4 % 
de los jóvenes de 16-17 años, o un 56,7 % 
de los jóvenes de 18-24 años, considera 
que la desigualdad se puede erradicar, 
frente a un 62,8 % de las personas entre 
55-64 años o un 61,9 % en el caso de los 
mayores de 65 años. Nuevamente, como 
veíamos en el apartado anterior, encon-
tramos una clara distinción etaria. En 
este caso, las personas jóvenes son mu-
cho más pesimistas respecto del futuro 
de la desigualdad.

En el caso del perfil racial encontra-
mos un elemento diferencial. Si bien en 
términos agregados (incluso la propia me-
dia) es muy parecida en todos los perfiles, 
existe una importante diferencia entre 
aquellos que más se identifican con dicha 
percepción, es decir, quienes se posicio-
naron más claramente en la encuesta a 
favor de la erradicación de la desigualdad. 
En el caso de las personas racializadas el 
24,9 % sí se manifestaron muy a favor de 
esta idea, mientras que entre las perso-
nas no racializadas este porcentaje es del 
14,5 %, lo que representa una diferencia 
de 10 puntos porcentuales. 
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18.	 Disponible en: https://www.oecd.org/wise/observatory-social-mobility-equal-opportunity/perceptions-of-equal-opportunities/.
19.	 Esta percepción coincide con las evidencias existentes en materia de brechas de desigualdad respecto de la población migrante (CE-

PAIM, 2023).



No me identifico 
en absoluto

Me identifico
totalmente

0-4 (17,3% / 18,6% / 17,1% / 15,7% / 17,4%)

6-10 (67,2% / 64,2% / 64,4% / 64,1% / 57,8%)

0 91 2 3 4 65 8 107
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absoluto”y 10 “Me identifico totalmente”. (% del total)

¿En qué medida te identificas con las siguientes afirmaciones? 
Utiliza la siguiente escala en la que 0 representa “No me identifico en absoluto”y 10 
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¿En qué medida te identificas con las siguientes afirmaciones? 
Utiliza la siguiente escala en la que 0 representa “No me identifico en 

absoluto” y 10 “Me identifico totalmente”. (% diferencia por edad)

¿En qué medida te identificas con las siguientes afirmaciones? 
Utiliza la siguiente escala en la que 0 representa “No me identifico en absoluto” 

y 10 “Me identifico totalmente”. (% diferencia por identidad racial/etnicidad)
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3.4. LAS DIMENSIONES PERCIBIDAS
DE LA DESIGUALDAD

No obstante, por seguir con el análisis, 
las percepciones de la desigualdad pre-
sentan diversas dimensiones. Reconocer 
su existencia es una cosa; ver cómo se 
manifiesta y mediante qué formas, otra. 
En este sentido, ¿qué rostro social tiene 
la desigualdad en el imaginario ciudada-
no? ¿Qué tipo de desigualdades aparecen 
como las más visibles en términos per-
ceptivos? Dos serían las principales res-
puestas obtenidas a partir de la encuesta:

	 La primera, que la desigualdad entre las 
personas ricas y pobres es la más perci-
bida por la ciudadanía. Dicho de otro 
modo, las desigualdades económicas 

son las que parecen tener mayor preva-
lencia en el imaginario social. 

	 La segunda, que la diferencia entre las 
personas migrantes en situación irre-
gular y el resto de la población19, así 
como la distancia entre las condiciones 
de vida de los barrios menos y más favo-
recidos de las grandes ciudades, encar-
nan las otras dos formas de desigualdad 
más significativas a los ojos de las per-
sonas encuestadas. 

Esto indica, en términos perceptivos, 
que la brecha riqueza/pobreza, la bre-
cha migratoria y las brechas territoriales 
dentro de los espacios urbanos, parecen 
constituir el corazón de la sombra de 
las desigualdades. No quiere esto decir 
(como se muestra en la Figura 13) que el 

Personas pobres y ricas

Inmigrantes en situación irregular y el resto de personas

Barrios o distritos dentro de las grandes ciudades

Zonas urbanas y rurales

Comunidades Autónomas

Personas con y sin diversidad funcional

Personas jóvenes y mayores

Hombres y mujeres

Personas LGTBIQ+ y el resto de personas

8,0

7,3

7,1

6,8

6,8

6,8

6,6

6,4

6,2

Figura 13: Percepción sobre las principales formas de desigualdad en España.

Fuente: Encuesta 40dB.

¿Hasta qué punto crees que en España existe desigualdad social entre los 
siguientes grupos o colectivos?   Utiliza la siguiente escala en la que 0 representa 

“Nada desigual” y 10 “Extremadamente desigual”. (Media sobre el total)
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resto de formas de desigualdad no tengan 
presencia en el imaginario social, signifi-
ca tan solo que estos ejes acumulan una 
mayor significatividad expresiva.  

No encontramos en los datos gran-
des diferencias por género, nivel socioe-
conómico, edad y perfil racial. Tan solo 
señalar que, en el caso de otras formas de 
desigualdad, la relacionada con las asi-
metrías de género es mucho más perci-
bida por las mujeres (un 6,9 % en el caso 
de ellas frente a un 5,9 % en el caso de 
los hombres). De igual modo, en el caso 
de la desigualdad entre personas pobres 
y ricas, así como entre barrios o distritos 
dentro de las grandes ciudades, la percep-
ción es más intensa entre las personas 
mayores de 55 años, frente a las personas 
entre 16-24 años.

En cuanto a qué actores sociales e 
institucionales tienen más capacidad 
para combatir las desigualdades en Es-
paña, aparecen varios elementos intere-
santes en la encuesta. En primer lugar, 
se percibe al Gobierno central como 
el ámbito con más capacidad para de-
sarrollar políticas de lucha contra la 
desigualdad, seguido de la Unión Euro-
pea, las comunidades autónomas y las 
entidades locales (ayuntamientos). En 
segundo lugar, fuera del espacio institu-
cional y yendo al campo de la sociedad 
civil, se identifica a los medios de co-
municación, los movimientos sociales 
y las empresas20 (por este orden) como 
agentes clave. Las mayores diferencias 

en dicha percepción se obtienen si ob-
servamos los datos por niveles socioe-
conómicos y por edad. 

La Figura 16 nos muestra una fuerte 
presencia perceptiva en torno al rol del 
Estado y los medios de comunicación 
como ámbitos de responsabilidad clave 
para la lucha contra las desigualdades. En 
el primero de los casos en tanto articula-
dores de la política pública. En el segun-
do, como generadores de opinión pública. 
En las siguientes figuras podemos ver 
todo esto de un modo más detallado.  

20.	Sobre el rol de las empresas, recomendamos consultar el último informe de Oxfam Intermón vinculado con este tema (2024).  
(ver en bibliografía).
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Figura 15: Percepción sobre las principales formas de desigualdad en España por edad.

Fuente: Encuesta 40dB.
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Figura 14: Percepción sobre las principales formas de desigualdad en España según género.

Fuente: Encuesta 40dB.
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¿Hasta qué punto crees que en España existe desigualdad social entre los 
siguientes grupos o colectivos?   Utiliza la siguiente escala en la que 0 representa 

“Nada desigual” y 10 “Extremadamente desigual”. (Media por géneros)

¿Hasta qué punto crees que en España existe desigualdad social entre los 
siguientes grupos o colectivos?   Utiliza la siguiente escala en la que 0 representa 

“Nada desigual” y 10 “Extremadamente desigual”. (Media por tramos de edad)
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Figura 16: Principales instituciones/organismos con capacidad para luchar contra la desigualdad en España.

Fuente: Encuesta 40dB.
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Figura 17: Otros actores con capacidad para luchar contra la desigualdad en España.

Fuente: Encuesta 40dB.
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representa “Nada capaz” y 10 “Totalmente capaz”. (% y media sobre el total)
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Figura 18: Principales instituciones/organismos con capacidad para luchar 
contra la desigualdad en España por niveles socioeconómicos.

Fuente: Encuesta 40dB.

El gobierno de España

7,0

7,2

7,1

7,3

7,2

M
edia

9,7 3 7,1 21,7 56,8 1,8

8,7 4 6,1 20,6 58,3 2,4

9,1 4,2 8,6 20,7 53,5 3,9

9,5 7,1 8,8 9,7 50,9 4

9,9 4,1 9,9 16,5 52 7,6

La Unión Europea

7,2

7,1

7,2

7,3

7,2

M
edia

7 4,4 9 24,4 53,6 1,8

Alto

5,24,125,6 24,4 54,9 2,6

Medio-alto

6,2 6,5 9,3 22,3 51 4,8

Medio

5,7 6 10,5 25,1 48,3 4,5

Medio-bajo

6,1 5,3 10,5 21,2 48,9 8,1

0-2 3-4 5 6-7 8-10 No lo sé

Bajo

¿En qué medida crees que los siguientes organismos tienen capacidad 
para luchar contra la desigualdad en España? Utiliza la siguiente escala en la que 0 

representa “Nada capaz” y 10 “Totalmente capaz”. (% por nivel socioeconómico)
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Figura 19: Principales instituciones/organismos con capacidad para luchar contra la desigualdad en España por edad.

Fuente: Encuesta 40dB.
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¿En qué medida crees que los siguientes organismos tienen capacidad 
para luchar contra la desigualdad en España? Utiliza la siguiente escala en la que 0 

representa “Nada capaz” y 10 “Totalmente capaz”. (% por edad)
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3.5. CONCLUSIONES 

A la luz de los datos analizados, se po-
drían esbozar las siguientes conclusiones:

1.	 Casi el 60 % de la población opina 
que la desigualdad en el mundo ha 
aumentado en las últimas décadas, 
siendo esta percepción más común 
entre las personas de mayor edad. 
Ocho de cada diez personas consi-
deran que en España existe desigual-
dad, y, además, el 47 % cree que es 
muy notable.

 
a.	 Esta percepción tiene una mayor 

intensidad entre las mujeres y las 
personas de más de 45 años. Con-
trasta, en el otro extremo, la po-
blación juvenil que manifiesta un 
menor grado de sintonía con este 
imaginario social. 

b.	 Las desigualdades económicas 
(entre ricos y pobres), las des-
igualdades entre las personas mi-
grantes en situación irregular y 
el resto de la población, así como 
las desigualdades derivadas de las 
condiciones de vida de los barrios 
menos y más favorecidos de las 
grandes ciudades, constituyen las 
formas de desigualdad más visi-
bles a los ojos de la ciudadanía.

2.	 A pesar de que la erradicación total 
de la desigualdad es un objetivo am-
bicioso, dos de cada tres personas 

encuestadas (con especial intensidad 
las personas de más avanzada edad) 
se muestran convencidas de que la 
desigualdad se puede erradicar. 

a.	 El Gobierno central es visto como 
el ámbito con más capacidad  
para desarrollar políticas de lucha 
contra la desigualdad, seguido, por 
este orden, de la Unión Europea, 
las comunidades autónomas y las 
entidades locales (ayuntamientos). 

b.	 Fuera del ámbito institucional y 
dentro del campo de la sociedad 
civil, se identifican a los medios de 
comunicación, los movimientos 
sociales y las empresas (por este 
orden también), como los agentes 
clave para impulsar estrategias de 
lucha contra la desigualdad.

ANEXO

Sobre el enfoque y la metodología de la 
encuesta de percepción social de la des-
igualdad de Oxfam Intermón, la encuesta 
ha presentado una serie de característi-
cas que resumimos a continuación: 
	 El universo ha estado conformado por 

población general residente en España 
(excepto Ceuta y Melilla) a partir de 16 
años de edad. 

	 El tamaño de la muestra han sido 4.102 
entrevistas, distribuidas en cuotas por 
sexo, edad, Comunidad Autónoma, ta-
maño de hábitat y nivel socioeconómico. 
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	 El procedimiento seguido han sido en-
trevistas online (CAWI), con un error 
muestral de ±1,53 % (95 % de confianza). 

	 La fecha de realización fue entre el 08 
de agosto de 2023 y el 13 de septiembre 
de 2023.

Asimismo, se utilizaron para el dise-
ño de la muestra una serie de variables de 
segmentación intentando recoger el ma-
yor grado posible de interseccionalidad. 
Constituye una herramienta analítica 
para reconocer que las desigualdades sis-
témicas se configuran a partir de la super-
posición de diferentes factores sociales 
como el género, la etnia y la clase social 
(entre otros).

El trabajo de análisis cuantitativo fue 
completado (siguiendo un enfoque de 
triangulación metodológica) mediante un 
análisis cualitativo, para lo cual se llevaron 
a cabo 6 grupos focales durante los meses 
de septiembre y octubre de 202322: uno 
protagonizado solo por mujeres, otro por 
jóvenes, otro por clases medidas en ámbito 
urbano y grandes ciudades, otro por clases 
medias en ámbito rural, otro por personas 
migrantes y racializadas, y un último gru-
po conformado por personas LGTBIQ+. 

En total participaron 26 personas. En el 
diseño muestral23 de cada uno de esos gru-
pos se tomaron también en consideración 
diferentes variables selectivas desde una 
perspectiva interseccional24.

21.	 Para la clasificación del nivel socioeconómico de las personas entrevistadas se han utilizado las siguientes variables: tamaño del hogar y 
número de individuos con ingresos en el mismo, así como actividad, nivel de estudios y profesión del sustentador principal del hogar. La 
combinación de estos elementos ha permitido jerarquizar los hogares/individuos de una manera, pensamos, más ajustada que el nivel 
de ingresos. 

22.	En este texto no se recogen las principales conclusiones obtenidas del análisis discursivo. 
23.	Para la clasificación del nivel socioeconómico de las personas entrevistadas se han utilizado las siguientes variables: tamaño del hogar 

y número de individuos con ingresos en el mismo, así como actividad, nivel de estudios y profesión del sustentador principal del hogar. 
No obstante, para tener un conocimiento más exhaustivo de la nota metodológica de la encuesta se puede visitar la siguiente dirección 
web: http://www.vivirladesigualdad.org.

24.	Sexo, edad, nivel de estudios, clase social subjetiva, clase social objetiva, etnicidad, identidad de género, residencia, monoparentalidad/
no monoparentalidad del hogar, dependencia y diversidad funcional, tipo de empleo, régimen de tenencia de la vivienda, recepción o 
no de ayudas de protección social, salud, etc. 

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024
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Bajo

18-24 años

Medio-alto

Población LGTBIQ++

Racializado

Española y otra

Llega justo a final de mes

Otra

No llega a final de mes

35-44 años

Medio-bajo

55-64 años

65 años y más

No. de entrevistas

4.102

1.989

2.103

10

98

1.079

3.626

3.578

3.634

2.037

533

1.083

788

919

345

517

476

524

235

1.463

233

602

706

505

669

964

Tabla 1: Muestra de “Vivir la desigualdad en España” de Oxfam Intermón / 40dB (2023)21.

Fuente: Elaboración propia.
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4. LUGARES, POBLACIONES Y GENERACIONES 

4.1. INTRODUCCIÓN
 

Desde hace siglo y medio la longevidad 
humana aumenta a un ritmo de tres me-
ses cada año (Oeppen y Vaupel, 2002). 
Esta evolución ha traído consigo una 
profunda transformación de nuestro 
sistema reproductivo. En el pasado, la 
alta mortalidad infantil hacía necesaria 
una alta fecundidad para garantizar la 
sustitución de las poblaciones adultas. 
Tras siglo y medio de disminución de la 
mortalidad a todas las edades y con es-
peranzas de vida que superan ya los 80 
años, las generaciones han adaptado su 
esfuerzo reproductivo a un escenario 
de alta supervivencia. En la actualidad, 
el aumento del tiempo de vida y la su-
perposición de generaciones cumplen 
el rol que hace un siglo cumplía la alta 
natalidad en nuestro sistema reproduc-
tivo. Esta profunda transformación en la 
reproducción humana se conoce como 
transición demográfica (Notestein, 1945; 
Coale, 1989). 

Se ha completado ya la transición 
demográfica en todos los territorios del 
Estado, si bien con distintos calendarios, 
ritmos de cambio demográfico y una 
huella diferente de las dinámicas que 
forman parte de dicho cambio. Esto ha 
condicionado la composición generacio-
nal de las poblaciones en el territorio, a 
lo que se añade el impacto desigual de 
flujos migratorios pasados y recientes, 
redundando en una desigual distribu-
ción de necesidades y recursos. Ya no es 
un escenario futuro, tenemos algunas 
de las poblaciones más envejecidas del 

mundo, con personas de más edad y de 
más edades. 

Los retos son múltiples. Gestionar el 
bienestar en sociedades envejecidas exi-
ge la comprensión de sus diversas facetas 
a lo largo de cursos de vida expandidos 
y diversificados, que pueblan el territo-
rio de forma desigual a lo largo de sus 
trayectorias vitales. De esta forma, por 
ejemplo, a la hora de plantear políticas 
dirigidas a favorecer la maternidad sería 
preciso tener en cuenta el potencial re-
productivo de los territorios, o a la hora 
de diseñar políticas de cuidados de larga 
duración, es preciso tener en cuenta el 
equilibrio generacional en los mismos, 
así como la distancia entre generaciones. 

Utilizando las fuentes estadísticas 
disponibles a escala municipal referen-
tes a las últimas décadas, el presente ca-
pítulo analiza las consecuencias de estas 
dinámicas sobre la desigual distribución 
espacial de la población y las generacio-
nes. La perspectiva territorial permite 
identificar áreas de especial vulnerabili-
dad demográfica, con el fin de asesorar 
el diseño de intervenciones específicas 
para las distintas realidades territoriales.

4.2. LA POBLACIÓN 
EN EL TERRITORIO

En España hay 4986 municipios con 
menos de 1000 habitantes. En ellos re-
siden en torno a un millón y medio de 
habitantes (Tabla 1). Estos representan 
el 3 % de la población, pero el 40 % de 
la superficie y el 61 % de las entidades 
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locales. Esta es una realidad histórica 
(Camarero, 2019). Es un sistema de asen-
tamientos creado para la subsistencia de 
la población residente en el mismo, pero 

que se está convirtiendo en un recurso 
de consumo turístico (medioambiental, 
patrimonial) o energético, entre otros. 
La España rural en su conjunto (munici-
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Total

Capitales o mun. de 
más de 100.000 hab

Municipio no capital 
de 20.001 a 50.000

Municipio de 5.001 
a 10.000

Municipio no capital 
de 50.001 a 100.000

Municipio de 10.001 
a 20.000

Municipio de 1.001 
a 5.000

Municipios de menos 
de 1.001 hab.

37.683.363

16.568.154

4.221.509

3.660.244

2.815.949

3.842.926

4.840.130

1.734.452

38.617.997

17.156.449

4.778.887

3.463.939

2.875.819

4.127.157

4.582.024

1.633.722

41.116.842

17.698.457

5.766.810

3.494.124

3.348.340

4.638.790

4.587.098

1.583.223

47.190.493

20.032.334

7.423.898

3.914.878

4.711.883

5.119.308

4.493.962

1.494.230

1981 1991 2001 2011 2021

47.385.107

20.008.403

7.762.049

3.902.355

5.131.138

4.894.070

4.236.718

1.450.374

Tabla 1: Población por tamaño municipal, 1981-2021.

Fuente: Elaboración propia a partir de los censos de población 1981-2021, INE.

1.	 Se representa el periodo en el que se separan las dinámicas de mortalidad y natalidad entre la población española, durante el transcurso 
de la transición demográfica.
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Figura 1: Densidad de población municipal, 2023.

Fuente: Elaboración propia a partir del padrón municipal de habitantes (INE) y Datos geográficos y toponimia (IGN).

pios menores de 10 000 hab.) tiene hoy 
más población que hace 20, 30, 40 años 
o cualquier otro momento previo. No 
obstante, los municipios más pequeños, 
especialmente los localizados en las co-
marcas de interior más alejadas de ciu-
dades medias y grandes (Figura 1), tienen 
muy bajas densidades (con una media de 
siete habitantes por km2). Ello dificulta 
la provisión de servicios y, sumado a su 
estructura demográfica, pone en cuestión 
su poblamiento a medio plazo. Frente a 
ellos, las ciudades medias y grandes de 
las periferias metropolitanas y de áreas 
costeras son las que en mayor medida 

han visto aumentar su población, alcan-
zando muy altas densidades. Incluso en 
áreas con densidades medias históricas, 
como el valle del Guadalquivir, el sureste 
peninsular o el occidente gallego, la po-
blación tiende a una concentración cre-
ciente en las periferias de las principales 
áreas urbanas y metropolitanas.

Crecimiento y reproducción

Entre las poblaciones españolas la tran-
sición demográfica discurrió en un pe-
riodo y a un ritmo similar al de otras 

4. LUGARES, POBLACIONES Y GENERACIONES 
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poblaciones sureuropeas (Livi-Bacci, 
1988), si bien con un decalaje norte-sur 
en el calendario de la misma (Tabla 2). A 
inicios del s.xx la población española se 
encontraba ya en plena transición de-
mográfica (Figura 2). La mortalidad se 
había distanciado de la natalidad, ten-
dencia descendente que se mantiene 
(con las únicas excepciones de la mor-
talidad excepcional debida a la gripe de 

1918 y a la Guerra Civil) hasta los años 
sesenta. A partir de ese momento, con 
una mortalidad infantil ya muy baja, la 
supervivencia sigue aumentando a eda-
des avanzadas, dejando una escasa hue-
lla en las tasas brutas de mortalidad. 
La natalidad se encontraba también en 
descenso en las décadas iniciales del 
s.xx, descenso que se mantiene duran-
te todo el siglo hasta los años noventa.
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Figura 2: La transición demográfica: evolución de las tasas brutas de natalidad (TBN) 
y mortalidad (TBM). España 1860-20201 (‰).

Fuente: Elaboración propia a partir de los Anuarios Estadísticos de España
1862-1997, INE y Movimiento Natural de la Población 1995-2020, INE.
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Tras más de un siglo de cambio, las 
tasas brutas de mortalidad y natalidad 
vuelven a situarse en magnitudes simila-
res a finales de los años ochenta, momen-
to en el que se podría dar por finalizada 
la transición demográfica para la po-
blación española en su conjunto, que, 
por tanto, es desde hace más de trein-
ta años una población postransicional, 
con consecuencias en su crecimiento y 
estructura. Si bien esta profunda trans-

formación en nuestra reproducción se 
produjo de forma similar en todas las 
poblaciones del Estado, no lo hizo con 
el mismo calendario. Las poblaciones de 
la mitad norte peninsular completaron 
su transición en los años ochenta del si-
glo pasado, las de la meseta y levante lo 
hicieron durante los años noventa, y las 
del sur peninsular y los archipiélagos no 
lo hicieron hasta bien entrado este si-
glo. Un decalaje de más de tres décadas 

Tabla 2: Fecha de finalización de la transición demográfica por CC AA.

Fuente: Elaboración propia a partir del Movimiento Natural de la Población 1975-2022, INE.

Asturias, Principado de 1986

Aragón 1986

País Vasco 1986

Castilla y León 1986

Galicia 1986

Navarra, Comunidad Foral de 1986

Rioja, La 1986

Cantabria 1987

Cataluña 1987

Comunitat Valenciana 1993

Madrid, Comunidad de 1993

Castilla - La Mancha 1996

Extremadura 1996

Canarias 2009

Balears, Illes 2012

Andalucía 2013

Región de Murcia 2018

Ceuta

Melilla

2019

2023
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en una transformación que modifica el 
crecimiento y la estructura de las pobla-
ciones, ahondando la desigualdad terri-
torial entre poblaciones que llevan más 
de tres décadas envejeciendo y aquellas 
que sólo empezarán a hacerlo de forma 
notable en las próximas décadas.

La primera consecuencia de la tran-
sición demográfica es que pone también 
fin al crecimiento vegetativo. Nuestras 
poblaciones no volverán a ser, al me-
nos no de forma notable y sostenida, 
poblaciones crecientes en ausencia de 
migración. En realidad, el crecimiento 
vegetativo es la excepción en la historia 
de una población. Las poblaciones no 
tienden al crecimiento, sino a la estabi-
lidad. Las poblaciones pretransicionales 
son poblaciones estables y las posttransi-
cionales también lo serán, en la medida 
en que la natalidad y la mortalidad per-
manezcan cercanas. El crecimiento se 
produce, de forma excepcional, durante 
la etapa transicional, al separarse las di-
námicas de mortalidad y natalidad. 

El calendario de finalización de la 
transición demográfica deja, por tanto, 
una huella en el calendario del fin del 
crecimiento vegetativo en distintos te-
rritorios, que intersecciona con la des-
igual capacidad de atracción o retención 
de flujos migratorios pasados y recientes. 
De esta forma, los municipios que más 
crecen son las localidades medianas y 
pequeñas de los archipiélagos, la costa 
mediterránea y las periferias metropoli-
tanas (Figura 3). Por el contrario, en el 
interior peninsular son los municipios 
más pequeños los que sufren los mayo-

res decrecimientos. En el norte de la pe-
nínsula el crecimiento no correlaciona 
con el tamaño del municipio, existiendo 
continuos relativamente extensos (por 
ejemplo, en A Coruña, Lugo, Ourense 
o Asturias) en los que todos los muni-
cipios pierden población, independien-
temente de su tamaño. En el interior 
peninsular y en las áreas metropolitanas 
existe una estrecha relación entre tama-
ño municipal y crecimiento, si bien en 
sentido inverso. En el interior peninsu-
lar los municipios más pequeños sufren 
un decrecimiento más intenso, mientras 
en las áreas metropolitanas son los pe-
queños municipios de las coronas me-
tropolitanas los que crecen de forma 
más intensa. Aumenta, de esta forma, la 
desigualdad entre municipios pequeños 
en función de su localización.

El saldo vegetativo es el principal 
componente actual de decrecimiento 
en los municipios pequeños del interior 
peninsular (Figura 4), especialmente en 
aquellas áreas de la mitad norte penin-
sular que finalizaron su transición de 
forma más temprana, con estructuras 
más envejecidas, en los que la dinámi-
ca natural ha desplazado a la migratoria 
como principal mecanismo de despo-
blación (Recaño 2023). El sur peninsu-
lar mantiene todavía un decrecimiento 
vegetativo más moderado debido a una 
transición más tardía. El crecimiento 
natural, que dibuja un escenario inten-
samente desigual en términos territoria-
les, pierde protagonismo como factor de 
crecimiento, pero lo gana como vector 
de decrecimiento.
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Figura 3: Crecimiento anual acumulativo (r %) 2013-2022.

Fuente: Elaboración propia a partir del padrón continuo (INE).

Figura 4: Saldo natural municipal (‰) 2013-2022.

Fuente: Elaboración propia a partir del padrón continuo (INE) y Movimiento Natural de la Población (INE).



La transición demográfica supuso 
una disminución de la fecundidad que, 
en poblaciones más longevas y com-
puestas por múltiples generaciones su-
perpuestas, no precisa ser tan elevada. 
Todas las poblaciones postransiciona-
les presentan una fecundidad por deba-
jo del umbral de reemplazo actual. En 
España, la natalidad está descendien-
do desde inicios del s.xx. Desde 1981 
el índice sintético de fecundidad2 se 

sitúa por debajo de 2,1 hijos por mujer 
(el umbral de reemplazo) y desde 1987 
por debajo de 1,5 hijos por mujer para 
el conjunto de la población española. 
La fecundidad de todas las poblaciones 
autonómicas se sitúa por debajo del 
umbral de reemplazo desde hace cua-
tro décadas (Tabla 3), con la excepción 
de Ceuta y Melilla. No se trata pues de 
un escenario coyuntural.
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Tabla 3: Fechas en las que el ISF bajó de determinados umbrales por CC. AA.

Fuente: Elaboración propia a partir del padrón continuo (INE) y Movimiento Natural de la Población (INE).
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Con muy escasa variabilidad territo-
rial se ha extendido a todo el territorio 
el escenario de fecundidad muy baja que 
comenzó en áreas urbanas, en paralelo a 
un proceso de retraso en la maternidad 
y la paternidad. En la actualidad la edad 
media con la que se tiene el primer hijo 
se encuentra por encima de 30 años en 
municipios de muy diverso tamaño tan-
to del norte como del interior peninsu-
lar (Figura A-1 en Anexo). La maternidad 
es especialmente tardía en la cornisa 
norte y en áreas metropolitanas de todo 
el territorio nacional, independiente-
mente del tamaño del municipio, lo que 
indica que, a las dificultades de acceso a 
la vivienda, más graves en grandes mu-
nicipios, se suman factores biográficos y 
de carrera profesional que no son únicos 
de las ciudades centrales de las grandes 
áreas metropolitanas. Tan sólo en la cos-
ta mediterránea y en los archipiélagos 
pervive un patrón diferencial rural-ur-
bano, con una maternidad más joven en 
áreas rurales.

No obstante, la escasa variabilidad 
territorial de la baja y tardía fecundidad 
se traduce en una desigualdad notable 
en términos de natalidad (Figura 5). Esto 
prueba que en poblaciones postransicio-
nales los nacimientos están mucho más 
condicionados por el número de madres 
que por el número de hijos por mujer. 
El número de nacimientos fue relativa-
mente estable en todos los territorios 

entre mediados de los años ochenta y 
mediados de la segunda década del s.xxi, 
mientras la mayor parte de las baby boo-
mers (nacidas entre 1958 y 1975) se en-
contraban en las edades fértiles, con un 
incremento en el inicio de siglo coinci-
diendo con un aumento de población 
femenina inmigrada. Durante la última 
década, la salida de las baby boomers de 
las edades fértiles ha producido un des-
censo constante de la natalidad en todo 
el territorio y, en ausencia de inmigra-
ción, previsiblemente seguirá sucedien-
do en las próximas décadas debido al 
menor volumen de las generaciones en 
edades reproductivas. 

De la misma forma, la desigual pre-
sencia en el territorio de la población (fe-
menina) en edades reproductivas explica 
a la perfección el mapa de una natalidad 
concentrada en áreas costeras y metro-
politanas, además de en áreas del sur pe-
ninsular con un calendario transicional 
tardío (Figura 6). El potencial reproduc-
tivo se concentra en los municipios más 
densos en todo el territorio, pero lo hace 
en mayor medida en las áreas metropoli-
tanas y en el interior peninsular, en don-
de la desigualdad es mayor. Las áreas de 
bajas densidades del interior peninsular 
tienen un potencial reproductivo muy 
escaso. A la hora de plantear políticas 
dirigidas a favorecer la maternidad y la 
paternidad sería preciso tener en cuenta 
el mapa del potencial reproductivo de los 

2.	 El índice sintético de fecundidad (ISF) es un indicador que expresa el nº de hijos que tendría una mujer (hipotética) al final de su vida 
fértil, si durante la misma su trayectoria de fecundidad se correspondiese, en cada edad, con la que reflejan las tasas específicas por edad 
de una población en un momento determinado.
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territorios, para evitar, por ejemplo, em-
papelar marquesinas con márketing na-
talista o abrir casas nido en municipios 
en los que no hay madres potenciales.

Los territorios más afectados por pro-
cesos emigratorios durante la segunda 
mitad del s.xx, vuelven a sufrir una pér-
dida de población. Al llegar a su senec-
tud las generaciones que no emigraron 
entonces, los procesos de despoblación 
se producen por mortalidad, por extin-
ción de generaciones, en ausencia de 
generaciones más jóvenes y, por tanto, 
de potencial reproductivo. Este proce-
so es más intenso en aquellas zonas en 

las que intersecciona con un calendario 
transicional temprano y, por tanto, con 
estructuras más envejecidas. En el futu-
ro, finalizada la transición demográfica, 
tan sólo veremos crecimientos o decreci-
mientos notables como consecuencia de 
dinámicas migratorias.

Flujos migratorios

Los cambios en la mortalidad y fecun-
didad producen cambios en otras di-
námicas, como la migración. Los flujos 
migratorios formaban parte de algunos 
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Figura 5: Tasa bruta de natalidad (TBN) 2022.

Fuente: Elaboración propia a partir del padrón continuo (INE) y Movimiento Natural de la Población (INE).
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sistemas tradicionales de reproducción, 
especialmente en el norte del país (Li-
vi-Bacci, 1988), una emigración masculina 
y mayoritariamente temporal. El período 
central de la transición demográfica, de 
intenso crecimiento vegetativo, produce 
flujos emigratorios también desde pobla-
ciones de cuyos modelos reproductivos 
no formaban parte, como las del sur de la 
península. Estas fueron en mayor medida 
migraciones familiares, con mayores du-
raciones en destino e incluso definitivas. 
En fechas posteriores surgieron nuevas 
movilidades transnacionales (Werbner, 
1999) y una migración internacional ca-

racterizada por una elevada circulación, 
que no ha llegado a arraigar de igual for-
ma en todo el territorio. Por ejemplo, los 
municipios menores de 1000 hab., en los 
que habita un 3 % de la población, han 
captado únicamente un 1,8 % de la in-
migración internacional de la última dé-
cada (Figura A3 en Anexo), y con un alto 
número de migrantes “de paso”.

En poblaciones postransicionales, la 
migración es un factor central en la di-
námica demográfica, explicando el cre-
cimiento e incluso la dinámica natural, 
en la medida en que tiene consecuen-
cias significativas sobre la presencia 

Figura 6: Población femenina en edad fértil (%) 2022.

Fuente: Elaboración propia a partir del padrón continuo (INE). 
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de población femenina en edad fértil. 
La costa mediterránea y los archipié-
lagos muestran una notable capacidad 
de atracción de inmigración extranjera 
(Figura 7), siendo más notable la que se 
dirige hacia los municipios medianos 
y pequeños. En estas áreas, la inmigra-
ción ha contribuido a amortiguar la des-
igualdad entre áreas rurales y urbanas. 
Pero esto no ocurre por igual en todo el 
territorio. En el norte peninsular y, muy 
especialmente, en las áreas metropolita-
nas, la inmigración se dirige en mayor 

medida a municipios grandes, aumen-
tando la desigualdad. 

Las áreas metropolitanas muestran 
una especial capacidad de atracción de 
inmigración interna (Figura 8), especial-
mente en el caso de Madrid. Por el con-
trario, las localidades del interior de la 
mitad norte peninsular apenas atraen 
población de cualquier origen, indepen-
dientemente de su tamaño, mientras ex-
pulsan población incluso de municipios 
grandes como cabeceras comarcales o 
capitales provinciales. Esta intensa ex-
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Figura 7: Saldo migratorio exterior 2013-2022.

Fuente: Elaboración propia a partir de la Estadística de Variaciones Residenciales (INE). 
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pulsión de población se produce tam-
bién desde el interior de la mitad sur 
peninsular, con un creciente despobla-
miento de ciudades pequeñas y medias 
en favor del área metropolitana madri-
leña (Escudero et al, 2023). En la cornisa 
norte, la migración interna se dirige en 
mayor medida hacia las áreas urbanas y 
metropolitanas de esas mismas zonas, 
aumentando la desigual distribución de 
la población en el territorio.

La migración intrarregional en el 
norte y el Mediterráneo se dirige hacia 

las localidades de mayor tamaño, mien-
tras en las áreas metropolitanas lo hace 
en sentido inverso, desde los municipios 
grandes y ciudades centrales hacia mu-
nicipios de menor tamaño de las coro-
nas metropolitanas. En contraste, en el 
interior peninsular se produce muy es-
casa movilidad entre los municipios del 
área, independientemente de su tamaño.

El mayor impacto de los flujos mi-
gratorios se produce cuando estos 
afectan de forma intensa a una misma 
generación, potenciando la desigualdad 

Figura 8: Saldo migratorio interior 2013-2022.

Fuente: Elaboración propia a partir de la Estadística de Variaciones Residenciales (INE).
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en términos de ocupación generacional 
del territorio. Es el caso de la pérdida 
de población adulta joven (25-44 años) 
por emigración desde buena parte del 
interior peninsular (Figura 9). La pauta 
territorial de la emigración de adultos 
jóvenes no se explica ni por tamaño ni 
por densidad municipal, sino por áreas 
geográficas. Determinados territorios 
expulsan población joven intensamen-
te, desde municipios grandes o peque-
ños, zonas densas o dispersas. Pierden 
población joven incluso las ciudades 

medianas del interior y el norte penin-
sular, y lo hacen, además, perdiendo a la 
población con mayor capital educativo 
(González-Leonardo y López-Gay, 2021). 
La fuga de talento desde estas zonas con-
dicionará su capacidad de crecimiento, 
demográfico y económico, en las próxi-
mas décadas. La pérdida de población 
joven limita el crecimiento vegetativo a 
medio plazo, y la pérdida del talento lo-
cal tiene consecuencias negativas sobre 
el potencial de desarrollo endógeno y 
de innovación.
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Figura 9: Saldo migratorio de población entre 25 y 44 años (miles), 2013-2022.

Fuente: Elaboración propia a partir de la Estadística de Variaciones Residenciales (INE).
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En áreas con bajas densidades del 
norte e interior peninsular se produce 
un nuevo aumento de la emigración en 
la vejez (Figura A-4 en Anexo), protagoni-
zada fundamentalmente por mayores de 
80 años. Estos flujos dibujan un mapa de 
falta de accesibilidad a servicios en áreas 
altamente envejecidas. En ellas la pobla-
ción mayor, sin una generación soporte, 
y altamente dependiente del transporte 
privado para poder acceder a servicios 
pensados para áreas metropolitanas, se 
ve expulsada de sus espacios de vida, si-
guiendo la trayectoria migratoria de sus 
hijos hacia áreas periurbanas, áreas en 
las que no tienen redes de vecindad y en 
las que los niveles de soledad en la vejez 
son altos (Puga, 2020). Las altas densi-
dades no garantizan un mayor contacto 
diario con personas con las que se tiene 
una relación de confianza. Entornos re-
sidenciales pensados para el transporte 
rodado y con una alta homogeneidad 
generacional, que los vacía de habitantes 
durante la jornada laboral, contribuyen 
a amplificar los sentimientos de soledad 
de quien no ha envejecido en ellos.

Las generaciones en el territorio

Una segunda consecuencia de la tran-
sición demográfica es el cambio en la 
estructura por edades de las poblacio-

nes hacia estructuras más verticales3, 
conocido como envejecimiento demo-
gráfico. Pero las poblaciones postransi-
cionales no sólo están compuestas por 
personas de más edad, sino también 
de más edades. Somos poblaciones más 
plurales, también desde el punto de vista 
etario. Frente a esta mayor diversidad ge-
neral, algunos territorios han evolucio-
nado hacia una mayor homogeneidad. 
Los territorios emigratorios en el pasado 
no sólo perdieron población, sino tam-
bién nacimientos potenciales, dado que 
emigró población en edades reproducti-
vas. Este proceso condujo a una gran ho-
mogeneidad generacional entre quienes 
permanecieron en esos territorios, que 
envejecieron al mismo tiempo. 

La costa mediterránea, los archipié-
lagos y las áreas metropolitanas cuentan 
con poblaciones más jóvenes y complejas, 
conformadas por cuatro generaciones 
(Figura 10). Las áreas metropolitanas se-
gregan intensamente a la población por 
edad, dibujando el calendario de expan-
sión de las sucesivas coronas metropoli-
tanas, con una edad media decreciente. 
La costa mediterránea y los archipiélagos 
dibujan un patrón similar si bien menos 
polarizado, con población más joven en 
los municipios medianos y pequeños, de 
mayor crecimiento reciente, y un mayor 
envejecimiento en las áreas urbanas cen-
trales, de más difícil acceso residencial 

3.	 La estructura por edades de poblaciones pretransicionales y transicionales, cuya representación gráfica se asemeja a una pirámide, cons-
ta de una base amplia que se va reduciendo rápidamente a medida que aumenta la edad por efecto de la alta mortalidad desde edades 
tempranas. Las estructuras etarias de poblaciones postransicionales son más verticales, por efecto del aumento de la longevidad, ase-
mejándose en mayor medida a una torre. En ellas, una base más reducida se mantiene con muy pocas pérdidas hasta edades avanzadas, 
debido al aumento de la supervivencia a todas las edades.
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para la población más joven. En la cor-
nisa norte, la migración intrarregional 
hacia áreas urbanas provoca una mayor 
concentración de población joven en 
ellas, dejando un marco rural sobreenve-
jecido por la emigración, si bien con altas 
edades medias en todo el territorio. El in-
terior peninsular es, junto con las áreas 
metropolitanas, el territorio con una ma-
yor segregación por edad, debido al avan-
zado proceso de sobreenvejecimiento de 
las áreas menos densas. No obstante, los 
actuales flujos de emigración de pobla-

ción joven desde áreas urbanas pueden 
acentuar el proceso de envejecimiento 
también en ellas.

La presencia de población anciana 
tiene una relación intensa, e inversa, 
con el tamaño municipal en el interior 
peninsular y la costa mediterránea (Fi-
gura A-6 en Anexo). En el interior, los 
municipios más pequeños están clara-
mente sobreenvejecidos por la emigra-
ción, mientras que en el Mediterráneo 
lo están en mayor medida las grandes 
áreas urbanas (Figura 11). La cornisa nor-
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Figura 10: Edad media municipal 2022.

Fuente: Elaboración propia a partir del padrón continuo (INE).
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te registra un acentuado envejecimiento, 
independientemente del tamaño o den-
sidad, con la única excepción de las áreas 
metropolitanas. En las áreas metropoli-
tanas la población anciana se localiza en 
las ciudades centrales y, en menor medi-
da, en las coronas periurbanas debido a 
procesos inmigratorios a edades avanza-
das, ligados a necesidades de cuidado y 
dificultades de acceso a servicios.

Las poblaciones más complejas las 
encontramos en áreas metropolitanas, 
la costa mediterránea y los archipiélagos, 
con poblaciones de cuatro generaciones 
y diversos orígenes. Por el contrario, las 
poblaciones más vulnerables son aque-

llas conformadas por una sola gene-
ración, sin generación soporte, que se 
pueden observar en una amplia zona que 
va desde el sur de Asturias y el oriente ga-
llego hasta la raya portuguesa en Zamora 
y Salamanca y, con una menor continui-
dad territorial, en áreas de bajas densida-
des de la meseta norte, el Sistema Ibérico 
y los Montes de Toledo (Figura 12). Son 
áreas en las que viven mayores entre ma-
yores, que precisan una especial atención 
debido a su mayor vulnerabilidad, con 
redes más frágiles y una mayor distancia 
entre generaciones. La distancia geográ-
fica con los miembros de la familia está 
fuertemente asociada con el intercambio 

Figura 11: Índice de envejecimiento municipal 2022.

Fuente: Elaboración propia a partir del padrón continuo (INE).
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de apoyo. Esto amplifica la vulnerabili-
dad en estos territorios en momentos en 
los que el apoyo informal se convierte en 
una fuente de bienestar indispensable 
frente a la escasez y dificultad de acceso 
a servicios sociosanitarios. La alta homo-
geneidad generacional fragiliza también 
las redes sociales, que adelgazan más rá-
pidamente a medida que sus miembros 
envejecen, y su menor diversidad reduce 
los recursos y apoyos que fluyen a través 
de las mismas, con consecuencias sobre 
la salud y el bienestar. 

La movilidad es un recurso básico 
en las estrategias de los residentes en 
áreas rurales, y un problema para quie-

nes tienen dificultades para ello, como 
las personas mayores. Las áreas urbanas 
ofrecen menores necesidades de mo-
vilidad, dada su mayor densidad de re-
cursos y una mayor accesibilidad a los 
mismos (Escribano et al, 2020). La dis-
persión y el difícil acceso a equipamien-
tos y servicios hace que la implicación 
de otras generaciones sea intensa, con 
repercusiones en el bienestar de aque-
llos que no cuentan con vínculos cer-
canos. La feminización del cuidado es 
más evidente en áreas rurales, influen-
ciada por la limitada accesibilidad a re-
cursos formales (Martín y Rivera, 2018). 
Las escasas mujeres de la generación in-
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Figura 12: Índice de diversidad etaria municipal (Probabilidad Inespecífica de Encuentro) 2022.

Fuente: Elaboración propia a partir del padrón continuo (INE). 
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termedia que habitan estos territorios 
tienden a solapar tareas de producción 
agrícola y ganadera con el cuidado de 
otras generaciones, resultando en difi-
cultades crecientes y en un empobre-
cimiento tanto del cuidado como de  
las cuidadoras.

Pretender exportar a estos territo-
rios servicios de cuidado diseñados para 
áreas de altas densidades, muy basados 
en el cuidado personal, es poco eficien-
te y resulta en una menor calidad de 
vida. Es necesario diseñar servicios es-
pecíficos que permitan llegar a todo el 
territorio, ofrecer respuestas distintas a 
poblaciones y territorios distintos, con 
el fin de cuidar a todos igual. 

4.3. DEL MÁRKETING NATALISTA 
A LA GEOPOLÍTICA MUNICIPAL: 
EL RETO DEMOGRÁFICO EN LA 

POLÍTICA PÚBLICA

La dinámica demográfica se incorpora a 
la agenda política nacional en 2017, con 
la creación del Comisionado para el 
Reto Demográfico, y lo hace planteán-
dose como un problema a solucionar. 
Previamente habían arrancado inicia-
tivas similares a escala autonómica. En 
Aragón, en el año 2000 se redactó el 
Plan Integral de Política Demográfica y 
Poblacional; en Castilla y León, en 2005 
se aprobó la Estrategia regional de Lu-
cha contra la Despoblación, en 2010 se 
aprueba la Agenda para la Población de 
Castilla y León y en 2013 el Plan Para a 
Dinamización Demográfica de Galicia. 

En gran medida, la estrategia nacio-
nal, y alguna de las autonómicas, no se 
basaron en evidencias empíricas o publi-
cadas, ni atendían a los debates acadé-
micos en el ámbito demográfico. Parecía 
subyacer a las mismas una perspectiva 
nostálgica e incrementalista, que pre-
tendía dar marcha atrás a la transición 
demográfica y volver a constituir pobla-
ciones jóvenes y crecientes, enfrentada 
a todas las evidencias científicas. Des-
de planteamientos más ideológicos que 
informados desde el conocimiento, se 
construyó un discurso (en alguno de 
los planes autonómicos, apoyado con 
amplias campañas de márketing) que 
trasladaba a la población la responsabi-
lidad de las dificultades de los sistemas 
de bienestar, debido al supuesto egoísmo 
materializado en la baja natalidad. 

Lamentablemente, perdimos un 
tiempo precioso pretendiendo rejuve-
necer nuestras poblaciones que hubié-
ramos podido aprovechar para adaptar 
nuestros modelos de bienestar a las 
nuevas hechuras de poblaciones enve-
jecidas. Nunca más seremos poblacio-
nes de niños, adultos y ancianos; nunca 
más seremos poblaciones jóvenes con 
problemas agudos de salud; nunca más 
seremos poblaciones con amplios ho-
gares multigeneracionales y con gene-
raciones de mujeres adultas no activas 
que sacrifican su vida para cuidar a 
otros miembros de la familia. Mientras 
ocurrían todos estos cambios y desde la 
ciencia alertábamos de ello y de la ne-
cesidad de adaptarse a un nuevo esce-
nario, se nos tachaba de pesimistas y se 
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distraía el debate público con cuestio-
nes sobre cómo revertir lo irreversible. 

La Estrategia Nacional frente al Reto 
Demográfico cambia de enfoque cuan-
do pasa a depender del Ministerio para 
la Transición Ecológica y el Reto Demo-
gráfico (2020), que presenta el “Plan de 
recuperación: 130 medidas frente al Reto 
Demográfico”, que destaca por su ampli-
tud y su afán de transversalidad, que per-
mite formular cualquier política como 
demográfica en la medida en que todas 
afectan a las personas. Las 130 medidas 
se organizan en torno a diez ejes, entre 
los que se echa en falta alguna referencia 
a la migración, la movilidad o, incluso, a 
la vivienda. La nueva política demográfi-
ca peca de un planteamiento omnicom-
prensivo que incluye cualquier política 
que afecte a municipios rurales, desde 
unas lentes municipalistas que convier-
ten la escala y el tamaño municipal en los 
factores definidores de la misma. De esta 
forma, hemos pasado del márketing nata-
lista a la geopolítica municipal, de culpar 
a la población a ignorarla.

Así, por ejemplo, las políticas de 
transición energética, muy presentes en 
la política demográfica actual, se pre-
sentan como un objetivo ligado a pro-
yectos de gran magnitud vehiculados 
por grandes empresas. La fluidez que 
aporta una generosa financiación de-
terminará su impacto en los entornos 
rurales, que probablemente necesitan 
proyectos menos extractivistas y que 
permitan un mayor control y redistri-
bución de los beneficios entre los ha-
bitantes del mismo (Camarero, Oliva 

y Querol, 2023). Cabe superar algunos 
mitos, como la excesiva confianza en 
que infraestructuras y equipamientos 
atraen actividad económica y retienen 
población, o el de la creación de empleo 
como remedio contra la despoblación, 
cuando muchos de los trabajos que se 
crean en las zonas rurales se ocupan o 
ejercen por población que se desplaza 
desde núcleos no rurales. Por el con-
trario, en la política demográfica de 
nuestro país escasean las referencias a 
redes colaborativas, proyectos supramu-
nicipales, economía social y circular, 
configuración de equipos profesionales, 
ecosistemas de cuidado, envejecimiento 
activo, entornos de acogida y estrategias 
de integración. Olvidando que el objeti-
vo último de la política demográfica no 
son los pueblos, sino el bienestar de los 
individuos a través de las distintas eta-
pas de su curso de vida.

Ajustar los sistemas de solidaridad 
intergeneracional y de salud y cuidados 
con las necesidades de una población 
envejecida es una prioridad. No es con 
políticas basadas en trasladar la culpa 
a la población cómo podemos afrontar 
este reto. Tampoco vamos a fijar pobla-
ción a ningún territorio, en un contexto 
de movilidad creciente, si estos no son 
atractivos y aquella no encuentra en ellos 
respuestas a sus necesidades (atractivos 
para habitarlos con bienestar, no para 
producir de forma extractiva). Las formas 
de acceso a servicios y oportunidades se 
han ido modelando durante décadas des-
de una perspectiva universal y sin políti-
cas que generen estructuras y estrategias 
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de atención a la baja densidad. La búsque-
da de equidad en el bienestar a través del 
tiempo de vida de los individuos, vivan en 
donde vivan, debe estar en el centro de la 
política pública demográfica. 

También se deben señalar las dificul-
tades intrínsecas en la implementación 
de cualquier política demográfica, que 
tan sólo da fruto en el largo plazo, fren-
te a la duración de los ciclos electorales, 
lo que exige un planteamiento interdis-
ciplinar e interdepartamental, así como 
la colaboración de diferentes niveles de 
administración y gobierno, y que debe 
combinar el conocimiento empírico ri-
guroso con la competencia de gestión y 
el compromiso político (Pinilla y Sáez, 
2017). A este respecto, resultan alenta-
doras las experiencias de áreas que se 
han convertido en modelos, como las 
Highlands escocesas o las zonas esca-
samente pobladas de Suecia, Finlandia 
y Noruega, o ejemplos como el de Pes-
cueza, en Cáceres, que con un impulso 
firme a un modelo de atención comuni-
taria centrada en la persona ha logrado 
mejorar la calidad de vida de los vecinos, 
permitir que envejezcan en sus hogares, 
con apoyos y acompañados, y amorti-
guar dinámicas demográficas en declive. 

4.4. CONCLUSIONES

Los fenómenos demográficos tienen sus 
propias dinámicas, sobre las que las po-
líticas frente al “reto demográfico” están 
teniendo efectos muy limitados. La for-
mulación de objetivos de recuperación 

de volúmenes poblacionales o estructu-
ras demográficas del pasado no solo es 
un error de cálculo que puede rayar en 
la idealización nostálgica, sino que tie-
ne consecuencias en términos de asig-
nación de recursos y de frustración de 
las expectativas de la población. Por otra 
parte, los proyectos extractivistas, sin 
control ni redistribución de beneficios 
entre la población local, no revierten 
en una mejora de la calidad de vida que 
pueda dejar una huella en las dinámicas 
demográficas. La política demográfica 
debe plantearse en términos de adap-
tación a los cambios demográficos, con 
particular atención a la equidad en el ac-
ceso a servicios que permitan mantener 
el bienestar en distintos momentos bio-
gráficos y contextos geográficos.

1.	 Evolucionamos hacia una mayor 
desigualdad territorial en términos 
demográficos, que requiere miradas 
específicas, con una visión que se 
centre en los territorios más que en 
los municipios. Desde áreas con una 
creciente complejidad demográfica, 
como las costas mediterráneas y los 
archipiélagos, o áreas metropolita-
nas en las que la segregación espacial 
y etaria discurren en paralelo, hasta 
territorios en los que viven mayores 
entre mayores, en un escenario de 
alta vulnerabilidad, pasando por el 
creciente despoblamiento de ciuda-
des pequeñas y medianas. Todo ello 
exige rediseñar las estructuras de 
apoyo colectivas para hacer frente a 
los nuevos retos.

4. LUGARES, POBLACIONES Y GENERACIONES 
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2.	 En poblaciones postransicionales la 
reproducción es una cuestión de nú-
mero de madres, mucho más que de 
número de hijos por mujer, por lo 
que políticas natalistas que trasladan 
la responsabilidad a las jóvenes son 
ineficientes y resultan frustrantes. Las 
políticas de crianza y corresponsabi-
lidad, que faciliten la transición a la 
maternidad y la paternidad y, muy es-
pecialmente, el paso del primer al se-
gundo hijo, deben tener en cuenta el 
potencial reproductivo de los territo-
rios. Los calendarios de maternidad 
tardía en todo el territorio harían 
recomendable la ampliación de las 
políticas públicas de fertilidad asis-
tida y su accesibilidad territorial.

3.	 El crecimiento demográfico no de-
penderá de la reproducción sino de 
la migración. Las políticas migra-
torias deben tener una relevancia 
creciente, destinadas a facilitar la 
integración y la permanencia de la 
población inmigrante en el terri-
torio, y muy especialmente aquellas 
destinadas a garantizar la igualdad 
de oportunidades de la segunda ge-
neración. Las políticas de integración 
son especialmente relevantes en los 
pequeños y medianos municipios de 
la costa mediterránea y los archipié-
lagos, con poblaciones de creciente 
complejidad. En municipios de ba-
jas densidades del interior y el norte 
son relevantes políticas de acceso a 
viviendas y servicios que faciliten la 
permanencia de una población con 

alta movilidad. En áreas metropoli-
tanas es prioritario amortiguar una 
segregación territorial creciente.

4.	 A pesar de la relevancia reciente de 
los debates respecto a la despoblación 
rural, los municipios pequeños no 
son el origen de los principales flujos 
de pérdida de población, debido a una 
estructura demográfica con un no-
table desequilibrio generacional. La 
pérdida de población que originará la 
“despoblación” de las próximas déca-
das se está produciendo desde áreas 
urbanas. Son las ciudades pequeñas 
y medianas del interior y el norte pe-
ninsular las que pierden población jo-
ven, lo que, a su vez, dejará huella en 
su potencial reproductivo. Son flujos 
que se dirigen mayoritariamente ha-
cia el área metropolitana de Madrid, 
con crecientes dificultades de acceso 
a la vivienda, entre otras. Este escena-
rio haría recomendable un proceso 
de descentralización de institucio-
nes y entidades hacia ciudades pe-
queñas y medias del interior y el 
norte, que favorezca la desconcentra-
ción territorial de las oportunidades 
para las generaciones jóvenes.

5.	 El aspecto más preocupante es el 
desequilibrio generacional en buena 
parte del territorio. Una población 
se compone de generaciones. El (des)
poblamiento no es una cuestión de 
números, sino de equilibrios. En las 
ciudades centrales de las áreas me-
tropolitanas y en las áreas rurales dis-
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persas del noroeste peninsular hay 
una relación muy desproporcionada 
entre las generaciones, configurán-
dose como áreas de especial vulne-
rabilidad sociodemográfica. No sólo 
producimos, buena parte de nuestra 
vida cuidamos y somos cuidados. 
Ajustar los sistemas de salud y cui-
dados a las necesidades de una po-
blación compleja y envejecida es una 
prioridad en todo el territorio, pero 
lo es de forma más urgente en aque-
llas zonas intensamente envejecidas 
y con desequilibrios en su estructu-
ra generacional. Tanto en las áreas 
centrales de las metrópolis como en 
el rural disperso, nos encontraremos 
un escenario de hogares de mayores 
cuidando de mayores y de ancianas 
viviendo solas. En estas circunstan-
cias es fundamental un esfuerzo en 
adaptación de entornos, empezando 
por las viviendas y siguiendo por el 
barrio o la vecindad. La vivienda es 
el escenario de la mayor parte de los 
accidentes en la vejez, por lo que su 
adaptación ahorraría muchos costes 
sociosanitarios. El impulso de pe-
queñas infraestructuras domóticas 
y dispositivos de vigilancia avanzada 
facilitaría que mayores frágiles pue-
dan seguir cuidándose mutuamente 
(y autocuidándose) con seguridad y 
calidad de vida. 

6.	 En el mundo rural disperso, al inten-
so desequilibrio generacional se su-
man dificultades de acceso a servicios 
localizados y/o diseñados para áreas 

urbanas, llegando a producir flujos de 
emigración de población de más de 
80 años que tiene que abandonar su 
espacio de vida en busca de cuidados. 
No se trata de conseguir mantener 
un determinado tamaño demográfi-
co, sino de cuidar a la población que 
ya habita esos territorios, de conver-
tir el cuidado de esta generación en 
una oportunidad. Pretender exportar 
a estos territorios servicios diseñados 
para áreas de altas densidades es poco 
eficiente y resulta en una menor cali-
dad de vida. Servicios menos basados 
en el cuidado personal y más tecno-
lógicos, con un mayor abanico de 
pequeños servicios complementarios 
que se solapen a medida que avancen 
las necesidades, parecen más adecua-
dos. Sería necesario ampliar el catá-
logo de servicios, desde una óptica 
acumulativa, con una alta flexibili-
dad para adaptarlo a las necesidades 
y recursos de cada área, favorecien-
do la estabilidad de profesionales, 
innovaciones organizativas que favo-
rezcan la coordinación de casos y la 
economía social y de proximidad. Se 
trata de pasar del apoyo personal fa-
miliar o precario a servicios atractivos 
para el cuidado y los cuidadores, con 
más tecnología y un mayor papel del  
emprendimiento local. 
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ANEXO

Figura A-1: Edad media a la primomaternidad, municipios mayores de 50 000 hab. y capitales provinciales (2022).

Fuente: Movimiento Natural de la Población (INE) y Padrón continuo (INE).



Figura A-2: Población femenina entre 15 y 49 años (%) según densidad municipal (2022).

Fuente: Padrón continuo (INE) y Datos geográficos y toponimia (IGN).
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Figura A-3: Inmigración internacional 2011-20 (%) y población 2020 (%), según tamaño municipal.

Fuente: Padrón Continuo y Estadística de Variaciones residenciales (INE).

GINI (2021) GINI (2015)

Figura A-4: Saldo migratorio de población de 65 y más años (miles), municipios 2013-2022.

Fuente: Estadística de Variaciones Residenciales (INE).



Figura A-5: Edad media según densidad municipal (2022).

Fuente: Padrón continuo (INE) y Datos geográficos y toponimia (IGN).
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Figura A-6: Porcentaje de población anciana (80 y más años) (2022).

Fuente: Padrón continuo (INE).
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5. LAS DIFERENCIAS TERRITORIALES EN LA VULNERABILIDAD Y CAPACIDAD DE RESILIENCIA CLIMÁTICA 

5.1. INTRODUCCIÓN
 

El calentamiento y el cambio climático 
asociado generan desigualdades territo-
riales desde una doble perspectiva. En 
primer lugar, porque incrementan de for-
ma territorialmente desigual sus conse-
cuencias, afectando de manera diferente 
a la población que habita distintos terri-
torios y perjudicando en mayor medida 
a los más desfavorecidos por su menor 
capacidad para adaptarse y responder a 
unos riesgos crecientes. En segundo lu-
gar, porque modifican el potencial de de-
sarrollo de los territorios y, por lo tanto, 
modifican desigualmente las oportuni-
dades para la población que los habita, 
obligándoles, en ocasiones extremas, a 
emigrar. Estas desigualdades territoriales 
por pérdidas y daños esperables, así como 
la desigualdad de oportunidades territo-
riales, dependerán de la magnitud del ca-
lentamiento, aunque algunos efectos son 
ya inevitables (como el despoblamiento 
de las áreas desfavorecidas) o serán irre-
versibles si aumenta el calentamiento 
y los sistemas naturales y humanos se 
ven empujados más allá de su capacidad  
de adaptación. 

Por otra parte, el creciente calenta-
miento medio global del planeta deriva 
de la concentración acumulada de gases 
de efecto invernadero (GEI) en la atmósfe-
ra. El calentamiento medio terrestre ya ha 
superado los 1,5 ºC en 2023 respecto a la 
media preindustrial y sigue una dinámica 
creciente tanto en cuanto al calentamien-
to terrestre como al marítimo. La Agen-
cia Europea del Medioambiente (EEA) 

señala unos escenarios de calentamiento 
para Europa que plantean la probabilidad 
de alcanzar los 3 °C de incremento en los 
próximos 10 años (EEA, 2024: 24), un su-
puesto aún más probable si consideramos 
la posibilidad de superación de puntos 
de inflexión en procesos que den lugar a 
cambios explosivos en emisiones (tipping 
points) (Lenton et al, 2023).

Los 36 riesgos climáticos que la EEA 
caracteriza con efectos graves para la 
UE27, integrados a su vez en cinco clús-
teres (ecosistemas, alimentación, salud, 
infraestructuras críticas, y economía y 
finanzas), exigen políticas públicas prio-
ritarias y urgentes que permitan con-
trarrestarlos. Dichos riesgos afectan a 
la cohesión territorial, con efectos más 
graves en el sur de Europa, y a la esta-
bilidad social europea, por incidir en 
mayor medida sobre los grupos sociales 
y los ecosistemas más vulnerables. Más 
de la mitad de los riesgos señalados por 
la EEA (21 de 36) tienen ya efectos críti-
cos, particularmente en el sur de Euro-
pa. Su interrelación y retroalimentación 
(EEA, 2024: 260) amplifican la gravedad 
del conjunto de riesgos y, en particular, 
la gravedad de las olas de calor extremo, 
pues, si no se toman medidas, cientos de 
miles de personas morirían al año por 
su causa en la UE27; y de los cambios en 
los regímenes de precipitaciones y tem-
porales marítimos, ya que las pérdidas 
económicas (sólo por las inundaciones 
costeras) podrían llegar a superar el bi-
llón de euros al año. 

La EEA (2024: 267) destaca que los 
efectos del calentamiento incrementan 
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las desigualdades territoriales y sociales, 
por lo que las políticas y planes europeos 
deben buscar una resiliencia justa, te-
niendo en cuenta que ciertos grupos de 
personas se ven afectados de manera des-
proporcionada por el cambio climático. 
Estos grupos coinciden, además, con los 
que no poseen capacidad de influencia 
en los procesos de toma de decisiones. 
Complementariamente, MITECO (2020, 
anexo III: 204-206) señala los 73 riesgos 
que se consideran significativos para el 
conjunto de la sociedad y la naturaleza 
española asociados al proceso de calen-
tamiento global, los principales de los 
cuales, desde la perspectiva de genera-
ción de desigualdades territoriales, serán 
objeto de consideración en este capítulo. 

Los análisis correspondientes a las 
desigualdades derivadas de los procesos 
de calentamiento y cambio climático im-
plican comprender las diferencias que se 
producen en los distintos territorios en 
cuanto al periodo de retorno de la ame-
naza (es decir, el número de años en que 
el fenómeno probablemente se repetirá); 
la exposición, que define el marco geo-
gráfico al que puede afectar la amenaza 
asociada a ese periodo de retorno; y el 
grado de vulnerabilidad del grupo huma-
no y el patrimonio que puede verse afec-
tado por la amenaza. La Fundación AON 
(2021, 2023) estimaba un coste económi-
co medio anual por catástrofes naturales 
en España, entre 2016 y 2020, de 2413 
millones de euros, con una tendencia 
creciente del promedio anual del 10,7  % 
en el coste por catástrofe. En 2021 dicho 
coste se estimaba en unos 3600 millones 

de euros, aunque incorporando los efec-
tos del volcán de La Palma; para 2022, 
la estimación era de unos 2900 millones 
de euros.

Para el período 2016-2020 AON se-
ñala que, en el sector agrícola, el daño 
producido por catástrofes naturales se 
debía, en primer lugar, al pedrisco (40 % 
de media en el período 2016-2020), 
seguido de la sequía (24 % de media), 
el viento (12 %), las heladas (10 %), las 
lluvias (9 %) y las inundaciones (4 %), 
aunque los datos presentan una alta va-
riabilidad de año a año. En los sectores 
económicos no agrícolas, incluidas las 
economías domésticas, destacan, como 
media entre 2016 y 2020, la incidencia 
de las inundaciones (78 %), seguidas de 
las tormentas ciclónicas (16 %) y de los 
embates del mar (5 %).

La distribución provincial de estos 
daños medios en el período 2016-2020 
nos da una idea de la desigualdad terri-
torial de los efectos climáticos. Esta se 
recoge en las figuras 1 y 2, suficientemen-
te explicativas por sí mismas.

5.2. LA INCIDENCIA DEL 
CAMBIO CLIMÁTICO SOBRE LAS 

DESIGUALDADES TERRITORIALES 
DE ESPAÑA ASOCIADAS AL 

CICLO HIDROLÓGICO
 

Centrándonos en los efectos del incre-
mento de las temperaturas, la disminu-
ción de las precipitaciones, el aumento 
de la evapotranspiración, el aumento 
del nivel del mar y el incremento de la 
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Figura 1: Distribución provincial de los daños medios generados 
al sector agrícola por desastres naturales (2016-2020).

Fuente: Fundación AON (2021: 10).
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Figura 2: Distribución provincial de los daños medios generados en 
las economías domésticas y en los sectores no agrícolas (comercial, 

industrial y servicios) por desastres naturales (2016-2020)

Fuente: Fundación AON (2021: 11).
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frecuencia y gravedad de fenómenos me-
teorológicos extremos, podemos con-
cluir que el primer ámbito gravemente 
afectado por estos procesos es el sector 
hídrico español, al reducirse la disponi-
bilidad de agua de manera desigual en 
distintos territorios. Respecto a la pre-
cipitación, la figura siguiente muestra 
la evolución tendencial a la reducción 
anual de las mismas (de 1,2 mm de pre-
cipitación al año) y a una progresiva in-
corporación de años secos o muy secos 
(precipitación inferior a 595 mm/año o 
551 mm/año, respectivamente).

Esta tendencia a la reducción de las 
precipitaciones se estima que continua-
rá los próximos años, asociada al incre-
mento del calentamiento global, lo que 
implicará una reducción adicional en 
recursos hídricos diferencial, que va-
riará entre el 15 % y el 40 % en función 
de los distintos espacios, años horizon-
te y escenarios de tendencia creciente 

de la temperatura. El Centro de Estu-
dios de Experimentación y Obras Públi-
cas (CEDEX, 2020) estableció en 2018 
que, pese a la incertidumbre de los re-
sultados, existe una tendencia general 
a la reducción de las precipitaciones, 
aumento de la evapotranspiración po-
tencial, ligeras reducciones de la evapo-
transpiración real y fuertes reducciones 
de la escorrentía. La mayor incidencia 
previsible es en las cuencas mediterrá-
neas, que podrían llegar a disponer de 
menos de un 25 % de agua que en la 
actualidad para el año 2050. Sólo en el 
noroeste y el oeste de España las pre-
cipitaciones medias se estiman cre-
cientes, y en el norte, centro y suroeste 
peninsular, estables. Las Islas Canarias 
también registrarían disminución de 
precipitaciones considerable, entre un 
10 y 25 % para 2050.

Las previsiones globales sobre las 
precipitaciones esperables son cre-
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Figura 3: Evolución por año natural de la precipitación media anual en España 1946-2023.

Fuente: Elaboración propia con datos de AEMET.

PRECIPITACIÓN MEDIA ANUAL 
EN ESPAÑA (1946-2023)

Extremadamente húmedo (>870 mm)

Normal (595-645 mm)

Muy húmedo (739-870 mm)

Húmedo (645-739 mm)

Exremadamente seco (<451 mm)

+y=-1,1907x+3022

Muy seco (451-551 mm)

Seco (551-595 mm)

Precipitación media anual en España

Año natural

900

1.000

700

800

600

400

500

300

19
40

20
0

0

19
70

19
55

20
15

19
85

19
45

20
0

5

19
75

20
30

19
60

20
20

19
90

19
50

20
10

19
80

19
65

20
25

19
95

m
m



115

cientemente negativas, generando se-
quías pluviométricas extraordinarias 
que maximizan los efectos negativos 
sobre cultivos y ecosistemas. Según 
los trabajos de la Oficina de las Nacio-
nes Unidas para Reducción de Riesgo 
de Desastres (UNDRR, 2022: 6), se es-
tima que para 2030 se registrará un 
incremento del 30 % en el número de 
sequías. Complementariamente, Na-
ciones Unidas (ONU, 2022: 20) recoge 
que la frecuencia y duración de las se-
quías ha aumentado en casi un tercio 
desde 2000 y que, si el calentamiento 
sobrepasa los 3 ºC, las pérdidas asocia-
das a las sequías podrían ser cinco ve-
ces mayores a las medias registradas. 
Estas pérdidas serán mucho mayores 
en los países mediterráneos, ya que el 
cambio climático propiciará que los 
periodos secos (escasas precipitacio-
nes unidas a olas de calor extremas) 
sean cada vez más largos e intensos, 
siendo España y Grecia los países eu-
ropeos con mayor riesgo de sufrir  
situaciones extremas.

5.3. EL RIESGO DE DESERTIFICACIÓN 
EN ESPAÑA

El incremento de las temperaturas y la 
disminución de las precipitaciones es-
tán extendiendo los climas áridos en 
nuestro país, habiendo duplicado su ex-
tensión en los últimos 70 años, con un 

ritmo medio de avance de más de 1500 
km²/año, según los datos recogidos por 
la Agencia Española de Meteorología 
(AEMET, 2022). El resultado es que mu-
chos territorios se vuelven áridos y más 
secos, con reducción relativa de opor-
tunidades de desarrollo, aumentando 
las desigualdades para las personas 
que residen en los mismos. En Espa-
ña existe una gran superficie en riesgo 
de desertificación1, y amenazada por el 
consecuente declive de los niveles de 
productividad de los ecosistemas te-
rrestres. Se da en entornos que ya están 
de por sí debilitados por una aridez (su-
perficies incluidas dentro de las zonas 
áridas, semiáridas y subhúmedas secas) 
que previsiblemente se incrementarán 
al no permitir el calentamiento global 
la adaptación de los ecosistemas natu-
rales a las nuevas condiciones climá-
ticas. Más específicamente, es posible 
clasificar las provincias por grado y di-
námica de desertificación, atendiendo 
a la evolución de su pluviometría desde 
1981 hasta 2010 y a la de su evapotrans-
piración desde 1997 hasta 2016, así 
como a los valores respectivos corres-
pondientes al período 2019-2022 del 
cociente pluviometría/evapotranspira-
ción (ETO) (Tabla 1).

Podemos estimar que España sufre 
un riesgo de desertificación conside-
rado “alto” o “muy alto” en del orden 
del 7 % de su superficie, y significativo 
(muy alto, alto o medio) en el orden del 
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1.	 Ver el mapa del riesgo de desertificación en España de MITECO, disponible en: https://www.miteco.gob.es/es/biodiversidad/temas/
desertificacion-restauracion/mapariesgo_desertificacion_tcm30-152875.jpg.
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<-25% a -15%

Almería
Ciudad Real

<-25%

Melilla
Granada

Sevilla
Córdoba

Huelva
Jaén
Cádiz
Málaga

Badajoz

Badajoz

Barcelona
Huesca

Girona

Nivel aridez

Muy árido 
Precip/eto <0,35

Árido 
Precip/eto 
0,35 - 0,45

En rojo las provincias con alto incremento de estrés hídrico con calentamiento medio de 3o C. 
En verde las provincias con medio incremento de estrés hídrico con calentamiento medio de 3o C.

Semiárido 
Precip/eto 
0,45 - 0,65

Subhúmedo 
Precip/eto 
0,65 - 0,75

Húmedo 
Precip/eto 
> 0,80

<-10% a -5%

Las Palmas
SC Tenerife
Zaragoza

<-15% a -10%

Toledo

Valladolid

Zamora
Ceuta
Illes Balears
Madrid
Cáceres
Salamanca

Ávila
Palencia

Guadalajara
Segovia
Soria
Cuenca

La Rioja
Lleida
Burgos

León
Navarra
Ourense

Araba
Lugo
Bizkaia
Pontevedra

Asturias
A Coruña

Cantabria

Albacete

Tarragona
Guipuzkoa
Teruel
Castellón

<-5% a +5% +5% a +10%

AltaMuy alta BajaMedia

DINÁMICA PRECIP/ETO % 2019-22/MED HIST.

No 
apreciable

Nula En
disminución

> 10%

Murcia

Alicante

Valencia

Tabla 1: Tendencia a la desertificación según la evolución media de los niveles 
provinciales de aridez media 2019/2022 respecto a 1981/2016.

Fuente: Elaboración propia con datos de AEMET.

TENDENCIA A LA DESERTIFICACIÓN
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Murcia

Albacete

Valencia
Cuenca

Valladolid
Alicante

Palencia
Burgos

Muy árido 
Precip/eto <0,35

Árido 
Precip/eto 
0,35 - 0,45

En rojo las provincias con alta previsión reducción aportaciones y alto estrés hídrico con calentamiento medio de 3o C. 
En verde las provincias con media previsión reducción aportaciones y medio estrés hídrico con calentamiento medio de 3o C.

Semiárido 
Precip/eto 
0,45 - 0,65

Subhúmedo 
Precip/eto 
0,65 - 0,75

Húmedo 
Precip/eto 
> 0,80

Toledo
Ciudad Real
Zaragoza
Almería
Granada

Las Palmas SC Tenerife

Badajoz
Córdoba

Segovia
Soria

La Rioja

Guadalajara
Jaén 
Málaga
Cádiz
Castellón
Salamanca
Cáceres

Huesca
Ávila

Lleida Barcelona

Navarra
León

Araba Ourense
Girona
A Coruña
Bizkaia
Pontevedra
Lugo
Asturias
Cantabria

Sevilla

Huelva
Zamora
Teruel
Islas Baleares

Tarragona
Madrid
Guipuzkoa

AltaMuy alta Baja Muy bajaMedia

NORMALIZACIÓN SAU+DAÑOS AGRICULTURA + TENDENCIAS CLIMA

No 
apreciable

Tabla 2: Afección provincial de la agricultura al cambio climático.

Fuente: Elaboración propia.
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18 % de la misma. Del conjunto de pro-
vincias españolas, las provincias del Eje 
Cantábrico se consideran dentro de las 
zonas húmedas desde la perspectiva de 
la aridez, con tendencias a la desertifi-
cación no apreciables, aunque desafor-
tunadamente esto no significa que no 
tengan áreas con niveles de erosión de 
suelo significativos. 

Van a empeorar significativamente 
sus potencialidades y oportunidades 
por desertificación territorial, incre-
mentando su vulnerabilidad: la ciudad 
autónoma de Melilla y las provincias de 
Granada, Almería, Ciudad Real, Sevilla, 
Badajoz, Córdoba, Huelva, Jaén, Cádiz 
y Málaga por su relación y dinámica 
precipitación/evapotranspiración; a las 
que habría que añadir las de Murcia, 
Albacete y Alicante por su tendencia 
al incremento del estrés hídrico liga-
do al escenario de calentamiento me-
dio de España de 3 ºC. Con una menor 
tendencia a la aridez y desertificación 
territorial, empeorando en menor me-
dida la desigualdad de oportunidades, 
estarían: Toledo, Las Palmas, Santa 
Cruz de Tenerife, Zaragoza, Valladolid, 
Zamora, la ciudad autónoma de Ceu-
ta, las Islas Baleares, Madrid, Cáceres, 
Salamanca, Barcelona, Huesca, Ávila 
y Palencia, por su relación y dinámi-
ca precipitación/evapotranspiración; a 
las que habría que añadir las de Gua-
dalajara, Segovia, Cuenca y Burgos por 
su tendencia al incremento del estrés 
hídrico ligado al escenario de calenta-
miento medio de España de 3 ºC. En 
Castellón, Tarragona, Valencia y Teruel, 

el carácter semiárido de parte de las 
provincias, junto al estrés hídrico apre-
ciable en dicha parte, las situarán con 
un cierto nivel de desventaja o vulne-
rabilidad con respecto a la desertifica-
ción, que no se aprecia, sin embargo, 
para los valores medios del conjunto 
de las provincias. 

5.4. LA AFECCIÓN 
A LA AGRICULTURA

La agricultura es un elemento funda-
mental para el territorio, ya que existen 
del orden de 24 millones de hectáreas 
de superficie agraria útil (SAU) que re-
presentan un 47 % del total de la super-
ficie española. De éstas, cerca del 85 % 
son de secano, muy sensibles a fenóme-
nos meteorológicos extremos, cada vez 
más frecuentes e intensos. Se riega el 
otro 15 % (del orden de 3,6 millones de 
hectáreas), de forma creciente por go-
teo (del orden del 50 % del riego), que 
aporta del orden del 65 % de la produc-
ción final vegetal, con una rentabilidad 
económica media de tres a cuatro veces 
mayor que la correspondiente al secano 
por hectárea cultivada; y que es la base 
de un sistema exportador y una agroin-
dustria de creciente valor económico y 
para la sostenibilidad agroalimentaria. 
Sin embargo, ésta consume del orden 
del 80 % de los recursos hídricos dis-
ponibles y tiene en sus necesidades hí-
dricas, un factor limitante y crítico en 
muchos territorios de elevado estrés hí-
drico, sobre los que son cada vez más 
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frecuentes sequías hidrológicas y fenó-
menos climáticos extremos que afectan 
a la productividad del sector.

Feyen L. et al (2020) muestran que 
un calentamiento medio de 3°C, y 
sin medidas de adaptación, llevarían 
a una caída del rendimiento de los 
cultivos en más de un 10 % en Espa-
ña, en particular del trigo y el maíz. 
En las áreas de secano estiman caídas 
en ese rendimiento de hasta el 80 % 
para España (ibídem, figura 28: 509). 
Esto implica que la producción de 
maíz en grano puede llegar a no ser 
viable en áreas donde el riego esté res-
tringido debido a la escasez de agua y 
a la disminución significativa de las 
precipitaciones, incrementando muy 
sensiblemente la vulnerabilidad para 
estas áreas y las desigualdades respec-
to al resto del territorio. 

Desde esta perspectiva, la mayor 
vulnerabilidad se asocia a la SAU que 
no se encuentra en regadío ni bajo 
invernadero, que será la que sufra en 
mayor medida los efectos del calenta-
miento global. Por ello, los valores nor-
malizados del porcentaje superficial 
provincial de esa SAU de secano, más 
los correspondientes a las tendencias 
en el estrés hídrico, a la reducción de 
precipitaciones e incremento de la eva-
potranspiración, nos permiten estimar 
la afección territorial diferencial a la 
agricultura provincial, destacando la 
desventaja relativa para las provincias 
destacadas en naranja, seguidas de las 
destacadas en amarillo en el Tabla 2.

5.5. LA VULNERABILIDAD ANTE 
INUNDACIONES Y TEMPORALES 

COSTEROS

El riesgo asociado a las inundaciones 
pluviales o fluviales es la consecuencia, 
por un lado, de lluvias torrenciales (“go-
tas frías” o DANAS) con intensidad por 
encima de la capacidad de absorción 
de la naturaleza, generando escorren-
tías elevadas, que se sitúan también por 
encima de la capacidad de regulación y 
encauzamiento de las infraestructuras 
o de los cauces naturales; y, por otro 
lado, de la exposición de la población y 
su patrimonio a zonas inundables, con 
riesgo de daños en función de la altura 
y velocidad de la lámina de agua. 

En el caso de los municipios litora-
les, además de las inundaciones fluvia-
les o pluviales, se ven afectados también 
por temporales marítimos cuya altura 
de ola genera graves daños en amplias 
zonas del litoral ocupadas por la urba-
nización o por la transformación antró-
pica artificial. En estas zonas costeras el 
calentamiento global está produciendo 
una elevación en el nivel del mar que 
se espera creciente para el medio-largo 
plazo, con muy graves repercusiones so-
bre el litoral ya que magnifica los pro-
blemas de los temporales, incrementa 
los procesos de erosión y afecta muy 
gravemente a las áreas urbanizadas a 
bajas cotas de altura sobre el actual ni-
vel del mar. También este aumento del 
nivel del mar expone a las zonas coste-
ras a la intrusión de agua salada, lo que 
se une a los cambios provocados por el 
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calentamiento de los océanos, la pér-
dida de oxígeno y su acidificación en 
los hábitats y especies residentes, con 
un balance global de pérdida de fun-
cionalidad de los ecosistemas y de la 
biodiversidad, que afectan a las poten-
cialidades pesqueras y de desarrollo de 
unos municipios costeros que concen-
tran del orden del 45 % de la población 
española, así como importantes acti-
vidades industriales y del sector servi-
cios, como el turismo de sol y playa. 

El Ministerio para la Transición 
Ecológica y el Reto Demográfico (MI-
TECO, 2020) ha estudiado en detalle 
la incidencia del cambio climático en 
las costas, destacando la importan-
cia del incremento del nivel del mar2 
y del aumento de la altura de ola sig-
nificante, así como del incremento en 
frecuencia e intensidad de tormen-
tas y temporales, más puntuales y de 
efectos más catastróficos. Se destaca 
la importancia de la incidencia de 
las cotas de inundación en la corni-
sa cantábrica (A Coruña, Cantabria, 
Asturias, Vizcaya, Guipúzcoa, Lugo, 
Pontevedra), Canarias (Santa Cruz de 
Tenerife y Gran Canaria) y en las pro-
vincias de Huelva y Cádiz, frente a una 
estimación de previsible incidencia 
menor para el litoral mediterráneo.

Los fenómenos extraordinarios de 
muy fuerte intensidad, con precipita-
ciones superiores a los 30 litros por 
metro cuadrado y hora, provocan pro-

cesos intensos de inundación y arrastre 
relativamente puntuales, caracteriza-
dos por altura de la inundación, o de la 
ola, y por una velocidad del agua eleva-
dos, generadores de daños no solo ma-
teriales, ya que también el riesgo para 
la vida se incrementa significativamen-
te. De hecho, las inundaciones son el 
fenómeno con mayor mortalidad den-
tro del capítulo de desastres natura-
les. No obstante, los sistemas de alerta 
meteorológica e hidrológica permiten 
activar acciones de gestión de la inun-
dación, incluyendo en su caso medidas 
de emergencia, con lo que estas oca-
sionan daños normalmente limitados, 
sobre todo en lo que se refiere a vidas 
humanas en las crecidas de los prin-
cipales ríos. Los mayores daños se ge-
neran ahora, fundamentalmente, en el 
litoral costero y en cauces de pequeña 
magnitud, ante temporales o avenidas 
muy violentas asociadas a precipitacio-
nes de intensidad extraordinaria, o por 
imprudencias en carretera o en los pro-
pios núcleos de población.

Desde el punto de vista territorial, 
el riesgo de inundación terrestre o cos-
tera afecta a un número muy elevado 
de municipios, con una fuerte con-
centración espacial de los mismos, 
fundamentalmente en el litoral de las 
comunidades valenciana, catalana y 
vasca, tal y como podemos apreciar en 
el mapa de indemnizaciones abonadas 
por el Consorcio de Compensación de 
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2.	 El Panel de Expertos sobre el Cambio Climático (2020) estimaba un crecimiento anual futuro de entre 5 y 9 mm al año en el nivel del 
mar, habiéndose registrado un crecimiento anual de entre 2 y 8 mm al año en el mar Mediterráneo entre 1992 y 2000.
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Seguros (CCS) en el período 2015-2019 
(Figura 4), adicionalmente a la estima-
ción del MITECO (2021) sobre la pobla-
ción que vive en zonas inundables en 
las demarcaciones hidrográficas de las 
cuencas intercomunitarias, para tres 
periodos de retorno de la inundación, 
10, 100 y 500 años (Tabla 3).

La máxima afección provincial se 
produce en los ámbitos de las demar-
caciones del Júcar y Segura (Murcia, 
Alicante y Valencia, fundamentalmen-

te), seguidos del Guadalquivir, el Ebro, 
el Cantábrico Oriental y el Duero. Esta 
afección sería particularmente grave 
en el caso de que el calentamiento po-
sibilite inundaciones con periodo de 
retorno de 500 años, que multiplica-
rían por tres a las personas expuestas 
a inundaciones fluviales cada año, con 
pérdidas por inundaciones fluviales 
que se podrían llegar a multiplicar 
por seis.

5. LAS DIFERENCIAS TERRITORIALES EN LA VULNERABILIDAD Y CAPACIDAD DE RESILIENCIA CLIMÁTICA 

Figura 4: Mapa de indemnizaciones abonadas por el Consorcio de Compensación 
de Seguros (CCS) en el período 2015-2019 por inundaciones.

Fuente: CCS y MITECO (https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/gestion-de-los-riesgos-de-inundacion
/mejoras-estimacion-riesgo-2-ciclo-def-formato-2021_tcm30-527811.pdf). 



122

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024

Tabla 3: Población en zona inundable por demarcación hidrográfica y periodo de retorno.

Fuente: CCS y MITECO (https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/gestion-de-los-riesgos-de-inundacion/
mejoras-estimacion-riesgo-2-ciclo-def-formato-2021_tcm30-527811.pdf).

Demarcación

Miño-Sil

Cantábrico oriental

Cantábrico occidental

Duero

Tajo

Guadiana

Guadalquivir

Segura

Júcar

Ebro

Ceuta

Melilla

Total

10 años 100 años 500 años

13.870 22.951 29.965

15.298 108.110 253.673

44.823 78.250 149.256

66.089 138.372 270.237

4.895 22.140 52.588

38.089 56.375 73.027

54.486 178.488 574.736

66.172 389.135 555.944

84.430 258.796 495.721

83.219 189.056 264.563

747 880 958

1.092 4.144 9.923

473.750 1.446.697 2.730.591
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5.6. MEDIDAS DE ADAPTACIÓN 
Y RESILIENCIA SOCIOECONÓMICA 

A LOS EFECTOS DEL CAMBIO 
CLIMÁTICO SOBRE LAS 

DEMARCACIONES HIDROGRÁFICAS

La tradicional irregularidad del 
ciclo del agua en España ha llevado a 
que los gobiernos estatales y autonó-
micos con cuencas internas elaboren 
sus respectivos Planes Hidrológicos de 
cuenca (en la actualidad vigentes hasta 
2027)3, con el objetivo fundamental de 
adecuar el uso de los recursos dispo-
nibles a las demandas concesionales 
existentes y a las necesidades ecológi-
cas de sus distintos territorios. A los 
efectos de este artículo, para cubrir los 
correspondientes riesgos hay que des-
tacar los Planes Especiales de Sequía 
(PES)4 y los Planes de Gestión del Ries-
go de Inundación (PGRI)5.

Los PES determinan las reglas de 
explotación de los sistemas de explota-
ción del agua y las medidas a aplicar 
en relación con el uso del dominio pú-
blico hidráulico, para responder a las 
sequías meteorológicas prolongadas 
que se transforman en sequías hidro-
lógicas con situaciones de “escasez co-
yuntural”, generadoras de daños a los 
ecosistemas y al patrimonio producti-
vo. Pero, con el calentamiento global, 
la “escasez coyuntural” tiende a con-

vertirse en “estructural”, incrementan-
do el estrés hídrico y las desigualdades 
en las antes vistas Demarcaciones más 
tensionadas. Complementariamente 
a los PES, las Administraciones pú-
blicas responsables deben establecer 
Planes de Emergencia en situación de 
Sequía (PEM) para sistemas de abaste-
cimiento urbano que atiendan singu-
lar o mancomunadamente a más de 20 
000 habitantes, debidamente coordi-
nados con los correspondientes PES. 
Sus objetivos son: prevenir situaciones 
de sequía operacional que impliquen 
afecciones a las demandas o condicio-
nes ambientales; prevenir el uso inde-
bido de los recursos que comprometan 
un desarrollo sostenible; evitar las 
afecciones ambientales; y conseguir, 
con estos condicionantes, unos costes 
de explotación mínimos. Sin embar-
go, son pocos los municipios que han 
cumplido con esta obligación.

El segundo grupo de planes rele-
vantes para este artículo son los Planes 
de Gestión del Riesgo de Inundación 
(PGRI) que desarrollan las medidas 
específicas de la regulación europea 
(Directiva 2007/60/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 23 de octu-
bre de 2007 relativa a la evaluación y 
gestión de los riesgos de inundación6) 
en tres fases, ya debidamente cumpli-
mentadas en España: Elaboración de 

5. LAS DIFERENCIAS TERRITORIALES EN LA VULNERABILIDAD Y CAPACIDAD DE RESILIENCIA CLIMÁTICA 

3.	 Ver: https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/planificacion-hidrologica/planificacion-hidrologica/planes-cuenca.html.
4.	 Consultar: https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/observatorio-nacional-de-la-sequia/planificacion-gestion-sequias.html. 
5.	 Para saber más: https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/gestion-de-los-riesgos-de-inundacion/planes-gestion-riesgos-inundacion.html.
6.	 Ver: https://www.miteco.gob.es/es/agua/legislacion/directiva2007_60_ce_inundaciones_tcm30-215329.pdf.
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los Mapas de peligrosidad y riesgo de 
inundación7; Evaluación preliminar del 
riesgo de inundación8; y aprobación 
de los Planes de Gestión del Riesgo de  
Inundación (PGRI)9.

A nuestros efectos, de los PGRI 
aprobados cabe destacar los capítulos 
dedicados al análisis de los “Efectos del 
cambio climático en las inundaciones” 
que contemplan, por un lado, el impacto 
del cambio climático en las precipitacio-
nes máximas según el estudio realizado 
por el CEDEX (2020) y por otro, el es-
tudio de los efectos del cambio climáti-
co en el fenómeno nival y su aportación 
a los flujos de caudales10, llegando a la 
conclusión de que la consideración del 
período de retorno más desfavorable 
para el riesgo (500 años) implica que 
un 19 % de las Áreas de Riesgo Poten-
cial Significativo de Inundación (ARP-
SI) incrementarán de forma altamente 
significativa dicho riesgo, y que un 29 % 
lo hará de forma significativa, con lo 
que más de un 48 % de dichas ARPSI 
necesitarán medidas complementarias 
de protección, adaptación y resiliencia 
socioeconómica en los ámbitos citados 
en el epígrafe anterior. 

En todo caso, están previstos Pla-
nes de adaptación al cambio climáti-
co en las demarcaciones hidrográficas 
para su incorporación a los Planes hi-

drológicos de la Demarcación de cuar-
to ciclo (post 2027) y un Plan de Acción 
de Aguas Subterráneas para corregir el 
estado de sobreexplotación y conta-
minación que afecta a las mismas. En 
cuanto a las costas, en la actualidad 
es obligatorio prevenir riesgos des-
proporcionados, asegurar el manteni-
miento de la calidad de las aguas y del 
patrimonio territorial y facilitar la sos-
tenibilidad de un turismo de calidad 
generador de renta y empleo compa-
tible con los objetivos anteriores. Más 
en concreto, el Plan Nacional de Adap-
tación al Cambio Climático establece 
los objetivos referidos a Costas y medio 
marino (apartado 7.7) y las cinco líneas 
de acción correspondientes (anexo 1, 
apartado 1.7).

5.7. LA VULNERABILIDAD Y 
CAPACIDAD DE RESILIENCIA FRENTE 

A INCENDIOS FORESTALES

España es uno de los países de la UE 
con mayor riesgo de incendios foresta-
les. No obstante, los grandes recursos 
empleados por las administraciones en 
España en la lucha contra los incendios 
forestales han logrado una correcta 
respuesta ante siniestros que quedan 
reducidos a conatos de incendios (con 
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7.	 Ver: https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/gestion-de-los-riesgos-de-inundacion/mapa-peligrosidad-riesgo-inundacion/mapas-pe-
ligrosidad-segundo-ciclo-2019.html.

8.	 Ver: https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/gestion-de-los-riesgos-de-inundacion/evaluacion-preliminar-riesgos-inundacion/revi-
sion-epris-2018.html. 

9.	 Ver: https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/gestion-de-los-riesgos-de-inundacion/planes-gestion-riesgos-inundacion/planes-ges-
tion-riesgos-inundacion-segundo-ciclo.html. 

10.	Ver: https://www.miteco.gob.es/es/agua/temas/evaluacion-de-los-recursos-hidricos/erhin.html. 
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afección a menos de 1 ha) y una sen-
sible reducción del número de sinies-
tros considerados incendios (afección 
a 1 ha o más) y de la masa forestal total 
anual quemada. Sin embargo, se man-
tiene una grave incidencia periódica de 
grandes incendios (GIF), con afección 
a más de 500 ha, y con un período de 
retorno de unos cinco años en las úl-
timas décadas11, que se concentran en 
áreas perfectamente definidas en los 
mapas de riesgo de incendios12. 

Varían los ámbitos en que se pro-
ducen los incendios a lo largo de las 
distintas estaciones del año, o el tipo 
de incendio, las superficies quemadas y 
sus consecuencias; pero los GIF, cuan-
do superan un determinado umbral, 
presentan efectos fuertemente negati-
vos sobre los biosistemas y, consecuen-
temente, sobre los efectos potenciales 
sobre el territorio afectado; además de 
afectar negativamente al patrimonio o 
a las personas situadas en las áreas de 
exposición a los mismos, ya que des-
truyen bienes materiales y acaban con 
o ponen en riesgo la vida de personas. 
En todo caso, los ámbitos con mayor 
superficie forestal afectada y con mayor 
producción de incendios en el período 
2006-2015 se aprecian en las figuras 5 y 
6 siguientes, definiendo al noroeste de 
España como el ámbito más vulnerable 
a incendios forestales, donde la mayo-
ría de ellos son intencionados. 

La probabilidad de generación de 
conatos que pueden transformarse en 
incendios está aumentando por un ca-
lentamiento global asociado a la pro-
ducción más frecuente de “tormentas 
secas”, con fuerte aparato eléctrico, 
veranos más calurosos y un período 
de temperaturas elevadas más exten-
so en el calendario, que hacen que la 
conjunción de temperaturas elevadas 
(sobre todo las superiores a los 30 ºC) 
con humedades reducidas (sobre todo 
las inferiores al 30 %) y velocidades 
del viento elevadas (superiores a los 30 
km/h), incrementen los riesgos de in-
cendios forestales en España. 

Con respecto al futuro, según se-
ñalan Feyen et al (2020: 41), un calen-
tamiento de 3°C podría llevar a toda 
España a unos incendios forestales y 
brotes de plagas forestales más frecuen-
tes y graves, aumentando la pérdida de 
biomasa y la vulnerabilidad de las per-
sonas que viven cerca de zonas silves-
tres, que estarían expuestas a un peligro 
de GIF durante más de 30 días al año 
para el centro, sur y sureste peninsular, 
y al menos durante 10 días al año para 
el resto del territorio (expandiéndose al 
doble el área potencial de afección de 
cada GIF). 

Las medidas adoptadas en España 
para la extinción de incendios han de 
considerarse positivas y efectivas. Sin 
embargo, las medidas para prevenir  
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11.	 La evolución del número de incendios forestales y de las superficies afectadas en España puede apreciarse en: https://www.miteco.gob.
es/es/biodiversidad/temas/incendios-forestales/estadisticas-incendios.html. 

12.	 Ver: https://www.aemet.es/es/eltiempo/prediccion/incendios.



Figura 5: Superficie forestal media anual municipal afectada por incendios (2006-2015).

Fuente: MITECO (2019: 41). “Los incendios forestales en España. Decenio 2006-2015”. Disponible en: https://www.miteco.gob.
es/content/dam/miteco/es/biodiversidad/temas/incendios-forestales/incendios-decenio-2006-2015_tcm30-521617.pdf.

Figura 6: Grandes incendios y causas de su generación (2006-2015).

Fuente: MITECO (2019: 69). “Los incendios forestales en España. Decenio 2006-2015”.
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incendios, así como las medidas de  
adaptación y resiliencia socioeconó-
mica frente a los mismos, no son tan 
efectivas. La administración local tiene 
competencias propias en materia de 
prevención y extinción de incendios, 
aunque es frecuente el incumplimiento 
o la inexistencia de planes de prevención 
de incendios municipales en la inmen-
sa mayoría de los municipios españoles 
con obligación de realizarlo. Es impres-
cindible fortalecer la gobernanza con 
la cooperación y la coordinación entre 
todas las administraciones competen-
tes, contando y colaborando con los 
propietarios privados de más del 70 % 
de la superficie forestal española.

5.8. LA VULNERABILIDAD ANTE 
TEMPERATURAS DE CALOR EXTREMO 
Y LA DESIGUALDAD URBANO-RURAL 

La mortalidad asociada a fenóme-
nos climáticos extremos, y, en particu-
lar, a olas de calor, crece a medida que 
se incrementa el calentamiento global. 
El Instituto Carlos III (2022: 18), solo 
para el verano de 2022, señalaba la ci-
fra de 4744 defunciones atribuibles al 
exceso de temperatura en España, esti-
mando que para el verano de 2023 es-
tarían en torno a 3009 personas (2023: 
19). La EEA (2024: 150), por su parte, es-

tima entre 60 000 y 70 000 las muer-
tes prematuras asignables a ese mismo 
verano de 2022 en Europa. La AEMET 
(2022) recoge la tendencia al alza en la 
frecuencia de aparición de episodios 
de calor y de la duración de los mis-
mos, con olas de calor13 que se asocian 
a un exceso en el número de muertes, 
directas o indirectas, en relación con 
las pautas históricas de cada territorio. 
Adicionalmente, producen graves da-
ños en las cosechas de temporada de 
los territorios afectados y pueden afec-
tar al atractivo turístico de espacios 
específicos, modificando las oportuni-
dades y desigualdades territoriales. 

Considerando la relación de altas 
temperaturas con la salud, Linares-Gil 
et al (2024) definen la temperatura 
máxima diaria a partir de la cual au-
menta la mortalidad de forma estadís-
ticamente significativa y la temperatura 
de alerta (temperatura umbral de dis-
paro de ola de calor); el percentil que 
representa este umbral en la serie de 
datos analizada (a menor percentil, 
implica una mayor vulnerabilidad a 
olas de calor, porque se dispara antes 
la mortalidad); la media de mortalidad 
en cada zona y la temperatura media de 
las máximas, ambas acompañadas de 
su correspondiente desviación típica. 

Se constata que la incidencia de una 
ola de calor se inicia a temperaturas 
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13.	 AEMET (2022) establece tres condiciones para considerar una ola de calor: “temperaturas por encima del percentil del 95 % de las 
máximas de julio y agosto del período 1971-2000; afectar al 10 % de las estaciones meteorológicas y durar al menos tres días”. Adicio-
nalmente, está incorporando los análisis de la temperatura mínima durante esas olas de calor considerando la creciente producción de 
“noches tropicales” (mínima >20ºC) y noches ecuatoriales (mínima >25ºC), cuya incidencia en el confort climático y en el probable exceso 
de mortalidad está por investigar.
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Tabla 4: Incidencia de las olas de calor en la provincia de Madrid (efecto isla de calor).

Fuente: Linares-Gil et al (2024: 94, 101-102).

Zona isoclimática 
(AEMET)

Sierra de Madrid

Área Metropolitana 
y Henares

Temperatura 
umbral (ºC)

Provincia Percentil 
umbral

Media defuncio-
nes diarias (y DS)

Media Tmax 
diarias (y DS) (ºC)

34,1Madrid 92 5,5 (2,4) 28,6 (4,5)

35,9 85 91,5 (13,0) 31,5 (4,5)

Sur, Vegas y Oeste 35,3 86 7,9 (3,0) 30,8 (4,5)
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con umbrales distintos según la carac-
terización geográfica y socioeconómica 
de cada zona, provocando diferencias 
en la mortalidad para una misma tem-
peratura sobre distintos territorios. Se 
incorporan en el cuadro siguiente (Ta-
bla 4) los resultados para el caso de la 
provincia de Madrid, que permiten 
apreciar la incidencia del efecto de isla 
de calor característico de las grandes 
ciudades en la vulnerabilidad ante altas 
temperaturas. Por último, señalar que  
Feyen et al (2020: 24) estiman que con 
un calentamiento de 3 °C o más y sin 
medidas de adaptación en España se 
podría provocar un aumento de hasta 
40 o 50 veces en las muertes por calor 
extremo actuales.

5.9. RESPUESTAS PÚBLICAS 
PARA CONTENER LA DESIGUALDAD 

PROVOCADA POR EL CALENTAMIENTO 
GLOBAL: PROCESOS DE ADAPTACIÓN 

Y RESILIENCIA 

Como hemos visto, dentro del te-
rritorio español existen notables dife-
rencias en cuanto a las áreas de riesgo 
en función de su caracterización geo-
gráfica, usos del suelo y caracterización 
socioeconómica, que determinan ni-
veles de vulnerabilidad territorial di-
ferenciados, en los que capacidad de 
adaptación y resiliencia socioeconómi-
ca (capacidad de recuperarse de los de-
sastres producidos) son sensiblemente 
menores para las poblaciones más frá-
giles y desfavorecidas. De manera que 
la preocupación fundamental para 
prevenir riesgos debe centrarse en las 
áreas y personas donde las consecuen-
cias de los mismos son más graves. El 



129

“Marco de Sendai para la Reducción 
del Riesgo de Desastres 2015-2030” 
propuesto por la Oficina de Naciones 
Unidas para la Reducción del Riesgo de 
Desastres (UNDRR, 2015) pone el acen-
to en la necesidad de centrarse priori-
tariamente en la gestión del riesgo de 
desastres, en lugar de en la gestión de 
los propios desastres, actuando preven-
tivamente para disminuir dichos ries-
gos, evitando la aparición de nuevos 
riesgos y reforzando la resiliencia ante 
los mismos. 

Por su lado, el Plan Nacional de 
Adaptación al Cambio Climático 2021-
2030 (PNACC) (MITECO, 2021) preten-
de ser el “instrumento de planificación 
básico para promover la acción coor-
dinada y coherente frente a los efec-
tos del cambio climático”. Aprobado 
en desarrollo del artículo 17 de la Ley 
de Cambio Climático y Transición 
Energética (LCCTE, Ley 7/2021, de 20 
de mayo), incluye entre sus principios 
orientadores (MITECO, 2021: 48) la “(e)
quidad social y territorial para un fu-
turo justo” y, entre los ámbitos de in-
tervención transversal, el tratamiento 
de la vulnerabilidad territorial y de la 
social (2021: 65).

La intervención pública para conte-
ner la desigualdad territorial resultante 
de los efectos del calentamiento global 
es también una competencia específi-
ca de las CC AA, que pueden desarro-
llar a través de planes de ordenación 

del territorio o de planes especiales 
centrados en la adaptación al cambio 
climático14. Y, aunque en España es 
creciente el número de administracio-
nes que enfocan, con mayor o menor 
detalle, los procesos de adaptación al 
cambio climático15, no existe un pro-
ceso metodológico común, pese a las 
guías metodológicas y proyectos piloto 
para la adaptación que se van estable-
ciendo con esta finalidad. Los planes 
territoriales y urbanísticos vigentes 
presentan, en general, una escasa con-
sideración de los riesgos climáticos y 
de sus consecuencias ambientales, so-
ciales y territoriales.

Un elemento complementario a 
destacar positivamente en España es el 
desarrollo logrado por la Dirección Ge-
neral de Protección Civil y Emergen-
cias que, partiendo de la información 
de las redes de observación disponibles 
(meteorológica, hidrológica, etc.) esta-
blece los distintos niveles de alerta de 
acuerdo con los umbrales y los proto-
colos de comunicación previamente 
establecidos en relación a los sistemas 
de aviso inmediato a las autoridades 
(Red de Alerta Nacional) y a la pobla-
ción (ES-Alert), a través del Centro Na-
cional de Seguimiento y Coordinación 
de Emergencias de la Dirección Gene-
ral de Protección Civil y Emergencias. 

Por último, es importante señalar la 
importancia de los seguros como meca-
nismos de prevención de pérdidas por la 
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14.	 La situación de las distintas CC AA en este tema puede consultarse en: https://adaptecca.es/contenido/comunidades-autonomas.
15.	 Una aproximación a esta situación puede obtenerse aquí: https://adaptecca.es/administracion-local/administracion-local. Se incluyen 

diversos Manuales y Guías Metodológicas para la adaptación al cambio climático.
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población y actividades expuestas a ries-
gos, aspecto sobre el cual en España no 
existe una educación suficiente, salvo en 
el apoyo público que reciben los seguros 
agrarios. Como consecuencia, las pérdi-
das asociadas a fenómenos climáticos 
catastróficos son solo cubiertas en una 
pequeña parte por los seguros, cargan-
do a las víctimas con la mayor parte de 
todos los efectos. Pero también las po-
blaciones con menores recursos locali-
zadas en los territorios más expuestos 
presentan una menor capacidad para 
acceder a los seguros y sufren, tras la 
catástrofe, más directa y negativamen-
te sus efectos, incrementándose así las 
desventajas para esos territorios.

¿Cómo avanzar en la adaptación
 local al cambio climático y reducir 

las desigualdades territoriales 
en la misma?

La importante dimensión local de los 
riesgos y de las medidas a adoptar re-
comienda tener en cuenta el “Manual 
para la adaptación al cambio climático 
de ciudades y regiones europeas”, pu-
blicado por el Comité Europeo de las 
Regiones (CDR, 2022). 

En él se recopilan medidas grises 
tradicionales, basadas en la realización 
de infraestructuras, y medidas verdes a 
implantar una vez delimitadas las áreas 
en riesgo y la definición de los meca-
nismos locales de intervención: planes 
de sequía; planes de emergencia frente 
a inundaciones y a temporales; planes 

de prevención y gestión de incendios 
forestales; mecanismos de prevención 
contra el riesgo de golpes de calor (di-
seño de espacios sombreados, zonas 
verdes húmedas, fuentes y superficies 
de agua...); mecanismos de prevención 
contra la invasión de especies y enfer-
medades tropicales (mosquito tigre o 
dengue, entre otras) o de pandemias; 
refuerzo del sistema sanitario y de res-
puesta a emergencias; potenciación de 
los servicios de los ecosistemas locales 
(patrimonio natural y biodiversidad 
local); ciclo local integrado y eficien-
te del agua con reutilización de aguas 
residuales; integración de la red de es-
pacios y zonas verdes locales con las 
regionales o balance cero en el uso y 
transformación edificada del suelo. 

Complementariamente, se desta-
ca la importancia de las campañas de 
sensibilización para el cambio de com-
portamiento ciudadano, que permitan 
aumentar la resiliencia socioeconómica 
y la acción para la adaptación, dirigidas 
a las personas expuestas a los riesgos, 
con el objetivo de crear una percepción 
pública del riesgo y fomentar la adop-
ción de estrategias de autoprotección.

5.10. CONCLUSIONES 
Y RECOMENDACIONES

El calentamiento medio global superfi-
cial ya ha superado los 1,5 °C en 2023. Es 
cada vez más probable que puedan su-
perarse los 3 ºC para Europa y, en mayor 
medida, para España en los próximos 
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diez años, con una primera diferencia 
territorial norte/sur y un fuerte incre-
mento en la gravedad y altos costes 
materiales y en vidas humanas de sus 
efectos. Como hemos visto, España se 
ve particularmente afectada por unos 
graves riesgos que afectan de manera 
desigual a los territorios y que tienen 
el efecto de aumentar las desigualdades 
sociales y de reducir la cohesión terri-
torial. Ello hace imprescindibles medi-
das urgentes de prevención, adaptación 
e incremento de la resiliencia socioeco-
nómica de la población más desfavore-
cida ante estos riesgos. Además, mucha 
de la población mayormente afectada 
por los riesgos más graves reside en 
ciudades. En su conjunto, los riesgos 
climáticos generan una vulnerabilidad 
territorial diferencial que se suma a las 
desigualdades preexistentes, reducien-
do, para los grupos más vulnerables y 
marginados en zonas más afectadas por 
la pobreza y propensas a las amenazas, 
la capacidad de recuperarse de los de-
sastres producidos o de adaptarse al 
clima cambiante. 

Así mismo, el calentamiento global 
incrementa la aridez y el riesgo de in-
cendios, incidiendo sobre un previsible 
incremento de la desertificación en una 
gran parte del territorio español, sobre 
todo en el este, sur y oeste peninsular, 
reduciendo las oportunidades de la 
población allí residente, fundamental-
mente para las pequeñas explotaciones 
agrícolas de los municipios más despo-
blados. El sector agrícola español, ante 
un calentamiento medio de 3 °C, y sin 

medidas de adaptación, podría registrar 
una caída del rendimiento de los culti-
vos en más de un 10 % (en particular, 
del trigo y el maíz), pudiendo llegar a 
ser éste hasta del 80 % en las áreas de 
secano más afectadas por sequías cre-
cientemente intensas y frecuentes. Las 
desventajas relativas a ello se generarían 
para las pequeñas explotaciones de seca-
no y para las pequeñas y medianas situa-
das en Alicante, Ciudad Real, Córdoba, 
Cuenca, Granada, Murcia, Palencia, So-
ria, Valencia, Valladolid y Zaragoza. 

Las inundaciones pluviales, fluvia-
les o costeras son las principales fuen-
tes de daños por catástrofes en España, 
con importantes repercusiones en las 
provincias del litoral cantábrico más 
Huelva, Cádiz y las Islas Canarias. En 
el interior, destaca la afección a las 
áreas urbanas de las Demarcaciones 
del Guadalquivir, Segura, Júcar, Ebro, 
Duero y Cantábrico Oriental, junto a 
las Cuencas Internas Catalanas y los 
archipiélagos, que son sobre las que se 
incrementa en mayor medida la pobla-
ción en riesgo para la avenida de pe-
riodo de retorno de 500 años, si bien 
los temporales extraordinarios de pe-
drisco o de grandes precipitaciones 
puntuales (por encima de 30 litros/m2 
y hora), tienden a producirse de forma 
indiferenciada en el territorio. 

En cuanto a incendios forestales, la 
mayoría de los cuales son intenciona-
dos, el noroeste de España es el ámbito 
más vulnerable, si bien las causas de 
los fuertes daños asociados tienen una 
componente fuertemente estructural, 
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de modelo de desarrollo. Hay que des-
tacar el riesgo ligado a la ocupación por 
residencias y urbanizaciones del inter-
faz urbano-forestal, con líneas eléctri-
cas, infraestructuras de transporte o 
residencias sin áreas de prevención, en 
un marco en el que los gobiernos mu-
nicipales, frente al riesgo y su obliga-
ción de realizar planes de prevención 
de incendios municipales, tienden a 
priorizar los desarrollos urbanísticos y 
los ingresos fiscales asociados. Los mu-
nicipios de montaña relativamente ais-
lados y sin medidas de prevención son 
los de mayor riesgo en este sentido.

Por último, la vulnerabilidad ante 
temperaturas de calor extremo está 
creciendo muy significativamente con 
el calentamiento global, y muestran sus 
máximas desigualdades en la diferen-
ciación urbano-rural, siendo las islas de 
calor de las ciudades las que tienen una 
incidencia más significativa sobre el ex-
ceso de mortalidad asociada a las olas 
de calor. Por todo ello, y además de las 
propuestas recogidas en el apartado 
anterior (5.9), se recomienda:

1.	 Las políticas y planes de preven-
ción, respuesta, adaptación y resi-
liencia socioeconómica deberían 
incorporar medidas de resiliencia 
justa ante el calentamiento glo-
bal. Particularmente en el caso de 
las catástrofes asociadas a la pér-
dida de viabilidad de pequeñas ex-
plotaciones agrícolas o actividades 
turístico-rurales y asociadas locales, 
o a personas en riesgo de pobreza 

residentes en áreas de riesgo por 
inundación, temporales marítimos, 
incendios u olas de calor urbanas. 

2.	 Es recomendable centrarse priori-
tariamente en la gestión del riesgo 
de desastres en vez de en la gestión 
de los propios desastres, actuan-
do preventivamente para disminuir 
dichos riesgos, evitando la apari-
ción de nuevos riesgos y reforzando 
la resiliencia ante los mismos. En 
este sentido, es mandatoria la coo-
peración y la coordinación entre 
administraciones, así como la impli-
cación de todas las partes implicadas 
y afectadas por el riesgo en la toma 
de decisiones al respecto, sin olvidar 
que las personas y los ecosistemas 
más vulnerables son los que se ven 
afectados de manera desproporcio-
nada. Un punto sensible a tener en 
cuenta son, sin duda, los sistemas de 
alerta temprana y las evaluaciones 
de vulnerabilidad para la reducción 
del riesgo y daños asociados a los  
desastres, potenciando el papel de 
los seguros y las medidas de preven-
ción e intervención locales que evi-
tan o minimizan los efectos de las 
catástrofes climáticas.
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6. LOS POSIBLES EFECTOS SOBRE LA DESIGUALDAD TERRITORIAL DE LA TRANSICIÓN DIGITAL 

6.1. INTRODUCCIÓN
 

El crecimiento de la economía digital, 
impulsado por el avance y adopción 
de tecnologías innovadoras, juega un 
papel crucial en la aceleración del cre-
cimiento económico y en la necesaria 
mejora de la productividad. En España, 
en la última década, se ha observado 
una marcada tendencia hacia la con-
centración del valor añadido digital en 
determinadas comunidades autóno-
mas, lo que puede generar potenciales 
desequilibrios en el desarrollo regio-
nal. Es necesario tener en cuenta estas 
desigualdades territoriales en el con-
texto de recuperación tras la pandemia, 
en el que los fondos Next Generation de 
la Unión Europea (NGEU) se están dis-
tribuyendo y constituyen una oportuni-
dad para la transformación del modelo 
productivo. Estos fondos, que tienen 
como uno de sus objetivos principales 
el impulso de la transición digital, pue-
den tener un impacto no neutral en el 
desarrollo regional. 

La asignación estratégica de estos 
fondos es crucial para garantizar que 
la digitalización no solo beneficie a las 
áreas más desarrolladas, sino que tam-
bién alcance a aquellas que están digi-
talmente rezagadas. La concentración de 
la economía digital en Madrid y Catalu-
ña revela una distribución desigual que 
puede reforzar las diferencias económi-
cas entre las CC AA ya existentes antes 
del impulso reciente a la transición digi-
tal. Este desequilibrio es relevante en la 
discusión sobre la asignación de fondos 

europeos, ya que las regiones menos di-
gitalizadas pueden quedarse rezagadas 
en el avance hacia una economía inno-
vadora y tecnológicamente avanzada.

En este contexto, el objetivo de este 
capítulo es doble, examinar las dife-
rencias territoriales en España en la 
penetración digital experimentada en 
la última década para posteriormen-
te evaluar la asignación desde 2020 de 
los fondos Next Generation destinados 
a propulsar la digitalización y otras par-
tidas clave para la modernización de la 
economía, en términos de equidad dis-
tributiva a nivel territorial.

De entre todas las fuentes estadís-
ticas que se utilizan en este capítulo, 
destaca la Contabilidad Nacional y Re-
gional, usada para calcular la contribu-
ción al PIB de los activos y trabajadores 
digitales. Debido a que la metodología 
se sitúa en el marco conceptual de las 
Cuentas Nacionales, las mediciones son 
homogéneas entre sectores de actividad 
y por CC AA, lo que proporciona com-
parabilidad. Por otra parte, para eva-
luar la distribución de los fondos Next 
Generation destinados a Investigación, 
Desarrollo, innovación y la digitaliza-
ción (I+D+i+d) se acude al listado de li-
citaciones y subvenciones publicadas en 
el portal web del Plan de Recuperación, 
Transformación y Resiliencia (PRTR) 
del Gobierno de España. Este listado es 
complementado con información pú-
blica adicional disponible en la Base de 
Datos Nacional de Subvenciones para 
extraer aquellos contratos NGEU desti-
nados a I+D+i+d.
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6.2. LA DIGITALIZACIÓN DE LA 
ECONOMÍA ESPAÑOLA (2011-2021)

La última década ha sido testigo de una 
evolución más que favorable en el pano-
rama de la economía digital en España. 
Según el informe “La economía digital 
en España: avances y retos por regiones 
y sectores” publicado por la Fundación 
Cotec y el Instituto Valenciano de Inves-
tigaciones Económicas (IVIE), la econo-
mía digital experimentó un crecimiento 
significativo entre 2011 y 2021. El valor 
añadido bruto (VAB) digital aumentó su 
participación en el conjunto del valor 
añadido desde un 9,7 % a un 15,0 %. Este 
cambio refleja una variación acumulada 
de la intensidad digital del 55,5 % (+ 5,3 pp), 

registrando un incremento medio anual 
del 4,5 %.

La evolución del Valor Añadido 
Bruto digital siguió una trayectoria li-
neal y constante hasta 2016, momen-
to en el cual se intensificó el ritmo de 
crecimiento (Figura 1). En 2021, debido 
al efecto catalizador de la pandemia, el 
VAB digital experimentó un incremento 
destacado del 14,9 % en términos reales 
(+ 1,2 pp en la ratio sobre PIB), recupe-
rándose con fuerza de la caída provoca-
da por la irrupción de la pandemia en 
2020, cuando había registrado una dis-
minución del 10,0 % en términos reales 
(aunque la ratio sobre PIB subió + 0,2 pp 
debido a la todavía más intensa caída del 
PIB en el mismo año).

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024

Figura 1: El peso de la economía digital sobre el Valor Añadido Bruto (%) 2011-2021.

Fuente: INE (EPA microdatos, CNE, CRE). Fundación BBVA-IVIE (2023) y elaboración propia.
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Pero… ¿Qué factor de producción 
está propulsando la transición digital? 
La metodología utilizada para aproximar 
el VAB digital por el lado de las rentas 
de los factores de producción permite 
conocer qué parte de la economía digi-
tal viene explicada por el trabajo digital y 
qué parte por el capital digital (hardwa-
re, software y bases de datos, equipos de 
comunicaciones, I+D). La penetración de 
la digitalización en el capital ha sido no-
tablemente superior a la experimentada 
en el trabajo. Entre 2011 y 2021, el capital 
digital pasó de explicar el 9 % al 19 % de 
sus rentas correspondientes, frente a la 
renta de los trabajadores digitales, que 
solo incrementó tres puntos porcentua-

les su participación en la renta del traba-
jo (10 % en 2011 frente al 13 % en 2022).

Esta distinta evolución del capital 
y el trabajo indica que la digitalización 
está avanzando fundamentalmente por 
la inversión en activos digitales más que 
por la transformación de la estructu-
ra de la mano de obra (hacia un mayor 
peso de trabajadores digitales y de su 
remuneración). Además, las rentas del 
capital suelen ser menos diversas entre 
territorios que las del trabajo, ya que el 
capital digital es mucho más flexible. En 
este sentido, aquellas CC AA dónde su 
composición del valor añadido digital 
sea más intensiva en capital tenderán a 
estar más digitalizadas. Por el contrario, 

Figura 2: La evolución de la intensidad digital del Valor Añadido Bruto.

Fuente: INE (EPA microdatos, CNE, CRE). Fundación BBVA-IVIE (2023) y elaboración propia.
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aquellos territorios con mayor peso rela-
tivo del trabajo en el valor añadido digi-
tal tenderán a estarlo menos.

Precisamente, para entender las dife-
rencias territoriales es necesario analizar 
las diferencias sectoriales, puesto que las 
composiciones sectoriales de las econo-
mías autonómicas son muy heterogéneas 
y en muchos casos están detrás de estas 
desigualdades. Los servicios acumulan 
mayor VAB digital que la industria en 
términos absolutos, sin embargo, la in-
tensidad digital de la industria (20,7 %) es 
más alta que en servicios (15,3 %). La pan-
demia impactó negativamente en ambos 
agregados, pero la recuperación en 2021 
ha sido más pronunciada en la industria.

En 2021 la mayor parte del VAB di-
gital (63,1 %) se concentra en cuatro 
sectores principales: información y co-
municaciones, actividades profesionales, 
servicios públicos y actividades finan-
cieras y de seguros. Teniendo en cuenta 
la proporción del VAB digital dentro de 
cada sector, hay un sector de actividad 
que destaca por encima del resto, infor-
mación y comunicaciones, en el que el 
71,9 % del VAB del sector es digital. El 
siguiente sector más digital es activida-
des financieras y de seguros, con un 42 % 
de intensidad digital y a una distancia de 
30 puntos de distancia de información 
y comunicaciones. Por otra parte, agri-
cultura y pesca (1,7 %), actividades in-
mobiliarias (1,7 %), construcción (4,6 %) 
y hostelería (5,3 %) están a la cola en el 
ranking de intensidad digital (Figura 3). 

Según la intensidad digital, podemos 
clasificar los sectores de actividad en tres 

categorías: de alta digitalización, donde 
la intensidad digital está por encima del 
29 % del VAB del sector; de digitalización 
intermedia, con un porcentaje mayor al 
8 % pero menor al 29 %; y de baja digita-
lización, con menos del 8 %.

Aunque el proceso de digitalización 
de la economía española ha avanzado 
de manera notable en la última década, 
no ha afectado a todos los sectores por 
igual y estos no están igualmente digita-
lizados. Aquellas CC AA con una digita-
lización baja tenderán a tener un tejido 
productivo más intensivo en sectores de 
digitalización baja, como las ramas de 
actividad tradicionales del sector servi-
cios (como la hostelería). Por el contra-
rio, aquellos territorios con un nivel alto 
de digitalización tenderán a tener una 
estructura productiva con mayor peso de 
los sectores de digitalización alta (como 
es el caso de la rama de actividad de in-
formación y comunicaciones).

En conclusión, la última década ha 
estado marcada por una transformación 
significativa de la economía española, 
con incrementos notables en la intensi-
dad de la digitalización de algunos sec-
tores de actividad y, especialmente, del 
capital. Aunque algunos sectores, como 
información y comunicaciones y activida-
des financieras y de seguros, han liderado 
esta transformación con una alta intensi-
dad digital, otros permanecen con niveles 
relativamente bajos, poniendo de mani-
fiesto  una transición digital heterogénea. 
Además, la evolución del capital y el tra-
bajo digital sugiere que la inversión en ac-
tivos digitales ha sido un motor clave en 
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Figura 3: Intensidad digital por sector de actividad.

Fuente: INE (EPA microdatos, EES microdatos CNE, CRE). Fundación BBVA-IVIE (2023) y elaboración propia.
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este proceso de digitalización, superando 
la transformación digital de la estructura 
laboral. Este análisis preliminar subraya 
la complejidad y heterogeneidad de la 
economía digital en España, destacando 
la necesidad de estrategias adaptativas y 
focalizadas para impulsar un desarrollo 
digital equilibrado e integral en todas las 
comunidades autónomas.

6.3. UN PROCESO DE TRANSICIÓN 
DIGITAL CON IMPORTANTES 

DIFERENCIAS ENTRE COMUNIDADES 
AUTÓNOMAS

La distinta evolución de la digitaliza-
ción por sectores de actividad y factores 
de producción ha provocado que en Es-
paña la digitalización esté geográfica-
mente polarizada. Es conocido que la 
Contabilidad Regional de España dibu-
ja un relevante grado de concentración 
de la actividad económica. El siguiente 
mapa (Figura 4) agrega las comunidades 
autónomas en grupos de acuerdo con la 
clasificación de cortes naturales (Jenks), 
con unas categorías que se basan en las 
agrupaciones naturales inherentes a los 
datos para maximizar las diferencias en-
tre ellas. Esta clasificación determina que 
hay tres comunidades autónomas en la 
categoría más alta, cuatro en la segunda, 
cinco en la tercera y cinco en la categoría 
más baja, en función de su contribución 
a la generación del valor añadido agre-
gado. La Comunidad de Madrid, Catalu-
ña y Andalucía son las economías más 
grandes, con un 19,4 %, 19,0 % y 13,5 % 

respectivamente del total del PIB nacio-
nal. Esto indica una alta concentración 
de la actividad económica en estas co-
munidades, lo que está relacionado con 
factores como la población, la industria, 
el turismo y las infraestructuras finan-
cieras y de servicios.  

Sin embargo, la concentración te-
rritorial es mucho mayor si analizamos 
la distribución autonómica del VAB di-
gital (Figura 5). Existe una importante 
polarización regional en la aportación 
a la economía digital española. En este 
caso, aplicando la misma metodología 
de Jens, únicamente encontramos dos 
CC AA en la categoría más alta, Madrid 
(31 %) y Cataluña (21 %), que concentran 
algo más de la mitad de la economía di-
gital del país. Estos dos polos digitales 
acumulan un 36 % de la actividad eco-
nómica del país, pero hasta un 52 % de 
la actividad económica digital. Es decir, 
la concentración hacia estas dos gran-
des economías es bastante superior en la 
economía digital (casi un 45 % más de 
concentración hacia Madrid y Cataluña 
en la economía digital que en el total de 
la economía). En la segunda categoría 
hay únicamente tres CC AA (Andalucía, 
Valencia y País Vasco) y cuatro en la ter-
cera categoría (Galicia, Castilla y León, 
Canarias y Aragón). La fuerte concen-
tración de la economía digital provoca 
que haya hasta ocho comunidades en 
la última categoría (La Rioja, Cantabria, 
Extremadura, Navarra, Asturias, Mur-
cia, Castilla-La Mancha y Baleares). Esto 
contrasta con el caso de la distribución 
territorial del valor añadido que reunía, 
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Figura 4: Distribución del PIB por CC AA (%) 2021.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos 
de la Contabilidad Regional de España (2021) e INE.
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Figura 5: Distribución del VAB digital por CC AA (%) 2021.

Fuente:  Elaboración propia a partir de datos del INE, 
Fundación BBVA-IVIE (2023) y Cotec. 
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como se ha visto anteriormente, cinco 
comunidades en esta última categoría.

De hecho, Madrid, Cataluña y el País 
Vasco son las tres únicas CC AA sobrerre-
presentadas en el VAB digital. Es decir, 
las dos primeras economías y la quinta 
en tamaño, son las únicas cuyo peso del 
VAB digital es superior que el que les co-
rrespondería dado su aporte a la estruc-
tura productiva de la economía española. 
Todas las demás regiones están infrarre-
presentadas en la economía digital.

Es importante poner en contexto es-
tas cifras con el tamaño de las economías 
para extraer cuál es la intensidad digital 
de estas regiones. Madrid destaca también 

por la intensidad digital en su estructura 
productiva, ya que el 24 % de la renta gene-
rada en la región es digital. También des-
tacan Cataluña y País Vasco (17 % y 16 %, 
respectivamente), mientras que el resto 
de las regiones se sitúan por debajo de la 
media del país (15 %, como se ha dicho ya). 
En la última década, las tres comunidades 
que más han subido en intensidad digital 
han sido las Islas Baleares, el País Vasco y 
La Rioja (Figura 6). A pesar del importan-
te avance de algunas CC AA que se sitúan 
por debajo de la media española, no se ob-
serva que se haya producido un proceso 
de convergencia entre regiones españolas 
en la última década.
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Figura 6: Variación de la intensidad digital por CC AA.

Fuente: INE, Fundación BBVA-IVIE (2023) y Cotec.
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Uno de los factores que determinan 
estas grandes diferencias territoriales en 
términos de digitalización es la composi-
ción sectorial de los tejidos productivos de 
las comunidades autónomas. Las CC AA 
líderes en intensidad digital, como Ma-
drid, Cataluña, País Vasco y Navarra, 
están más orientadas a sectores de alta 
digitalización que el resto de las regio-
nes. De hecho, estas cuatro regiones son 
las únicas que superan la media españo-
la en sectores de intensidad digital alta. 

Islas Baleares, Extremadura, Canarias y 
Castilla-La Mancha destacan por lo con-
trario (Figura 7).

Atendiendo a las elocuentes dife-
rencias en los niveles de digitalización 
observados entre CC AA resulta intere-
sante plantearse si estas obedecen a una 
distinta composición sectorial de las es-
tructuras productivas regionales o, por 
el contrario, si estas vienen impulsadas 
por una distinta intensidad digital de los 
sectores de actividad. 

Figura 7: Distribución del VAB según el nivel de digitalización.

Fuente: INE, Fundación BBVA-IVIE (2023) y Cotec.
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Para dar respuesta a esta cuestión se 
utiliza una descomposición shift-sha-
re. Esta metodología permite medir el 
impacto de diferentes efectos en las di-
ferencias territoriales. Se utiliza la pri-
mera ecuación del Anexo en la en la que 
la diferencia en los niveles de digitali-
zación de cada región con respecto a la 
media de España se descompone en tres 
posibles efectos: 1) un efecto intrasecto-
rial, el efecto asociado con la diferente 
intensidad de la digitalización en cada 
uno de los sectores en la región en com-
paración con España; 2) un efecto que 

mide las diferencias de especialización 
(peso relativo de los sectores) en la re-
gión suponiendo que no hay diferencias 
entre España y la región en la intensi-
dad digital de cada uno de los sectores; 
y, por último, 3) un efecto sectorial di-
námico (cruzado), que es una combina-
ción de los dos efectos anteriores, mide 
si la especialización de una región en 
ciertos sectores (que tienen mayor o 
menor penetración digital) contribuye 
a las diferencias generales en la digita-
lización de esa región en comparación 
con España.

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024

Figura 8: Descomposición shift-share.

Fuente: Elaboración propia.
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Los resultados de esta descompo-
sición ofrecen de nuevo una dualidad 
entre las tres regiones más digitalizadas, 
Madrid, Cataluña y País Vasco, y el res-
to. En Madrid, por ejemplo, la descom-
posición indica que sus ventajas frente 
a España emanan tanto del mayor peso 
de la digitalización en todos los sectores 
(que explica el 33,9 % de la diferencia 
total), como de una especialización más 
orientada a sectores digitales, que ex-
plica el 62,4 % de las diferencias de esta 

comunidad con España. En Cataluña 
las conclusiones son similares, el efecto 
intrasectorial explica el 29,1 % de las di-
ferencias con España, la especialización 
el 54,6 %, y la interacción entre ambos 
el 16,3 %. Sin embargo, el caso de País 
Vasco es inverso, ya que el efecto intra-
sectorial explica el 70,4 % de las diferen-
cias con España, mientras que el efecto 
especialización explica el 6,6 % y la inte-
racción entre ambos el 23,0 %. Por tanto, 
el aumento de la digitalización en el País 

Figura 9: Cambios en la intensidad digital, ¿se deben a cambios en el crecimiento 
digital general o a cambios en la estructura productiva de las CC AA?

Fuente: Elaboración propia.
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Vasco se debe fundamentalmente a una 
intensificación del uso de los factores de 
producción digitales en todos los secto-
res de la economía, más que a una re-
orientación de su especialización. Estas 
tres CC AA se distinguen del resto por 
ser las únicas beneficiadas por el impac-
to de los diferentes tipos de efectos. Para 
el resto de las CC AA el impacto ha sido 
negativo, provocando que se distancien 
de las líderes.

Ahora bien, el avance de la intensi-
dad regional del observado efecto en ma-
yor o menor medida en cada una de las 
comunidades en la última década, ¿se 
debe al crecimiento transversal de esta 
en todos los sectores de actividad o, al-
ternativamente, obedece a cambios en la 
estructura productiva hacia sectores de 
mayor intensidad digital? 

Para responder a esta pregunta se 
vuelve a utilizar una descomposición 
shift-share para medir qué parte del 
cambio en la intensidad digital regional 
durante la última década viene expli-
cada por el crecimiento digital general 
en los sectores de actividad y qué parte 
por el cambio en la estructura producti-
va de la comunidad autónoma. Se utili-
za la segunda ecuación del Anexo en la 
que se compara en cada región su ratio 
de digitalización entre 2011 y 2018. Esta 
variación se descompone en tres posi-
bles componentes: 1) un efecto intrasec-
torial, que mide cambios directos en la 
digitalización, midiendo las variaciones 
suponiendo que no ha cambiado el peso 
relativo de los sectores y que solo se in-
tensifica la digitalización en cada sector; 

2) un efecto de especialización sectorial, 
impactos asociados a variaciones en los 
pesos de cada sector de actividad en la 
región, suponiendo que no cambia la in-
tensidad digital de cada uno; y 3) un efec-
to sectorial dinámico, que es un término 
asimilable a una covarianza y mide si los 
sectores/regiones que más aumentan su 
digitalización más crecen en tamaño, 
de manera que si los sectores que más 
se digitalizan también son los que más 
crecen, el efecto sectorial dinámico será 
positivo, lo que sugeriría que la digitali-
zación puede estar impulsando o coinci-
diendo con el crecimiento económico.

Los resultados son bastante claros 
y similares en todas las comunidades 
autónomas. La variación de la digitali-
zación en cada región se debe funda-
mentalmente a su avance en todos los 
sectores de actividad, más que a los cam-
bios de la especialización sectorial, esto 
es, a los cambios en el modelo producti-
vo. En todos los territorios el componen-
te intrasectorial explica más del 88,3 % 
de la variación total. Este porcentaje es 
incluso mayor que el 100 % en dos CC AA, 
Islas Baleares y Castilla-La Mancha, don-
de la especialización ha variado hacia 
sectores menos intensivos en digitali-
zación. Es preocupante el caso de Cas-
tilla-La Mancha, que es de las regiones 
en las que menos crece la digitalización 
en general, a lo que hay que añadir mo-
vimientos en la especialización en la 
dirección opuesta. Este análisis sugiere 
que la principal causa del crecimiento 
de la digitalización en una CC AA es el 
aumento de la intensidad digital en cada 

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024
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uno de los sectores, más que cambios re-
lativos en la especialización productiva.

En conclusión, hay una gran polari-
zación geográfica en la transición digital 
de España, donde Madrid, Cataluña y el 
País Vasco lideran en intensidad digital, 
mientras otras comunidades autónomas 
quedan muy rezagadas. Aunque todas las 
regiones han avanzado en digitalización, 
las diferencias entre ellas no se deben 
tanto a un cambio en la especialización 
sectorial, sino más bien a una intensifi-
cación de la digitalización dentro de sus 
sectores existentes. Este hallazgo resal-
ta la necesidad de políticas adaptadas a 
nivel regional, que no solo fomenten la 
digitalización en sectores ya avanzados, 
sino que también impulsen la transfor-
mación digital en sectores menos digi-
talizados. Asimismo, pone de manifiesto 
la importancia de una distribución equi-
tativa de los recursos y esfuerzos de digi-
talización para garantizar un desarrollo 
sostenible en todas las CC AA, evitando 
profundizar las disparidades existentes y 
asegurando que los beneficios de la era 
digital sean accesibles para todos los te-
rritorios de España.

6.4. LA DISTRIBUCIÓN TERRITORIAL 
DE LOS BENEFICIARIOS FINALES DE 

FONDOS NGEU DESTINADOS A INVESTI-
GACIÓN, DESARROLLO, INNOVACIÓN Y 

DIGITALIZACIÓN (2020-2022)

Los fondos de la Next Generation EU 
(NGEU) desempeñan un papel funda-
mental en la transformación de la eco-

nomía española y en la implementación 
de reformas estructurales, al financiar 
una amplia variedad de proyectos de in-
versión en áreas como la digitalización y 
la lucha contra el cambio climático. Esto 
contribuye a promover las agendas ver-
de y digital de Europa. El Plan de Recu-
peración, Transformación y Resiliencia 
(PRTR) del Gobierno de España enfati-
za la relevancia de la digitalización y el 
respaldo a la Investigación, el Desarrollo 
y la innovación (I+D+i) en gran parte de 
sus elementos, cubriendo sectores tales 
como la educación, la salud, la economía 
de los cuidados, la industria, la adminis-
tración pública, el turismo, la cultura y la 
planificación urbana, todo ello alineado 
con la Agenda España Digital 2026. Ha-
biendo transcurrido ya tres años desde 
el inicio de la implementación de estos 
instrumentos, resulta esencial delinear y 
evaluar la distribución e impacto territo-
rial de estos fondos en el estímulo a las 
actividades relacionadas con la investi-
gación, el desarrollo, la innovación y la 
digitalización (I+D+i+d).

El informe Fondos Next Generation 
EU destinados a actuaciones de I+D+i 
y digitalización, elaborado por la Fun-
dación Cotec y el Instituto Valenciano 
de Investigaciones Económicas (IVIE), 
se centra en un segmento específico del 
total de fondos NGEU movilizados hasta 
diciembre de 2022. La metodología para 
este análisis se basa en un listado inicial 
de licitaciones y subvenciones publica-
das en el portal del PRTR del Gobierno 
de España. Este listado se amplía con 
información adicional obtenida de la 
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Plataforma de Contratación del Sector 
Público y la Base de Datos Nacional de 
Subvenciones. Mediante el uso de los có-
digos CPV (para licitaciones) y de la cate-
gorización de gasto (para subvenciones), y 
un análisis semántico con palabras clave, 
se identifican las convocatorias vincu-
ladas a I+D+i+d. Es importante destacar 
que una de las principales aportaciones 
de esta aproximación es que, a diferencia 
de otras, permite identificar los benefi-
ciarios finales de los fondos. Es decir, el 
análisis es doble, desde la perspectiva de 
la gestión de los fondos y desde las em-
presas que finalmente son concesiona-
rias o adjudicatarias. Además, los datos 
se actualizarán cada seis meses y estarán 
disponibles en la herramienta interactiva 
que Cotec ha preparado.

El total de fondos NGEU destinados 
a licitaciones y subvenciones en España 
alcanza los 35 828 millones de euros, de 
los cuales 12 011 millones (equivalentes 
al 33,5 % del total) se dedican a I+D+i+d. 
En el mes de diciembre de 2022, de la 
cantidad total ya convocada se habían 
adjudicado o concedido 6259 millo-
nes de euros que habían sido recibi-
dos por los beneficiarios finales, como 
empresas, autónomos, universidades y 
centros de investigación. Esto significa 
que el grado de ejecución efectiva de 
los fondos convocados para actividades 
de I+D+i+d es del 52,1 %. Este índice de 
ejecución es notablemente superior en 
comparación con las licitaciones y sub-
venciones asociadas a otras políticas, 
las cuales presentaban un porcentaje de 
ejecución del 42,4 %.

Tras describir aspectos generales de 
este tipo de fondos, como el ritmo de 
ejecución, es importante analizar hacia 
donde están yendo desde dos perspecti-
vas complementarias, las administracio-
nes territoriales que los gestionan y las 
empresas beneficiarias.

Convocatorias de fondos NGEU 
destinados a I+D+i+d

Desde la óptica de la administración 
contractual, el 74,7 % de los fondos des-
tinados a I+D+i+d, que se traduce en 
8969 millones de euros, se había otor-
gado mediante subvenciones o ayudas 
públicas, mientras que el 25,3 % res-
tante, equivalente a 3042 millones de 
euros, se había adjudicado a través de 
procesos de licitación. Si bien ambas 
modalidades de asignación persiguen 
el respaldo a proyectos o iniciativas es-
pecíficas, se distinguen marcadamen-
te en sus métodos, procedimientos y  
carácter competitivo.

El 52,1 % del total asignado, corres-
pondiente a 6255 millones de euros, se 
dedica al estímulo de la Investigación, 
el Desarrollo y la innovación, y el 47,9 % 
restante, que suma 5757 millones de eu-
ros, está orientado a impulsar procesos 
de digitalización. Además, 80,4 % de los 
recursos convocados está gestionado di-
rectamente desde el Estado u organis-
mos estatales (9658 millones de euros), y 
la Administración territorial (autonómi-
ca y local) es responsable del 19,6 % res-
tante (esto es, 2353 millones de euros).

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024
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81.964 M€
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I+D+i ya han llegado a
su destinatario final?

52,1%

MRR: 69.528 M€

REACT: 12.436 M€

Licitaciones: 14.082 M€
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Figura 10: Fondos NGEU destinados a actuaciones de I+D+i y digitalización.

Fuente: Maudes et al (2023: 15).
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Nota: 11a) Según tipo de convocatoria: Licitaciones vs. Subvenciones relacionadas con I+D+i+d.
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Centrando el análisis únicamente en 
las licitaciones y subvenciones de I+D+i+d 
convocadas y gestionadas por los organis-
mos territoriales, se constata que Andalu-
cía, con 346 millones de euros, Cataluña 
con 270 millones, la Comunidad Valen-
ciana con 253 millones y la Comunidad de 
Madrid con 245 millones, acaparan cer-
ca de la mitad, concretamente el 47,4 %, 
de los fondos destinados a I+D+i+d por 
parte de las CC AA, las universidades y las 
entidades locales.

Cuando se analiza la situación en 
términos relativos, considerando los 
fondos convocados en relación con la 
población y el PIB de cada región, se 

aprecia que las comunidades con una 
mayor intensidad en la convocatoria de 
fondos para I+D+i+d financiados por los 
NGEU son Cantabria, con un total de 69 
millones de euros; Islas Canarias, con 
174 millones; y Castilla y León, con 197 
millones. Estas regiones superan signifi-
cativamente la media de las CC AA tan-
to en fondos convocados por habitante 
como en fondos convocados por porcen-
taje del PIB. En contraste, la Comunidad 
de Madrid y Cataluña, a pesar de que sus 
convocatorias de I+D+i+d representan el 
22 % del total, muestran un volumen re-
lativamente bajo, en comparación con 
su población y actividad económica.

6. LOS POSIBLES EFECTOS SOBRE LA DESIGUALDAD TERRITORIAL DE LA TRANSICIÓN DIGITAL 

Figuras 11a, 11b y 11c: Evolución del importe convocado para I+D+i+d financiado con 
	 fondos NGEU, acumulado hasta diciembre de 2022 (en M €).

Fuente: Gobierno de España (2023b), Ministerio de Hacienda y Función Pública (2023b), IGAE (2023) y Cotec.

Sector público estatal Sector público territorial

Nota: 11c) Según sector público convocante: Estatal vs. Territorial.
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Figuras 12a y 12b: Distribución regional del importe convocado por el SPT para 
I+D+i+d financiado con fondos NGEU, acumulado hasta diciembre de 2022.

Fuente: Gobierno de España (2023b), Ministerio de Hacienda y Función Pública (2023b), 
IGAE (2023), INE (Cifras de población, CRE) y Cotec.

Nota: 12a) En millones de euros y porcentaje.
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Adjudicaciones de fondos NGEU 
destinados a I+D+i+d

Es necesario analizar el destino de los 
fondos, puesto que no todas las convo-
catorias realizadas en un territorio se 
adjudican a empresas de la región. Este 
análisis se realiza considerando la ubica-
ción de las entidades adjudicatarias (en 
el caso de las licitaciones) o receptoras 
(en el caso de las subvenciones) de los 
fondos ya asignados que están vincula-
dos con iniciativas de I+D+i+d.

El gráfico muestra la distribución de 
los fondos asignados hasta diciembre de 
2022 para todas las licitaciones y sub-
venciones relacionadas con I+D+i+d. Las 
organizaciones, asociaciones y empresas 

situadas en la Comunidad de Madrid han 
obtenido el mayor volumen de fondos 
(2480 millones de euros), representando 
el 42,9 % del total asignado a I+D+i+d. 
Le siguen las entidades en Cataluña con 
1043 millones de euros, y a una distancia 
considerable, Andalucía con 457 millo-
nes y la Comunidad Valenciana con 327 
millones. Tres de cada cuatro euros asig-
nados a I+D+i+d y financiados por fondos 
NGEU se destinan a entidades o empre-
sas de alguna de estas regiones.

Las figuras 14a, b y c detallan la 
información anterior, diferenciando 
entre iniciativas vinculadas a la inves-
tigación e innovación (I+D+i) y a la digi-
talización. En el primer caso (I+D+i), las 
entidades de la Comunidad de Madrid 
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Figura 13: Fondos NGEU convocados por porcentaje del PIB.

Fuente: Gobierno de España (2023b), Ministerio de Hacienda y Función Pública (2023b), 
IGAE (2023), INE (Cifras de población, CRE) y Cotec.
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Nota: 14a) Total de las licitaciones y subvenciones vinculadas a I+D+i+d, según 
localización del beneficiario en millones de euros y distribución porcentual.
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Nota: 14b) Licitaciones y subvenciones vinculadas a I+D+i, según localización 
del beneficiario en millones de euros y distribución porcentual.
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y Cataluña acaparan más de la mitad de 
los fondos ya asignados, sumando 1489 
millones de euros entre ambas, segui-
das por entidades en Andalucía con 310 
millones de euros y en la Comunidad 
Valenciana con 210 millones. En cuan-
to a las iniciativas de digitalización, se 
observa una marcada concentración 
en las empresas de la Comunidad de  
Madrid (59,5 %).

En términos relativos, teniendo en 
cuenta a la población de cada territorio, se 
observa cómo la Comunidad de Madrid es 
la más beneficiada con diferencia por los 

fondos NGEU dedicados a I+D+i+d (363 eu-
ros por habitante), muy por encima de los 
122 euros de media del conjunto de CC AA. 
Junto a Madrid, otras regiones también 
presentan cifras superiores a los 100 eu-
ros per cápita (Cataluña, Navarra, Aragón 
y Galicia). Por el contrario, el destino de 
los fondos ha sido muy poco intenso en las 
entidades de Extremadura, Baleares, Cana-
rias, La Rioja y Castilla-La Mancha, todas 
ellas con una captación de fondos inferior 
a los 50 euros por habitante. Estos resulta-
dos están parcialmente explicados por la 
composición empresarial de las CC AA, ya 

Nota: 14c) Licitaciones y subvenciones vinculadas a digitalización, según localización 
del beneficiario en millones de euros y distribución porcentual.
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Figuras 14a, 14b y 14c: Distribución regional del importe en licitaciones y subvenciones para 
I+D+i+d concedido a partir de fondos NGEU, acumulado hasta diciembre de 2022.

Fuente: Gobierno de España (2023b), Ministerio de Hacienda y Función Pública (2023b),
IGAE (2023) Bureau van Dijk (SABI) y Cotec.
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Nota: 15a) Total licitaciones y subvenciones vinculadas a I+D+i+d.
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Nota: 15b) Licitaciones y subvenciones vinculadas a I+D+i. 
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que existen diferencias significativas en el 
tamaño medio de las empresas. Además, 
Madrid está sobrerrepresentada por el lla-
mado efecto sede social, un conjunto rele-
vante de empresas registran su sede social 
en Madrid y, sin embargo, tienen sus cen-
tros de producción en otras comunidades.

En el caso concreto de las adjudi-
caciones y concesiones para I+D+i, las 
diferencias regionales de captación de 
recursos NGEU por habitante son meno-
res (Figura 14b). Si bien las entidades de la 
Comunidad de Madrid siguen siendo las 
que más recursos captan por habitante 
(116 euros), le siguen de cerca la Comuni-
dad Foral de Navarra (104 euros) y Catalu-
ña (90 euros). Las empresas y organismos 

de Baleares y Castilla-La Mancha reciben 
menos de 25 euros por habitante para el 
desarrollo de actividades de investiga-
ción, desarrollo e innovación.

Respecto a los importes concedidos 
y adjudicados por habitante para la digi-
talización (Figura 14c), la Comunidad de 
Madrid destaca por encima de las demás 
(247 euros per cápita), muy por encima 
de la media nacional (60 euros) y lejos de 
lo que reciben las entidades de Canarias 
(12 euros), Extremadura (16 euros) o An-
dalucía (17 euros).

En resumen, de los 12011 millones de 
euros destinados a I+D+i+d, 6259 millo-
nes habían sido asignados en diciembre 
de 2022, representando una ejecución del 
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Nota: 15c) Licitaciones y subvenciones vinculadas a digitalización. 

Figuras 15a, 15b y 15c: Importe adjudicado y concedido a través de licitaciones y subvenciones para I+D+i+d por habitante financiado 
con fondos NGEU según localización del beneficiario, acumulado hasta diciembre de 2022 (euros por habitante).

Fuente: Gobierno de España (2023b), Ministerio de Hacienda y Función Pública (2023b), 
IGAE (2023) Bureau van Dijk (SABI), INE y Cotec.
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52,1 %, superior al promedio de otras polí-
ticas. En cuanto a qué CC AA están gestio-
nando estos fondos, Andalucía, Cataluña, 
Comunidad Valenciana y la Comunidad 
de Madrid se encargan del 47,3 % de los 
fondos NGEU destinados a I+D+i+d, mien-
tras que Cantabria, Canarias y Castilla y 
León lideran si tenemos en cuenta la pro-
porción de recursos gestionados respecto 
a la población y al PIB. Desde la perspecti-
va de las empresas beneficiarias, la Comu-
nidad de Madrid lidera en la recepción 
de estos fondos con el 42,9 %, seguida 
por Cataluña. Aunque la distribución de 
fondos por habitante muestra una mayor 
equidad entre regiones, la inversión en 
digitalización se concentra significativa-
mente en empresas madrileñas.

6.5. CONCLUSIONES Y 
RECOMENDACIONES

A raíz de la evidencia de una importan-
te concentración territorial tanto en el 
proceso de digitalización de la econo-
mía como en la distribución territorial 
de los destinatarios finales de los fondos 
europeos destinados a I+D+i+d detallada 
en los apartados anteriores se expone, 
a continuación, un conjunto de orien-
taciones o recomendaciones generales 
para las políticas públicas de impulso al 
proceso de digitalización:

1.	 Fomentar la equidad territorial en 
la digitalización. Como se recoge en 
las páginas anteriores, la información 
disponible pone de manifiesto gran-

des diferencias entre los diversos te-
rritorios en términos de desarrollo 
de la digitalización. En consecuencia, 
es muy importante intentar  diseñar 
y aplicar las políticas adecuadas para 
promover un desarrollo digital equi-
librado territorialmente, asegurando 
que las comunidades autónomas me-
nos digitalizadas no se queden atrás 
en un proceso de tanta relevancia y 
tan elevada incidencia en el desarrollo 
económico y el equilibrio territorial.

2.	 Asignar estratégicamente los fon-
dos Next Generation. En coherencia 
con el punto anterior, sería necesario 
que los fondos de la UE se distribu-
yan de manera que impulsen la di-
gitalización en todas las regiones, 
evitando reforzar las diferencias te-
rritoriales existentes, como parece 
estar ocurriendo en la actualidad.

3.	 Potenciar los sectores menos digi-
talizados. En el proceso de cambio al 
que asistimos, las políticas de incen-
tivos no tienen trascendencia solo en 
el marco territorial, sino que hay que 
poner el énfasis también en el ámbito 
sectorial, que, según su orientación, 
repercute naturalmente en el desa-
rrollo territorial. De manera más es-
pecífica, las políticas  de desarrollo 
digital deben concentrarse no solo 
en los sectores ya avanzados en digi-
talización, sino también en transfor-
mar digitalmente sectores con baja 
intensidad digital.
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4.	 Invertir más en capital digital. Los 
datos suministrados muestran que 
la penetración de la digitalización 
en el capital ha sido mucho más in-
tensa que en el trabajo. Dado que la 
inversión en activos digitales ha sido 
un motor clave de la digitalización, 
las políticas dedicadas a desarrollar 
esta deben fomentar la inversión en 
hardware, software, bases de datos y 
equipos de comunicaciones.

5.	 Desarrollar más las habilidades di-
gitales. No hay que olvidar, por otro 
lado, la relevancia del factor trabajo 
en el desarrollo de un modelo equi-
librado de digitalización. En esa di-
rección, es necesario impulsar la 
formación y el desarrollo de habili-
dades digitales entre la fuerza laboral 
para complementar la creciente in-
versión en capital digital.

6.	 Impulsar a la I+D+i+d en todas las 
regiones. El crecimiento de la inves-
tigación y la innovación es un factor 
esencial para garantizar el aumento 
de la productividad y el crecimien-
to económico y, por otra parte, en 
el marco internacional, es aún una 
asignatura pendiente en España. Por 
ello, se debe garantizar una distribu-
ción justa de los fondos destinados a 
investigación, desarrollo, innovación 
y digitalización, para que todas las 
comunidades se beneficien de estos 
impulsores del crecimiento.

7.	 Monitorear y evaluar la distribución 
de los fondos NGEU. El seguimiento 
continuo de cómo se distribuyen y 
utilizan los fondos NGEU es un ele-
mento fundamental para  asegurar 
que se alcanzan los objetivos progra-
mados y se cumplen los estándares 
previstos en términos de equidad y 
eficiencia. Es necesario que este se-
guimiento de los fondos se realice 
tanto desde la perspectiva de la ges-
tión, como desde la correspondiente 
a la adjudicación/concesión de los 
fondos al destinatario real. Normal-
mente el seguimiento se realiza des-
de la perspectiva de la gestión, pero 
no se controla adecuadamente dónde 
están llegando estos fondos.

8.	 Adaptar las políticas a los contextos 
regionales. Como se ha insistido a lo 
largo del capítulo, otro factor clave 
de las estrategias de digitalización es 
asegurar su flexibilidad y su capacidad 
de adaptación a las características es-
pecíficas y necesidades de cada co-
munidad autónoma, y especialmente 
al peso relativo que en ellas tienen 
los distintos sectores de actividad, así 
como a su estructura empresarial.

9.	 Promover la especialización inteli-
gente. La intensa expansión de la in-
teligencia artificial a la que estamos 
asistiendo hace cada vez más nece-
sario apoyar a las distintas comuni-
dades y gobiernos locales para que se 
especialicen en nichos de alta digita-
lización en los que puedan obtener 
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ventajas competitivas, fomentando 
así un desarrollo más diversificado  
y resiliente.

10.	Incentivar la colaboración públi-
co-privada. Por último, también pa-
rece imprescindible en el ámbito de 
la digitalización estimular la colabo-
ración entre los diversos niveles de  
gobierno, las empresas y las institu-
ciones académicas para promover la 
innovación y la transferencia de co-
nocimiento en un ámbito de tanta y 
tan creciente relevancia económica 
como es el digital.
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ANEXOS

Ecuación 1. Descomposición de las diferencias de la digitalización de las CC AA fren-
te a España.

Ecuación 2. Descomposición de la variación de la digitalización entre dos momentos 
del tiempo.
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La transición 
ecológica y la 
transformación digital, 
una aproximación a los 
efectos sociolaborales 
a nivel local

7
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7. LA TRANSICIÓN ECOLÓGICA Y LA TRANSFORMACIÓN DIGITAL 

7.1. INTRODUCCIÓN
 

Han pasado ya varias décadas desde que 
se iniciara un intenso debate, académico 
e institucional, sobre los efectos e impli-
caciones sociales, económicos, laborales 
e incluso políticos de los procesos de 
cambio auspiciados por la irrupción de 
las tecnologías digitales y ciertos límites 
ecológicos. La definición de lo que supo-
nen las expresiones transición ecológica 
y transformación digital, que enmarca-
rían estos procesos de cambio, no es fácil 
de delimitar. Son términos que vendrían 
a mostrar una serie de actuaciones políti-
cas, de amplio espectro y flexibilidad. Así, 
en el caso de la transición ecológica, se 
podría definir como:

“	Un eventual proceso de cambios en 
los sistemas de producción y consu-
mo, así como en las instituciones so-
ciales y políticas y en las formas de 
vida y los valores de la población, que 
llevase de la situación actual, dema-
siado costosa ambientalmente y llena 
en consecuencia de riesgos excesivos, 
a una situación futura ambientalmen-
te sostenible, compatible con la capa-
cidad del planeta para mantener las 
actividades humanas; y todo ello sin 
alterar sustancialmente la organiza-
ción de las actividades económicas ni 
las formas básicas del sistema político 
democrático y manteniendo (o inclu-
so aumentado) los niveles actuales de 
satisfacción de las necesidades mate-
riales de la población” (García, 2018). 

Y, en el caso de la transformación digital:

“	El efecto empresarial, personal  y/o 
social total y global de la digitaliza-
ción. Es decir, el conjunto de cambios 
asociados a la aplicación de la digita-
lización en todos los aspectos de la 
sociedad, incluyendo cambios de usos 
y costumbres. Por lo tanto […] la digi-
tación (la conversión de información), 
la digitalización (el proceso) y la trans-
formación digital (el efecto), aceleran 
los procesos de cambio en la sociedad, 
ya existente y en curso, tanto horizon-
tales como globales” (López, 2020).

O tal y como señala la propia Unión Eu-
ropea, de forma más resumida: 

“	La transformación digital es la integra-
ción de las tecnologías digitales en las 
empresas y su impacto en la sociedad. 
Las plataformas digitales, el internet 
de las cosas, las nubes informáticas y 
la inteligencia artificial forman parte 
de las tecnologías que afectan a dife-
rentes sectores (transporte, energía, 
sistema agroalimentario, telecomu-
nicaciones, servicios financieros, pro-
ducción industrial, sanidad) así como 
a la vida cotidiana de los ciudadanos” 
(Parlamento Europeo, 2023).

Se trata, por lo tanto, de conceptos que 
vienen a delimitar un marco normativo 
y de actuaciones políticas tendentes a di-
namizar una serie de cambios en nues-
tros sistemas productivos, de consumo y 
de vida, que deberían aproximarnos a un 
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modelo socioeconómico más sostenible 
en términos ambientales, a la vez que más 
eficiente y competitivo en términos pro-
ductivos gracias a la incorporación de las 
nuevas tecnologías digitales. Ni que decir 
tiene que este marco normativo orientará 
no solo las inversiones públicas en cada 
una de las materias, sino también, y sobre 
todo, las propias dinámicas de la inver-
sión privada. 

Cabe resaltar que se trata de dos de 
los procesos nucleares en que se vertebra 
en estos momentos la actividad política a 
nivel europeo, formando parte del propio 
Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia en España, que  “incorpora 
una importante agenda de inversiones y 
reformas estructurales, que se interrela-
cionan y retroalimentan para lograr cua-
tro objetivos transversales: avanzar hacia 
una España más verde, más digital, más 
cohesionada desde el punto de vista so-
cial y territorial, y más igualitaria” (Go-
bierno de España, 2021). Pero, mientras 
el esfuerzo inversor público y el marco 
normativo que lo dinamiza es claro en la 
transición ecológica, esencialmente ener-
gética hasta ahora, y la digital, no es tan 
visible en cuestiones relacionadas con la 
cohesión social y territorial a la que hace 
referencia. De hecho, no se presenta un 
programa ambicioso que delimite recur-
sos e inversiones para el fortalecimiento 
de la equidad social y territorial, lo que 
conlleva en último extremo que las diná-
micas en estos ámbitos vengan más de-
terminadas por el devenir de las llamadas 
fuerzas del mercado que por una decidida 
actuación pública.

En este capítulo no vamos a valorar 
la importancia de estas medidas políticas 
en términos socioeconómicos, o, como 
hemos señalado, si son o no coherentes 
con sus propios objetivos finales. A este 
respecto, no parecen exentas de proble-
mática las medidas impulsadas para la 
transición ecológica y hasta qué punto la 
sostenibilidad medioambiental, entendi-
da como una huella ecológica compatible 
con la biocapacidad per cápita (entendi-
da como capacidad de los ecosistemas 
para regenerarse, lo que nos indica el lí-
mite del planeta para producir recursos 
de manera sostenible), es compatible con 
un crecimiento económico continuado, 
o si la transición hacia energías renova-
bles y la reducción de energías fósiles es 
suficiente para alimentar los procesos 
productivos y de consumo que manten-
gan esos niveles actuales y futuros de sa-
tisfacción de necesidades materiales de la 
población (ver García, 2018). 

De la misma forma, se debería reali-
zar una revisión crítica de los efectos que 
la transformación digital está teniendo, 
entre otros, sobre el mercado de  trabajo. 
En concreto sobre las dinámicas de des-
trucción o creación de empleo, los cam-
bios en los contenidos del trabajo y en 
los requerimientos de cualificaciones y 
competencias profesionales, la situación 
profesional de las personas trabajadoras, 
la calidad del empleo y las condiciones de 
trabajo, el acceso a la protección social, 
y las relaciones laborales (Rocha, 2020); 
o sobre la sociedad en su conjunto, con 
las dificultades de conectividad y uso de 
la herramientas digitales que presentan 
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algunos grupos sociales,  como es el caso 
de las personas migrantes, las personas 
mayores, aquellas con bajo nivel formati-
vo, la población con menor nivel de renta 
o las poblaciones ubicadas en el mundo 
rural, y que pueden ver limitado su pro-
pio desarrollo personal, profesional o el 
acceso a servicios públicos básicos  (Sán-
chez-Sierra y Flores, 2022). 

Nuestra perspectiva se va a centrar en 
una reflexión crítica de las consecuencias 
territoriales que esta transición ecológi-
ca y esta transformación digital están te-
niendo en el ámbito productivo, laboral 
y social; y hasta qué punto, las desigual-
dades generadas en el territorio por estas 
transiciones y transformaciones requie-
ren de una respuesta diferenciada a nivel 
local para evitar, ante la falta de recursos 
en este nivel competencial, una amplifi-
cación de las desigualdades, la pobreza y 
la exclusión social.

7.2. TRANSICIÓN ECOLÓGICA Y 
DESIGUALDADES TERRITORIALES 

Es evidente que el proceso de transición 
ecológica en el que estamos inmersos tiene 
un impacto diferenciado a nivel sectorial.  
Si bien en un primer momento la actua-
ción en el marco de la Unión Europea se 
ha centrado en la denominada transición 
energética1, aparece la necesidad de un 
cambio del paradigma energético y pro-
ductivo en otros sectores como pueden 

ser el transporte, el turismo, la construc-
ción, el sector agropecuario o la indus-
tria manufacturera. La transversalidad de 
los tres principales vectores que dinami-
zan esta transición (cambio climático, la 
pérdida de biodiversidad y la escasez de 
recursos) hará que, directa o indirecta-
mente, su impacto sea notorio en todos 
los ámbitos productivos. Naturalmente, 
las medidas afectarán con mayor intensi-
dad a los sectores más expuestos, en los 
que, en el caso de la economía española, 
se concentra un volumen importante de 
puestos de trabajo. Los últimos datos de la 
Encuesta de Población Activa nos mues-
tran que en los sectores de construcción, 
hostelería, industria manufacturera y ex-
tractiva, transporte y almacenamiento, 
agricultura, ganadería, silvicultura y pes-
ca se acumula aproximadamente el 36 % 
del total del empleo generado en la eco-
nomía española, si bien, el resto de acti-
vidades (básicamente del sector servicios) 
se verían afectadas indirectamente por 
la evolución cuantitativa y cualitativa del 
empleo de estas actividades.

Basta con mirar, a modo de ejemplo, 
el impacto que está teniendo en nuestro 
país una de las más evidentes manifes-
taciones del cambio climático, la actual 
sequía, y su traslación a los distintos ór-
denes económicos y sociales: aumento 
de los precios de los productos agríco-
las, menor producción hidroeléctrica, 
problemas en la disponibilidad de re-
cursos en la industria, restricciones en 

1.	 El paso de las energías fósiles a energías renovables se considera esencial desde el punto de vista climático por el impacto que este sector 
tiene en la emisión de gases de efecto invernadero. 
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el abastecimiento de agua, o un proceso 
de migración del turismo del sur y este 
del país al norte, acentuado además por 
las olas de calor. Este proceso de cambio, 
orientado por la transición ecológica, es 
ineludible y requerirá, como decimos, de 
la profunda transformación de muchos 
sectores de actividad y también de sus 
procesos productivos. Desaparecerán (o 
están desapareciendo) ciertas activida-
des, como es el caso de las centrales ter-
moeléctricas; se expandirán otras, como 
es el caso de la energía eólica o fotovol-
taica; y cambiarán los modelos produc-
tivos atendiendo al encarecimiento o 
desabastecimiento de energía, materias 
primas o productos intermedios, trans-
formando los procesos lineales hacia 
concepciones del proceso productivo 
más circulares.

Todos estos cambios, que, recorde-
mos, están dinamizados por las políticas 
públicas, están provocando un importan-
te impacto en el mercado laboral a partir 
de la reconversión o transformación de 
los puestos de trabajo ya existentes, crea-
ción de nuevos nichos de empleo o bien 
por la desaparición de otros. Las conse-
cuencias de estos cambios tienen un alto 
nivel de asimetría no sólo entre colectivos 
o sectores, sino también entre territorios2.  

A modo de ejemplo, el cierre de la 
minería del carbón, al que han seguido 
el de las centrales térmicas y, posterior-
mente, el ya programado cierre de las 
centrales nucleares y previsiblemente 

el de las centrales de ciclo combinado, 
nos permite sacar alguna conclusión: 
si bien se ha conseguido ajustar el vo-
lumen de empleo a partir de planes 
sociales consensuados con los agentes 
económicos y sociales (indemnizaciones 
por despido, jubilaciones anticipadas o 
recolocaciones), la dinamización eco-
nómica y la creación de un nuevo tejido 
industrial en estos territorios afectados 
presenta aún grandes déficits e incer-
tidumbres. De hecho, en los territorios 
cuya actividad económica estaba dina-
mizada por estos sectores económicos, 
se observan algunas consecuencias so-
ciales y laborales claramente negati-
vas: mayor despoblación, aumento en 
las conductas adictivas, crecimiento de 
las enfermedades mentales o el incre-
mento del desempleo y la precariedad 
laboral.  Pero algo parece muy claro: si 
el cierre o el cambio productivo se pro-
duce en un territorio con mayor dina-
mismo económico, como puede ser una 
ciudad o un área metropolitana, estos 
efectos quedan más difuminados, al me-
nos en términos cuantitativos (volumen 
de empleo y expectativas laborales, por 
ejemplo), aunque obviamente, en térmi-
nos individuales, las personas afectadas 
vean impactadas de forma importante 
sus condiciones de trabajo y de vida por 
estos ajustes productivos (Moncada et 
al, 2011). Son, por el contrario, aquellos 
territorios que presentan cierto mono-
cultivo o menor diversidad productiva, 
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2.	 Según el Banco de España, el perfil de hogar más afectado por el impacto del cambio climático y la transición ecológica sería el de 
aquellos con menor nivel de renta, aquellos cuyo cabeza de familia tiene entre 35 y 45 años, los que residieran en las zonas rurales y los 
que tuvieran un menor nivel educativo. 
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los que se pueden ver más afectados por 
estos procesos de deterioro sociolaboral 
y político.

En este contexto, hay que recono-
cer la importancia de la arquitectura 
de apoyo institucional construida con 
el consenso de los principales agentes 
económicos y sociales implicados en el 
proceso y que ha conllevado la creación 
de organismos de intermediación, como 
por ejemplo ocurre con el Acuerdo por 
una Transición Energética Justa para 
las centrales térmicas en cierre3. 

En este punto es necesario recordar 
que, a diferencia de otros países de Eu-
ropa, España cuenta con políticas e ins-
trumentos específicos para abordar los 
procesos de lo que llamamos transición 
justa. Así, destaca el Instituto de Transi-
ción Justa, creado en 2020 y que contem-
pla la participación de los agentes sociales 
como instrumento fundamental para la 
consecución de sus objetivos. Igualmen-
te, en 2022 se constituyó el Consejo Ase-
sor del Instituto para la Transición Justa, 
del que forman parte las organizaciones 
sindicales y que es el encargado de ase-
sorar y evaluar el impacto de las políticas 
de transición justa que pondrá en mar-
cha el Instituto. Así, como resultado de 
todo este desarrollo institucional, se han 

ido perfilando 14 convenios de transición 
justa, concebidos, como instrumento te-
rritorial, para abordar el diagnóstico, 
participación e implantación de las po-
líticas de reestructuración, desarrollo lo-
cal e industrialización.

Pero, más allá de los evidentes lo-
gros de esta arquitectura institucional y 
de los acuerdos alcanzados fruto de ese 
diálogo social4, existen ciertas limitacio-
nes sobre su implantación, desarrollo e 
impacto real en el territorio. De un lado, 
se pone en evidencia que, a partir de los 
proyectos energéticos e industriales pro-
yectados en el territorio, sólo se prevé un 
aumento de la actividad productiva en el 
largo plazo. De otro lado, los instrumen-
tos puestos en marcha para la participa-
ción de los actores sociales territoriales 
(es decir, los procesos de participación 
pública) han resultado limitados, por 
ejemplo, en cuanto al grado de partici-
pación. A diferencia del diálogo social 
sectorial, mucho más dinámico, en el 
plano territorial no se han desplegado 
procesos de negociación específicos, y 
por tanto de representación de intere-
ses, sino más bien esta ha sido efectiva 
solo en términos de transferencia infor-
mación ex post y no como mecanismo 
de participación ex ante. 

3.	 El Acuerdo fue suscrito en abril de 2020 entre la Administración General del Estado (Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico y Ministerio de Trabajo y Economía Social), las compañías con centrales térmicas en cierre (Endesa, Iberdrola, Naturgy y 
EDP, esta última en marzo de 2021) y los sindicatos (CC OO Industria, UGT FICA).

4.	 Según el último informe de la Comisión de seguimiento del acuerdo, de fecha octubre de 2023, los proyectos industriales impulsados 
en los territorios por las mismas empresas que cerraban las instalaciones suponen una ganancia global de empleo sobre el cierre de 
las centrales. Estos proyectos energéticos o industriales han sido ya presentados y se encuentran en diferente nivel de maduración y 
movilizarán más de 7000M€ de inversión privada.
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Existe, por tanto, un importante des-
fase temporal en relación con el impac-
to sobre el territorio de los procesos de 
transición ecológica en términos de pér-
dida de empleo y desaparición de tejido 
productivo, a corto plazo, y la recupera-
ción de este, a largo plazo. Además, como 
ya está ocurriendo, esta discontinuidad 
temporal puede acelerar procesos mi-
gratorios que limiten u obstaculicen de-
finitivamente la actividad económica de 
estos territorios, ampliando las enormes 
desigualdades ya existentes en estos mo-
mentos. Esta dinámica se refuerza debi-
do a las escasas capacidades de actuación 
pública a escala local, con una precaria 
financiación y niveles competenciales 
insuficientes de las corporaciones loca-
les para frente a estas problemáticas. 

Naturalmente, si ampliamos el aná-
lisis al resto de sectores que serán objeto 
de transformación como consecuencia 
de la crisis climática o de la disponibi-
lidad de materias primas (esto es, secto-
res turístico, transporte, agropecuario o 
industrial) el impacto de la transición 
ecológica en términos territoriales va 
a resultar muy intenso en las próximas 
décadas. Este impacto territorial asi-
métrico está, también, relacionado con 
la vulnerabilidad e insostenibilidad de 
nuestro actual modelo de desarrollo 
productivo que, con carácter estructu-
ral, se caracteriza por la baja dotación 
de capital, un escaso esfuerzo en I+D+i, 
una excesiva atomización empresarial, 
una baja capitalización del puesto de 
trabajo y un modelo competitivo de bajo 
valor añadido, y que, en muchos casos, 

tiene además un alto impacto ecológi-
co, como ocurre con el turismo en las 
zonas costeras o en algunas zonas con 
alta concentración de la ganadería y la 
agricultura intensivas. Todo ello provo-
ca una creciente desigualdad territorial 
y social: zonas económicamente muy 
dinámicas frente a amplias zonas con 
muy baja densidad de población y esca-
sas posibilidades laborales.  

Naturalmente, el proceso de transi-
ción ecológica, tal y como se define políti-
camente, debería incorporar actuaciones 
capaces de corregir estas desigualdades 
territoriales o que, al menos, impidieran 
que se amplificaran, por ejemplo, aumen-
tando los recursos públicos en las zonas 
afectadas, y dinamizando las políticas 
sectoriales oportunas para diversificar la 
actividad productiva y laboral. El objetivo 
básico de esta política sería la de limitar 
y minimizar este desfase temporal que 
conlleva el propio proceso de transición. 
Sin embargo, todo indica que no es así. El 
proceso de transición ecológica no está 
planificado, articulado ni coordinado te-
rritorialmente y mucho menos, como ya 
hemos señalado, en el ámbito local. Aho-
ra mismo se trata más bien de un proce-
so con perspectiva europea y estatal, en 
todo caso, con los límites que genera el 
ámbito competencial (sobre todo fiscal) 
autonómico, en el que las entidades lo-
cales no tienen un papel claro y definido. 
Y, tal y como puso en evidencia la pan-
demia ocasionada por el virus COVID-19, 
si no existe una actuación pública deci-
dida y planificada en todos los ámbitos 
territoriales, es más bien el mercado el 
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que define el ajuste y sus consecuencias, 
que, en el caso de la transición ecológica, 
conllevarán el aumento de los niveles de 
exclusión y desigualdad social. 

Por tanto, como se ha señalado, se 
trata de políticas diseñadas desde el 
ámbito supranacional, con un correla-
to al nivel de Estado y de las CC AA, y 
una escasa capacidad normativa y econó-
mica por parte de las entidades locales 
afectadas por los cambios (procesos mi-
gratorios, aumento de las desigualdades, 
aumento del desempleo o de la preca-
riedad laboral…) que ven disminuir los 
niveles de cohesión social sin un marco 
presupuestario ni normativo para hacer-
le frente. La transición ecológica debería 
ser vista, en este sentido, como una opor-
tunidad para rediseñar el propio marco 
competencial a nivel territorial, además 
de como una urgencia política y social. 

7.3. TRANSFORMACIÓN DIGITAL Y 
DESIGUALDADES TERRITORIALES

El otro eje de las políticas públicas, tan-
to a nivel europeo como estatal, es el de-
nominado proceso de transformación 
digital.  En este caso, al contrario que 
en el proceso de transición ecológica, 
no existe una visión política crítica res-
pecto a la necesidad o no de esta trans-
formación.  Se asume, sin más, que los 
procesos de digitalización deben inte-
grarse en los sectores productivos y en 
nuestra propia vida como algo positivo 
que mejora nuestro capital productivo y 
nuestras capacidades. 

Mientras que, como hemos visto, 
ciertos grupos políticos ponen en duda 
de una u otra forma las actuaciones en 
materia de transición ecológica (Vélez, 
2023), no existe este nivel de discusión 
sobre la transformación digital. Se abre 
así para las empresas y las personas la lla-
mada oportunidad digital (no existe este 
concepto positivo a nivel ecológico) que 
conlleva  cambios importantes a nivel 
empresarial sobre costes, diferenciación 
de producto o segmentación del merca-
do, y que supone  cambios importantes 
en la organización de la producción y el 
trabajo: cambios en las formas de produ-
cir (robotización más o menos sustitu-
tiva); cambios en las formas de relación 
con el cliente, el proveedor o el propio 
Estado (ecommerce, plataformas digita-
les…); cambios en la organización del tra-
bajo y en las tareas que componen una 
ocupación; cambios sociales (por ejem-
plo, a partir de los productos de consumo 
digital); cambios en el marco normativo 
(como en la protección de datos o en la 
regulación laboral); o bien cambios en las 
propias relaciones laborales. 

Pero también hay transformaciones 
importantes en las formas de relación so-
cial que impactan en los procesos de so-
cialización y construcción de identidades 
individuales y colectivas, en las dinámicas 
de comunicación e información o en los 
procesos educativos y formativos, que ob-
viamente definen tanto al individuo con-
sumidor como al individuo productor. 
Estos cambios no impactan de forma uni-
forme en la población ni a nivel territorial. 
En términos generales, se puede decir que 
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España se sitúa en niveles altos en cuanto 
al grado de digitalización. En el indicador 
Digital Economy and Society Index (DESI), 
elaborado por la Comisión Europea para 
monitorizar los avances en digitalización 
de los países miembros, España obtuvo una 
puntuación de 60,8 en 2022.  Esta puntua-
ción nos coloca en el séptimo puesto, por 
encima de la media europea (de 52,3). Es-
tos buenos resultados se deben, especial-
mente, al enorme avance en los servicios 
públicos digitales, una estrategia que se ha 
impulsado en toda la administración cen-
tral del Estado (CES, 2021).

Las repercusiones del proceso de 
transformación digital abren una nueva 
vía de segmentación social, laboral y te-
rritorial, la llamada brecha digital, que 
entre otros se puede caracterizar por:

-	La pérdida de empleo ocasionada por 
los procesos de robotización y digitali-
zación (Lahera, 2021), la intensificación 
de los procesos de deslocalización pro-
ductiva o la pérdida de competitividad 
de ciertas actividades económicas, es-
pecialmente aquellas con escasa capa-
cidad económica y técnica para llevar a 
cabo este proceso, que quedan por lo 
tanto fuera del mercado.

-	Por un nuevo proceso de segmentación 
laboral que afecta precisamente a los 
colectivos más precarizados o que tie-
nen su actividad en sectores difícilmen-
te “digitalizables” (Vaquero, 2020). Este 
hecho se hace evidente, por ejemplo, 
por la posibilidad o no de teletrabajo 
para distintos colectivos laborales.

-	Por las diferencias en el acceso a las 
tecnologías digitales tanto de las em-
presas (especialmente, las de menor 
tamaño económico y productivo) 
como, sobre todo, de las personas 
(Sánchez-Sierra y Flores, 2022) (espe-
cialmente aquellas con bajo nivel de 
recursos) o los territorios que presen-
tan un bajo nivel de conectividad como 
consecuencia de la falta de inversiones 
en las infraestructuras básicas.

-	Por los menores niveles de capacita-
ción para el uso de tecnologías digita-
les que presentan algunos colectivos, 
como las personas mayores o las per-
sonas migrantes, por los que quedan 
excluidas de este proceso, dificultando 
su acceso a ciertos servicios, incluidos 
los servicios públicos.

-	Por las implicaciones que la implanta-
ción de estas tecnologías está tenien-
do en las condiciones de trabajo y la 
salud de los trabajadores y trabajado-
ras (Pérez-Zapata y Álvarez-Fernández, 
2021), aumentando, según los últimos 
datos al respecto, el ritmo de trabajo 
o la extensión de la jornada laboral.  
En este sentido, la digitalización es-
taría acrecentando los niveles de ex-
tracción de trabajo efectivo mediante 
un proceso de neotaylorización de los 
procesos productivos. 

El resultado de todos estos cambios 
no está predeterminado, sino que de-
pende de la estrategia que se adopte y 
de la proactividad de todos los agentes 

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024



175

implicados. En los últimos años, fruto 
del diálogo social y el acuerdo tripartito, 
se han aprobado ciertas normativas cuyo 
objetivo ha sido gobernar los desequi-
librios entre el poder empresarial y las 
personas trabajadoras provocados por el 
cambio digital durante el periodo de la 
pandemia, como la llamada Ley Rider y 
o la Ley de trabajo a distancia. Son ejem-
plos que muestran la necesidad de abor-
dar el cambio digital de forma negociada 
y anticipada. 

Estas consideraciones generales to-
man forma en el terreno donde se per-
ciben los efectos directos y desiguales 
de esta transición digital: en el deterio-
ro de las condiciones de trabajo en al-
gunos empleos o sectores productivos, 
con mayor intensificación de los ritmos 
de trabajo o una extensión y flexibiliza-
ción de las jornadas laborales; en el es-
caso desarrollo de las infraestructuras 
digitales colectivas en términos territo-
riales (diferencia entre el ámbito rural y 
urbano); o, incluso, en la dificultad que 
tienen ciertos colectivos (personas ma-
yores, migrantes, baja formación…) para 
acceder a las tecnologías digitales. Estas 
consecuencias amplifican los niveles de 
desigualdad, pobreza y exclusión social y 
limitan la propia capacidad de dinami-
zación productiva en términos territoria-
les. Si no existe una política coordinada, 
participada y estructurada que revierta 
o minimice estos efectos, la transfor-
mación digital dinamizará la reducción 
de los niveles de cohesión social. Es, en 
este sentido, donde toma importancia la 
actuación de las instituciones de ámbito 

local que, como hemos señalado, tienen 
escasa capacidad financiera para hacer 
frente a estas inequidades sociales.

No cabe duda que existen políticas 
generales que atienden estas problemáti-
cas.  En este sentido, en términos labora-
les y bajo la influencia del diálogo social 
y la negociación colectiva, se ha reforma-
do el Estatuto de los Trabajadores para 
incluir el derecho a la información o la 
regulación de las plataformas digitale 
buscando evitar el proceso de deslabori-
zación. Del mismo modo, a nivel de in-
versiones públicas en infraestructuras, 
se está realizando un esfuerzo inversor 
importante para asegurar a la población 
el acceso a la alta velocidad en internet o 
para acelerar el proceso de digitalización 
de las administraciones públicas. Pero, a 
raíz de los resultados, estos esfuerzos son 
insuficientes.  Los procesos que podría-
mos denominar de oferta de infraes-
tructuras generales o de información no 
aseguran el acceso a toda la ciudadanía, 
que sigue presentando grandes déficits 
en la utilización de unas tecnologías 
digitales que, como se ha señalado an-
teriormente, son aceptadas de forma 
acrítica. Las actuaciones desde el ámbito 
local podrían mejorar de forma impor-
tante estos niveles de acceso y uso de las 
nuevas tecnologías digitales.

7.4. CONCLUSIONES

Los procesos de transición ecológica y 
transformación digital conllevan efectos 
diferenciados tanto a nivel sociolaboral 
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como a nivel territorial. Sería necesario 
abordar estas desigualdades territoriales, 
y específicamente las de ámbito local, des-
de una perspectiva integral, incorporando 
políticas en distintos ámbitos de actua-
ción, tanto sociolaborales como económi-
cas, productivas o medioambientales. 

1.	 Por un lado, sería necesario reforzar 
las políticas de carácter redistribu-
tivo, como las políticas de infraes-
tructuras y de comunicación digital, 
para que garanticen la conexión y el 
acceso a servicios en los distintos te-
rritorios, así como aquellas que limi-
tan la huella ecológica y mantienen 
los objetivos de reducción de emisio-
nes de gases de efecto invernadero 
(esencialmente, de reducción de las 
emisiones de dióxido de carbono). 

2.	 También tendrían un papel relevante 
las políticas sectoriales que garanti-
cen las inversiones y el desarrollo de 
un tejido industrial diversificado en 
cada uno de los territorios, que per-
mita a su vez fortalecer los procesos 
productivos circulares y mejore el ni-
vel de autonomía de los mismos. En 
este contexto, el fortalecimiento del 
diálogo social (territorial) y de la nego-
ciación colectiva (sectorial), cumplen 
un papel relevante como mecanis-
mo redistributivo y también son un 
elemento necesario para una gestión 
inclusiva de los cambios que estos 
procesos conllevan. La dinamización 
de ambos procesos de concertación 
en cada uno de los niveles territoria-

les, tanto estatal como autonómico y 
local, es una condición necesaria para 
abordar con mayor eficacia, eficiencia 
y equidad estos procesos de cambio 
en los que estamos inmersos.

3.	 Cabe reiterar que los cambios produc-
tivos y sociales que estas dinámicas 
están provocando hacen insoslayable 
un refuerzo de las políticas redistri-
butivas, tanto desde la perspectiva del 
ingreso como del gasto público, que 
hagan posible un mayor equilibrio de 
esfuerzos y resultados a nivel territo-
rial. En este sentido, y dado nuestro 
actual modelo de financiación de las 
administraciones territoriales, sería 
necesario un refuerzo de los nive-
les competenciales y la financiación 
de las entidades locales que, por su 
proximidad, tienen mayor conoci-
miento de las repercusiones diferen-
ciales que conllevan estos procesos. Es 
ineludible, por lo tanto, el reconoci-
miento de la importancia de la actua-
ción política en el ámbito local como 
mecanismo necesario para la mejora 
de las condiciones sociales, económi-
cas y laborales de la población.

4.	 Finalmente, a diferencia de lo que 
ha ocurrido en las décadas anterio-
res, estos procesos cuentan con un 
importante marco de financiación 
de la Unión Europea que, sin embar-
go, presenta una fuerte inequidad a 
nivel territorial. En total, el Plan de 
Recuperación permite movilizar has-
ta 163 000 millones de euros en el 
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periodo 2021-2026, más del 12  % del 
PIB de España, que se unen a los 36 
700 millones de euros de los Fondos 
Estructurales del marco financiero 
plurianual 2021-2027. El despliegue 
del Plan de Recuperación está sien-
do fundamental en el crecimiento y 
el cambio estructural de la economía 
española, favoreciendo el incremen-
to de casi un 5 % de la inversión, es-
pecialmente de la relacionada con la 
llamada transición verde y digital. El 
problema radica en saber qué volu-
men de estos fondos está diseñado con 
perspectiva territorial local, actuando 
decididamente en aquellos espacios 
en los que la transición ecológica y 
digital va a suponer una ralentización 
de la actividad económica, un aumen-
to del desempleo, un aumento de las 
desigualdades sociales o un deterioro 
en las condiciones de vida y de trabajo 
de la población afectada. Las ayudas 
y proyectos deberían estar condicio-
nados territorialmente a las necesi-
dades existentes, siempre desde una 
perspectiva participativa y transpa-
rente en la utilización de los fondos.  

a.	 En este sentido, basta con recor-
dar la problemática que está su-
poniendo el rápido despliegue de 
las energías renovables en el terri-
torio, o las dificultades de acceso 
de ciertos colectivos a los servicios 
públicos y privados digitalizados 
para tomar otra perspectiva de 
los efectos socioeconómicos que 
tienen la transición ecológica y la 

transformación digital. Es eviden-
te que, cuando los proyectos no 
cuentan con unos mecanismos 
de participación transparente y 
proactivos a nivel local, surgen 
conflictos y tensión social ante la 
profundización de las diferencias 
sociales y territoriales.  
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8. REDIMENSIONAR LOS SECTORES TURÍSTICO Y AGRÍCOLA 

8.1. INTRODUCCIÓN
 

Los procesos de transición climática han 
emergido como un imperativo global, 
siendo el objetivo transformar los mo-
delos productivos ante la cada vez mayor 
amenaza del cambio climático y la nece-
sidad de avanzar hacia escenarios de emi-
siones capaces de cumplir los acuerdos 
de París de 2015.1 En el caso de España, 
estos sectores se encuentran en un punto 
de inflexión donde la adaptación a este 
nuevo paradigma es esencial. Debido al 
cambio climático, la industria puede en-
frentar interrupciones en las cadenas de 
suministro, mientras que la agricultura 
sufre pérdidas de cultivos y alteraciones 
en los patrones de producción. La capa-
cidad de adaptación y resiliencia de estos 
sectores será parte del proceso que asegu-
re el bienestar y acceso a bienes esencia-
les de nuestra población en un contexto 
de equidad y solidaridad. 

Parece razonable prestar una espe-
cial atención al sector turístico, dado su 
mayor peso y dependencia en el modelo 
productivo español, tanto en términos 
de valor añadido, como en su relación 
con el empleo. Esa dependencia se debe 
a una combinación de factores, como un 
clima (hasta ahora) favorable, una rica 
oferta cultural, patrimonial o gastronó-
mica, así como una diversidad geográ-
fica que atrae a millones de visitantes 
internacionales cada año. El turismo es 

un pilar de nuestra economía, generan-
do empleos, ingresos y contribuyendo 
significativamente al Producto Interno 
Bruto (PIB).

Sin embargo, la actividad turística, 
incluyendo los patrones de viaje y las 
preferencias de los turistas, puede verse 
seriamente afectada en España debido 
al aumento de las temperaturas, la fre-
cuencia de eventos climáticos extremos 
o la sequía y escasez de agua. Dada su 
interconexión con otros sectores o su 
importancia social y cultural, se con-
sidera el turismo como un sector que 
requiere un análisis cada vez más pro-
fundo, si el objetivo es avanzar en los 
procesos de transición ecológica y pro-
teger a las poblaciones y trabajadores 
más vulnerables de este sector. Ana-
lizar también el sector agroalimenta-
rio y su vulnerabilidad ante el cambio 
climático nos permite evidenciar esa 
interconexión con el turismo, además 
de permitir plantear desafíos y vulne-
rabilidades conjuntas. Por ejemplo, los 
impactos en la producción de alimen-
tos, con pérdidas de cosechas y escala-
das en los precios de los productos del 
campo, pone en riesgo tanto la oferta 
turística como el acceso a bienes esen-
ciales de los trabajadores y familias de-
pendientes de este sector.

La vulnerabilidad de los trabajadores 
del sector turístico ante el cambio climá-
tico incide sobre un colectivo que ya de 

1.	 Según un estudio del Programa de Naciones Unidas para el Medioambiente presentado en 2023, solo hay un 14 % de probabilidad de 
cumplir con el Acuerdo de París. UNEP (2023). Emissions Gap Report 2023: Broken Record – Temperatures hit new highs, yet world 
fails to cut emissions (again). UNEP, Nairobi.
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por si sufre mayores tasas de precariedad 
y empobrecimiento. Su situación va a re-
querir de medidas específicas para abor-
dar estas inequidades, protegiendo a los 
más afectados, pero también planteando 
su transición hacia otros sectores produc-
tivos, como puede ser el de la agricultura.

A partir de estas bases generales se 
plantea en este capítulo una prime-
ra parte que introduce el problema del 
cambio climático, la situación actual del 
sector turístico y agrícola en España y en 
particular en el Mediterráneo, incidien-
do en la situación laboral de los trabaja-
dores del sector. En una segunda parte 
se proponen diversos marcos de actua-
ción en respuesta a este desafío: desde 
las propuestas y trabajo previo del mar-
co de transición justa, considerando los 
procesos decrecentistas y las soluciones 
que proponen un modelo más institu-
cional basado en el crecimiento o el con-
trol del mismo y el desarrollo sostenible; 
posibles vías de actuación ante la posi-
bilidad de un aumento de migraciones 
vinculadas al cambio climático dentro 
del territorio español; y por último, con-
siderando respuestas específicas ante 
las problemáticas que vinculan al sector 
turístico con el agrícola. El apartado de 
conclusiones permitirá enumerar y resu-
mir las propuestas elaboradas a lo largo 
del texto.

8.2. ESPAÑA ANTE EL DESASTRE

Un calor cada vez más insoportable

Mes a mes, al tomar las referencias de 
los años 2022, 2023 y los primeros me-
ses de 2024, asistimos a una ruptura de 
los récords de aumento de temperaturas 
a nivel global. En España, durante los 
veranos de 2022 y 2023, se pudo obser-
var un aumento de las anomalías en las 
temperaturas, del número de olas de ca-
lor o un descenso general de las preci-
pitaciones. En cuanto a la temperatura 
del agua, el calentamiento de los mares y 
océanos alrededor de la Península Ibéri-
ca hace que el Mar Mediterráneo se esté 
convirtiendo en el más salado y de ca-
lentamiento más rápido de nuestro pla-
neta (WWF, 2021; Vargas et al., 2023).

Las olas de calor también son fenó-
menos cada vez más intensos, largos y 
con capacidad de afectar a una exten-
sión mayor del territorio. Por ejemplo, 
en 2022 se registraron 41 días en olas 
de calor, afectando a 44 provincias en el 
caso de la ola de calor del mes de julio, 
registrándose una anomalía de tempe-
raturas de hasta 4,5 °C (AEMET, 2022). 
En numerosos puntos del Mediterráneo 
se superaron las 100 noches tropicales, 
considerando como tales aquellas con 
temperaturas nocturnas de 20 grados o 
más. La ciudad de Barcelona acumuló 
122 noches tropicales a lo largo de 2022, 
mientras que Madrid tuvo 59. Ese incre-
mento también se observó en el número 
de noches ecuatoriales, es decir, aquellas 
que sobrepasan los 25 °C (AEMET, 2022).
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También el año 2023 experimenta-
ron temperaturas límite, solo superadas 
por las que se experimentaron en el año 
anterior, 2022. Del informe resumen 
de la Agencia Estatal de Meteorología 
(AEMET, 2024) se desprende el carácter 
extremadamente cálido de 2023. La tem-
peratura media de la España peninsular 
fue de 15,2 °C, temperatura que se sitúa 
1,3 °C por encima de la media para Espa-
ña desde 1961.

Cada vez menos agua

Además, el año 2023 fue en su conjunto 
muy seco en cuanto a precipitaciones, 
siendo el sexto año más seco desde el co-
mienzo de la serie en 1961, y el cuarto del 
siglo xxi. La precipitación media sobre 
la España peninsular fue de 536,6 mm, 
un valor que representa el 84 % del valor 
normal en el periodo de referencia 1991-
2020 (AEMET, 2024). Nuestro territorio 
se ve afectado por una sequía sin prece-
dentes, con unas previsiones que avisan 
de una creciente aridez y aumento de las 
temperaturas que apuntan a un aumen-
to del riesgo de desertificación (Sanz y 
Galán, 2020: 2). El año 2024 comenzó 
con cada vez más declaraciones de emer-
gencia, en especial en Andalucía y Cata-
luña. Tras las lluvias de Semana Santa de 
2024, los embalses internos de Cataluña 
seguían en alerta con un 16,40 % de su 
capacidad; mientras que se apreciaba 
una leve recuperación en las cuencas de 

Segura (22,81 %), Mediterráneas Anda-
luzas (26,92 %) y de Guadalete-Barbate 
(27,20 %); y las cuencas del Guadalquivir 
(42,92 %) y Guadiana (48,74 %) experi-
mentaron una notable mejoría2.

El problema del agua en el medite-
rráneo se acrecienta con la cada vez ma-
yor sobrepoblación del territorio. Las 
provincias y ciudades autónomas del 
litoral mediterráneo superan los 20 mi-
llones de habitantes, el 42 % de la pobla-
ción total de España, un número que se 
incrementa notablemente en el periodo 
estival debido al turismo. A este respec-
to, el confinamiento de 2020 permitió a 
investigadores de la Universidad de las 
Islas Baleares establecer una relación 
lineal muy clara entre descenso de per-
noctaciones y del consumo de agua, lo 
que llevó a estimar que un 24,2 % puede 
considerarse como la cantidad de agua 
consumida por el sector turístico en esa 
región (García et al, 2022: 12).

Como se verá más adelante, la sobre-
explotación y las prácticas intensivas en 
la utilización del agua, ya sea en agricul-
tura o ganadería, inciden en ese proceso 
de desertificación, sequía y escasez de 
agua. Cada vez más datos e informes de-
muestran que España está al límite de su 
capacidad de hacer frente a los impactos 
del cambio climático. Es necesario un 
replanteamiento radical de la forma que 
nuestra sociedad y nuestra economía se 
relacionan con el medio. Un ejemplo pa-
radigmático es el del turismo. 
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8.3. EL TURISMO COMO 
IDEAL DE PAÍS

Cifras récord tras la pandemia

El turismo de sol y playa, uno de nues-
tros principales motores económicos, 
pareciera haber iniciado la velocidad 
de crucero una vez superados los datos 
económicos previos a la pandemia. Esa 
recuperación se observa por parte de la 
Organización Mundial del Turismo, es-
timando que el turismo internacional 
cerró 2023 con un 88 % de los niveles 
pre-pandémicos y unos 1300 millones 
de llegadas internacionales estimadas 
(UNWTO, 2024).

En España, el informe presentado 
por Exceltur en FITUR 2024 mostraba 
también esa recuperación. El año 2023 se 
cerró con una generación de 186 596 mi-
llones de euros de actividad en el sector 
turístico, lo que elevaría la contribución 
de este sector en la economía española 
al 12,8 %, el máximo de la serie históri-
ca, superando el 12,2 % del año 2022 y el 
12,6 % de 2019 (Exceltur, 2024: 4).

El mismo informe muestra que el 
crecimiento del turismo también se 
tradujo en una mayor contratación en 
2023. 95 224 empleos más que en 2022 
y unas mejores condiciones, con un des-
censo de la temporalidad en un 8 % y un 
aumento de salarios en un 4,4 %. Estos 
datos implican que la creación de em-
pleo turístico supone el 17 % del total del 
empleo generado en España si se compa-
ran los años 2022 y 2023 (Exceltur, 2024: 
7). Los datos de Exceltur invitan al opti-

mismo evidente a partir del análisis de 
las cifras económicas. Sin embargo, en el 
informe de 2024 de esta organización, el 
cambio climático no aparece menciona-
do ni una sola vez. 

Por su parte, los datos del Ministe-
rio de Industria (MINTUR, 2024) pre-
sentados en FITUR 2024 explican que 
en sus previsiones para 2023 el número 
de turistas que recibiría España supera-
ría los 84 millones, por encima de los 72 
de 2022 o de la cifra récord de 2019 de 
83 millones. Este número de visitas su-
pondría un gasto de más 108 000 millo-
nes de euros, superando en un 17,4 % el 
gasto de 2019 y en un 23,8 % el de 2022. 
Estos datos se trasladarían al número de 
empleos, con más de 2,5 millones de afi-
liados vinculados al sector turístico en 
2023 y con una tasa de temporalidad de 
un 21 %, cinco puntos menor que la del 
año anterior. Para 2024 las previsiones 
son también optimistas. Para el primer 
trimestre del año se esperan 23,2 millo-
nes de turistas internacionales, casi un 
70 % más que los 13,7 millones del año 
anterior, y más de 30 432 millones de 
euros de gasto, que suponen un aumen-
to del 18,5 % (MINTUR, 2024). 

Una amenaza que es mejor obviar

Las CC AA mediterráneas son las que 
más turismo reciben en España, además 
de las Islas Canarias y la Comunidad de 
Madrid. Estos territorios presentan una 
alta dependencia del sector turístico, 
pero también son algunos de los más 
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expuestos a los impactos del cambio 
climático en España. No obstante, esta 
realidad no es siempre tenida en cuenta 
como debería. Prueba de ello es que en 
el informe “La recuperación del turismo 
internacional en España tras la pande-
mia” del Banco de España (García et al., 
2023), se demanda una mayor inversión 
en destinos de sol y playa, con el objetivo 
de mantener el atractivo del sector turís-
tico español. De hecho, desde este orga-
nismo se advierte de una nueva amenaza 
que supondría la transición verde que 
impulsa la Unión Europea y el conse-
cuente “encarecimiento de los costes de 
los vuelos en avión debido a las emisio-
nes que genera este medio de transporte 
con la tecnología actual” (García et al., 
2023: 11).

El informe “Volando hacia un futuro 
sostenible: un análisis del coste socioe-
conómico para España debido al solapa-
miento de medidas sobre el sector aéreo” 
(Deloitte, 2022), elaborado por la empre-
sa consultora a petición de la Asociación 
de Líneas Aéreas (ALA), plantea que con 
las medidas ambientales y los nuevos tri-
butos España podría perder 11 millones 
de turistas al año, lo que implicaría 12 
200 millones de ingresos menos, la pér-
dida de hasta 430 000 empleos y el re-
corte de 1,6 puntos de PIB en 2030. En 
este informe, como en el del Banco de 
España, no se hace referencia alguna al 
cambio climático. Por el momento en 
la industria turística se anteponen los 
datos e intereses económicos, lo que 
implica también la dependencia del sec-
tor para con los combustibles fósiles. En 

2019 el turismo generaba el 8,1 % de los 
gases de efecto invernadero según el in-
forme de 2023 del Consejo Mundial del 
Viaje y el Turismo (WTTC, 2023). 

Frente a los datos optimistas, los 
impactos del cambio climático alertan 
de la llegada de un pico en esa curva 
ascendente en cuanto al crecimiento 
del sector turístico en España. Incluso 
hacen vislumbrar un desplazamiento 
del sector, todavía poco perceptible, ha-
cia otras zonas de la península menos 
afectadas por las altas temperaturas en 
verano. El informe “Regional impact of 
climate change on European tourism 
demand” (Matei et al., 2023), elaborado 
por el Joint Research Center (JRC) de 
la Comisión Europea, plantea que ante 
subidas de temperatura de entre 3 y 4 
grados, España sufriría una caída de la 
demanda turística cercana al 10 % en ju-
lio y agosto.

El análisis de Caixabank titulado 
“El impacto del cambio climático en el 
turismo en España: análisis y perspec-
tivas” (Heymann, 2024) observa que las 
zonas más cálidas del país tuvieron un 
crecimiento del gasto turístico más len-
to entre las temporadas altas de 2019 y 
de 2023. Por ejemplo, Murcia y Baleares 
están entre las regiones europeas más 
vulnerables al calentamiento global, lo 
que podría hacer caer las llegadas de 
turistas en diferentes porcentajes según 
el aumento de temperaturas. Así, los 
municipios cuya temperatura media en 
verano es inferior a los 17 grados centí-
grados experimentarían un crecimiento 
de gasto de un 45 %, mientras que los 
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que superan los 23 grados tendrían un 
aumento menor, de entre un 25 % y 
un 35 %. De momento son variaciones 
y datos poco relevantes, pero que pue-
den mostrar en el plano económico una 
cierta pérdida de interés turístico de las 
zonas más afectadas por el cambio cli-
mático, y un cierto movimiento de per-
sonas, capitales y mercados, hacia otras 
zonas menos afectadas por las altas tem-
peraturas y la escasez de agua.

8.4. DESIGUALDAD Y PRECARIEDAD 
LABORAL EN EL ÁMBITO DEL SECTOR 

TURÍSTICO

La cara oculta de las 
grandes cifras

A pesar de las perspectivas optimistas del 
sector turístico y su persecución del cre-
cimiento continuo, es necesario plantear 
una serie de reformas del modelo de tu-
rismo en España. Esta demanda es mayor 
si cabe si consideramos las condiciones 
de su fuerza laboral, cada vez más precari-
zada y más vulnerable a los impactos eco-
nómicos y medioambientales. El artículo 
“La precariedad laboral en el turismo en 
España” (Díaz et al., 2022), propone una 
realidad menos grandilocuente que las 
grandes cifras, al explicar que los datos 
positivos se sustentan en gran medida en 
el empleo de baja calidad. 

A partir de la identificación de una 
serie de deficiencias laborales entre los 
trabajadores de hostelería y entre las que 
se incluyen las relativas a la renta laboral, 

la situación contractual y otras condi-
ciones laborales entre las que se inclu-
yen la sobrecualificación y las jornadas 
excesivas o atípicas (Díaz et al., 2022: 
49), se concluye que los trabajadores de 
hostelería presentan empleos de mucha 
menor calidad que en el resto del sector 
privado. Más del 40 % de los trabajado-
res de este sector se encuentran en situa-
ción de precariedad multidimensional, 
en donde las mujeres, con un 45 % 
del total presentan una situación más 
desfavorable que los hombres (37 %) y en 
donde los jóvenes trabajadores del sector 
se encuentran en situación de precarie-
dad extrema con una incidencia del 60 % 
(Díaz et al., 2022: 52). 

Según la Encuesta Anual de Estruc-
tura Salarial del año 2021, publicada en 
junio de 2023, los asalariados de Hostele-
ría tuvieron la ganancia media más baja 
de todos los sectores, con 14 632,8 €, un 
43,5 % inferior a la media y en donde las 
mujeres del sector ganarían 13 388,55 € 
y los hombres 16 229,88 € (INE, 2023). 
Por su parte, Comisiones Obreras en su 
informe sobre la Precariedad en Hoste-
lería (CCOO, 2022: 8) expone que la bre-
cha de temporalidad media del sector de 
Hostelería (36,0 %) respecto a los valores 
medios de la economía española (26,3 %) 
se elevaba a casi 10 puntos. Del mismo 
modo, mientras que el salario medio 
mensual en España aumentó en 2020 un 
3 % hasta los 2039€/mes, en el sector de 
la Hostelería era de 1119€/mes, con una 
reducción del 15 %, lo que implica un in-
cremento de la brecha sectorial de hasta 
el 45 % (34 % en 2019) (CCOO, 2022: 14).
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Exclusión y precariedad en el acceso a 
la vivienda y los recursos naturales

A unas cada vez peores condiciones labo-
rales, con un aumento de la inseguridad 
laboral y del trabajo precario con ocupa-
ciones como hostelería, limpieza, repar-
to, etc., se une una segregación espacial, 
con mercados inmobiliarios cada vez 
más tensionados, donde son las pobla-
ciones locales, en especial aquellas fami-
lias más vulnerables y precarizadas, las 
que más dificultades tienen para acceder 
a la vivienda. Asistimos a un escenario de 
aumento progresivo de la conflictividad 
social, donde se van añadiendo factores 
como pueden ser la escasez y los recor-
tes de agua debido a la sequía. Esta situa-
ción lleva a plantear la duda sobre qué se 
debe primar en situaciones de escasez: 
si el suministro a los turistas, que pue-
den consumir hasta tres veces más agua 
que los hogares locales3; o la protección 
y el aseguramiento del suministro de los 
habitantes de esas localidades. El simple 
hecho de plantear esta cuestión conlleva 
replantear el modelo de turismo masivo 
para las zonas cada vez más escasas de 
aguas y de lluvia.

Enfrentamos, por tanto, escenarios 
cada vez más inciertos y de mayor ten-
sión social, que se ven incrementados 
por un trabajo en el sector turístico 
precarizado. Es posible plantear estra-
tegias que combatan la desposesión de 
la población local de sus espacios y vi-
viendas y que defiendan el acceso justo 
a los recursos naturales, pero también la 
transición hacia un modelo productivo 

diferente al de los últimos 60 años de 
sol y playa.

8.5. UN SECTOR 
AGRÍCOLA AL LÍMITE

El sector agrícola en España ha experi-
mentado un declive notable, marcado 
por una serie de desafíos estructurales y 
cambios en la economía. Factores como 
la urbanización, la competencia global, 
la falta de innovación y tecnología y las 
fluctuaciones en los precios de los pro-
ductos agrícolas han contribuido a esta 
tendencia. Además, la falta de formación 
y la disminución de la población rural y 
el envejecimiento de los agricultores han 
afectado la sostenibilidad y la producti-
vidad del sector. Los impactos sobre la 
agricultura del cambio climático no han 
hecho sino añadir inestabilidad a un 
sector productivo fundamental para el 
país. Las sequías más frecuentes, las olas 
de calor prolongadas, el descenso de 
precipitaciones y los eventos climáticos 
extremos, limitan la capacidad en la pro-
ducción y disponibilidad de alimentos, 
poniendo en riesgo la seguridad alimen-
taria y agravando aún más la situación 
del sector agrícola. 

Se propone observar el impacto del 
cambio climático en la agricultura en 
España a partir de la siniestralidad regis-
trada por el seguro agrario, cuyos datos 
son proporcionados por el sistema de 
Seguros Agrarios Combinados (Agrose-
guro). Esa siniestralidad en el año 2023 
se elevó hasta los 1241 millones de euros, 
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superando en un 56 % el récord del año 
anterior de 793 millones. Las causas de 
estas pérdidas tienen que ver con fenó-
menos meteorológicos que se han visto 
extraordinariamente intensificados por 
la crisis climática, ya fueran el granizo, la 
sequía, las lluvias torrenciales, los venda-
vales y los incendios, entre otros desas-
tres (Agroseguro, 2023). Como resultado 
de esta siniestralidad, el sector está ex-
perimentando una cada vez mayor subi-
da de los costes de las pólizas agrarias.

Como un factor de estrés añadido, la 
proliferación de regadíos en zonas cada 
vez más expuestas a la sequía y al estrés 
hídrico no hace sino incidir en la crisis 
productiva en el sector. Por ejemplo, el 
cultivo de frutos subtropicales en Mála-
ga en la comarca de la Axarquía duran-
te los últimos años ha sido un elemento 
más de estrés para las reservas hídricas 
de la zona. Sin embargo, los producto-
res observan ahora que la dependencia 
excesiva de un producto de alto impacto 
hídrico se les vuelve en contra al aumen-
tar los impactos de la sequía. Según da-
tos de la Asociación Agraria de Jóvenes 
Agricultores (ASAJA), en 2021 se factu-
raron 147,86 millones de euros en frutos 
subtropicales, mientras que en 2023 esa 
cifra fue de 85,08 millones. La produc-
ción de frutos como el mango pasó de 33 
millones de kilos en 2022 a ocho millo-
nes en 2023 (Stuber, 2024). 

El aumento y la burbuja de los rega-
díos tiene que ver con unos procesos de 
disolución comunitaria y mercantiliza-
ción de la producción que hacen que el 
sector agrario se exponga a unos intere-

ses mercantilistas y no contemple entre 
sus objetivos principales el garantizar la 
seguridad alimentaria del país. Se ante-
pone la búsqueda del beneficio y las altas 
tasas de rentabilidad frente a los intere-
ses de los agricultores, de los ecosiste-
mas y de las propias comunidades que 
dependen de esos productos (FUHEM, 
2023: 197, 228). 

8.6. DANDO RESPUESTAS AL 
PROBLEMA DE LA TRANSICIÓN 

CLIMÁTICA

Las respuestas desde los 
marcos de transición justa

El concepto de transición justa, defini-
do por la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) como el proceso de “(e)
cologizar la economía de la manera más 
justa e inclusiva posible para todos los 
interesados, creando oportunidades de 
trabajo decente y sin dejar a nadie atrás”,   
ha experimentado a partir de su formula-
ción inicial diferentes cambios de enfo-
que que permiten entender su evolución 
y aplicación actual. Se considera aquí la 
visión del concepto por parte de tres or-
ganizaciones internacionales (Cigna et 
al., 2023): la OIT, centrada en la defen-
sa de los derechos de los trabajadores y 
la cohesión social, además de en buscar 
estrategias de formación y capacitación 
para empleos verdes (Cigna et al., 2023: 
740); el enfoque del Fondo Monetario 
Internacional (FMI) que ha dado priori-
dad a la dimensión del crecimiento con 
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factores como la productividad y la com-
petitividad (Cigna et al., 2023: 736); y la 
de la Unión Europea (UE), que bascula 
entre esos dos enfoques, al promover 
una agenda de crecimiento verde junto 
con un Fondo para la Transición Justa, 
lo que implica políticas de inversión so-
cial, con políticas activas del mercado 
laboral y protección social (Cigna et al., 
2023: 739).

En España, el desarrollo de actuacio-
nes de transición justa por parte del Es-
tado parte del objetivo de descarbonizar 
la economía del país. El Marco Estratégi-
co de Energía y Clima, presentado por el 
Gobierno en febrero de 2019, conforma 
un cuadro normativo y jurídico dirigido 
a apoyar las medidas que en materia de 
transición energética se están llevando 
a cabo y en donde se integra la Estrate-
gia de Transición Justa. Esta estrategia 
permite la identificación y adopción de 
una serie de medidas dirigidas a garan-
tizar que los trabajadores y territorios 
afectados por la transición hacia una 
economía baja en carbono tengan un 
tratamiento equitativo y solidario, con el 
objetivo añadido de que no se produzcan 
impactos negativos sobre el empleo ni la 
despoblación (ITJ, 2020).

Un ejemplo de esta orientación de 
la Estrategia de Transición Justa se 
puede encontrar en el “Acuerdo Marco 
para una Transición Justa de la Mine-
ría del Carbón y Desarrollo Sostenible 
de las Comarcas Mineras para el perio-
do 2019-2027”. Su objetivo principal es 
“la reactivación económica y el desarro-
llo alternativo de las comarcas mineras 

para lograr su transformación estructu-
ral, recuperación económica y el bienes-
tar social” (ITJ, 2018). Entre las medidas, 
se contemplan ayudas a los trabajado-
res afectados por el cierre de minas de 
carbón o la creación de una bolsa de 
empleo, así como el compromiso para 
desarrollar medidas de apoyo a la recon-
versión de las zonas afectadas. 

 ¿Una transición justa para la 
adaptación del sector turístico? 

Los marcos de transición justa abogan 
por dirigir los pasos hacia escenarios 
de mayor justicia social y protección de 
los trabajadores, pero surgen dudas a la 
hora de aplicar estos marcos a sectores 
productivos que ocupan a cientos de mi-
les de trabajadores. En el caso del sector 
turístico, los desafíos serían inmensos, 
dada la importancia del sector en el total 
del PIB y el número de personas que ocu-
pa. Esta cuestión se aborda en el informe 
de 2023 titulado “Recomendaciones de 
acción para lograr una transición justa 
en la agricultura, el procesamiento de 
alimentos y el turismo” de la Federación 
Europea de Sindicatos de Alimentación, 
Agricultura y Turismo (EFFAT, 2023).

Se plantea que, si queremos avan-
zar en los procesos de transición justa, 
es necesaria una mayor altura de miras 
para los sectores productivos en riesgo. 
Se deben plantear escenarios de genera-
ción de empleo, pero también de cons-
trucción de vínculos sociales, donde esa 
transición se dirija especialmente a los 
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hogares vulnerables y a los trabajadores 
con salarios bajos, con el objetivo de re-
ducir las desigualdades (EFFAT, 2023: 4). 
Entre las propuestas del informe, se con-
sidera intercambiar prácticas y aprender 
de la experiencia de otros sectores afec-
tados por la transición ecológica (por 
ejemplo: carbón, minas, transporte, in-
dustrias de alto consumo energético, 
automoción). Sin embargo, el informe 
de la EFFAT plantea que, hasta ahora, el 
Fondo de Transición Justa de la UE no 
cubre sectores como la agricultura o el 
turismo (EFFAT, 2023: 14), lo que tam-
bién debe llevar a replantear el propio 
concepto de transición justa, su aplica-
ción y la forma en que se adapta a otros 
sectores productivos. 

Otra cuestión surge con aquellos 
empleos que cambien o dejen de existir 
durante la transición. Se propone para 
estos casos crear un “derecho a la transi-
ción entre empleos y un derecho a la for-
mación que permita dicha transición”. 
Desarrollar programas de formación im-
plica adaptarlos a la realidad de los lu-
gares donde se apliquen, pero también 
asumir que esos sectores económicos 
van a dejar de existir o van a ver redu-
cida su importancia en el total del PIB 
(EFFAT, 2023: 17). El informe entiende 
la necesidad de asegurar los ingresos de 
los trabajadores y proteger la salud y la 
seguridad frente al impacto del cambio 
climático, garantizando, por tanto, una 
adaptación justa para todos, lo que im-
plica reforzar el Estado de Bienestar, con 
una mayor seguridad social y protección 
social para mitigar los efectos negativos 

sobre el empleo y las condiciones de tra-
bajo de esos colectivos (EFFAT, 2023: 18).

Las respuestas necesarias 
desde el decrecimiento

Por otro lado se plantean soluciones a 
partir de un marco de economía en de-
crecimiento, que se puede definir como 
el proceso de “reducción de la produc-
ción y del consumo con el objeto de dis-
minuir la huella ecológica mediante una 
planificación democrática y con un espí-
ritu de justicia social y preocupación por 
el bienestar de las personas” (Parrique, 
2022: 216). En el caso que nos ocupa, el 
decrecimiento emerge ante las dudas 
que pueden surgir sobre la importancia 
de mantener el sector turístico como un 
activo fundamental de la economía para 
el futuro y, por tanto, aportar soluciones 
para las personas trabajadoras afectadas 
por el declive de las zonas turísticas por 
el impacto del cambio climático. Des-
de el decrecimiento se pueden plantear 
respuestas, considerando un modelo de 
reconversión económica a través de ocu-
paciones dignas y acorde a las necesi-
dades sociales, lo que debe conllevar al 
mantenimiento y mejora de las condi-
ciones de vida en los territorios afecta-
dos (Soler, 2023: 33).

Soler (2023: 34-35) propone reforzar 
las actividades socialmente útiles, que 
permitan ganar soberanía económica a 
los diferentes territorios, además de ab-
sorber la fuerza laboral del sector. Algu-
nas de estas actividades son: el turismo 
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de proximidad; la deconstrucción de 
instalaciones turísticas para darles usos 
públicos y comunitarios; la producción 
agroalimentaria ecológica y de proximi-
dad con apoyo económico y técnico; la 
rehabilitación estructural y energética 
de los edificios y su mantenimiento; la 
producción y el consumo públicos, coo-
perativos y comunitarios de energías 
renovables; el refuerzo de las prestacio-
nes del sistema educativo; el estableci-
miento de infraestructuras tecnológicas 
descentralizadas; la disponibilidad del 
transporte público para personas y mer-
cancías; el comercio de proximidad dedi-
cado a atender las necesidades reales del 
vecindario y, en general, de dirigir nues-
tros pasos hacia economías sociocomu-
nitarias con más redes e intercambios 
interpersonales; servicios no monetari-
zados; huertos comunitarios; bancos de 
tiempo; equipamientos autogestionados 
o bienes comunales culturales y digita-
les, entre otros.

Por su parte, Blanco-Romero (2019: 
69) identifica dos niveles de propuestas, 
local y global, para avanzar en la transi-
ción y el decrecimiento del sector. Como 
paso previo, se plantea un diagnóstico 
basado en ámbitos prioritarios de actua-
ción, como la congestión e intensifica-
ción del metabolismo socioeconómico y 
su huella ecológica, la reducción del nú-
mero de turistas, las distancias de viaje, 
su frecuencia, y el consumo de recursos 
naturales, además de su contribución a 
la desigualdad y a la segregación social. 
En cuanto a las actuaciones más relevan-
tes se consideran, por parte de las admi-

nistraciones, la reducción de la inversión 
de presupuesto público y subvenciones 
en las actividades turísticas, utilizando 
su fiscalidad para contenerlo, y utilizar 
y modificar la regulación urbanística 
y los modelos de gestión de los territo-
rios turísticos para el decrecimiento. Del 
mismo modo, se aboga a nivel global por 
combatir la desposesión y segregación 
de la población local en sus propias lo-
calidades, a la par que se evitan el derro-
che, el lujo y la riqueza (Blanco-Romero, 
2019: 69).

Las soluciones desde el 
turismo sostenible

El crecimiento sostenible y respetuoso 
con el medioambiente surge como una 
solución a las actuales necesidades, de-
pendencias sociales y ritmos del sistema 
económico imperante. Esto es, ante la 
incapacidad de las sociedades huma-
nas de desengancharse de los ritmos 
de consumo y crecimiento vinculados 
al uso de los combustibles fósiles, se 
idean marcos de pensamiento, como 
puede ser el del desarrollo sostenible, 
que proponen aunar y dar una salida, 
quizá efímera e ilusoria, a todas las sen-
sibilidades. Los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible (ODS), puede verse también 
como un ejemplo de esos intentos, ya 
que no discuten el paradigma del creci-
miento (Hickel, 2019), tal y como explica 
la propia formulación del Objetivo 8 que 
busca “promover el crecimiento econó-
mico sostenido, inclusivo y sostenible, el 
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empleo pleno y productivo y el trabajo 
decente para todos” (ONU, 2015). 

En el caso del turismo, las propuestas 
que abogan por un sector más sostenible, 
respetuoso con el medioambiente y vin-
culado a la descarbonización económica 
chocan con la realidad de un sector res-
ponsable del 8 % de los gases de efecto 
invernadero a nivel global. Entre las solu-
ciones que se plantean, una muy genera-
lizada es la de avanzar hacia un modelo 
basado en la “calidad” y no en la “canti-
dad”. El turismo de masas debería ser des-
terrado en beneficio de un turismo más 
selecto y dirigido sobre todo a las perso-
nas con mayor poder adquisitivo. Esto es, 
encarecer y restringir la oferta en base a 
la capacidad económica, lo que supondría 
hacer un uso perverso del propio término 
de decrecimiento (Blanco et al., 2023).

Los principales perdedores en este 
contexto serían los trabajadores y nego-
cios más vulnerables, pero también esa 
parte de la ciudadanía que como parte 
del colectivo que conforma el “turismo 
de masas” vería limitado su acceso a los 
lugares de ocio y turismo más agradables 
y menos afectados por las altas tempe-
raturas. Gobiernos y administraciones 
han planteado al menos la necesidad 
de contención del crecimiento. La regu-
lación de los alojamientos turísticos, el 
establecimiento de mayores impuestos, 
limitando los planes de crecimiento y or-
denación urbana o plantear la supresión 
de trayectos aéreos según la distancia de 
vuelo, entre otras medidas, podrían ser 
parte de una respuesta todavía conti-
nuista (Blanco-Romero, 2019: 69).

Sin embargo, estos planes entran en 
contradicción con la propia inercia de 
las administraciones y del resto de los ac-
tores del sector turístico que pretenden 
seguir exprimiendo el modelo de sol y 
playa, apostando por la atracción de más 
turistas, mediante la construcción y am-
pliación de grandes infraestructuras de 
transporte o por seguir apoyando el desa-
rrollo urbanístico en las zonas turísticas.

Poblaciones atrapadas o migrando 
en peores condiciones

Conforme avanzan los impactos del cam-
bio climático, las condiciones de vida se 
vuelven más inestables e inciertas, en 
especial entre los sectores más vulnera-
bles de la sociedad. En este contexto, la 
movilidad de las personas puede ser una 
respuesta de carácter adaptativo, pero 
también una opción por parte de las ad-
ministraciones a la hora de planificar e 
implementar sus políticas de adaptación 
al cambio climático. Hasta el momento, 
las cuestiones vinculadas a la movili-
dad humana en las estrategias y planes 
de adaptación al cambio climático por 
parte del Gobierno han presentado el 
problema de forma limitada y como si-
tuaciones que tienen lugar en otras par-
tes del mundo, pero no en territorio 
español (Castilla, 2024). Sin embargo, y 
considerando el caso español y en par-
ticular del sector turístico, es relevante 
observar y prever como pueden ser esos 
desplazamientos, humanos, pero tam-
bién de capitales y mercados. 
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Ese análisis debe partir de una cues-
tión fundamental: el cambio climático y 
sus impactos sociales como las migracio-
nes influyen de forma directa sobre el ya 
de por sí aumento de la desigualdad so-
cial y la brecha entre ricos y pobres. La 
mayor capacidad económica facilitará el 
desplazamiento de personas y capitales 
a lugares y mercados con mayor capaci-
dad de adaptación o menos afectados por 
el cambio climático (Gamero, 2022). Esa 
tendencia se observa, aunque todavía de 
forma limitada, en el movimiento de in-
terés turístico del litoral Mediterráneo 
al norte de la Península Ibérica. A par-
tir de esa capacidad que tiene el cambio 
climático para activar unos procesos de 
movilidad humana desiguales, se deben 
establecer los marcos necesarios para 
proteger a los trabajadores que se vean 
obligados a abandonar sus lugares de 
trabajo debido al impacto del cambio cli-
mático, ya que las poblaciones más vulne-
rables y precarizadas aparecen como las 
perdedoras en esta ecuación. Arruinadas 
al perder su principal sustento, atrapadas 
en unos territorios altamente vulnera-
bles a los impactos del clima o viéndose 
obligadas a migrar en peores condiciones 
hacia otros territorios, en los que seguir 
reproduciendo los patrones de precarie-
dad y vulnerabilidad previos.

Ante la posibilidad de desplazamiento 
hacia otros lugares de muchos trabajado-
res del sector servicios en busca de em-
pleos, ya fuera en el turismo y la hostelería 
o en otros sectores productivos, se debe 
facilitar desde las administraciones públi-
cas tanto la formación y transición hacia 

otros sectores productivos como la puesta 
en marcha de      experiencias de reasen-
tamiento en otras zonas menos afectadas 
por el cambio climático. Como paso pre-
vio y cuestión fundamental, se deben re-
visar y actualizar los planes de adaptación 
existentes en el Estado español, con el fin 
de incorporar debidamente la movilidad 
humana, de una forma voluntaria, segura, 
planificada y ordenada dentro de nuestras 
fronteras (Castillo, 2024). 

Se propone investigar esta proble-
mática, identificar zonas de actuación 
y poblaciones, involucrar a las adminis-
traciones, fomentar la cooperación in-
terterritorial e integrar este enfoque en 
estrategias en marcha vinculadas a las 
políticas de reto demográfico. Un mode-
lo de turismo, pero también de movili-
dad humana, que frente a los impactos 
del cambio climático esté vinculado a 
la capacidad económica y que solo per-
mita a los más privilegiados disfrutar de 
los destinos turísticos más agradables 
o huir de las zonas más afectadas por 
el cambio climático hacia espacios más 
seguros, incidiría en el carácter cada vez 
más desigual de nuestra sociedad.

La desigualdad y la pobreza van de la 
mano del cambio climático. Necesitamos 
sociedades más protegidas, cohesiona-
das, solidarias y dispuestas a enfrentar 
este fenómeno. Plantear programas de 
movilidad humana debido a la incidencia 
del cambio climático pudiera parecer un 
fracaso social, pero puede llegar a ser un 
auténtico banco de experiencias y cono-
cimiento que permita proteger mejor y a 
más personas en el futuro. Igualmente, 
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se deben vincular estas actuaciones en el 
plano de la movilidad humana, con las 
estrategias de transición justa en sectores 
de mayor importancia tanto en lo relativo 
a la fuerza laboral y la influencia en el PIB, 
como con los procesos de decrecimiento 
para las poblaciones y las localidades de-
pendientes de un sector en declive como 
es el turismo.

Transición ecológica del turismo a la 
agricultura ante un futuro de escasez

Frente a un futuro definido por la esca-
sez y el mayor precio de los alimentos 
debido al impacto del cambio climático, 
es necesario adaptar los sectores agrí-
colas y de producción y procesamiento 
de alimentos. Además, se debe avanzar 
en la búsqueda de determinados niveles 
de autosuficiencia y soberanía alimen-
taria por parte de los territorios. Avan-
zar en este modelo implica replantearse 
la utilidad de sectores productivos que 
generan desigualdad y escasez. Un caso 
paradigmático puede ser el del sector 
turístico que, apoyado en un modelo de 
turismo de masas con salarios bajos y 
trabajo precario, ejerce además una fuer-
te presión sobre el territorio, con más 
residuos, más gasto de agua y alimentos, 
mayor contaminación, pérdida de hábi-
tats naturales y daños físicos en las zo-
nas naturales y marinas (EFFAT, 2023: 9). 

Sin alimentos no podemos vivir, 
pero es necesario preguntarse la impor-
tancia del sector turístico ante un futuro 
de escasez. El informe de la EFFAT plan-

tea que “llevar a cabo la transición eco-
lógica también puede ser perturbador 
para muchos sectores de la economía” 
(EFFAT, 2023: 4). En esa línea, es nece-
sario pensar si el turismo, tal y como 
lo conocemos hasta ahora, debe ser re-
dimensionado radicalmente y a la baja. 
Es el momento de abandonar la depen-
dencia económica de un modelo de tu-
rismo depredador con el territorio y el 
medioambiente y buscar la protección 
y la adaptación de las personas y los te-
rritorios que han dependido, en los últi-
mos 60 años, de este sector productivo. 
Debemos garantizar la seguridad ali-
mentaria de esas comunidades de modo 
que tengan acceso, físico y económico, 
a alimentos suficientes para satisfacer 
sus necesidades, a través también de una 
agricultura menos intensiva en el con-
sumo de recursos naturales y menos de-
pendiente de los combustibles fósiles. 

Pero eso implica redefinir el sector 
agroalimentario. Se observa una concen-
tración de poder que afecta a los actores 
más vulnerables de la cadena alimentaria; 
el cortoplacismo y maximización de valor 
para el accionista; la especulación en los 
mercados de materias primas alimenta-
rias; o la competencia desleal transfron-
teriza (EFFAT, 2023: 9). La vinculación 
entre los sectores turístico y agrícola, en 
un marco de transición ecológica, se pue-
de llevar a cabo derivando esfuerzos, in-
versiones y fuerza laboral del primero al 
segundo, acompañado de una visión más 
amplia que implique cambios estructu-
rales sobre estos sectores, pero también 
cambios culturales y de comportamiento. 
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Entre las medidas que den contenido 
a este proceso pueden incluirse aquellas 
mencionadas en apartados anteriores: la 
protección de las personas y colectivos 
más desfavorecidos a través de marcos 
de transición justa; medidas dirigidas 
al decrecimiento; o facilitar la movili-
dad geográfica y laboral entre personas 
y sectores productivos. Algunas medidas 
que pudieran ejemplificar esa transi-
ción entre el sector turístico y el agríco-
la, pueden ser la transformación de las 
grandes infraestructuras turísticas de las 
que dispone el país (ya sean aeropuertos, 
urbanizaciones residenciales o campos 
de golf) en terrenos agrícolas y forestales 
o soluciones habitacionales adaptadas 
conforme el sector pierde importancia y 
empleos debido al cambio climático (Al-
barracín et al., 2021: 47).

Igualmente, todas estas transforma-
ciones deberán ir acompañadas por un 
esfuerzo y un cambio cultural y forma-
tivo, dirigiendo los planes nacionales 
de formación a todos los niveles, para el 
desarrollo de las nuevas necesidades de 
cualificación adaptadas a un clima cam-
biante y a las crecientes necesidades en 
lo relativo a la producción de alimentos.

8.7. CONCLUSIONES

Debido al cambio climático, en España 
las temperaturas son cada vez más altas y 
la escasez de agua y alimentos por la se-
quía amenazan el funcionamiento nor-
mal de nuestras sociedades y economías, 
en especial en el litoral Mediterráneo. Es 

necesario plantear estructuras de diálogo 
y de toma de decisiones corresponsables 
a todos los niveles sociales, económicos 
y políticos, que nos permitan entender 
los riesgos que corremos como país y so-
ciedad si perseveramos con este modelo 
de desarrollo, crecimiento y consumo.

Aunque estas circunstancias afectan 
a todos los sectores productivos, el sec-
tor turístico es un ejemplo de la necesi-
dad de toma de decisiones drásticas en 
el plano económico y social. El éxito del 
turismo en España es un gigante con los 
pies de barro debido a los impactos del 
cambio climático. Cada vez más datos 
nos alertan de un posible descenso en el 
número de visitantes e ingresos debido a 
las altas temperaturas y escasez de agua. 

Se debe plantear de forma proacti-
va una transición para la economía del 
país que permita a las comunidades 
afectadas desarrollar de forma progresi-
va medios de vida sostenibles y autosu-
ficientes sin una excesiva dependencia 
del turismo. Entre los principales perju-
dicados se van a encontrar los trabaja-
dores del sector turístico. En 2023 más 
de un millón y medio de trabajadores 
del sector turístico trabajaban en CC AA 
mediterráneas, de los que una parte im-
portante sufría un elevado nivel de pre-
cariedad, con salarios más bajos y mayor 
temporalidad que el resto de sectores. 
Estos colectivos son los que experimen-
tan más dificultades para el acceso a la 
vivienda, peor acceso a recursos natura-
les y los que más pueden sufrir en caso 
del aumento de la conflictividad social 
asociada a estos cambios.
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Por su parte, el sector agrícola en 
España se enfrenta a una serie de de-
safíos estructurales, como la urbaniza-
ción, la competencia global y la falta de 
innovación, agravados por los impactos 
del cambio climático. La siniestralidad 
agraria ha aumentado significativamen-
te, elevando los costos de las pólizas de 
seguro y afectando la producción, mien-
tras que la proliferación de regadíos en 
zonas propensas a la sequía está exa-
cerbando la escasez de agua. Además, 
la mercantilización del sector agrario 
prioriza el beneficio sobre la seguridad 
alimentaria, lo que podría generar con-
flictos socioambientales en un contexto 
de escasez hídrica y competencia por 
recursos entre comunidades y sectores 
como el turismo. Por todo ello:

1.	 Es fundamental avanzar en pro-
cesos de comprensión, primero, 
y después de transformación del 
sector agrícola y de producción de 
alimentos, ante unos desafíos vin-
culados con el cambio climático que 
no están siendo ponderados con la 
suficiente responsabilidad. 

2.	 En la actualidad, los marcos de tran-
sición justa que abogan por la defensa 
de los derechos de los trabajadores y la 
cohesión social están principalmente 
vinculados en España a sectores pro-
ductivos relacionados con la industria 
y la minería. Es fundamental facili-
tar que esos procesos de transición 
justa se adapten a las particularida-
des de otros sectores productivos, 

como el turístico. Entre las medidas 
que habrían de incluirse en esos mar-
cos de actuación deben estar el inter-
cambio de prácticas entre sectores, la 
inclusión del turismo en los Fondos 
de Transición Justa, el reconocimien-
to de derechos a la transición entre 
empleos y su correspondiente forma-
ción, o el refuerzo de las estructuras 
de protección social.

3.	 Reducir nuestra producción y con-
sumo es una necesidad ante el futu-
ro de escasez que conlleva el cambio 
climático y debe aplicarse el decreci-
miento a un sector tan depredador de 
recursos como es el turismo. Pero ese 
decrecimiento también es una herra-
mienta necesaria para proteger a las 
comunidades y trabajadores que van a 
estar más afectados por el declive del 
turismo.  En consecuencia, sería nece-
sario generar ocupaciones dirigidas al 
mantenimiento de las condiciones de 
vida de las comunidades, de una for-
ma digna y socialmente responsable.

4.	 Frente al decrecimiento y otras visio-
nes alternativas, se plantea si son real-
mente efectivos marcos basados en el 
desarrollo y el crecimiento sostenible 
en sectores como el turismo, respon-
sable del 8 % de las emisiones de gases 
de efecto invernadero. Las soluciones 
a este dilema optan por buscar un tu-
rismo de calidad y no de cantidad o al 
menos contener el turismo. Sin em-
bargo, estas medidas no harían sino 
incidir en el carácter desigual de las 
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respuestas ante el cambio climático, 
donde las mejores condiciones eco-
nómicas permitirán tener acceso a 
espacios de ocio y turismo y lugares 
en mejores condiciones de afrontar 
las altas temperaturas o tener mejor 
acceso a recursos hídricos. El objetivo 
pasa por desarrollar respuestas des-
de un marco equitativo y solidario 
al problema del turismo, evitando 
buscar soluciones que no hacen sino 
profundizar en la segmentación so-
cial y el aumento de la desigualdad. 

5.	 Los procesos de movilidad humana 
emergen como una respuesta tanto 
adaptativa como política ante el cam-
bio climático, especialmente para los 
sectores vulnerables. Aunque las es-
trategias gubernamentales de adapta-
ción en España han pasado por alto la 
movilidad humana dentro del territo-
rio, es esencial considerar cómo este 
fenómeno se entrelaza con el cambio 
climático y sus efectos sociales, exa-
cerbando la desigualdad. La capa-
cidad económica determina quién 
puede moverse hacia áreas menos 
afectadas, dejando a las poblaciones 
vulnerables atrapadas en condiciones 
precarias o forzadas a emigrar en si-
tuaciones de alta vulnerabilidad. En 
este contexto, se requiere una acción 
gubernamental que no solo facilite 
la transición laboral y el reasenta-
miento, sino que también integre 
la movilidad humana en las estra-
tegias de adaptación existentes, fo-
mentando la solidaridad y la justicia 

social frente al desafío climático. En 
sectores como el turismo, en los que 
el declive puede tener un impacto sig-
nificativo en la fuerza laboral y la eco-
nomía local, es fundamental vincular 
medidas de movilidad laboral con la 
transición justa y la protección social.

6.	 Es necesario reevaluar la importan-
cia del turismo frente a un futuro de 
escasez y cambio climático y, en línea 
con este planteamiento, adaptar de 
forma urgente los sectores agrícolas 
y alimentarios para garantizar la segu-
ridad alimentaria de las comunidades. 
La respuesta que surge al cuestionar el 
modelo turístico actual y su redimen-
sionamiento, señalando sus impactos 
negativos en el medio ambiente y la 
sociedad, así como su incompatibili-
dad con la transición hacia una eco-
nomía más sostenible, nos debe llevar 
a reorientar sus recursos hacia la agri-
cultura y la producción de alimentos. 
Esto necesita a su vez de cambios es-
tructurales, culturales y formativos. 
Entre las medidas que se pueden im-
plementar en ese proceso está trans-
formar infraestructuras turísticas en 
terrenos agrícolas o soluciones habita-
cionales adaptadas, así como avanzar 
en una mayor capacitación para afron-
tar los desafíos del cambio climático 
en el sector agrícola.
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9. LA REFORMA DE LOS SISTEMAS DE GARANTÍA DE RENTAS 

9.1. INTRODUCCIÓN
 

Los sistemas de protección social incorpo-
ran dos tipos de programas de transferen-
cias monetarias con objetivos diferentes, 
los programas de seguro y los programas 
de transferencias. Los primeros tienen 
como objetivo la seguridad económica ba-
sada en la redistribución de los ingresos a 
lo largo del ciclo vital de los individuos, 
equiparando a nivel individual las pres-
taciones con las cotizaciones realizadas. 
El ámbito de cobertura es la población 
ocupada cotizante. Se considera un in-
greso salarial diferido (generado a partir 
de las cotizaciones sociales) y se intenta 
mantener una relación proporcional o 
de equivalencia financiera entre las coti-
zaciones previas y las prestaciones perci-
bidas. El tipo de beneficios contributivos 
que proporciona nuestro sistema público 
son los siguientes: pensiones de jubila-
ción contributiva, incapacidad temporal, 
prestación por maternidad, incapacidad 
permanente, prestación por viudedad y 
orfandad y prestación por desempleo.

Los segundos, en cambio, tienen como 
objetivo mantener la seguridad económi-
ca de toda la población, así como la reduc-
ción de la pobreza y desigualdad social y, 
por tanto, adoptan un criterio de equidad 
basado en la solidaridad, cuya financia-
ción suele diseñarse a partir del principio 
de capacidad de pago (impuestos finalis-
tas y/o no finalistas). En la medida en que 
las prestaciones se reconocen a partir de 
algún índice de necesidad, son universa-
les y consideran la renta total anual de los 
individuos, suelen tener elevados impac-

tos redistributivos en términos de renta 
disponible personal entre los hogares. Se 
tratan de beneficios sociales (no de ingre-
sos diferidos), como son las pensiones no 
contributivas de jubilación, los subsidios 
por desempleo, las rentas mínimas de in-
serción, las ayudas a la dependencia, las 
prestaciones a familias de bajos ingresos y 
el ingreso mínimo vital.

El presente capítulo incluye un aná-
lisis del sistema de rentas mínimas en 
España, haciendo una especial mención 
en el ingreso mínimo vital (apartado 
9.3). Adicionalmente, dos temas de gran 
relevancia actual serán tratados a modo 
de reflexión sobre los retos en el futuro, 
esto es, los efectos del cambio climático 
y la transición digital (apartado 9.4). En 
el apartado 9.5 se proponen algunas lí-
neas de reforma futura que refuercen los 
objetivos de sostenibilidad y financia-
ción suficiente. El capítulo se cierra con 
algunas recomendaciones de políticas 
públicas (apartado 9.6).

9.2. LA IMPORTANCIA DEL OBJETIVO 
DE LA SEGURIDAD ECONÓMICA

Existe bastante evidencia empírica sobre 
los efectos redistributivos (inter e intra-
generacionales) del sistema público de 
pensiones. Sabemos que el diseño del 
sistema público español proporciona im-
portantes transferencias intergeneracio-
nales a favor de las primeras generaciones 
participantes. También que el actual ses-
go del gasto público social en España a 
favor de la protección de la vejez parece 
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beneficiar a la población jubilada en de-
trimento a las generaciones más jóve-
nes. Como apuntan Devesa y Doménech 
(2023: 208) “la evidencia para España y 
para otras economías avanzadas es que la 
redistribución intra e intergeneracional 
(que financia un abultado desequilibrio 
actuarial) ha reducido la tasa de riesgo de 
pobreza y la desigualdad en la renta entre 
la población de 65 años o más a lo largo 
de la última década, desplazando el ries-
go de pobreza de las personas mayores a 
los jóvenes”. En relación con los efectos 
intrageneracionales, los mismos autores 
señalan que existen cuatro factores que 
afectan este tipo de redistribución en 
nuestro sistema: (1) la progresividad del 
sistema de pensiones (límites a la contri-
butividad); (2) las diferencias en la espe-
ranza de vida1; (3) diferencias y brechas de 
género; y (4) las diferencias en las cotiza-
ciones por regímenes diferentes2.

En general, existe prácticamente una-
nimidad en que, en el caso español, las 
transferencias monetarias tienen un im-
pacto más redistributivo que las presta-
ciones en especie y, por supuesto, mucho 
mayor que el obtenido con los impues-
tos (Bandrés, 2012; Ayala y Cantó, 2020). 
Aunque los efectos redistributivos de los 
servicios públicos sean menores que los 
alcanzados por las transferencias mone-
tarias y a pesar de las dificultades de me-
dición, no son despreciables ni menores 
en el conjunto del Estado del bienestar 

español (Lópéz, Marín y Onrubia, 2023). 
Según Goerlich (2016), las pensiones son 
las transferencias monetarias con un 
mayor impacto redistributivo, con una 
reducción de la desigualdad del 21,1 %, 
mientras que el seguro de desempleo y 
otras transferencias monetarias la redu-
cen en menor proporción (8,8 %).

 Si nos centramos en los programas 
públicos asistenciales dirigidos a la re-
ducción de la pobreza, debemos de tener 
presente que España presenta niveles 
de pobreza y exclusión social superiores 
a la media de la Unión Europea, situa-
da en el 21,6 %. El indicador AROPE, de 
pobreza multidimensional, sitúa al 26 % 
de la población española en una situa-
ción de pobreza y/o exclusión social en 
el año 2022. España ostenta la cuarta 
posición en este índice, solo por debajo 
de Rumanía, Bulgaria y Grecia (Canals et 
al, 2023). Más en particular, al focalizar 
en pobreza monetaria, es decir, aquellos 
con un nivel de ingresos por unidad de 
consumo por debajo del 60 % de la renta 
mediana equivalente, encontramos que 
el 20,4 % de la población española se en-
cuentra en esta situación (un porcentaje 
superior al de la media de la UE27, situa-
do en el 16,5 %).

El índice AROPE se ha reducido un 
2,7 % desde 2015, lo que implica que más 
de 1,2 millones de personas han supe-
rado una situación de pobreza multidi-
mensional. Este dato positivo no oculta 
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1.	 Este factor es, especialmente, estudiado en el reciente trabajo de Sánchez-Romero et al (2023). 
2.	 Respecto a esta última dimensión, sabemos también que el diseño del sistema de pensiones es redistributivo en función del régimen de 

afiliación, beneficiando los regímenes especiales en detrimento del régimen general Es decir, el sistema suele favorecer los regímenes 
con periodos medios de cotización más cortos.
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otra dura realidad. Esta es que España 
presenta una situación de cronicidad de 
la pobreza, en la que las principales pres-
taciones, sobre todo el sistema de garan-
tía de rentas no contributivo, no logran 
reducir y evitar situaciones de vulnerabi-
lidad en la población. Además, la crisis 
de la inflación ha golpeado especialmen-
te a las familias más vulnerables (Funda-
ción Foessa, 2022).

Es necesario, entonces, revisar nues-
tras políticas de garantía de rentas, di-
rigiendo más el gasto social hacia la 
población con menores ingresos (Ham-
mer et al, 2023). Las políticas de garan-
tía de rentas han sido desarrolladas de 
acuerdo con un sistema categórico, en el 
que cada prestación busca actuar sobre 
una necesidad particular. 

9.3. EL SISTEMA DE RENTAS 
MÍNIMAS DE INSERCIÓN EN ESPAÑA

Las Rentas Mínimas de Inserción (RMI) 
se posicionan dentro del sistema de ga-
rantía de rentas como la última red de 
protección social de la que disponen las 
instituciones para evitar situaciones de 
pobreza y/o exclusión social Estas se ge-
neran con un doble objetivo: garantizar 
un nivel mínimo de renta a quien ha per-
dido el derecho a recibir las principales 
prestaciones públicas y fomentar la in-
serción sociolaboral de los beneficiarios 
(Noguera, 2019). En España, el desarrollo 
de estas prestaciones no se ajusta al de 
los países de nuestro entorno. Este he-
cho se ha debido a un desarrollo tardío 

de las RMI, así como a la fragmentación 
y dispersión de los instrumentos apli-
cados, que ha dado lugar a importantes 
desigualdades y complejidad. 

Diseño y evolución del sistema 
de rentas mínimas de inserción 

en España 

En Europa, impulsadas por gobiernos 
nacionales, las RMI se implementaron a 
principios de 1980. En España, sin em-
bargo, el Gobierno central apostó por 
las políticas activas de empleo, frente a 
programas de garantía de rentas y rein-
serción laboral (Aguilar et al, 1995). Por 
ello, y en ejercicio de su competencia, re-
gulada en el artículo 148.1.20 de la Cons-
titución Española, que establece que las 
CC AA “podrán asumir competencias en 
materia de asistencia social". Este hecho 
se recogería como competencia propia 
en los Estatutos de cada CC AA bajo el 
término de servicios sociales.

El establecimiento del ingreso mí-
nimo familiar en el País Vasco en 1989 
marca el inicio del desarrollo de las RMI 
en España. En la segunda mitad de la 
década de 1990, todas las CC AA habían 
implementado sus propias prestaciones. 
El desarrollo regional de las prestacio-
nes ha creado un sistema de RMI forma-
do por políticas con distintas cuantías, 
duración, requisitos de acceso y dota-
ción presupuestaria (Muñoz-Higueras 
et al, 2023); que han generado diferen-
tes resultados en cuanto al desarrollo 
normativo, cobertura de la población, 
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reducción de la pobreza y desigualdad y, 
en última instancia, inequidad interte-
rritorial (Ayala et al, 2016).

 El sistema de RMI ha evolucionado 
desde su puesta en marcha. Sin embargo, 
las desigualdades originales se han repli-
cado, la convergencia ha sido modesta, 
y únicamente ha existido una limitada 
mejoría de las prestaciones (Bergantiños 
et al, 2017). Por ello, y a pesar de la fuerte 
progresividad de las prestaciones, el im-
pacto sobre la eliminación de la pobreza 
y la desigualdad ha sido reducido (Agui-

lar y Arriba, 2020). Debe remarcarse que 
las RMI son la última red de protección 
social, por lo que su efecto, dentro del 
conjunto del sistema de prestaciones, 
está concebido para ser limitado (Fuen-
mayor et al, 2020). No obstante, en los 
últimos 20 años, el sistema de RMI ha 
adquirido una mayor relevancia den-
tro del Estado de Bienestar, como así se 
refleja en el incremento del número de 
titulares y beneficiarios (la suma de los 
titulares y su unidad de convivencia), 
como se ve en la Figura 1.
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Figura 1: Titulares y beneficiarios de una RMI en España (2002-2022).

Fuente: Elaboración propia con datos del Informe de Rentas Mínimas de Inserción (varios años).
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El número de titulares se incremen-
ta un 450 % hasta alcanzar casi 370 000 
hogares en 2020, año en el que el siste-
ma regional de RMI alcanza su máximo. 
El decrecimiento posterior es fruto del 
trasvase hacia el ingreso mínimo vital 
(IMV). Por su parte, el total de beneficia-
rios se incrementa un 250 % en el pe-
riodo estudiado. En 2022, último año 
disponible, el sistema regional cubre 
a más de 333 000 hogares, y a un total 
de 667 413 personas. El impacto es más 
notorio en las épocas de crisis, como así 
refleja el incremento de la pendiente en 
2008 y 2020. 

Esta situación de desarrollo regional 
se mantuvo hasta el año 2020, cuando 
la crisis económica y social derivada del 
virus COVID-19 provocó un rápido in-
cremento de los indicadores de pobre-
za y desigualdad. El sistema vigente de 
garantía de rentas no fue suficiente para 
hacer frente a esta situación, por lo que 
el Gobierno de España aprobó el IMV el 
29 de mayo de 2020 (Almunia, 2023). 
El IMV busca racionalizar el sistema de 
RMI en España, a través de la creación 
de una prestación “suelo” común a todo 
el territorio, que pueda ser complemen-
tada por las CC AA. El objetivo del IMV 
es lograr efectos reales en la reducción 
de los indicadores de pobreza y desigual-
dad, la inclusión social de la población 
excluida y cubrir deficiencias estructura-
les de nuestro sistema regional previo.

El IMV se articula como un derecho 
subjetivo, por lo que no está sujeto a dis-
ponibilidad presupuestaria, cubre la di-
ferencia entre la renta de la unidad de 

convivencia y la cuantía a la que tiene 
derecho según el tamaño y característi-
cas de esta (teniendo en cuenta la pre-
sencia de menores, si es o no una familia 
monoparental o posibles situaciones de 
discapacidad) y tiene una duración inde-
finida, mientras persista la situación de 
necesidad. Asimismo, el IMV puede ser 
complementado por los gobiernos auto-
nómicos, incrementando la cuantía de la 
prestación o cubriendo otros perfiles de 
necesidad. Además, se encarga a la Auto-
ridad Independiente de Responsabilidad 
Fiscal (AIReF) la evaluación anual de su 
desempeño. Supone la principal fuente 
de datos de la que se dispone, pues no 
existen registros de beneficiarios o in-
formes. Estos sí existen en el caso de las 
prestaciones autonómicas, desde el año 
2000 (Ministerio de Derechos Sociales y 
Agenda 2030, 2022).

El IMV es una prestación viva, que ha 
sufrido transformaciones desde su puesta 
en marcha. Destacan la introducción del 
complemento de ayuda para la infancia 
(CAPI), incentivos al empleo o incremen-
tos en la prestación. La cuantía básica del 
IMV se situaba en 604 euros al escribir este 
capítulo, en enero de 2024. Respecto a su 
capacidad protectora, no existe una gran 
cantidad de estudios que cuantifiquen los 
efectos de la introducción del IMV. Desta-
camos los de la AIReF (2022) y Badenes y 
Gambau-Suelves (2023). Para la AIReF, si 
el take-up fuese máximo, es decir, si al-
canzase a todos aquellos con derecho a 
recibir la prestación, el IMV reduciría la 
intensidad de la pobreza en un 20 % y po-
dría homogeneizar la capacidad reductora 
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de pobreza de las prestaciones de ingresos 
mínimos en distintas CC AA, teniendo un 
impacto mayor en este sentido en Madrid, 
Castilla y León, Extremadura y Andalucía. 
Por su parte, Badenes y Gambau-Suelves 
(2023) estiman un potencial reductor del 
IMV de la desigualdad en la distribución 
de la renta del 25 % a nivel nacional para 
los hogares en situación de pobreza, con 
efectos más intensos en Galicia, La Rioja, 
Aragón y los territorios insulares.

El impacto territorial de la reforma 
del sistema de rentas mínimas de 
inserción y la influencia del IMV

A raíz de la implementación del IMV en 
2020 las CC AA han transformado sus 
prestaciones regionales. Ha habido dos 
tipos de respuestas por parte de las co-
munidades, de complementariedad o de 
sustitución. En la Tabla 1 se muestran los 
principales indicadores de las RMI en 
2019 y 2022, donde queda patente la de-
cisión de cada gobierno autonómico. 

El efecto del IMV sobre el sistema de 
garantía de rentas regional es palpable. 
La caída en el número de beneficiarios 
entre 2019 y 2022 en Castilla-La Man-
cha, Madrid, Melilla, Murcia o La Rioja 
refleja la decisión de sustituir su presta-
ción regional en favor del IMV. En estos 
territorios, comparado con 2019, el total 
de titulares se reduce en más de un 70 %. 
En Andalucía, Aragón, Asturias, Balea-
res, Cantabria o Galicia también ha dis-
minuido el número de titulares, aunque 
en menor medida. El gasto anual por ti-

tular sigue la misma lógica. El caso más 
notable es el de Aragón, donde su presta-
ción ha sido completamente sustituida 
por el IMV, y el gasto anual por titular 
ha disminuido hasta menos de 1000 eu-
ros. Por su parte, Cataluña, Canarias y la 
Comunidad Valenciana han aumentado 
el total de titulares de la prestación re-
gional. Estas CC AA han decidido com-
plementar al IMV y continuar con el 
desarrollo de sus programas regionales. 

La adecuación del sistema, entendi-
da como el porcentaje del umbral de po-
breza regional que cubre la prestación, 
se mantiene en el 60 %. Por lo que, en 
general, los incrementos en la cuantía 
de las prestaciones regionales han sido 
parejos al umbral de pobreza de cada te-
rritorio. En conjunto, el total del gasto 
ejecutado en 2022 asciende a 1780 mi-
llones de euros. Respecto a la cobertura, 
que muestra el total de hogares en si-
tuación de pobreza recibiendo una RMI, 
existen diferencias muy importantes en-
tre territorios que aún se mantienen. Y, 
debido al trasvase de beneficiarios hacia 
el IMV, esta desciende desde 11,19  % en 
2019 hasta el 8,54  % en el año 2022. 

Por su parte, el IMV ha supuesto una 
reforma necesaria en el sistema de garan-
tía de ingresos mínimos. Sin embargo, 
los resultados que ofrece son ambiguos: 
en primer lugar, el IMV está llegando a 
casi 284 000 hogares en diciembre de 
2022, cifra que se aleja de los 808 000 
potenciales beneficiarios3. Esto sitúa el 
porcentaje non-take up, es decir, de per-
sonas con derecho a recibir la prestación 
que no la solicitan, en un 58 %. Esta cifra 
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replica a la de 2021 (AIReF, 2022). El IMV 
se enfrenta a problemas de adecuación 
y cobertura (Ayala et al, 2022) y se aleja 
aún de niveles europeos, donde el non 
take-upse sitúa entre el 40-50  % (Fuchs 
et al, 2020). En positivo, el IMV aumen-
ta la adecuación del sistema previo en 8 
puntos porcentuales, y ha supuesto un 
incremento en el número de titulares 
de una RMI en España. Este, sin tener 
en cuenta al País Vasco y Navarra, cubre 
al 7,27  % de los hogares en situación de 
pobreza en España.

Asimismo, el incremento en el nú-
mero de titulares ha sido especialmen-
te significativo en las regiones donde 
la situación de partida era inferior. Los 
datos disponibles solo muestran las al-
tas acumuladas, por lo que no es posible 
conocer el número de hogares que ac-
tualmente reciben la prestación en cada 
CC AA. Sin embargo, es significativo el 
aumento acumulado de beneficiarios en 
Andalucía, donde hasta diciembre de 
2022 se habían aprobado 166 875 expe-
dientes de IMV, cifra muy superior a los 
17 320 titulares de la Renta Mínima de 
Inserción Social en 2022. En Castilla-La 
Mancha, el IMV ha alcanzado a 20 536 
personas, frente a los 783 titulares del 
Ingreso Mínimo de Solidaridad en el 
mismo periodo. En Melilla, el IMV ha 
beneficiado a 3511 personas, frente a los 
89 beneficiarios de la RMI.

Por último, en cuanto a los efectos 
redistributivos de estos programas, el es-

tudio de Ayala et al (2016), muestra que 
el conjunto de prestaciones de exclusión 
social apenas ha conseguido reducir la 
tasa de pobreza en un 3,5 %. El escaso 
impacto que los programas de garantía 
de rentas tienen sobre la reducción de la 
pobreza nos lleva a concluir la necesidad 
de reformular estas prestaciones, o bien 
de estudiar alternativas. Atendiendo, 
además, a los nuevos retos a los que se 
enfrentan las economías occidentales: el 
cambio climático y la transición digital. 

9.4. GARANTÍA DE RENTAS, CAMBIO 
CLIMÁTICO Y TRANSICIÓN DIGITAL

Cambio climático: retos y 
oportunidades para el sistema 

de garantía de rentas

El cambio climático es uno de los retos 
más notables a los que se enfrenta la hu-
manidad en la actualidad. Los efectos 
perniciosos del calentamiento global no 
solo tienen un impacto sobre la biodiver-
sidad o la salud de las personas, sino que 
también tienen consecuencias negativas 
sobre la actividad económica, la pobreza 
y la desigualdad. Diversos estudios seña-
lan que España es uno de los países con 
mayor exposición al cambio climático, 
entre otras cosas, dada la importancia 
relativa en el país de los sectores agrícola 
y turístico, conjugada con la sensibilidad 
de estos sectores al calentamiento global 

3.	 Ambas cifras no tienen en cuenta los beneficiarios o potenciales en los territorios forales, pues han decidido no ceder los datos necesa-
rios para dicha evaluación.
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TitularesCC AA Cobertura AdecuaciónCuenta básica
mensual

Gasto anual 
por titular

2019 2019 20192019 20192022 2022 20222022 2022

22.318Andalucía 3,78% 63,48  419 4.82417.320 2,54% 65,48%451 4.459

9.401Aragón 8,37% 55,11%491 4.9747.651 6,77% 55,89%540 966

21.947Asturias 20,04% 50,66%448 5.51712.888 13,21% 50,82%448 6.051

10.449Islas Baleares 12,65% 51,49%457 2.6393.623 4,53% 58,18%491 12.495

9.973Canarias 6,25% 68,54%486 3.66316.516 9,74% 73,43%517 5.556

7.052Cantabria 14,52% 50,73%430 4.2604.217 9,40% 53,51%463 4.163

4.132Castilla-La Mancha 2,51% 76,93%546 4.296783 0,56% 70,66%525 4.390

13.069Castilla y León 8,85% 51,88%430 4.9034.845 2,48% 53,41%463 3.992

32.166

28.643

Cataluña

Madrid

5,46%

5,01%

70,06%

42,13%

644

400

8.317

5.421

104.144

6.694

16,93%

1,21%

67,29%

46,24%

664

469

5.055

3.762

179

510

Ceuta

Melilla

2,29%

5,22%

42,02%

70,48%

300

458

2.713

3.117

234

89

2,70%

1,02%

54,24%

40,36%

400

328

2.584

1.655

7.991

6.355

13.600

15.712

Extremadura

Murcia

Galicia

Navarra

12,46%

7,30%

6,24%

34,75%

83,48%

61,92%

50,46%

62,88%

537

430

403

623

5.935

2.906

3.925

6.561

5.193

2.656

10.000

17.278

8,53%

2,47%

5,00%

38,28%

90,79%

61,73%

52,05%

62,04%

579

463

434

658

4.472

2.913

3.629

5.867
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Tabla 1: Resultados de las RMI e IMV.

Fuente: Elaboración propia con datos del Informe de Rentas Mínimas de Inserción 
(varios años), AIREF (2023) y cálculos propios con datos del INE.

Nota: Los datos del IMV no tienen en cuenta los beneficiarios ni el gasto 
ejecutado en los territorios forales. 

66.508País Vasco 37,98% 64,04%667 6.35264.706 34,64% 73,94%800 5.867

3.070La Rioja 13,28% 51,06%430 4.5321.484 5,79% 50,29%463 3.996

24.108C. Valenciana 5,75% 86,30%630 6.27953.014 14,23% 85,54%664 5.310

291.771Total 11,19% 60,44%486 5.779333.335 8,54% 61,36%517 5.186

IMV 283.811 7,27% 67,21%565 6.761

TitularesCC AA Cobertura AdecuaciónCuenta básica
mensual

Gasto anual 
por titular

2019 2019 20192019 20192022 2022 20222022 2022

(Estrada et al, 2015). Asimismo, los dife-
rentes instrumentos que han adoptado 
las diversas instituciones públicas para 
mitigar los efectos del cambio climático 
y reducir las emisiones de gases de efec-
to invernadero, tales como los impuestos 
al carbono o el comercio de derechos de 
emisiones implantado por la UE, tam-
bién suponen costes de transición y gene-
ran efectos indeseados sobre la actividad 
económica, la pobreza y la desigualdad 
(Känzig y Konradt, 2023).

Es importante señalar que la rela-
ción entre la crisis medioambiental y 
las desigualdades socioeconómicas es 
bidireccional. Por un lado, parece pro-
bable que las consecuencias del cambio 
climático tienen efectos regresivos sobre 

la desigualdad y la pobreza a través de 
distintos canales. En primer lugar, la evi-
dencia muestra que los hogares de bajos 
ingresos son los que más sufren las con-
secuencias del aumento de los precios 
energéticos derivados del cambio cli-
mático y de las propias políticas climá-
ticas. En segundo lugar, la perturbación 
negativa sobre la actividad económica 
suele perjudicar más a los trabajadores 
de bajos ingresos, dado que estos suelen 
ser más dependientes de las rentas labo-
rales y más sensibles al ciclo económico. 
Finalmente, los hogares vulnerables, es-
pecialmente en zonas agrícolas, tienen 
menos recursos y más dificultades para 
emigrar a áreas más estables y protegerse 
de los fenómenos climáticos adversos. 
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Por otro lado, niveles elevados de 
pobreza y desigualdad también pueden 
contribuir al empeoramiento de la cri-
sis climática. Los impuestos al carbono o 
el comercio de derechos de emisión del 
CO2 suponen costes económicos para 
las empresas y los hogares, especialmen-
te para los hogares más vulnerables. Me-
didas de este tipo, que son necesarias 
para combatir el cambio climático pero 
regresivas y que no contemplan ningún 
tipo de contraprestación para los hoga-
res más afectados, suelen gozar de poca 
aceptación pública y son desencadenan-
tes de descontento y protestas sociales 
como la de los chalecos amarillos en 
Francia y otras similares que se han su-
cedido en distintas partes del mundo.

Dentro de este marco, el cambio cli-
mático puede jugar un rol importante en 
el sistema de garantía de rentas en cuan-
to a su cobertura, suficiencia y viabilidad 
financiera. Si se cumplen los pronósti-
cos más desalentadores, pero altamen-
te probables, de la crisis climática, en 
los próximos años veremos un aumento 
de los flujos migratorios, un aumento 
en el desempleo y aumentos conside-
rables de la pobreza y las desigualdades 
socioeconómicas. Ante este desafío, las 
administraciones públicas tienen el reto 
de proveer una red suficiente de presta-
ciones que cubra a un creciente número 
de hogares en situación de pobreza mo-
netaria y exclusión y, además, de asegu-
rar que el sistema tenga la suficiencia 
económica necesaria para disponer de 
una intensidad protectora suficiente que 
permita que los beneficiarios de dichas 

prestaciones puedan situarse por enci-
ma del umbral de la pobreza.

 Desde el punto de vista de la viabili-
dad financiera, la crisis medioambiental 
supone desafíos, pero creemos que tam-
bién puede presentar oportunidades. 
Estudios experimentales muestran que 
redistribuir la recaudación fiscal obte-
nida del impuesto sobre el carbono para 
compensar a la población más vulnera-
ble y a los perdedores más visibles de la 
transición ecológica puede contribuir a 
la aceptabilidad social de las políticas 
climáticas. Por ejemplo, el Haut Conseil 
pour le Climat (2020) señala que cuatro 
de cada cinco ciudadanos franceses en-
cuestados creen que los ingresos fiscales 
de la política climática deberían desti-
narse a reducir las desigualdades socia-
les. En esta línea, el Libro Blanco sobre 
la Reforma Tributaria (2022) señala la 
importancia de destinar los recursos ob-
tenidos de las políticas climáticas para 
compensar a los agentes más perjudica-
dos por estas. Nuevas estrategias y dise-
ños y una coordinación de las políticas 
del sistema de garantía de rentas y de las 
políticas climáticas podrían servir tanto 
para mejorar la viabilidad financiera del 
sistema como para mejorar la aceptabili-
dad de estas últimas. 

Transición digital, desigualdades 
y garantía de rentas

La transición digital de nuestras econo-
mías es un proceso imparable con bene-
ficios potenciales colosales, pero no está 
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exenta de retos y desafíos. La heterogénea 
implementación y difusión de las nuevas 
tecnologías en las empresas de los países 
occidentales ha propiciado un aumento 
de las desigualdades socioeconómicas 
(Aghion et al, 2019). Las ventajas de las 
innovaciones no se difunden de forma 
homogénea entre el sector productivo, 
sino que estas se concentran en un gru-
po de grandes empresas haciendo crecer 
las disparidades en términos de produc-
tividad (Andrews et al, 2016)4.

Siendo el aumento en la desigual-
dad salarial por procesos relacionados 
con las nuevas tecnologías un hecho en 
muchas economías occidentales, es aún 
más controvertido el papel que pueden 
jugar la robotización y la inteligencia 
artificial sobre la cantidad disponible 
de empleo. Algunos estudios pioneros 
alarmaron a la opinión pública con da-
tos nada halagüeños. Por ejemplo, para 
España, la OCDE (2019) estimó que el 
22  % de los empleos podrían estar en 
riesgo de automatización en las siguien-
tes dos décadas. No obstante, nueva evi-
dencia parece mostrar que, al menos 
hasta el momento, estos pronósticos 
no se están cumpliendo y que la inte-
ligencia artificial y la digitalización no 
están teniendo un impacto significati-
vo en la destrucción del empleo a nivel 
agregado (OCDE, 2023). Sin embargo, sí 
que hay algunas evidencias que señalan 
que en algunos sectores específicos el 
efecto desplazamiento de la inteligen-

cia artificial es dominante y se empieza 
a observar una disminución del empleo 
en industrias concretas. En este esce-
nario, sin una reinserción laboral ade-
cuada que reasigne sectorialmente a los 
trabajadores de forma suficiente para 
hacer frente a estos desafíos, el sistema 
de garantía de rentas debe jugar un rol 
crucial para minimizar los costes de la 
transición digital.

En el contexto de esta cuestión sur-
ge el debate sobre si es más convenien-
te implantar una renta básica universal 
(RBU) o reforzar el sistema de presta-
ciones asistenciales actual. La RBU, al 
ser universal e incondicional, podría 
resolver algunos problemas asociados a 
las prestaciones asistenciales, como la 
trampa de la pobreza o el non take-up 
simplificando procedimientos y costes 
burocráticos. No obstante, su principal 
desafío sigue siendo la gran cantidad 
de recursos necesarios para financiarla. 
Además, es una figura con una eleva-
da carga moral en relación a cuestio-
nes como la equidad o los incentivos 
al trabajo, lo que dificulta el consenso 
político necesario para implementarla. 
En cualquier caso, la evidencia de los 
efectos potenciales de la RBU todavía 
es escasa y se hace necesaria una mayor 
evaluación para dilucidar si será conve-
niente en los próximos años transitar 
hacia un modelo universal e incondicio-
nal en el sistema de garantía de rentas 
en España. 

4.	 Para complementar una perspectiva sobre la transición digital en relación a la desigualdad territorial, ver el capítulo 6 de este informe.
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9.5. REFORMA DEL SISTEMA 
PÚBLICO DE GARANTÍA DE RENTAS: 
SOSTENIBILIDAD Y FINANCIACIÓN

La sostenibilidad es el argumento más 
recurrido para fundamentar las reformas 
de los sistemas públicos de pensiones. 
Las tendencias demográficas (envejeci-
miento, aumento de la esperanza de vida 
y bajas tasas de natalidad) parecen so-
meter a los sistemas públicos a un estrés 
financiero difícilmente solucionable sin 
las reformas pertinentes. La tendencia 
es a un fuerte incremento del gasto pú-
blico social, no sólo en las prestaciones 
monetarias como las pensiones, sino en 
el gasto sanitario y en dependencia. Esta 
es una tendencia que se da en todos los 
países desarrollados (Rouzet et al, 2019).

Sin embargo, una variable clave en 
esta coyuntura es la productividad. El 
crecimiento sostenido de la productivi-
dad permitiría, por ejemplo, aumentar 
las cotizaciones sin afectar el empleo y 
los beneficios de las empresas. El creci-
miento de la productividad puede pro-
porcionar un importante margen de 
maniobra para equilibrar un sistema 
público de Seguridad Social de reparto. 
En un informe del Banco de España se 
puede leer que: “en definitiva, mayores 
tasas de crecimiento de la productividad 
permitirían que las pensiones de jubi-
lación fueran más altas aún cuando su 
tasa de sustitución fuera más baja, por 
lo que el nivel de vida de los jubilados 
mejoraría, si bien su renta relativa con 
respecto a las cohortes de población en 
edad de trabajar disminuiría” (Hernán-

dez de Cos, Jimeno y Ramos, 2017: 30). 
El mantenimiento del poder adquisitivo 
de las pensiones en un sistema público 
de reparto también depende, en defini-
tiva, del crecimiento de la productividad.

Por otro lado, el diseño de la finan-
ciación de un sistema de pensiones debe 
realizarse teniendo en cuenta la natura-
leza del sistema público que se pretende 
financiar. En un sistema público de re-
parto no estricto, necesitamos incorporar 
otras fuentes de financiación distintas a 
las cotizaciones. Además, si no queremos 
reducir la cuantía de las pensiones a me-
dio y largo plazo, debemos incrementar 
los ingresos del sistema en un porcentaje 
alrededor de las estimaciones del gasto 
público. Esto abre, sin duda, las puertas 
al trascendental debate sobre la financia-
ción fiscal de la Seguridad Social (Ochan-
do, 2017). Es cierto que muchos expertos 
siguen defendiendo que el instrumento 
financiero básico para la financiación de 
las pensiones debe seguir siendo el de las 
cotizaciones. Pero no es menos cierto que 
la actual insuficiencia de recursos finan-
cieros de la Seguridad Social en España 
ha hecho que muchos expertos y analistas 
planteen soluciones alternativas al actual 
modelo de financiación de las pensiones. 
Cada vez más expertos plantean la nece-
sidad de buscar nuevos mecanismos de 
financiación no dependientes del empleo 
y los salarios, diferentes a las tradiciona-
les cotizaciones sociales, que aumenten 
los ingresos estructurales del sistema pú-
blico (Zubiri, 2016; Ruesga, 2013; Suárez, 
2014; Fundación Largo Caballero, 2017; 
De Haro, 2018).
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Financiación fiscal Nuevas fuentes 
de financiación

-	 Recargo impositivo 
para rentas altas

-	 Eliminación desgrava-
ciones fiscales planes 
privados de pensiones

-	 Aumento impuesto de 
sociedades

-	 Imposición sobre el 
capital, la riqueza y  
el patrimonio

-	 IVA social

-	 Aumento de imposi-
ción especial (tabaco, 
energía, hidrocarburos, 
bebidas alcohólicas) 

-	 Aumento de fiscalidad 
medioambiental

-	 Emisión Deuda Pública

-	 Impuesto demográ-
fico, `tasa de reserva 
demográfica´ o de  
solidaridad

-	 Modelo francés (con-
tribución Social Gene-
ralizada, contribución 
para el Reembolso de la 
Deuda Social, contribu-
ción a la Solidaridad)

-	 Cesta de nuevos 
impuestos extraordi-
narios (banca, transac-
ciones financieras)

Reforma del sistema 
de cotizaciones

Financiación finalista 
del Estado 

-	 Aumento de bases 
máximas

-	 Igualación tipos de co-
tización por regímenes

-	 Cotización de autóno-
mos por ingresos  
reales

-	 Supresión exenciones,  
deducciones, bonifica-
ciones y tarifas planas

-	 Exención en la base  
de cotización para las 
rentas de trabajo infe-
riores (tipo cero  
de gravamen)

-	 Aumento de tipos  
de cotización

-	 Trasladar cotizaciones 
por desempleo a  
pensiones 

-	 Escala variable o móvil 
de cotización que con-
sidere la dimensión o 
tamaño de la empresa 
(según el número  
de trabajadores y/o el 
volumen de negocio)

-	 Mejora en la gestión y 
lucha contra el fraude

-	 Financiación de  
los déficits presentes  
y/o futuros

-	 Financiación de las 
pensiones de super-
vivencia (viudedad, 
orfandad y a favor  
de familiares)

-	 Financiación de  
los gastos de adminis-
tración, gestión  
y personal

-	 Financiación de la 
revalorización de las 
pensiones

-	 Financiación de los  
déficits de los regíme-
nes especiales

-	 Financiación de las 
bonificaciones y reduc-
ciones de las cuotas

-	 Financiación de las po-
líticas de conciliación

Tabla 2: Estrategias de financiación del sistema público de pensiones.

Fuente: Elaboración propia.
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Existen algunas razones para no ba-
sar la financiación del sistema público 
solamente en el empleo y los salarios. 
Entre ellas, (1) que el crecimiento econó-
mico actual es insuficiente si no se re-
vierten los empleos precarios y de bajos 
salarios; (2) que podemos transitar a un 
mundo económico de menos empleo 
por la digitalización de la economía, 
como se ha tratado en el apartado ante-
rior y (3) que la distribución de la renta 
es hoy más desigual y, por consiguiente, 
la masa salarial sobre el total de la renta 
nacional es cada vez menor.

En este contexto, existen cuatro es-
trategias para aumentar la financiación 
del sistema público de pensiones: la re-
forma de las cotizaciones; la financia-
ción finalista del Estado (aumentar las 
transferencias del Estado a la Seguridad 
Social); aumentar la financiación fiscal 
ya existente; y crear nuevos impuestos fi-
nalistas. Como se desprende de la Tabla 
1, existen muchas alternativas institucio-
nales. La elección final debe responder, 
como no puede ser de otra manera en 
un sistema político democrático, a las 
preferencias de la ciudadanía. Para ello 
haría falta fomentar y facilitar un debate 
informado sobre la cuestión.

Como muestra la Tabla 1, existen mu-
chas alternativas fiscales para aumentar 
la financiación del sistema público de 
pensiones. Algunas pueden ser imple-
mentadas a corto plazo (reforma de las 
cotizaciones y financiación finalista del 
Estado), mientras que otras es probable 
que requieran un periodo de maduración 
(diseño, aprobación y ejecución) y de con-

senso más largo. En definitiva, lo que se 
quiere expresar con el cuadro es que lo 
importante es la capacidad de la sociedad 
para seguir generando renta y riqueza. Si 
esta condición económica se cumple, el 
diseño institucional fiscal dependerá de 
nuestras decisiones y preferencias colec-
tivas. A esto se añade la importancia, por 
supuesto, de perseverar en la lucha con-
tra el fraude, la evasión fiscal y la econo-
mía informal o sumergida.

9.6. CONCLUSIONES 
Y RECOMENDACIONES

La sostenibilidad futura de las pensiones 
depende de la evolución de la economía 
y del mercado de trabajo (empleo, tasa de 
actividad, productividad, tasa de creci-
miento salarial, distribución de la renta 
y la riqueza). Por consiguiente, la política 
económica puede contribuir a garantizar 
una mejor sostenibilidad económica del 
sistema público de pensiones actuando so-
bre dichas variables económicas. Además: 

1.	 La reforma del sistema de pensiones 
empieza por una mayor inversión 
pública en la infancia. Por tanto, 
adquieren centralidad en las futuras 
reformas las políticas de ayuda a las 
familias, una mayor implicación de 
los varones en la crianza de los hijos 
(permisos de paternidad y materni-
dad iguales e intransferibles), la dis-
ponibilidad de guarderías públicas y 
otras infraestructuras educativas de 0 
a 3 años, la reducción de la jornada la-
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boral por motivos de conciliación, etc. 
También el fenómeno de la inmigra-
ción puede tener unas consecuencias 
económicas positivas sobre la viabili-
dad futura del Estado del bienestar, ya 
que produce un aumento de la recau-
dación fiscal asociada a la imposición 
del trabajo (cotizaciones sociales) y el 
impuesto de la renta. Los inmigrantes 
tienen una alta tasa de actividad, ma-
yor que la población nativa, y la edad 
media de afiliación suele ser inferior 
a la edad media del total de cotizan-
tes a la Seguridad Social Además, una 
parte de los inmigrantes vuelven a su 
país sin haber cotizado lo suficiente 
para recibir las pensiones.

2.	 El IMV supone avanzar hacia la ge-
neración de un derecho común en 
todo el territorio y es necesario 
continuar su desarrollo. Sin embar-
go, este se enfrenta a tres problemas 
principales que a solventar: la falta de 
adecuación, la trampa de la pobreza y 
el elevado non-take-up.

a.	 Es necesario indexar las presta-
ciones sociales al salario mínimo 
interprofesional (SMI) para así ge-
nerar cuantías que se actualicen 
de acuerdo con el crecimiento 
económico y los niveles de renta. 
Este hecho incrementaría y garan-
tizaría la adecuación del IMV.

 b.	 La compatibilidad del IMV con las 
rentas obtenidas en el mercado la-
boral, regulado en el Real Decreto 
789/2022, ha sido un avance muy 
positivo para evitar la trampa de 
la pobreza en los beneficiarios. 
Se debe continuar avanzando, no 
obstante, en este sentido. 

c.	 Al hilo de las recomendaciones 
de la AIReF (2023), es necesario 
simplificar el procedimiento ad-
ministrativo y el modelo de ges-
tión del IMV. En este sentido, es 
preciso automatizar la gestión e 
integrar distintas fuentes de in-
formación administrativa en una 
base de datos común, que permi-
ta la gestión de las prestaciones y 
transferencias directas. 

d.	 Para fomentar la evaluación del 
IMV, es necesario ofrecer infor-
mación acerca del número de be-
neficiarios cada mes (saldo vivo), 
frente al registro de altas acumu-
ladas del que se dispone actual-
mente. Y, además, es necesario 
integrar los datos del IMV con los 
ofrecidos por el Informe de Ren-
tas Mínimas de Inserción para te-
ner una panorámica completa del 
sistema de RMI5.

5.	 Para una perspectiva sobre el ingreso mínimo vital por parte de expertos, responsables públicos y sociedad civil y profundizar en 
recomendaciones para su reforma puede verse el documento de trabajo de la Fundación Alternativas El ingreso mínimo vital: Eva-
luación de los tres primeros años de la gran iniciativa social (2024). Disponible en: https://fundacionalternativas.org/wp-content/
uploads/2024/02/FINAL_INTERIOR_INGRESO_MINIMO_VITAL.pdf. 
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3.	 Utilizar los ingresos generados por 
los impuestos al carbono para fi-
nanciar programas de apoyo a ho-
gares vulnerables, asegurando que 
la transición ecológica sea social-
mente justa. A su vez, coordinar las 
estrategias de mitigación del cambio 
climático con políticas sociales y con 
el sistema de garantía de rentas para 
evitar impactos desproporcionados 
en la pobreza y la desigualdad.

4.	 Establecer mecanismos de evalua-
ción para medir el impacto de la 
transición digital sobre el empleo 
de forma continua y reforzar el sis-
tema de garantía de rentas para ase-
gurar un colchón financiero para 
los trabajadores que puedan perder 
empleo durante esta transición. Asi-
mismo, iniciar un debate sobre la 
implementación de una renta básica 
universal, considerando sus ventajas 
y desventajas y realizando estudios y 
programas experimentales.

5.	 Es necesario abrir el debate de la 
financiación fiscal del sistema pú-
blico de pensiones desde las insti-
tuciones públicas. Este debate puede 
centrarse en diseñar nuevos impues-
tos que nutran de la financiación ne-
cesaria al sistema público, aunque no 
necesariamente tengan un carácter 
finalista. Fomentar, además, un deba-
te ciudadano informado sobre estas 
cuestiones sería deseable.
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10.1 INTRODUCCIÓN

La transición demográfica señala la orga-
nización social de los cuidados como uno 
de los principales retos para el diseño e 
implementación de las políticas sociales 
en el actual contexto europeo. La nove-
dad no reside en la necesidad de atender 
a los cuidados, sino en la aceleración de 
la magnitud e intensidad del fenómeno, 
que representa un nuevo riesgo social 
para el Estado del bienestar (Taylor-
Gooby, 2004). Los análisis relacionan 
la emergencia de este escenario con las 
transformaciones sociodemográficas, los 
cambios en las familias y la mayor pre-
sencia de las mujeres en el mercado labo-
ral (Moreno et al, 2017; Comas-d’Argemir 
y Bofill-Poch, 2022). La aceleración del 
envejecimiento de la población, la reduc-
ción de la natalidad o el aumento de las 
parejas de doble ingreso provocan el lla-
mado care gap (Pickard, 2012), de manera 
que todas las predicciones demográficas 
apuntan al crecimiento exponencial de 
la demanda de cuidados de larga dura-
ción (Durán, 2018; Oficina C, 2023). A la 
vez que se constatan los déficits del sis-
tema vigente para cubrir y dar respuesta 
a las necesidades sociales que se derivan 
de dicha situación.

Desde una dimensión global, este 
escenario se reconoce como la crisis de 
los cuidados (Pérez-Orozco, 2006) y, en-
tre otros fenómenos, desata las cadenas 
globales de cuidados (Hochschild, 2001) 
o el care drain (Bettio et al, 2006). Desde 
una dimensión local, este escenario se 
refleja en la vida cotidiana de la ciuda-

danía con impactos distintos según los 
ejes de desigualdad. El género, la clase 
social y el origen aparecen como varia-
bles centrales para entender la arquitec-
tura del cuidado caracterizada por una 
distribución desigual entre personas 
cuidadoras y receptoras a tenor del con-
texto sociopolítico (Comas-D’Argemir 
y Soronellas-Masdeu, 2021). Como con-
secuencia, el desequilibrio cuantitativo 
entre las crecientes necesidades y las po-
sibilidades de atención refuerza las des-
igualdades sociales existentes. Ante el 
incremento de la demanda, la provisión 
de cuidados se divide entre su resolución 
en el ámbito privado y familiar según las 
condiciones materiales de existencia (Ez-
querra y Celi, 2023) y su atención desde 
las políticas sociales que, a menudo, si-
guen recurriendo a la familia como prin-
cipal responsable (León y Pavolini, 2014). 
Además, el ámbito laboral se caracteriza 
por la feminización de la mano de obra 
y la precariedad de las condiciones de 
trabajo (Recio et al, 2015).  Con todo, el 
principal recurso para atender los cuida-
dos sigue siendo las mujeres dentro de 
las familias y la mano de obra femenina, 
especialmente de origen inmigrante, en 
el mercado de trabajo.

La insuficiencia de la red de recur-
sos y servicios públicos se agrava con 
las crisis acaecidas durante las primeras 
décadas del siglo xxi. Tanto la recesión 
económica y la expansión de políticas 
neoliberales de recortes sociales como la 
crisis de la COVID-19 obligan a repensar 
la organización social de los cuidados. 
El llamado paradigma de la austeridad 
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supone un freno al desarrollo del cuarto 
pilar del Estado del bienestar, pensado 
para ensanchar la capacidad de respues-
ta de los gobiernos ante la creciente de-
manda de cuidados (Del Pino y Rubio, 
2013; Ibáñez y León, 2014; Picchi, 2016 y 
Rodríguez Cabrero, 2018). Asimismo, la 
crisis de la COVID-19 ha evidenciado la 
fragilidad del modelo de atención a los 
cuidados, especialmente de las perso-
nas mayores y dependientes (Capano et 
al, 2020; Martínez-Buján y Moré, 2021 o 
Daly et al, 2022). En este escenario de 
transición demográfica que coincide 
con la necesidad de una transición eco-
social justa, crece el riesgo de producir 
nuevas desigualdades sociales. Ni las 
políticas públicas, ni el recurso familiar 
alcanzan a atender las demandas cre-
cientes, siendo el acceso a los servicios 
privados limitado según las condicio-
nes socioeconómicas y actuando como 
reproductor de desigualdades de géne-
ro, clase y origen. Así, como argumenta 
Muntané (2023), la que ha sido denomi-
nada crisis demográfica es más bien una 
crisis de cuidados.

Ante la insostenibilidad del sistema 
en una época de cambio, surge la nece-
sidad de repensar  el Estado del bienes-
tar. Una de las cuestiones prioritarias 
para el diseño de políticas sociales es 
revisar cómo se distribuye la provisión 
de los cuidados de larga duración entre 
los principales actores con capacidad 
de dar respuesta: estado, familia, mer-
cado y comunidad. En esta tesitura, el 
modelo de cuidados se encuentra en un 
proceso de transición estratégico para 

la definición de las políticas públicas: 
el sistema ya no puede limitarse a te-
ner como eje prioritario la producción 
de bienes y servicios. Entre las distintas 
propuestas a debate, destacan dos estra-
tegias que comparten un mismo interés 
por reforzar la dimensión comunitaria 
de los cuidados: la democratización y  
la desinstitucionalización.

El objetivo de este capítulo es apor-
tar elementos teóricos y empíricos que 
contribuyan a pensar cómo desde el 
Estado del bienestar se puede afrontar 
el reto de la transición demográfica. 
En concreto, se apunta la necesidad de 
avanzar en el diseño e implementación 
de políticas de cuidados en clave local 
desde una perspectiva comunitaria. En 
primer lugar, se presentan las principa-
les ideas que introducen las estrategias 
de desinstitucionalización y democrati-
zación. A continuación, se caracteriza el 
actual escenario español para, en tercer 
lugar, presentar distintas experiencias 
políticas a nivel local como buenas prác-
ticas que sirven de base empírica para 
las recomendaciones finales. 

10.2. DEMOCRATIZAR Y DESINSTI-
TUCIONALIZAR LA PROVISIÓN DE 

CUIDADOS COMO RESPUESTAS A LA 
TRANSICIÓN DEMOGRÁFICA

La situación que conllevó la pandemia 
puso al descubierto tanto la escasez 
de las políticas sociales pensadas para 
atender las necesidades de cuidados a 
lo largo del ciclo vital, como la respon-
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sabilidad de la familia (un eufemismo 
para referirse a las mujeres), en cubrir 
los múltiples vacíos que dejan los lími-
tes del modelo público de cuidados. Las 
contradicciones y los límites del modelo 
de bienestar actual ante el escenario de 
transición demográfica generan nuevos 
riesgos sociales que abundan en la es-
casa socialización de la responsabilidad 
de cuidados y la alta precarización del 
sector laboral que representan (More-
no, 2021a). Este escenario es compar-
tido a nivel europeo. Sin embargo, se 
articulan distintas respuestas, acorde 
a los regímenes de bienestar, según la 
distribución de responsabilidades entre 
estado, mercado, familia y comunidad 
(Leitner, 2003; Bettio y Verashchagina, 
2012; Greve, 2017). Se trata de cuatro es-
feras que no tienen límites claros y que 
se articulan dibujando un mosaico de 
los cuidados (Comas-D’Argemir y Soro-
nellas-Masdeu, 2021). Desde esta pers-
pectiva, emergen distintos modelos en 
función del nivel de socialización, mer-
cantilización, individualización, familia-
rización y feminización de las respuestas 
que, a su vez, repercuten en la estructura 
poblacional, reforzando o debilitando 
los ejes de desigualdad que la atraviesan 
(Saraceno, 2010). 

A pesar de que la preocupación por el 
social care (Daly y Lewis, 2000) aparece 
en la agenda científica a finales del siglo 
xx, ha sido necesaria una pandemia para 
alcanzar un mayor  reconocimiento so-

cial que trascienda con fuerza en la agen-
da política. Así lo constata el volumen de 
acuerdos, estrategias y planes aprobados 
en los últimos años entre los que destaca 
la Estrategia Europea de Cuidados a nivel 
europeo, junto al Plan de choque para el 
impulso del Sistema para la Autonomía 
y la Atención a la Dependencia, o el do-
cumento Bases para los Cuidados y la 
Estrategia Estatal de Desinstitucionali-
zación a nivel español1. 

El momento actual coincide con 
una segunda fase en el proceso de re-
visión del sistema de provisión de cui-
dados. Tanto la experiencia acumulada 
con las políticas impulsadas desde ini-
cios del siglo xxi, como los aprendiza-
jes de la pandemia sirven de base para 
justificar la necesidad de pensar en po-
líticas de cuidados en clave local y co-
munitaria. Básicamente, se considera 
que las instituciones más pegadas al te-
rritorio pueden captar mejor la deman-
da de cuidados y responder a la garantía 
de equidad social  en su atención y res-
puesta (Fantova, 2021). Reconociendo la 
importancia de los niveles de gobierno 
supranacionales y nacionales en la defi-
nición de los marcos normativos, tam-
bién se constatan sus limitaciones en 
cuanto a la materialización de los mis-
mos. Sobre todo, si se tiene en cuenta 
la naturaleza de los cuidados en com-
paración con otros derechos universa-
les como son los vinculados a la salud o 
educación. Aun compartiendo muchos 

1.	 Para más detalle ver: https://www.mdsocialesa2030.gob.es/derechos-sociales/docs/estrategia-estatal-de-cuidados-v8.pdf.
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aspectos, la atención pública a los cuida-
dos entendidos como riesgo social debe 
hacer frente a las dificultades sociocul-
turales que acarrea un ámbito percibido 
como privado. Esta percepción explica 
por qué se manifiestan más resistencias 
a la intervención pública tanto desde 
dentro de las estructuras profesionales 
y administrativas como desde el imagi-
nario ciudadano (Moreno et al, 2017).

En este punto, surgen distintas es-
trategias sobre cómo revisar la organiza-
ción de los cuidados para avanzar hacia 
un modelo más justo socialmente que 
permita hacer frente a los déficits de los 
sistemas de provisión vigentes, así como 
frenar las crecientes desigualdades que 
potencialmente pueden producir las 
transiciones demográfica, digital y cli-
mática. Se trata de propuestas orientadas 
a potenciar la dimensión público-co-
munitaria ante el riesgo de acentuar la 
fractura social por: desatender a los los 
colectivos más vulnerables y frágiles de 
la pirámide de edad; expandir un mer-
cado privado de cuidados segregador, 
especialmente de plataformas y tecnoló-
gico junto a la brecha digital; e ignorar 
el impacto de la crisis climática en la 
población que no tiene autonomía para 
desarrollar las actividades básicas de la 
vida diaria. Dos de las propuestas que 
emergen como respuesta política apun-
tan a la democratización y la desinstitu-
cionalización de los cuidados. 

La democratización 
de los cuidados

Desde una perspectiva centrada en la 
justicia social, se introduce la necesi-
dad de democratizar el modelo de cui-
dados de larga duración como una de 
las mayores garantías de equidad social 
en el actual contexto de transición de-
mográfica. Se argumenta la necesidad 
de reforzar la responsabilidad pública 
de un ámbito que ha tendido a indivi-
dualizarse e invisibilizarse en el espacio 
privado contribuyendo a su familiariza-
ción, feminización y mercantilización 
(Comas-D’Argemir, 2019). Un aspecto 
fundamental para avanzar en la direc-
ción que señala la democratización de 
los cuidados es el impulso de la dimen-
sión comunitaria (Vega et al, 2018). A 
pesar de la complejidad conceptual de 
dicha dimensión, se comparte la idea de 
que lo comunitario puede contribuir a 
un reparto más justo de responsabilida-
des orientado a desfamiliarizar, desfe-
meminizar y desmercantilizar.  Además, 
algunas voces defienden la necesidad de 
potenciar desde lo público los cuidados 
comunitarios para avanzar en una pro-
tección social más cooperativa y partici-
pativa (Martínez-Buján, 2019).

En el caso español, el documento 
de Bases por los Cuidados2  elaborado 
por la Mesa Asesora por los Cuidados 
impulsada por el Ministerio de Igual-
dad y el Ministerio de Derechos Socia-
les y Agenda 2030, durante la legislatura 
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pasada (2019-2023), materializa la idea 
de la democratización con el derecho a 
los cuidados: “La reivindicación de un 
derecho al cuidado pretende revertir la 
actual situación en la que la inexisten-
cia de corresponsabilidad convierte a los 
cuidados en una responsabilidad a re-
solver en los hogares (cuidados familia-
rizados) con los recursos privadamente 
disponibles: tiempo para cuidar gratui-
tamente, con el consecuente impacto en 
el ejercicio de otros derechos de quienes 
asumen esta función, fundamentalmen-
te mujeres; o dinero para comprar cuida-
dos (cuidados mercantilizados) […]. Los 
cuidados han de entenderse como un 
derecho que, además, facilita el acceso a 
otros derechos” (p. 29-30). 

La desinstitucionalización 
de los cuidados

Desde una perspectiva centrada en las 
políticas públicas, se cuestiona la ten-
dencia a institucionalizar la provisión 
de cuidados en centros residenciales al 
margen de la vida cotidiana de las per-
sonas. Siguiendo las propuestas articula-
das a nivel europeo (Rostgaard, 2020), se 
plantea la necesidad de garantizar desde 
lo público la socialización de los cuida-
dos, a partir de un modelo de gestión de 
los servicios integral que fomente el en-
torno domiciliar y comunitario siempre 
que sea posible. El caso sueco es uno de 
los principales referentes de este mode-

lo caracterizado por el apoyo público a 
la demanda de cuidados en los hogares 
(Peterson, 2021). Algunas de las reformas 
impulsadas a nivel europeo comparten 
estas dos tendencias en la llamada línea 
de actuación ageing-in-place: respetar 
las preferencias de las personas usuarias 
y sus familias; así como reforzar o volver 
a la atención domiciliaria. 

En este sentido, existe un amplio 
consenso a nivel europeo sobre la ne-
cesidad de impulsar modelos de cuida-
dos que favorezcan la permanencia de 
las personas en su entorno domiciliar y 
comunitario, reduciendo la cobertura e 
intensidad de los cuidados instituciona-
lizados en centros residenciales. Se busca 
garantizar los derechos de las personas 
y su bienestar cotidiano, en un proceso 
de transformación que supone pasar del 
modelo de cuidados basado en la aten-
ción asistencial en instituciones a un 
modelo de atención comunitaria y per-
sonalizada. El objetivo es garantizar que 
las personas puedan elegir dónde vivir y 
hacerlo integradas en su comunidad. 

En el caso español, la Estrategia Es-
tatal de Desinstitucionalización para una 
Buena Vida en Comunidad3 presentada 
en 2023 define la desinstitucionalización 
como: “un proceso de cambio en las mo-
dalidades de cuidados y apoyos a las perso-
nas, desde entornos institucionales hacia 
servicios de apoyo en la comunidad en los 
que se promueve la participación social y 
apoyos domiciliarios y comunitarios ajus-
tados a las necesidades, la voluntad y las 
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3.	 Para más detalle ver: https://estrategiadesinstitucionalizacion.gob.es/.
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preferencias de las personas, contribuyen-
do a su bienestar, a su desarrollo integral 
y a un proyecto de vida elegido” (p. 6). La 
mencionada Estrategia se impulsa desde 
el Ministerio de Derechos Sociales y Agen-
da 2030 y en el marco de los compromisos 
del Plan de Recuperación, Transformación 
y Resiliencia, con el fin de fomentar con-
textos comunitarios accesibles, prevenir la 
institucionalización, transformar las ins-
tituciones residenciales, desarrollar servi-
cios de apoyo en la comunidad y potenciar 
la atención personalizada.

Buenas prácticas e interrogantes

Tomando como referencia el marco es-
tratégico que dibuja la democratización 
y la desinstitucionalización de los cuida-
dos, el tercer apartado de este capítulo 
presenta distintas experiencias que evi-
dencian el potencial transformador de 
las políticas de cuidados en clave local. 
Sin embargo, a pesar de que ambos con-
ceptos, democratizar y desinstitucionali-
zar, introducen un nuevo planteamiento 
en el proceso de revisión  del modelo de 
cuidados ante la transición demográfica, 
también suscita algunos interrogantes. A 
grandes rasgos, se plantea hasta qué pun-
to lo comunitario impulsado desde lo pú-
blico incide en una provisión más justa 
de los cuidados basada en una mayor so-
cialización de su responsabilidad, la pro-
fesionalización del trabajo que conllevan 
y la disminución de las desigualdades 
sociales que acarrean. Más concretamen-
te, surge un conjunto de interrogantes 

en torno a la necesidad de encontrar un 
equilibrio entre la responsabilidad públi-
ca y el impulso de la dimensión comuni-
taria en los cuidados: ¿Cómo evitar que 
la dimensión comunitaria reproduzca 
las desigualdades sociales? ¿Cómo fo-
mentar en la ciudadanía la responsabili-
dad ética de los cuidados sin reforzar la 
obligación moral de los mismos? ¿Cómo 
hacer compatible las preferencias de las 
personas con los criterios profesionales? 
¿Cómo avanzar en la desinstitucionaliza-
ción reconociendo también la necesidad 
de centros residenciales y centros de día? 
¿Cómo evitar que el impulso del entorno 
domiciliar y comunitario en los cuida-
dos implique un riesgo de instituciona-
lizar el hogar, reforzar la responsabilidad  
familiar y favorecer la precariedad e  
informalidad laboral?

10.2. TRANSICIÓN DEMOGRÁFICA 
Y SISTEMA DE CUIDADOS ESPAÑOL: 

TENSIONES Y RETOS

España es el cuarto país europeo con 
mayor proporción de personas mayores, 
el 20,1 % de la población tiene más de 
65 años y se espera un crecimiento ex-
ponencial de esta cifra a medida que la 
generación del baby boom alcance esa 
edad (Oficina C, 2023). En concreto, los 
datos elaborados por el Instituto Nacio-
nal de Estadística (INE, 2021) apuntan, 
con relación al envejecimiento, que la 
población de 65 años y más alcanzará 
el 28,8 % en 2040 y el 31,5 % en 2050. 
Según estas mismas proyecciones, la 
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tasa de dependencia4 que en 2020 era 
del 54,2 %, alcanzará el 70,1 % en 2040 
y el 81,1 % en 2050. Como consecuen-
cia de este proceso, por un lado, tendrá 
lugar el fenómeno del envejecimiento 
que, entre otras tendencias, implicaría 
el crecimiento de la población mayor 
de 100 años (12 551 personas en 2020) 
que alcanzaría la cifra de 217 344 en 50 
años (2070). Por otro lado, las mismas 
simulaciones demográficas apuntan que 
la pérdida de población se concentraría 
en el tramo de edad relativo a la men-
cionada generación sándwich, con una 
edad comprendida entre los 30 y 49 
años, que se reduciría en 4,2 millones 
de personas en 15 años (representando 
un 28,5 % menos) y en 6 millones hasta 
2066 (representando un 40,1 % menos). 
Por el contrario, se incrementarían to-
dos los grupos de edad a partir de los 
70 años, siendo el grupo 55-59 años el 
que acumularía más efectivos en 2031 y 
2066 (desbancando al grupo 40-44 años 
que fue mayoritario en 2016). Además, 
los datos también apuntan el crecimien-
to sostenido de la esperanza de vida al 
nacer, que llegaría a 83,6 años en el caso 
de los hombres y 88 años en el caso de 
las mujeres en 2039 y a 85,8 años y 90 
años respectivamente en 2069. 

El conjunto de estos datos evidencia 
el reto que supone la transición demo-
gráfica y la crisis de cuidados subya-
cente. Se trata de un escenario dónde 
también cabe considerar el riesgo de 

ver incrementadas las desigualdades so-
ciales al considerar la heterogeneidad 
social de la población envejecida (Ofi-
cina C, 2023). Además, para completar 
el diagnóstico, es preciso caracterizar 
brevemente el modelo español de cuida-
dos a partir de tres rasgos considerados 
centrales para su identificación: familia-
rismo implícito, discurso universalista y 
desequilibrio territorial.

Familiarismo implícito

Las clasificaciones propuestas para iden-
tificar los distintos regímenes de cuida-
do de larga duración (Bettio et al, 2006; 
Lyon y Gluksmann, 2008) caracterizan 
el modelo español, como el resto de los 
países del sur de Europa, por el papel 
central de la familia y la débil red de ser-
vicios sociales: el 73,6 % de los cuidados 
dependen mayoritariamente de mujeres 
dentro de las famílias (Oficina C, 2023). 
Se suele considerar como un ejemplo de 
familiarismo implícito (Saraceno, 2010), 
donde el soporte familiar, sustentado por 
el ideal de cuidados “en casa y con la fa-
milia”, acompaña una visión asistencia-
lista de los servicios públicos (Moreno et 
al, 2017). Unos servicios que se perciben 
como sustitutos de la familia y no como 
un derecho universal de ciudadanía. Ade-
más, como respuesta a la escasez de ser-
vicios de cuidados, destaca la importante 
presencia de mujeres inmigradas que, 
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4.	 Siguiendo la definición del INE, la tasa de dependencia hace referencia al cociente entre la población perteneciente a un determi-
nado ámbito menor de 16 años o mayor de 64 (potencialmente inactiva) entre la población de 16 a 64 años (potencialmente activa), 
expresado en tanto por cien. 
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desde la formalidad o informalidad del 
servicio doméstico, cubren buena parte 
de las necesidades (Moré, 2018; Díaz-Gor-
finkel y Martínez-Buján, 2018). Se estima 
que más del 30 % de las cuidadoras se 
encuentra en una situación de economía 
sumergida (Oficina C, 2023).

En resumen, este sistema de aten-
ción se basa, principalmente, en el traba-
jo no remunerado de las mujeres en los 
hogares, con una escasa participación 
de los servicios sociales y con una cre-
ciente privatización a través del servicio 
doméstico (Picchi, 2016; Martínez-Buján 
y Moré, 2021).  Las desigualdades de este 
modelo de cuidados en términos de gé-
nero, clase social y origen, así como sus 
incompatibilidades con la sostenibilidad 
de la vida han sido ampliamente con-
trastadas (Vega et al, 2018; Roca Escoda, 
2018; Comas d’Argemir y Bofill, 2022).

Discurso universalista, 
prácticas asistencialistas

El caso español también se caracteriza 
por tener un discurso universalista en 
relación a los cuidados desde la aproba-
ción de la Ley 39/2006 de Promoción de 
la Autonomía Personal y Atención a las 
Personas en Situación de Dependencia 
(LAPAD), mientras que persisten unas 
prácticas e imaginarios asistencialistas 
que condicionan las preferencias de las 
personas (Moreno et al, 2017). En efecto, 
uno de los aspectos fundamentales para 
construir el discurso universalista en tor-
no a la dependencia es la aprobación de la 

LAPAD. Un marco normativo que recono-
ce, por vez primera, el derecho subjetivo 
de ciudadanía a los cuidados de larga du-
ración a través del sistema público estatal. 
Este cambio legislativo introduce la posi-
bilidad de un proceso de transición hacia 
un nuevo planteamiento de los servicios, 
basado en cuidados profesionales, con la 
construcción del Sistema para la Autono-
mía y Atención a la Dependencia (SAAD). 
Como explican Martínez et al (2020), Es-
paña es un país que inició de manera tar-
día y con muchas dificultades la política 
de atención a la dependencia, de mane-
ra que aún tiene mucho camino por re-
correr. Existe una brecha que separa el 
contenido de la ley de la realidad social, 
dando como resultado un reconocimien-
to de derechos no efectivos: el sistema no 
responde a los principios de universali-
dad, carácter público, igualdad efectiva y 
no discriminación que contempla la LA-
PAD. Las razones de esta brecha señalan 
problemas de financiación, diseño y ges-
tión de la ley. En esta línea, se evidencia a 
continuación cómo la implementación de 
la norma, desplegada de forma insuficien-
te, conlleva desigualdades sociales, preca-
riedad laboral y fragmentación territorial.

En primer lugar, existe consenso en 
apuntar a los problemas de financiación 
que acompañan la LAPAD desde sus ini-
cios. En 2021, el SAAD se financió con 
un 0,82  % del PIB (10 000 millones de 
euros), mientras que la media europea se 
sitúa en el 1,7  % del PIB, considerando 
que algunos países nórdicos y los Países 
Bajos encabezan la lista con partidas del 
3,5 % del PIB (Oficina C, 2023). 
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En segundo lugar, se señalan proble-
mas en el diseño de la norma, tanto con 
relación al contenido como a la gober-
nanza. Por un lado, se pone de manifies-
to el efecto no previsto de incorporar en 
la cartera de servicios la Prestación para 
Cuidados en el Entorno Familiar (PE-
CEF). Básicamente, porque desde su pri-
mer año de implementación representa la 
prestación más frecuente, de modo que el 
mayor porcentaje de personas beneficia-
rias de la ley recibe el principal cuidado 
en casa y por parte de algún familiar (Sas-
tre y Martínez, 2022). Ello explica la baja 
intensidad de la cobertura institucional 
y asistencial, así como la persistencia de 
la familiarización y feminización de los 
cuidados, junto a la dificultad de profe-
sionalización de los mismos (Moreno et 
al, 2017). Por otro lado, el diseño de la go-
bernanza se caracteriza por la descentra-
lización institucional y la dependencia de 
los servicios sociales. La gobernanza del 
SAAD es compleja y con ambigüedades 
competenciales entre la Administración 
General del Estado, el Consejo Territo-
rial, las CC AA y las Entidades Locales. 
Además de dicha  complejidad, destaca 
la contradicción que supone el hecho de 
que la administración municipal tiene 
limitadas competencias, pero una gran 
responsabilidad en la gestión de los ser-
vicios domiciliarios y comunitarios (Ofi-
cina C, 2023).

En tercer lugar, a raíz de los proble-
mas de diseño relativos a la gobernanza, 
se observa una elevada fragmentación ins-

titucional y desigualdad territorial tanto 
en los procedimientos como en los mode-
los de cuidados de cada Comunidad Autó-
noma que, además, tienen competencias 
para determinar las reglas de participa-
ción de las personas usuarias en algunos 
copagos o las incompatibilidades entre 
prestaciones. Se dibuja un mosaico con 
17 modelos distintos que conllevan di-
ferencias según dónde resida la persona 
dependiente: algunos enfatizan cuidados 
familiares, otros la cartera de prestacio-
nes públicas, algunos centros privados y 
otros concertados y públicos (Martínez et 
al, 2020). En este sentido, se dan diferen-
cias territoriales en la aplicación del catá-
logo de servicios que no responden solo a 
los grados de dependencia de la población 
en  cada comunidad, sinó también a deci-
siones políticas y de financiación5.

Finalmente, en cuarto lugar, se 
evidencian problemas en la gestión y 
administración que se traducen, especial-
mente, en largos tiempos de espera, sobre 
todo, para la resolución de los expedien-
tes y la obtención de cuidados. Igualmen-
te, desde la perspectiva de la prestación 
de los servicios, se constata que el empleo 
ligado al sector público reproduce mu-
chos aspectos característicos del sector 
privado que implican altas tasas de pre-
cariedad, feminización e inmigración. El 
conjunto de aspectos relatados dificulta 
la mejora de las condiciones laborales de 
las trabajadoras del cuidado, así como de 
la calidad del servicio ofrecido (Martí-
nez-Buján, 2021; Moreno, 2021a).
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Con todo, se observa una divergencia 
entre el discurso político universalista, las 
prácticas asistencialistas de algunos acto-
res y la preferencia social por la familia 
como proveedora principal (Recio 2014). 

 

El impacto de las crisis 
y las transiciones

Finalmente, cabe mencionar el impacto 
de las dos crisis que han tenido lugar du-
rante las primeras décadas del siglo xxi, 
en un contexto marcado por la necesidad 
de reformar el Estado del bienestar para 
hacer frente a la transición demográfica 
que implica un proceso de envejecimiento 
de la población. En el caso español (Mar-
tínez et al, 2020; Sastre y Martínez, 2022), 
las respuestas articuladas frente a ambos 
escenarios de crisis dibujan dos tenden-
cias que se identifican en términos de 
refamiliarización y rehogarización. Tan-
to la recesión económica con los recor-
tes públicos, como las medidas sanitarias 
tomadas para frenar la expansión de la 
pandemia del COVID-19, refuerzan el pa-
pel de la familia y el domicilio particular 
como recursos para atender las necesida-
des de cuidados. Y, de manera subsidia-
ria, el recurso a la mercantilización con 
la promoción de prestaciones monetarias 
para la compra de servicios en un merca-
do precarizado. Se trata de dos estrategias 
basadas en la responsabilidad individual 
ante los límites de la responsabilidad pú-
blica. Aspectos que se suman y alimentan 
el imaginario social que sigue manifes-
tando preferencias en torno al deseo de 

que los cuidados se ejerzan en la familia. 
Como consecuencia, aumenta el riesgo 
de reproducir las desigualdades sociales 
existentes y disminuye la posibilidad de 
socializar los costes asociados al cuidado, 
reforzando la precariedad laboral del sec-
tor (Martínez Buján y Moré, 2021). En este 
contexto, emerge la demanda de un ma-
yor compromiso público-comunitario.

10.3. POLÍTICAS DE CUIDADOS EN 
CLAVE LOCAL Y COMUNITARIA 

En el actual escenario demográfico, mar-
cado por la transición del sistema de 
cuidados, se detectan propuestas políti-
cas innovadoras impulsadas más allá de 
las diferencias territoriales. Son prácti-
cas que ponen de manifiesto el valor de 
la dimensión local para implementar 
experiencias viables que contribuyen a 
materializar el compromiso público con 
las estrategias de la democratización y la 
desinstitucionalización. Se trata de pro-
yectos diseñados desde la lógica de la in-
novación social y la acción comunitaria 
para dar respuesta a la creciente deman-
da de cuidados ante los retos de la tran-
sición demográfica y activando lo común 
desde lo público. El conjunto de estas 
propuestas parte de la perspectiva de la 
atención centrada en la persona, tanto en 
centros asistenciales como en el hogar, 
considerando el potencial de la dimen-
sión territorial en clave de proximidad 
a la ciudadanía (Izaola y Zubero, 2016; 
Sancho y Martínez, 2021; Martínez-Virto 
y Hermoso-Humbert, 2021). Ello implica 
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tomar como escenario de actuación el 
ámbito local, impulsar un cambio de pa-
radigma en la prestación de los servicios y 
fortalecer las acciones de prevención.

A continuación, se presentan cinco 
buenas prácticas que responden a dis-
tintas líneas de actuación actualmente 
vigentes: integración sociosanitaria con 
los ecosistemas de cuidados; nuevo mo-
delo de gestión del servicio de atención 
domiciliaria; transformación de los cen-
tros residenciales hacia una atención 
centrada en la persona; prevención y ac-
ción ante la soledad no deseada; y ser-
vicios de atención integral y transversal 
para atender las necesidades de cuida-
dos a lo largo de ciclo vital.  

Los ecosistemas de cuidados6 

Se trata de una iniciativa impulsada por 
el Gobierno Vasco y la Diputación Foral 
de Gipuzkoa con el nombre de Zaint-
za HerriLab y que actualmente cuenta 
con 14 municipios implicados. Los eco-
sistemas de cuidados son experiencias 
locales orientadas a impulsar modelos 
de atención personalizados, integrales, 
flexibles y comunitarios. Las actuaciones 
parten de la coordinación sociosanitaria 
facilitando la cooperación profesional 
y administrativa, así como la participa-
ción de la comunidad y de las propias 
familias. La principal innovación insti-

tucional se basa en conectar diferentes 
tipos de servicios (salud, servicios socia-
les y sociosanitarios) y de actuaciones de 
distintos agentes (administración públi-
ca, organizaciones del tercer sector, em-
presas, familias, centros tecnológicos o 
universidades) para responder a la pro-
visión de cuidados desde la doble pers-
pectiva de la atención y la prevención 
(Legarreta y Martínez, 2023). La princi-
pal innovación en términos de atención 
pasa por entender los cuidados como un 
continuum con diferentes fases y con-
textos que se pueden presentar de forma 
simultánea, por ejemplo, en el hogar y el 
centro de día. 

Las primeras evaluaciones realizadas 
a partir del caso Pasaia Zaintza Herri-
Lab7 ponen de manifiesto el potencial de 
los ecosistemas de cuidados para que las 
personas con necesidades de cuidados 
de larga duración puedan permanecer 
en su entorno domiciliar y comunita-
rio. Además, se constata un menor uso 
de los servicios de teleasistencia relacio-
nados con la solución de emergencias y 
problemas sociosanitarios. A pesar del 
corto recorrido de la experiencia, pre-
senta potencial para responder al objeti-
vo de desarrollar una atención integral y 
estructurar un continuo de los cuidados, 
tanto en el domicilio como en los cen-
tros residenciales, partiendo de las nece-
sidades y preferencias de cada persona.

10. EXPERIENCIAS DE CUIDADOS EN CLAVE DE POLÍTICA PÚBLICA LOCAL

6.	 Para más información: https://www.zaintzaherrilab.eus/es/.
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El Servicio de Atención Domiciliaria 
de proximidad (SAD)8 

Se trata de una propuesta inspirada en 
el modelo impulsado por la organiza-
ción holandesa Buurtzorg de servicios 
sanitarios domiciliarios. En 2006 dicha 
organización introduce una forma inno-
vadora de gestión de los servicios basada 
en equipos de profesionales autogestio-
nados y en el fomento de la capacidad 
de decisión de las personas usuarias 
(Drennan et al, 2018). Desde entonces, 
distintos países han adaptado el modelo 
y cuentan con experiencias a nivel local 
y organizacional Entre ellos, se encuen-
tra el caso del Ayuntamiento de Bar-
celona, que en 2017 impulsa un nuevo 
modelo de gestión del SAD y que, pos-
teriormente, también se desarrolla en 
otros municipios con el nombre de SAD 
de proximidad. El objetivo es atender a 
las problemáticas que afectan tanto a las 
personas con necesidades de cuidados 
como a las personas que las cuidan. Los 
objetivos específicos contemplan mejo-
rar la calidad del servicio y mejorar las 
condiciones de trabajo de las cuidadoras 
profesionales. Para ello, se impulsa un 
modelo de gestión basado en la proxi-
midad territorial, el trabajo en equipo, 
la atención centrada en la persona y la 
autogestión del servicio.

Las evaluaciones (Moreno 2021a, 
2021b) apuntan a la mejora de las con-
diciones laborales con relación a distin-

tos ejes considerados clave: autogestión 
y flexibilidad organizativa en el tiempo 
y el espacio; redistribución física y emo-
cional de la carga de trabajo; mejora 
del reconocimiento y visibilidad social 
de las tareas de cuidado; desarrollo de 
competencias y adquisición de capaci-
taciones; así como potencialidad de la 
comunicación con las familias. Además, 
se constata cómo la mejora de las condi-
ciones laborales facilita la atención indi-
vidualizada de las personas usuarias. En 
este sentido, se señala que el trabajo en 
equipo, la flexibilidad de los tiempos y 
la comunicación con las familias contri-
buyen a la personalización del servicio, 
adaptándolo a las necesidades de la per-
sona usuaria, a la mejora del reconoci-
miento profesional de las trabajadoras 
y al fomento de la construcción de la 
identidad comunitaria en los cuidados 
de larga duración. Los límites detecta-
dos apuntan a las jerarquías profesiona-
les, en los que las trabajadoras familiares 
siguen ocupando el último eslabón den-
tro del sector, así como a las dificultades 
de la mejora de las condiciones laborales 
que escapan a la organización del traba-
jo, por ejemplo, en términos salariales.

Proyecto “Como en casa”9

Este proyecto forma parte de la Platafor-
ma de Innovación Social VIDAS recien-
temente impulsada en el marco de la 
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Estrategia Estatal de Desinstitucionali-
zación y se implementa en distintos cen-
tros residenciales de Asturias y Euskadi 
con el liderazgo de la Fundación Matia. 
El objetivo principal es fomentar una 
metodología de trabajo basada en la in-
vestigación, acción y participación para 
generar un itinerario de transformación 
de los centros residenciales hacia una 
atención centrada en la persona. Par-
tiendo de los aspectos que promueven 
el bienestar en las personas que viven en 
entornos residenciales, el proyecto pre-
tende mejorar su bienestar tomando en 
consideración la experiencia subjetiva a 
nivel individual. Se busca diseñar y crear 
alojamientos que garanticen la continui-
dad con el proyecto de vida de las perso-
nas, así como sus derechos. Igualmente, 
se trabaja en la interrelación entre los 
centros y la comunidad, entendiendo 
que dichas instituciones forman parte 
de la dimensión comunitaria, más allá 
de los límites físicos de las residencias. 
Asimismo, esta perspectiva facilita el 
trabajo ya que evita procesos de institu-
cionalización no deseada.

Al tratarse de un tipo de proyecto de 
investigación participativa, se prevé la 
generación de conocimiento relaciona-
do con aspectos de buen trato en la vida 
cotidiana, entornos significativos, aspec-
tos organizativos y sobre la integración 
de los centros residenciales en la comu-
nidad. En última instancia, la metodo-
logía de carácter participativo se orienta 

a la co-creación de soluciones según la 
realidad de cada centro y territorio.

Radars10

Es un proyecto impulsado por el Ayun-
tamiento de Barcelona desde 2008, 
posteriormente implementado en otros 
municipios, como una iniciativa de ac-
ción comunitaria a nivel de barrio den-
tro del catálogo de servicios sociales para 
las personas mayores. El objetivo es do-
ble: reducir el riesgo de aislamiento y de 
exclusión social, desarrollando acciones 
preventivas para que las personas vulne-
rables que gozan de autonomía puedan 
seguir disfrutando de ella; y paliar la so-
ledad no deseada garantizando las nece-
sidades sociales de afecto y amistad. 

En concreto, se trata de una red de 
acción y prevención comunitaria, pro-
movida por la administración pública y 
un conjunto de entidades colaboradoras 
donde participan vecinos, comerciantes, 
voluntarios y profesionales de las aso-
ciaciones y servicios públicos vinculados 
a los diferentes territorios. El conjunto 
de estos actores se coordina para ayudar 
y facilitar la permanencia de las perso-
nas mayores en su hogar. Actúan como 
radares que alertan a la administración 
pública de cualquier alteración en la co-
tidianeidad de las personas usuarias. Por 
ejemplo, la ausencia en una visita médi-
ca, no recoger la medicación encargada 
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a la farmacia o no realizar la compra se-
manal. El colectivo prioritario son las 
personas mayores de 75 años que viven 
solas o con otra persona mayor de 65, 
y con autonomía limitada y/o sin una 
red de apoyo, de manera que pueden 
resultar invisibles en el territorio. Las 
evaluaciones constatan que representa 
una buena práctica de acción comuni-
taria impulsada desde el gobierno lo-
cal para mejorar la organización social 
de los cuidados con la implicación de 
la comunidad (Moreno, 2018; Moreno, 
2019). La red de corresponsabilidad de 
la administración con la sociedad civil 
genera procesos de vinculación y apoyo 
mutuo entre un grupo de personas que 
comparten un mismo espacio, llegando 
allí donde no alcanza la responsabilidad 
pública. Se genera así un círculo virtuo-
so con enormes potencialidades a nivel 
comunitario que parte de la visibilidad 
social de los cuidados. Los límites apun-
tan, sobre todo, a la feminización de la 
red comunitaria, reproduciendo par-
te de la estructura desigual del modelo  
de cuidados.

VilaVeïna11 

Se trata de una experiencia impulsada 
desde el Ayuntamiento de Barcelona en 
el contexto de la crisis del COVID-19 con 
el objetivo de generar comunidades de 
cuidados.  Su finalidad es fomentar la 
socialización de los cuidados, más allá 
del ámbito privado-familiar o el aisla-

miento social, desde un modelo basado 
en la proximidad, corresponsabilidad y 
calidad. Para ello, cada centro VilaVeï-
na da servicio a unidades territoriales 
de entre 10 000 y 30 000 habitantes; 
se ubica en un espacio de referencia 
comunitario abierto a la ciudadanía; y 
lo gestiona una técnica referente. Esta 
figura profesional atiende de manera 
integrada y coordinada el abanico de 
situaciones a partir de una doble vía de 
servicio. Por un lado, la atención direc-
ta e individualizada a la ciudadanía para 
acompañarla en problemáticas vincu-
ladas al cuidado, buscando soluciones 
particulares que articulen los recursos 
públicos y comunitarios (acompaña-
miento en la gestión de trámites admi-
nistrativos para la solicitud de ayudas 
relacionadas con la atención y los cui-
dados, derivación a servicios especia-
lizados o soporte emocional). Por otro 
lado, la acción comunitaria destinada 
a generar espacios colectivos dirigidos 
principalmente a personas mayores, fa-
milias con menores de 3 años y cuida-
doras (remuneradas o no). En este caso, 
destacan los grupos de apoyo entre 
cuidadoras familiares, los de envejeci-
miento activo, los de acompañamiento 
a la crianza o las sesiones de autocuida-
do entre mujeres migrantes trabajado-
ras del sector de los cuidados. 

Las primeras evaluaciones (Keller y 
Moreno, 2024) ponen de manifiesto, en 
el caso del proceso de implementación, 
la importancia de la territorialización 
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del servicio. Cada VilaVeïna se configu-
ra según las características del territorio 
tanto a nivel sociodemográfico como se-
gún el propio ecosistema de servicios y 
recursos de cuidados:  los perfiles de las 
personas de las que se encargan a través 
de la atención individual varían en fun-
ción de la realidad sociológica del barrio; 
mientras que el tipo de acción comuni-
taria aparece vinculada a las dinámicas 
del territorio. En términos de impacto, 
se pone de manifiesto el potencial del 
nuevo servicio para atender y asumir los 
cuidados colectivamente y para fomentar 
su socialización desde el ámbito privado 
hacia las comunidades de cuidados. Des-
tacan las respuestas colectivas desde la 
corresponsabilidad, especialmente para 
personas cuidadoras, generando redes 
de apoyo que rompen con su aislamien-
to y mejoran su bienestar. Asimismo, se 
detectan elementos que contribuyen a 
democratizar los cuidados, recortando 
la distancia entre la administración y las 
personas. Los límites apuntan a la difi-
cultad de redistribuir la responsabilidad 
de los cuidados más allá de los entornos 
familiares y de proximidad, así como, de 
nuevo, a la feminización de la misma.

10.4. CONCLUSIONES 
Y RECOMENDACIONES

En el contexto de la transición demográ-
fica, la subyacente crisis de los cuidados 
y el riesgo de incrementar las desigual-
dades sociales se plantea la revisión del 
sistema de bienestar desde  la estrategia 

de la democratización y de la desinstitu-
cionalización. Más allá de las diferencias 
territoriales, el impulso de políticas pú-
blicas de cuidados en clave local abre una 
nueva vía de intervención. El gobierno 
municipal tiene un papel fundamental 
en la provisión, gestión y organización 
de los servicios de cuidados de larga du-
ración a la vez que representa un buen 
escenario para ensayar nuevas solucio-
nes políticas ante los retos sociodemo-
gráficos crecientes. Por esta razón, sería 
necesario avanzar en un mayor equili-
brio del actual modelo descentralizado 
en el que el ámbito local queda desdi-
bujado de competencias al tiempo que 
sobrecargado de responsabilidades. En 
este sentido, resulta urgente revisar la 
distribución de competencias y recursos 
en la arquitectura institucional.

A pesar de esta contradicción, la ca-
pacidad innovadora de los gobiernos loca-
les es fundamental. Las buenas prácticas 
presentadas contribuyen a la difusión 
de modelos de atención innovadores y 
orientados a transformar la provisión de 
cuidados desde una perspectiva anclada 
en la justicia social. La proximidad física 
y simbólica del ámbito municipal facili-
ta una mejor detección de necesidades y 
un reparto más justo de responsabilida-
des desde un ecosistema integrado que 
incluye un entramado social de compro-
miso. Las cinco experiencias descritas 
apuntan a la democratización de los cui-
dados como horizonte y a la comunidad 
como actor necesario para avanzar en la 
desinstitucionalización. En este punto, 
recuperando los interrogantes planteados 
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acerca del necesario equilibrio entre 
ámbitos, se señala la viabilidad del equi-
librio entre lo público y lo comunitario, 
basado en la complementariedad y no 
la substitución. Un equilibrio que con-
tribuye al reconocimiento social de los 
cuidados, a la socialización de su respon-
sabilidad y a la profesionalización del tra-
bajo que implican, así como a considerar 
los derechos y las demandas tanto de las 
personas que reciben como las que pro-
porcionan cuidados. Un aspecto que re-
mite a la encrucijada de derechos entre 
poder decidir cómo ser cuidado, el dere-
cho a no cuidar si repercute en otros de-
rechos y el derecho al trabajo de cuidados 
digno (Moreno, 2019).  

A partir de la experiencia de estas 
iniciativas, se formulan un conjunto de 
recomendaciones para el diseño e im-
plementación de políticas públicas iden-
tificando seis líneas de actuación que 
deberían ser sostenidas en el tiempo, 
más allá de su carácter innovador: 

1.	 Favorecer la integración de servicios 
(sanitarios, sociales, educativos), la 
cooperación entre profesionales 
y la participación de las personas 
usuarias, en la línea de los ecosiste-
mas de cuidados, para una atención 
pensada desde el continuum de los 
cuidados que configura la vida de  
las personas.

2.	 Potenciar actuaciones que contri-
buyan a la profesionalización del 
trabajo de cuidados atribuyendo ca-

pacidad organizativa a las trabajadoras 
familiares, así como reconocimiento 
de competencias y habilidades des-
de nuevos modelos de gestión como 
el Servicio de Atención Domiciliaria  
de proximidad.

3.	 Avanzar en la necesaria transfor-
mación de la atención institucional 
y asistencial, partiendo del carácter 
imprescindible de los centros resi-
denciales y el potencial transforma-
dor de una atención centrada en la 
persona, en la línea que propone el 
proyecto “Como en casa” de persona-
lización del servicio.

4.	 Impulsar proyectos diseñados des-
de la lógica de la prevención para 
abordar situaciones de soledad no 
deseada y aislamiento social en cola-
boración con agentes de la sociedad 
civil, facilitando la creación de redes 
que permitan superar los límites de 
la intervención institucional como 
propone el proyecto Radars.

5.	 Impulsar nuevos servicios integra-
les y transversales que sitúen los cui-
dados como centro de actuación y el 
territorio como eje fundamental para 
favorecer el diseño e implementación 
de una nueva provisión de los cuida-
dos desde la proximidad y la persona-
lización de los recursos siguiendo la 
experiencia de VilaVeïna.

6.	 Finalmente, considerar los riesgos 
de reproducir las desigualdades so-
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ciales que atraviesan la dimensión fa-
miliar y comunitaria en el ámbito de 
los cuidados, especialmente en térmi-
nos de feminización y precarización. 
Una recomendación que incluye la 
problematización de las preferencias 
individuales cuando no se dan las con-
diciones para garantizar la calidad del 
trabajo de cuidados, así como el com-
promiso político para prestigiar y ase-
gurar el empleo digno, en términos de 
la Organización Internacional del Tra-
bajo, en el ámbito de los cuidados. 
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11. REFLEXIONES SOBRE LA DESIGUALDAD EN LA CIUDAD DEL FUTURO

11.1. INTRODUCCIÓN
 

Las ciudades, como organismos diná-
micos y complejos, están en constan-
te transformación. En la actualidad, los 
principales motores de su cambio son: 
las recientes innovaciones disruptivas 
(entendidas como tecnologías capaces 
alterar de forma profunda e irreversible 
un mercado hasta el punto de introdu-
cir cambios relevantes en el conjunto de 
la sociedad), en particular, determinadas 
disrupciones digitales emergentes de la 4ª 
Revolución Industrial como, por ejemplo, 
el vehículo autónomo, el IoT (el internet 
de las cosas) o la inteligencia artificial; 
la nueva economía urbana nacida a raíz 
de esta revolución tecnológica (comercio 
electrónico, el e-learning, teletrabajo, 
etc.); el progresivo proceso de transfor-
mación energética, necesario para abor-
dar el cambio climático; y la revisión de 
los postulados neoliberales imperantes 
desde los años ochenta. Respecto a este 
último punto, algunos autores sostienen 
la emergencia de un nuevo paradigma po-
lítico-económico desde el que abordar los 
problemas actuales o la paulatina entrada 
del mundo en una fase post-neoliberal.

La desigualdad social ha sido una 
característica inherente de la ciudad 
moderna, surgida a finales del siglo 
xviii y principios del xix con la Revolu-
ción Industrial. Sin embargo, el alcance 
y gravedad de la exclusión urbana han 
ido variando a medida que también lo 
hacían los factores desencadenantes y 
la sociedad en su conjunto. Hoy, en la 
ciudad postindustrial del siglo xxi, todo 

parece indicar que la nueva economía 
urbana acentúa dichas desigualdades 
en sus múltiples dimensiones (Nijman 
y Wei, 2020; United Nations, 2020; o 
UN-Habitat, 2022). 

En este contexto, el objetivo de este 
capítulo es reflexionar sobre cómo puede 
evolucionar la desigualdad urbana (tam-
bién denominada intraurbana) desde 
hoy hasta el año 2050 en España y Euro-
pa, entendiendo esta desigualdad como 
los desequilibrios económicos, sociales, 
políticos y medioambientales que tienen 
lugar dentro de la ciudad y que suponen 
una barrera para que toda la población 
disfrute de las mismas oportunidades.

11.2. PREDICCIONES SOBRE
 LA CIUDAD DEL FUTURO Y LA 
DESIGUALDAD URBANA: UNA 

REVISIÓN NO EXHAUSTIVA

La mayor parte de los trabajos apuntan 
a que la desigualdad urbana seguirá cre-
ciendo en el futuro, debido a, entre otros 
factores, la precarización de los segmen-
tos inferiores del mercado de trabajo 
(dándose que el empleo a tiempo comple-
to no garantiza ya en muchas ciudades los 
recursos económicos suficientes poder 
cubrir las necesidades básicas) y a los mo-
vimientos migratorios internacionales a 
causa de la pobreza, las crisis climáticas o 
los conflictos políticos y bélicos.

Desde una mirada global, Fleurbaey y 
Klasen (2016) advierten que sin las per-
tinentes intervenciones políticas para re-
ducir las desigualdades sociales dentro 
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de cada país estas podrían escalar hasta 
niveles semejantes a los experimentados 
en el siglo xix. En su análisis de la posible 
evolución, dibujan tres escenarios. Uno 
tendencial, basado en un contexto BAU 
(business as usual) con el mismo tipo de 
políticas (movimientos migratorios limi-
tados, escasa regulación para disminuir la 
desigualdad, flujos de capital sostenidos 
a escala global, externalidades medioam-
bientales, y riesgos financieros) que con-
tinuarían favoreciendo el incremento de 
la desigualdad interna en los países de-
sarrollados. Un segundo escenario deno-
minado social, marcado por la adopción 
de drásticas medidas internas para lu-
char contra la desigualdad en cada país. 
Y un tercer escenario, denominado geo-
gráfico, en el cual las políticas nacionales 
no cambiarían, por lo que la desigualdad 
interna de los países continuaría en ex-
pansión, pero en cambio el proceso de 
globalización y la transferencia tecnoló-
gica contribuirían al crecimiento de los 
países menos avanzados, por lo que la 
desigualdad entre naciones se reduciría. 

En su estudio sobre los posibles re-
tos que las ciudades deberán abordar en 
materia de gobernanza, espacio público 
y vivienda, economía urbana, empleo 
y movilidad urbana, Binder et al (2021) 
subrayan que la segregación social y la 
desigualdad podrían agravarse por un 
cúmulo de amenazas, entre las que des-
tacan el impacto de la expansión de las 
nuevas tecnologías de la ciudad inteli-
gente (smart cities), así como la digita-
lización y automatización de la nueva 
economía; la creciente financiarización 

de la vivienda, sumado a la presión del 
turismo, al auge del alquiler de corta es-
tancia (“efecto Airbnb”) y a la escasez de 
oferta residencial; el aumento previsto 
de la población y extensión urbana, lo 
cual derivará en la formación de las de-
nominadas megaciudades; y las amena-
zas medioambientales fruto del cambio 
climático (inundaciones, olas de calor, 
sequías, etc.). Por el contrario, ponen 
también de relieve que la desigualdad ur-
bana podría también mitigarse gracias al 
desarrollo de nuevos servicios de trans-
porte, mediante políticas urbanísticas 
orientadas a la construcción de vivienda 
asequible (inclusionary zoning), con el 
avance de nuevas tecnologías construc-
tivas que podrían reducir los costes de la 
vivienda nueva, con una mayor inversión 
en transporte público y/o aplicando un 
enfoque social a las oportunidades que 
abre la transformación industrial.

11.3. LA DESIGUALDAD URBANA: 
UNA PROSPECTIVA DESDE LOS 

FACTORES CLAVE

La desigualdad urbana es un fenómeno 
multidimensional de naturaleza acumu-
lativa en cuya génesis intervienen nu-
merosos factores (Nijman y Wei, 2020; 
Binder et al, 2021; UN-Habitat, 2022; 
Nelson, Warnier y Verma, 2023). La pros-
pectiva de su posible evolución se ha ela-
borado a partir del análisis del impacto 
que puede tener la tendencia global pre-
vista en cuestión de población urbana, 
mercado laboral, vivienda, movilidad ur-
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bana, migraciones y envejecimiento. En 
este sentido, advertimos de que existen 
otros determinantes de la evolución futu-
ra de la desigualdad urbana que no han 
sido contemplados en este capítulo como 
son, notablemente, el impacto del cambio 
climático o el crecimiento económico.

El incremento de la población 
urbana: hacia las megaciudades

Desde hace décadas, el mundo se en- 
cuentra en un progresivo proceso de 
urbanización. Según Naciones Unidas  
(Figura 1), un 68,4 % de la población mun-
dial vivirá en ciudades en 2050, y en los paí-
ses desarrollados representará el 86,6 %. 
La evolución prevista para España es si-

milar: la población urbana pasará del 
81,6 % actual al 88 % a mediados del si-
glo xxi, con una elevada concentración 
en las áreas metropolitanas de Madrid y 
Barcelona, y en menor medida, en las de 
Valencia, Zaragoza y Sevilla.

En España, como en la mayor par-
te de países europeos, este incremento 
del porcentaje de población urbana se 
producirá en un contexto de crecimien-
to demográfico, impulsado mayormente 
por los movimientos migratorios (ver 
11.3.5), y de reducción del número medio 
de personas por hogar, lo cual contri-
buirá a una mayor demanda residencial 
en los entornos urbanos. De acuerdo 
con las últimas proyecciones de pobla-
ción del Instituto Nacional de Estadís-
tica (INE) para el periodo 2022-2072, la 
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Figura 1: Porcentaje de población urbana respecto del total (1950-2050).

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de Naciones Unidas.
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población española crecerá en más de 
cinco millones de habitantes hasta el 
2050. De los 47,8 millones de personas 
actuales se pasará a unos 52,9 a media-
dos de siglo xxi. De igual modo, la pro-
yección de hogares del INE 2022-2037 
augura para este intervalo de tiempo 
una reducción de las 2,48 personas por 
hogar a las 2,36 personas en 2037. Ante 
esta tendencia, desde hace décadas se 
emplean los términos megaciudad (tam-
bién denominadas megápolis, megaló-
polis o superciudad) o metaciudad para 
definir estas grandes áreas metropolita-
nas (o ciudades-región), por lo general, 
con un umbral mínimo de habitantes de 
10 o 20 millones de personas respecti-
vamente (Kübler y Lefèvre, 2018; Li et al, 
2019; Binder et al, 2021). 

Desde la perspectiva de la desigualdad 
urbana, este aumento de las ciudades en 
tamaño y población constituye un reto, 
pues en estas grandes urbes los niveles 
de desigualdad de ingresos y de segrega-
ción tienden a ser mayores (OECD, 2018; 
United Nations, 2020; Binder et al, 2021). 
Además, la escala y grado de consolida-
ción urbana de estas ciudades dificulta la 
implementación de soluciones óptimas 
en múltiples campos, por ejemplo, en ma-
teria de vivienda asequible (ver 11.3.3) o de 
movilidad (11.3.4), lo cual acaba reforzan-
do las dinámicas de exclusión existentes.

Ante este escenario, y teniendo pre-
sente el impacto de otras variables como 
el cambio climático o la transformación 
del mercado laboral (ver 11.3.2) y del 
modelo de movilidad (11.3.4) a causa de 
las nuevas tecnologías, resulta impres-

cindible planificar de antemano dichos 
crecimientos de forma equilibrada y co-
herente con el medioambiente, la activi-
dad económica, los nuevos patrones de 
movilidad y el empleo: a nivel nacional y 
regional mediante figuras de ordenación 
territorial, y a nivel de ciudad-metrópo-
lis mediante el planeamiento urbano.

La transformación del mercado 
laboral urbano a causa de los avances 

tecnológicos: una amenaza para 
la igualdad 

Muchas de estas metrópolis serán ciuda-
des globales en los términos de Sassen 
(2001, 2018). Es decir, formarán parte 
de una red global de centros de mando 
y control de la economía global. Actual-
mente el mercado laboral de estas ciu-
dades globales tiene unas características 
propias que favorecen la polarización 
socioeconómica de sus habitantes. Por 
un lado, el empleo en el sector servicios 
tiene un fuerte peso, sobre todo en de-
terminados ámbitos (por ejemplo, en el 
económico-financiero, cultural, político, 
tecnológico, o inmobiliario, así como en 
todas aquellas actividades relacionadas 
con la dirección y control de la econo-
mía). Pero, por otro lado, esta ciudad glo-
bal necesita también de mano de obra de 
baja cualificación para su funcionamiento 
en campos como el ocio, la restauración, 
el cuidado, el saneamiento... Lógicamen-
te, esta segmentación del mercado de 
trabajo de la ciudad global provoca altos 
niveles de desigualdad. 
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Ante esta realidad, ¿cómo evolucio-
naran estas ciudades globales con los 
avances tecnológicos que se vaticinan? 
Su impacto en el mercado de trabajo 
se prevé mayúsculo (Sayer, 2016; Szcze-
pański, 2019 o United Nations, 2020). La 
automatización de procesos, los robots, 
la inteligencia artificial, y demás avan-
ces tecnológicos reemplazarán un gran 
porcentaje de la mano de obra urbana. 
Esta destrucción de empleo previsible-
mente afectará un amplio espectro de 
puestos de trabajo y no solo a aquellos 
de baja cualificación. Únicamente los re-
lacionados con funciones directivas, con 
elevada cualificación o bien con una re-
tribución tan extremadamente baja que 
desincentiva su automatización podrían 
quedar al margen.

En este escenario, el excedente de 
mano de obra podría ser absorbido por 
un aumento de la actividad en otros seg-
mentos menos afectados por las nuevas 
tecnologías o aún pendientes de trans-
formación. También por la creación de 
nuevos nichos de mercado laboral rela-
cionados de forma directa o indirecta 
con la revolución tecnológica (en algu-
nos casos, mediante la simple transfor-
mación de los puestos de trabajo hoy 
existentes). No obstante, este proceso, 
que sin lugar a dudas acelerará la terceri-
zación de la economía, podría provocar 
un aumento del desempleo estructural 
con repuntes periódicos debido a los 
ajustes necesarios para la formación de 
la mano de obra y la creación de nuevo 
tejido empresarial. Además, la automati-
zación presionará a la baja los salarios de 

un amplio abanico de empleos. 
Según la Organización para la Coo-

peración y el Desarrollo Económicos 
(OECD, 2023), hasta un 27 % de los em-
pleos corre el riesgo de ser automatiza-
do en los países avanzados, una cifra que 
se eleva al 28 % en el caso de España. La 
magnitud de esta transformación exige 
un amplio repertorio de políticas públi-
cas, muchas de ellas de competencia es-
tatal, para minimizar el impacto social 
generado pues, en caso contrario, los 
niveles de desigualdad urbana podrían 
crecer hasta el punto de llegar a compro-
meter la paz social. Numerosos autores 
abogan por que la solución pase por una 
mejor redistribución del escaso empleo, 
mediante jornadas laborales significati-
vamente más cortas, un robusto sistema 
de protección social por desempleo, el 
fomento público de la actividad de aque-
llos subsectores aún intensivos en mano 
de obra (por ejemplo, en la rehabilitación 
residencial o en el cuidado a las personas 
mayores y dependientes), la permanente 
adecuación del sistema formativo a las 
nuevas demandas laborales y el estímulo 
a la creación de nuevas empresas (United 
Nations, 2020 o Binder et al, 2021).

La vivienda como eje de desigualdad: 
un problema en expansión 

A pesar de la importancia de la vivienda 
en el bienestar, salud y calidad de vida 
de la población, la exclusión residencial 
es un grave problema social de la ciudad 
contemporánea. Si bien es cierto que el 
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crecimiento económico, con el paso del 
tiempo, ha favorecido en los países desa-
rrollados una mejora generalizada de las 
condiciones residenciales y la práctica 
eliminación de los déficits cuantitativos 
de vivienda, también ha supuesto la an-
teposición de la dimensión económica 
del bien vivienda (es decir, su mercantili-
zación como objeto de ahorro, inversión, 
especulación) a su dimensión social (en 
tanto que necesidad básica de todo in-
dividuo, espacio que habita y donde se 
refugia y disfruta de intimidad y segu-
ridad). El incremento sostenido de su 
precio, muy por encima de la evolución 
de los salarios, ha ido agravando los pro-
blemas de asequibilidad residencial del 
segmento de demanda menos solvente, 
formado en gran medida por personas 
jóvenes, inmigrantes, minorías étnicas y 
determinados tipos de hogar particular-
mente vulnerables como, por ejemplo, 
los hogares monoparentales. 

Algunos factores esenciales que ex-
plican esta dinámica son: 

-	 Las consecuencias de las políticas 
neoliberales en vivienda de las úl-
timas décadas, visibles en aspectos 
como la disminución del parque de 
alquiler social o la reducción del gas-
to público en este campo.

-	 El limitado alcance que han tenido 
hasta la fecha las escasas medidas le-
gislativas dirigidas a regular parte del 
mercado con fines sociales, que suelen 
contar con la fuerte oposición de los 

lobbies con intereses económicos en 
el sector, como el mecanismo de con-
trol de alquileres que contempla la 
Ley 12/2023 por el derecho a la vivien-
da. Durante su primer año de vigen-
cia, Cataluña fue la única comunidad 
autónoma que implementó dicha me-
dida al amparo de la norma estatal. 

-	 El encarecimiento de la vivienda pro-
vocado por portales inmobiliarios de 
alquiler de corta estancia (como Airb-
nb) y el auge del turismo de masas. 

-	 La expansión de los fondos de in-
versión internacionales en el sector 
residencial, también denominados 
“fondos buitre” o megafondos (Ma-
dden y Marcuse, 2018; Rolnik, 2019; 
Vandecasteele et al, 2019; Binder et 
al, 2021). 

Todo ello ha acabado configurando 
la vivienda como un eje clave de polari-
zación social. El problema de la vivienda 
en las grandes metrópolis, sin una ac-
ción pública decidida para revertir esta 
tendencia expuesta, seguirá agravándose 
en la ciudad del futuro, y buena parte de 
la nueva demanda de vivienda (ver 11.3.1) 
padecerá graves problemas de asequibi-
lidad residencial, lo cual alimentará la 
desigualdad y la segregación urbana y 
las distintas formas de sinhogarismo y 
exclusión residencial.

Para anteponer la función social de 
la vivienda a su dimensión económica, 
más allá de los instrumentos tradiciona-
les de la vivienda de alquiler social y del 
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sistema de ayudas al pago del alquiler, la 
solución pasa también por adoptar me-
didas como la regulación y limitación de 
la actividad de los portales inmobiliarios 
de alquiler de corta estancia, el estableci-
miento del deber de que un determina-
do porcentaje de las nuevas viviendas sea 
asequible (la denominada “zonificación 
inclusiva”) tanto en suelo urbano como 
en los nuevos desarrollos urbanísticos, 
la implementación de mecanismos flexi-
bles de control de alquileres de segunda 
y tercera generación que bajo el princi-
pio de garantizar un beneficio razonable 
no desincentiven la oferta, el estableci-
miento de obligaciones de tipo social a 
los fondos de inversión del sector, me-
didas fiscales y expropiatorias contra la 
vivienda vacía, y la creación de incenti-
vos económicos y fiscales para fomentar 
la promoción de vivienda asequible por 
parte del sector privado (ECSO, 2019; 
Vandecasteele et al, 2019; Binder et al, 
2021). Ahora bien, a pesar de los efectos 
positivos que pueden tener estos instru-
mentos en el corto plazo, es importante 
recordar que para revertir las dinámicas 
actuales de exclusión residencial, hay 
tres elementos indispensables. Uno es el 
tiempo, la construcción de un Estado de 
Bienestar robusto en materia de vivienda 
solo puede alcanzarse en el largo plazo. 
Un segundo elemento sería un amplio 
consenso político y social que garanti-
zara una mínima estabilidad de dichas 
medidas en el tiempo. Y un tercero, ma-
yores recursos públicos (económicos, 
pero también financieros, inmobiliarios, 
humanos…) destinados a este fin.

En España el reto de corregir el 
problema de la vivienda, evitando que 
constituya un eje determinante de la des-
igualdad urbana, es mayúsculo, pues en el 
contexto europeo la intervención públi-
ca en este campo ha sido históricamente 
muy escasa: en términos económicos, el 
gasto público medio ha sido entre cinco 
y seis veces inferior al de los países de la 
Unión Europea (UE); y en términos de vi-
vienda de alquiler social, nuestro parque 
representa solo el 2 % de todas las vivien-
das mientras que la media comunitaria 
alcanza el 9 % (Bosch y Trilla, 2022).

El nuevo modelo de movilidad
 urbana: una oportunidad para 

reducir las desigualdades

A lo largo de buena parte del siglo xx, 
la movilidad urbana se ha caracterizado 
por el uso masivo del vehículo privado 
propulsado por combustibles fósiles. Sin 
embargo, a medida que los problemas 
medioambientales y de congestión, se-
guridad y cohesión social que lleva aso-
ciado esta forma de transporte se fueron 
acentuando, las ciudades empezaron a 
implementar estrategias alternativas de 
movilidad tales como la mejora y fomen-
to del uso del transporte público, la pea-
tonalización de determinadas áreas de la 
ciudad, la creación de carriles bici, o el 
establecimiento de restricciones al uso 
del vehículo privado (Vandecasteele et al, 
2019; Binder et al, 2021).

En la actualidad, los numerosos avan-
ces tecnológicos en este campo (el vehí-
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culo eléctrico y autónomo, la bicicleta 
eléctrica, el patinete eléctrico, los ser-
vicios de transporte compartidos y a la 
demanda, el transporte por drones, la in-
teligencia artificial aplicada a la gestión 
del tráfico, etc.) nos permiten imaginar 
un futuro distinto, mucho más sosteni-
ble y con una mayor calidad de vida urba-
na. Es lo que se conoce como movilidad 
CASE: conectada, autónoma, compartida 
(shared) y eléctrica. 

Pero la transición hacia este nuevo 
modelo de movilidad entendida como 
un servicio no será un proceso natural 
ni lineal, ni estará exento de riesgos. 
La coexistencia de diferentes modos de 
transporte exigirá un proceso continuo 
de readecuación física, cultural y norma-
tiva de la movilidad urbana que garanti-
ce unos niveles óptimos de convivencia 
pacífica y segura entre todos ellos, algo 
que dista de haberse conseguido hoy en 
día entre ciclistas, peatones, coches pri-
vados y patinetes eléctricos. Además, su 
dependencia de las redes digitales hace 
que este modelo sea vulnerable a cibe-
rataques y fallos informáticos. Y no olvi-
demos que esta transición tendrá lugar 
en un contexto de crecimiento de las 
ciudades (ver 11.2.1), por lo que este in-
cremento de usuarios, áreas y distancias 
que cubrir podría generar tensiones y 
deficiencias en la movilidad que habrá 
que atender.

Otra posibilidad es que el urgente 
proceso de descarbonización del actual 
modelo energético, sumado a una ex-
pansión del teletrabajo, se traduzca en 
una drástica reducción de la movilidad. 

Este escenario es el punto de partida del 
proyecto de investigación “Embarriados” 
de la Fundación Cotec que examina qué 
barrios españoles podrán adaptarse me-
jor a este contexto y cuales podrían sufrir 
segregación y otros impactos negativos 
(Martínez y Santamaría, 2024). Según di-
cho estudio, un 57 % de la superficie ur-
bana de nuestro país, en el cual reside el 
37 % de la población, presenta un riesgo 
elevado ante el cambio del modelo urba-
no y productivo, con el peligro añadido 
de que en dichos barrios los hogares con 
rentas bajas (cuartil inferior) son mayori-
tarios, implicando una menor capacidad 
de adaptación. Para encarar este cambio 
de modelo, proponen medidas específi-
cas para fomentar la mixtura de usos y 
mejorar vivienda y el transporte público.

En suma, realmente desconocemos 
la magnitud del impacto que tendrán 
las nuevas soluciones de movilidad ur-
bana y el contexto en que tendrán lugar. 
Por ejemplo, algunas innovaciones tec-
nológicas como el vehículo autónomo 
son disruptivas y, por extensión, no solo 
transformarán los patrones de movili-
dad, sino también la vida urbana en su 
conjunto. Pese a ello, lo cierto es que los 
avances tecnológicos en movilidad po-
drían contribuir a reducir las desigual-
dades urbanas siempre que el conjunto 
de soluciones de transporte disponibles 
garantice una movilidad asequible, ade-
cuada y de calidad a toda la población ur-
bana, con independencia de su nivel de 
renta y barrio de residencia. Este objetivo 
solamente podrá alcanzarse mediante la 
debida planificación pública de todos los 

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024



253

servicios de movilidad, con un robusto 
sistema de transporte público asequible 
para las distintas capacidades econó-
micas de la población (en la actualidad, 
ciertas medidas implementadas en nu-
merosas ciudades europeas como su uso 
gratuito o a bajo coste para determina-
dos colectivos apuntan en esa dirección), 
y con las infraestructuras necesarias que 
aseguren la conectividad de todo el terri-
torio metropolitano en su conjunto.

La inmigración: hacia una 
mejor integración para una ciudad 

menos desigual

Los movimientos migratorios internacio-
nales han experimentado un intenso y 
sostenido crecimiento en las últimas dé-
cadas. Además, existe un consenso prác-
ticamente unánime sobre su tendencia 
al alza en el futuro a causa, entre otros 
factores, de las consecuencias del cambio 
climático, los desastres naturales, los con-
flictos bélicos, las hambrunas, la inestabi-
lidad política, los problemas de violencia, 
la ausencia de derechos políticos y civiles 
en algunos países y la persistencia de la 
pobreza y la falta de oportunidades en 
determinadas regiones del mundo (World 
Economic Forum, 2017; OIM, 2019; Uni-
ted Nations, 2020). De hecho, esta inmi-
gración, habida cuenta de los bajos niveles 
de natalidad de los países desarrollados, 
es el principal factor del crecimiento de-
mográfico de sus ciudades. 

En 2022 el número de personas re-
fugiadas en el mundo se elevó a 34,6 

millones de personas, una cifra nunca 
documentada anteriormente (Naciones 
Unidas, 2023). El año anterior (2021) 
llegaron a la Unión Europea unos 2,3 
millones de personas inmigrantes pro-
cedentes de países no comunitarios, lo 
que incrementó la proporción de la po-
blación extranjera en la UE hasta un 5,3 % 
del total (23,8 millones). En España, su 
peso es sustancialmente mayor: el 1 de 
enero de 2023 la población extranjera 
representaba el 12,7 % del total; llegando 
hasta el 22 % y 15,6 % en las ciudades de 
Barcelona y Madrid respectivamente.

La población inmigrante, al igual 
que determinadas minorías étnicas, en 
particular, aquellas personas extranjeras 
con una baja cualificación o en situación 
irregular, tienden a padecer elevados ni-
veles de segregación espacial y de ingre-
sos en los entornos urbanos debido a las 
mayores dificultades que, por lo general, 
padecen para acceder a un empleo que 
les permita satisfacer sus necesidades 
básicas, a una vivienda digna y adecua-
da, al sistema sanitario y, en conjunto, 
a los servicios públicos (inadecuación 
del transporte público, barreras en el ac-
ceso al sistema educativo y formativo…) 
(World Economic Forum, 2017; OECD, 
2018; OIM, 2019). 

Para una mejor integración de la 
población inmigrante, en primer lugar, 
hay que avanzar en la gestión previa de 
dichos movimientos. Como subraya la 
Agenda 2030 para el Desarrollo Soste-
nible, es clave “Facilitar la migración y la 
movilidad ordenadas, seguras, regulares 
y responsables de las personas, incluso 
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mediante la aplicación de políticas mi-
gratorias planificadas y bien gestiona-
das” (objetivo 10.7). Una vez tiene lugar el 
proceso migratorio, necesitamos cons-
truir ciudades inclusivas y sensibles me-
diante medidas políticas que defiendan 
sus derechos; garanticen su acceso a los 
servicios básicos (incluida la sanidad); 
aborden los problemas de discrimina-
ción; mejoren su acceso a la educación, a 
la formación laboral y al mercado de tra-
bajo; implementando políticas urbanas y 
de vivienda que faciliten su acceso a una 
vivienda digna en entornos urbanos no 
segregados, como las que se proponen 
en el apartado 11.3.3; y con soluciones de 
transporte adecuados para su movilidad 
(ver 11.3.4) (World Economic Forum, 2017; 
OECD, 2018; United Nations, 2020). 
Todo este conjunto de medidas debe es-
tar planificado de antemano, integrando 
a su vez las necesidades no atendidas de 
la población residente, sobre la base del 
mayor consenso social, económico y po-
lítico posible, y sin olvidar que, ante el 
envejecimiento de la sociedad europea 
(que se trata en el siguiente apartado), 
ciertos niveles de inmigración son im-
prescindibles para el mantenimiento de 
la actividad en determinados sectores 
y para financiar las prestaciones públi-
cas, especialmente el sistema de pensio-
nes en países con un modelo de reparto 
como es el caso de España.

El envejecimiento de la población: 
un reto para el Estado de Bienestar

Las proyecciones demográficas auguran 
un acusado proceso de envejecimien-
to de la población. En el conjunto de la 
Unión Europea, el porcentaje de perso-
nas de 65 o más años crecerá en ocho 
puntos hasta mediados del siglo xxi, lle-
gando a representar este grupo etario el 
29 % del total. En España, este proceso 
será aún más acusado: la proporción de 
personas mayores aumentará en el mis-
mo periodo en más de doce puntos, has-
ta representar el 32,7 % de la población 
en 2050 (Figura 2)1.

Este aumento del número y porcen-
taje de personas mayores supone un 
enorme reto para nuestra sociedad a to-
dos los niveles. La ciudad actual ya pre-
senta numerosos problemas para poder 
atender las necesidades derivadas del 
envejecimiento en cuestiones como el 
transporte público, la accesibilidad (en 
la vivienda, espacio público, y demás en-
tornos construidos), la demanda de aten-
ción sociosanitaria y a la dependencia2 o 
los problemas derivados de la expansión 
de las demencias (Vandecasteele et al, 
2019; Bosch, 2021). 

Para poder adecuar el entorno cons-
truido a este proceso de envejecimiento, 
desde inicios del siglo xxi se han desarro-
llado diversos programas como el proyec-
to global de Ciudades Amigables con las 
Personas Mayores (Age-Friendly Cities) 
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1.	 Ver capítulo 4 de este informe para una amplia visión sobre la transición demográfica.
2.	 Consultar el capítulo 10 de este informe para una serie de recomendaciones sobre la atención a la dependencia y sociosanitaria.



Figura 2: Porcentaje de población por grandes grupos de edad a 1 de enero en la UE27 y España (2022-2050).

Fuente: Elaboración propia a partir de datos de Eurostat (Baseline projections).
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promovido por la Organización Mundial 
de la Salud (como parte de su estrategia 
para la década del Envejecimiento Saluda-
ble 2021-2030, en el marco de la Agenda 
2030 y los Objetivos de Desarrollo Soste-
nible); el programa Barrios para Toda la 
Vida (Lifetime Neighbourhood) en el Rei-
no Unido o las Comunidades Amigables 
con las Personas Mayores (Elder Friendly 
Community) en Estados Unidos (Bosch, 
2021). Por lo general, dichas iniciativas 
abordan la problemática de la vejez en 
la ciudad desde dos dimensiones: la físi-
ca, que engloba espacio público y zonas 
verdes, vivienda, transporte, servicios 
sociales y de salud, planeamiento urba-
no, equipamientos, etcétera; y la social- 
comunitaria, que incluye participación 
cívica y social, información y comunica-
ción, seguridad, aprendizaje, formación  
y capacitación...

Ante el reto demográfico de las próxi-
mas décadas será necesaria la elaboración 
de nuevos planes y programas a nivel na-
cional, regional y desde las ciudades, que 
como los anteriores planes, aborden esta 
problemática para cada momento y con-
texto. Para su éxito, es fundamental que 
no sean solo estratégicos sino también 
ejecutivos, que impliquen compromisos 
presupuestarios, que incorporen crite-
rios de diseño universal, y la promoción 
de estilos de vida saludables, así como el 
potencial de las nuevas tecnologías (gero-
tecnología) para que la nueva movilidad 
urbana sea también age-friendly.

En el caso particular de España, hay 
tres elementos clave a tener en cuenta en 
esta cuestión: 

-	 El impacto que puede tener sobre el 
sistema de pensiones la llegada a la 
edad de jubilación de las generacio-
nes del baby-boom.

-	 La necesidad de reforzar el sistema 
público de apoyo formal a la depen-
dencia y discapacidad, tanto por el 
incremento de las necesidades como 
por la progresiva reducción del deno-
minado apoyo informal, es decir, el 
realizado por miembros de la familia 
a causa de la masiva incorporación de 
la mujer al mercado laboral (ya que 
históricamente la mujer ha sido la 
persona cuidadora de los menores y 
las persones mayores)3.

-	 Por último, la progresiva llegada a 
la edad de jubilación de generacio-
nes entre las cuales el porcentaje de 
hogares propietarios de su vivienda 
sin pagos pendientes será cada vez 
menor. El diseño del sistema de pen-
siones español, habida cuenta de los 
importes, parte de la premisa que la 
vivienda no representa un coste sig-
nificativo en el presupuesto familiar 
de las personas mayores. Esto podría 
suponer para un volumen creciente 
de personas mayores que el importe 
de su pensión sea insuficiente para 
cubrir las necesidades básicas. 

VI INFORME SOBRE LA DESIGUALDAD EN ESPAÑA 2024
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11.4. EL CRECIENTE PAPEL DE 
LAS CIUDADES EN LA FUTURA 

GOBERNANZA GLOBAL

El nivel de gobierno local, el más próxi-
mo a la ciudadanía, debe ser capaz de 
poder intervenir en los distintos factores 
desencadenantes de la desigualdad ur-
bana para poder revertirla. Es decir, debe 
disponer de poder político suficiente, 
competencias, recursos, y capacidad de 
gestión y planificación en las materias 
correspondientes, lógicamente, con la 
debida coordinación y cooperación de 
los niveles de gobierno superiores.

Desde finales del siglo xx hay un cre-
ciente reconocimiento de la importancia 
de fortalecer la gobernanza urbana (Van-
decasteele et al, 2019; Binder et al, 2021). 
A nivel global, algunas muestras esta 
tendencia son: la Organización Mundial 
de Ciudades y Gobiernos Locales (United 
Cities and Local Governments, UCLG 
por sus siglas); la red global de alcaldes 
C40 para hacer frente al cambio climá-
tico; la red mundial de grandes ciudades 
y áreas metropolitanas denominada Me-
tropolis; o el Pacto Global de Alcaldes 
(Global Covenant of Mayors). Dentro 
de la UE, tenemos también numerosos 
ejemplos: la creciente actividad de la red 
Eurocities; la Carta de Leipzig Sobre Ciu-
dades Europeas Sostenibles aprobada en 
2007; la Declaración de Marsella y Mar-
co Europeo de Referencia para la Ciudad 
Sostenible de 2008; la Agenda Urbana 
de la Unión Europea impulsada bajo 
el amparo del Pacto de Ámsterdam de 
2016; la Declaración de Toledo sobre la 

regeneración urbana integrada de 2010; 
o la Declaración de Bucarest de 2019. 

Esta emergencia de las ciudades 
como actores clave en la gobernanza glo-
bal permite mayores niveles de partici-
pación e implicación de la ciudadanía, 
a la vez que promueve la transparencia 
y facilita la rendición de cuentas. Sin 
embargo, esta tendencia no está exenta 
de riesgos. A menudo, la descentraliza-
ción de competencias hacia el nivel de 
gobierno local no va acompañada de su-
ficientes recursos presupuestarios para 
su correcto desarrollo como ocurre con 
frecuencia, por ejemplo, en la materia de 
vivienda. En otras ocasiones, el principal 
obstáculo es una deficiente integración 
de la gobernanza urbana con los niveles 
de gobierno superiores regional, nacio-
nal o global. Un caso particular de este 
último problema tiene lugar cuando el 
ejercicio de una determinada política 
pública desde las ciudades entra en con-
flicto con materias reservadas al Estado, 
como sucedió con la implementación 
del control de alquileres en Berlín en 
2020, anulado por cuestiones de com-
petencia por el Tribunal Constitucional 
Federal alemán.

Otro problema frecuente es la ausen-
cia o limitada capacidad de los gobiernos 
metropolitanos para llevar a cabo políti-
cas públicas en materias cuyas dinámi-
cas exceden los límites municipales (por 
ejemplo, en cuestión de movilidad urba-
na, transporte público, vivienda, segre-
gación urbana, planificación urbanística 
o inmigración, entre otros). A pesar de 
que en los últimos años ha aumentado el 
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número de formas de gobierno metropo-
litano en los países de la OECD (OCDE, 
2015), lo cierto es que en la mayoría de las 
ocasiones han sido soluciones de coope-
ración informal con escaso margen para 
abordar los problemas a escala metropo-
litana de una forma eficaz y eficiente.

11.5. CONCLUSIONES 
Y RECOMENDACIONES

Los niveles de desigualdad urbana en Eu-
ropa podrían aumentar de forma notable 
en las próximas décadas, habida cuen-
ta de la tendencia reciente, la evolución 
demográfica prevista (incremento de la 
población urbana, envejecimiento e in-
migración), la futura transformación del 
mercado laboral en la nueva economía 
urbana y el creciente papel de la vivienda 
como factor de exclusión social. En Espa-
ña, el riesgo de aumento de la desigual-
dad urbana es incluso mayor debido a dos 
factores: las proyecciones demográficas 
de aumento de la población urbana, enve-
jecimiento e inmigración son más acen-
tuadas que las del conjunto de Europa, y 
los niveles de exclusión residencial en la 
actualidad ya son particularmente eleva-
dos en las grandes ciudades españolas.

Las dos principales amenazas para 
la igualdad en la ciudad del futuro son 
la transformación del mercado laboral 
a causa de los avances tecnológicos y 
el problema de la vivienda. La primera 
podría acentuar la polarización socioe-
conómica de la sociedad urbana como 
consecuencia de los sucesivos ajustes 

previstos en el mercado de trabajo (con el 
riesgo inherente de aumento del desem-
pleo) y del incremento del segmento de 
mano de obra con bajas remuneraciones. 
En cuanto a la vivienda, puede afirmar-
se que, si continúa la tendencia actual a 
anteponer su dimensión económica por 
encima de su dimensión social como 
bien de primera necesidad, se agudizará 
la mencionada polarización, agravando 
las dinámicas de segregación urbana, así 
como los problemas de asequibilidad, 
infravivienda, y sinhogarismo. Ocurrirá 
de forma especialmente intensa en las 
mayores áreas metropolitanas, con el 
consiguiente impacto en el bienestar, la 
salud y la calidad de vida de la población 
de estos núcleos. La conjunción de am-
bas dinámicas podría elevar los niveles 
de desigualdad urbana hasta el punto de 
comprometer la paz social.

Solo mediante una decidida vo-
luntad política para reducir estas des-
igualdades urbanas será posible revertir 
dicha tendencia:

1.	 Los gobiernos locales y metropolita-
nos, en coordinación y cooperación 
con los niveles superiores (gobiernos 
regionales, nacionales y supranacio-
nales como la UE), deben adoptar 
un enfoque multidimensional del 
problema en un marco de gobernan-
za coherente y eficaz; planificar de 
antemano las actuaciones en cada 
ámbito (vivienda, transporte, orde-
namiento territorial y urbano, enve-
jecimiento, inmigración, empleo) y 
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en cada escala, nacional, regional, y 
local, entendiendo que cada ciudad 
tiene unas particularidades propias y, 
por consiguiente, requiere una ade-
cuación de las políticas planteadas 
tanto de forma estratégica (en largo 
plazo) como ejecutiva (en el corto y 
medio plazo); destinar los recursos 
(económicos, técnicos y humanos) 
necesarios para la consecución de 
los objetivos marcados; fomentar la 
participación de la ciudadanía y la 
transparencia de la acción pública en 
este campo, de forma que se facilite la 
rendición de cuentas; e implementar 
mecanismos de evaluación y revi-
sión de las políticas públicas, dada 
la elevada complejidad e incertidum-
bre que caracteriza al contexto actual.

2.	 Asimismo, la voluntad política debe 
ir acompañada de la colaboración 
del sector privado en la consecu-
ción de los objetivos marcados. 
Tanto de los actores del sector resi-
dencial, como de los del sector de 
la movilidad y del empresarial en su 
globalidad. La magnitud de los cam-
bios socioeconómicos previstos, y la 
envergadura de los retos sociales aso-
ciados que se vislumbran difícilmen-
te podrán abordarse solo desde el 
sector público. Por ello, es necesaria 
su participación, de forma voluntaria 
o en el marco de la correspondiente 
regulación, en la búsqueda de solu-
ciones que minimicen los impactos 
adversos de la nueva economía urba-
na sobre la base de la delimitación de 

su actividad y recursos (tecnológicos, 
inmobiliarios, económicos, financie-
ros o productivos) a la función social 
que les corresponde.

3.	 Por último, es importante tener 
presente que los distintos avances 
tecnológicos también pueden con-
tribuir a reducir las desigualdades. 
Por ejemplo, en materia de movilidad 
urbana, en la atención a las personas 
mayores y dependientes, en la mejora 
de la eficacia y la eficiencia del sector 
público (en campos como la sanidad, 
la educación, los servicios sociales...) 
y en el mercado de trabajo, gracias a 
su potencial capacidad generadora de 
nuevos nichos de empleo. En suma, 
los elementos más determinantes en 
la evolución de la desigualdad en la 
ciudad del futuro no son tanto los 
cambios sociales, económicos y tec-
nológicos previstos, sino las políti-
cas públicas que se lleven a cabo en  
este sentido. 
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12. DESIGUALDADES TERRITORIALES DE LAS POLÍTICAS FISCALES Y LA REFORMA FISCAL ECOLÓGICA 

12.1. INTRODUCCIÓN
 

Con el desarrollo del Estado de las Au-
tonomías, el sistema tributario español 
se ha transformado en un modelo des-
centralizado, donde las comunidades 
autónomas tienen cada vez mayor po-
der para decidir sus ingresos. Esta auto-
nomía tributaria debe entenderse como 
positiva desde la teoría del federalismo 
fiscal, al permitir a las CC AA que adap-
ten sus impuestos a las características 
de su territorio y de sus habitantes, 
pero también supone un tratamiento 
desigual para los ciudadanos que con-
lleva problemas adicionales. El más 
evidente es la movilidad geográfica de 
los contribuyentes por motivos estric-
tamente fiscales, que puede llevar a las 
comunidades a una carrera fiscal a la 
baja que pone en peligro la existencia 
futura de determinados impuestos y la 
capacidad financiera de los gobiernos 
autonómicos. En el siguiente apartado 
de este capítulo se analizan las diferen-
cias regionales en el ejercicio de la au-
tonomía tributaria (12.2) y en el tercero 
(12.3) se proponen reformas que ayuden 
a reducir las desigualdades.

Las desigualdades territoriales tam-
bién se manifiestan si se centra el foco 
en la tributación ambiental. Como se 
verá en el cuarto apartado (12.4), exis-
ten cuatro niveles de administración 
implicados, incluso niveles transver-
sales, que necesariamente producirán 
diferencias de tratamiento entre terri-
torios. No solo respecto al gravamen, 
sino también respecto a los costes ex-

ternos derivados de la contaminación 
que sufren los ciudadanos, y que no son 
corregidos por las medidas tributarias. 
En el quinto apartado (12.5) se plantean 
reformas para racionalizar esta tributa-
ción ambiental y en el último (12.6) se 
resumen las principales conclusiones  
y recomendaciones.

12.2. DIAGNÓSTICO DE LA 
DESIGUALDAD REGIONAL EN LA 

POLÍTICA FISCAL

Las comunidades autónomas españolas 
obtienen distintos niveles de ingresos 
con los que hacer frente a sus políticas 
de gasto público. Dependiendo del lugar 
donde vivamos tendremos la oportuni-
dad de tener unos servicios públicos me-
jor o peor dotados financieramente.

La diferencia más llamativa entre te-
rritorios viene dada por la coexistencia 
de dos regímenes de financiación auto-
nómica, que distingue a las comunidades 
forales de las comunidades de régimen 
común. Las dos comunidades forales, 
País Vasco y Navarra, pueden decidir a 
través de sus diputaciones forales la nor-
mativa aplicable y, por lo tanto, la recau-
dación de gran parte de sus tributos. Esta 
mayor autonomía tributaria, unida a su 
privilegiada situación económica, al ser 
la segunda y la tercera comunidad con 
mayor PIB per cápita, permite a estas re-
giones contar con unos ingresos públi-
cos por habitante mucho mayores que 
el  resto de comunidades sin tener que 
realizar un mayor esfuerzo fiscal.
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El resto de CC AA españolas, de régi-
men común, siguen un mismo modelo de 
financiación1, regulado actualmente por 
la Ley Orgánica 3/2009. Pese a compartir 
el modelo, estas comunidades también 
van a tener unos ingresos per cápita dis-
tintos, debido a la conjunción de varios 
factores. En primer lugar, las diferencias 
tienen su origen en las transferencias 
previstas en el Sistema de Financiación 
Autonómica (SFA), que no logra la nive-
lación total de los territorios. Aunque se 
parte del Fondo de Garantía de los Servi-
cios Públicos Fundamentales, que garan-
tiza los mismos recursos por habitante 
ajustado, el resto de fondos del sistema 
desvirtúan dicha nivelación inicial. Por 
un lado, el Fondo de Suficiencia Global 
perpetúa el statu quo y, por el otro, los 
Fondos de Convergencia mejoran la si-
tuación relativa de algunas CC AA. En 
segundo lugar, estas diferencias pueden 
provenir de otras transferencias estatales 
destinadas al desarrollo regional, como 
por ejemplo los Fondos de Compensa-
ción Interterritorial, o bien de transferen-
cias provenientes de otras instituciones 
como la Unión Europea. Por último, las 
diferencias pueden tener su origen en las 
decisiones tomadas por cada comunidad 
autónoma, destacando el ejercicio de la 
autonomía tributaria desarrollado por 
cada una de ellas. 

Autonomía tributaria

La autonomía tributaria se refiere al po-
der que tienen los gobiernos regionales 
para tomar decisiones sobre algún tribu-
to, que puede referirse a dos ámbitos: a la 
capacidad para modificar la normativa o 
a la administración y gestión de los mis-
mos. Desde 2009, con la aprobación del 
actual SFA, todas las CC AA de régimen 
común obtienen recursos de los tributos 
que figuran en la Tabla 1. Se han dividido 
los tributos estos en cuatro bloques (A, B, 
C y D), ordenados de mayor a menor gra-
do de autonomía para las comunidades.

La autonomía es total en el caso de 
los Tributos Propios (bloque A), que las 
CC AA pueden crear sobre hechos im-
ponibles no gravados previamente por 
el Estado. Las comunidades pueden es-
tablecer libremente su normativa, llevar 
a cabo su gestión y reservarse toda su 
recaudación. Muchos de estos impues-
tos tienen como objetivo principal mo-
dificar comportamientos no deseados 
por parte de los contribuyentes, por lo 
que su recaudación es escasa, como lo 
demuestra el hecho de que apenas supo-
nen el 2 % de los ingresos tributarios de 
las CC AA.

En segundo lugar (bloque B), las  
CC AA también tienen un elevado grado 
de autonomía sobre los denominados Tri-
butos Cedidos Tradicionales. Sobre estos 
tributos las CC AA se reservan toda la 
recaudación y se encargan de su gestión, 
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1.	 Este modelo sigue un esquema de financiación idéntico para todas ellas, salvo las especialidades del Régimen Económico y Fiscal  
de Canarias.



Tributos propios

Tributos cedidos  
tradicionales:

-	 Imp. Patrimonio
-	 Imp. Sucesiones y 

Donaciones
-	 Imp. Transmisiones 

Patrimoniales y AJD 
-	 Tributos sobre  

el Juego 

Imp. Especiales 
de fabricación:

-	 Imp. Labores  
del Tabaco

-	 Imp. Cerveza
-	 Imp. Vino y Bebidas 

Fermentadas
-	 Imp. Productos  

Intermedios
-	 Imp. Bebidas  

Alcohólicas 
-	 Imp. Hidrocarburos

Imp. Valor Añadido

Imp. Electricidad

Imp. Depósitos 
Entidades Crédito

Imp. Esp. Det. Medios 
Transporte

Imp. Renta Personas 
Físicas

Sí

Compartida

No

No

No

No

Compartida

Compartida

Sí

Sí

No

No

No

No

Sí

No

100%A

100%

50%

100%

100%

58%

100%

50%

B

D

C

Normativa Gestión

AutonomíaFiguras tributarias Rendimiento

Tabla 1: Autonomía tributaria de las CC AA de régimen común.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Ministerio de Hacienda.
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pero no tienen completa autonomía sobre 
su normativa. El Estado se encarga de esta-
blecer la normativa básica de los mismos 
y el papel autonómico queda limitado a 
modificar aspectos importantes como el 
mínimo exento, las reducciones, los tipos 
de gravamen, las deducciones o las boni-
ficaciones. En una situación muy similar 
se encuentra el Impuesto sobre Deter-
minados Medios de Transporte (IEDMT), 
aunque en este caso la autonomía es mu-
cho más limitada, pudiendo incrementar 
los tipos estatales como máximo un 15 %. 
Estos impuestos tienen una mayor impor-
tancia recaudatoria que los tributos pro-
pios, generando aproximadamente el 14 % 
de los ingresos tributarios autonómicos.

En tercer lugar (bloque C) se sitúa el 
Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas (IRPF). En este impuesto cedido 
las CC AA tienen derecho al rendimien-
to del tramo autonómico del mismo, que 
corresponde al 50 % del rendimiento 
teórico total. Sobre este tramo la capa-
cidad normativa también está compar-
tida con el Estado, ya que las CC AA 
solo pueden establecer su propia tari-
fa general2, modificar hasta un 10 % el 
mínimo personal y familiar y establecer 
deducciones sobre ciertas materias. Sin 
embargo, la administración y gestión del 
impuesto corresponde en exclusiva a la 

Agencia Tributaria estatal. Este impues-
to es el más importante en términos de 
rendimiento, generando el 43 % de los 
ingresos tributarios autonómicos.

El último bloque (D) integra un con-
junto de impuestos sobre los que las  
CC AA no tienen ni capacidad de gestión 
ni normativa, aunque sí participan del 
rendimiento obtenido en cada comuni-
dad. Forman parte de este bloque el IVA y 
los impuestos especiales de fabricación, 
además del Impuesto sobre la Electrici-
dad y el Impuesto sobre los Depósitos 
en las Entidades de Crédito. Conviene 
incidir en que estos impuestos, que su-
ponen el 41 % de los ingresos tributarios 
autonómicos, no generan autonomía 
fiscal alguna para las administraciones 
autonómicas, al no tener ninguna capa-
cidad para influir sobre el rendimiento 
que generan3. 

Como resumen de la información re-
cogida en la Tabla 1 puede señalarse que 
todas las CC AA de régimen común pue-
den variar sus ingresos actuando en dos 
frentes. En primer lugar, pueden llevar a 
cabo mejoras administrativas en los tri-
butos en los que tienen competencias de 
gestión (bloques A y B, que representan el 
16 % de los ingresos tributarios). En segun-
do lugar, pueden modificar la normativa 
en aquellos en que tienen esta capacidad 
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2.	 El IRPF se configura en España como un impuesto dual, formado por la renta general y la renta del ahorro. La renta general incluye los 
rendimientos del trabajo, de actividades económicas y del capital inmobiliario, además de imputaciones de renta y ganancias patrimo-
niales no derivadas de transmisiones. Es gravada tanto por el Estado como por las CC AA, quienes pueden establecer su propia tarifa 
de gravamen. La renta del ahorro, que recoge la mayoría de rendimientos del capital mobiliario y las ganancias patrimoniales derivadas 
de transmisiones, también es gravada por el Estado y por las CC AA, aunque estas no tienen capacidad para modificar la tarifa en su 
territorio. Por lo tanto, la renta del ahorro se grava de forma idéntica en todas las CC AA de régimen común.

3.	 Muchos autores equiparan estos impuestos con transferencias no condicionadas, ya que dependen exclusivamente de otra administra-
ción, pero pueden ser destinadas a la partida de gasto que decida cada región.
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(bloques A, B y C, que representan el 59 % 
de sus ingresos tributarios). En este tra-
bajo nos centraremos en el segundo de 
los mecanismos, ya que tiene un efecto 
potencial sobre la recaudación final mu-
cho más elevado y es el más relevante para 
valorar las consecuencias de las políticas 
desplegadas por las comunidades.

Ejercicio de la 
autonomía tributaria

Todas las comunidades han introducido 
tributos propios (bloque A) sobre dife-
rentes materias, aunque en 2022 la Co-
munidad de Madrid decidió eliminar los 
tres impuestos existentes. En el año 2023 
había un total de 61 tributos propios acti-
vos, siendo Cataluña la región más prolí-
fica con 11 tributos, mientras que Castilla 
y León tan solo contaba con un impuesto 
propio. La mayoría de estos tributos (43) 
tienen carácter ambiental y se analizarán 
en el apartado 12.4.2, aunque también se 
gravan otros hechos imponibles como 
por ejemplo el juego, las estancias turís-
ticas o las bebidas azucaradas.

La autonomía ejercida por las distin-
tas CC AA ha sido muy diversa en los tri-
butos cedidos tradicionales (bloque B), 
lo que ha llevado a enormes diferencias 
en su recaudación. En el Impuesto sobre 
el Patrimonio (IP) se ha reducido el mí-
nimo exento en cuatro comunidades, lo 
que implica gravar a un mayor número 
de contribuyentes. En cuanto a la tarifa, 
algunas CC AA mantienen por defecto la 
aprobada por el Estado, pero otras han 

establecido gravámenes superiores para 
sus ciudadanos. Sin embargo, la mayor 
diferencia radica en las bonificaciones. 
La Comunidad de Madrid aplica desde 
2010 una bonificación general para todos 
los contribuyentes del 100 %, lo que sig-
nifica que sus residentes no pagan cuota 
alguna por el impuesto. La bonificación 
madrileña parecía un caso aislado, man-
teniéndose la capacidad recaudatoria del 
impuesto en el resto del país. Pero esta 
situación cambió de forma drástica en 
2022 cuando Andalucía replicó la bonifi-
cación madrileña y otras regiones como 
Murcia y Extremadura anunciaron una 
medida similar para 2023. La tendencia 
a la baja hace peligrar la continuidad del 
impuesto, pues se corre el riesgo de que 
las comunidades que mantienen la tri-
butación pierdan a los contribuyentes 
con mayor patrimonio debido a su facili-
dad para trasladar el domicilio fiscal.

En el Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones (ISD) la diversidad normati-
va también ha sido enorme, afectando a 
varios elementos del tributo. No obstan-
te, la modificación más importante es la 
bonificación de la cuota para parientes 
cercanos, que en 2023 alcanza el 100 % 
en Cantabria y Baleares y el 99 % en otras 
ocho comunidades. La tendencia ha sido 
clara, se trata de un impuesto en eviden-
te retroceso en el que los familiares cer-
canos (cónyuge e hijos) pagan una cuota 
insignificante en la mayoría de regiones. 

Tampoco conviene olvidar al Im-
puesto sobre Transmisiones Patrimonia-
les y Actos Jurídicos Documentados, ya 
que es el que mayor recaudación genera 
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de los tributos cedidos tradicionales. En 
este impuesto, que fundamentalmente 
grava las operaciones inmobiliarias, la 
tendencia ha sido la opuesta a los dos 
impuestos sobre la riqueza. En este caso 
todas las regiones, excepto Madrid, han 
incrementado los tipos impositivos ini-
ciales aplicables tanto a la compraventa 
de inmuebles como a los documentos 
notariales. No obstante, también hay di-
ferencias notables entre los tipos aplica-
dos por cada región, que varían entre el 
6 % y el 13 %.

Todas las CC AA han ejercido, en ma-
yor o menor medida, sus competencias 
sobre la normativa del IRPF (bloque C). 
Respecto al mínimo personal y familiar, 
seis regiones han incrementado en 2023 
su cuantía respecto a la establecida por 
el Estado, lo que se traslada en una lige-
ra reducción en la tributación para sus 
contribuyentes. En segundo lugar, todas 
han establecido un elevado número de 
deducciones en la cuota, yendo desde las 
10 deducciones catalanas a las 35 valen-
cianas en el ejercicio 2023. A pesar de 
su número, estas deducciones afectan a 
menos del 10 % de contribuyentes y su-
ponen una pérdida recaudatoria media 
de solo un 1 %. Por último, el elemento 
que tiene mayor importancia sobre la re-
caudación es la tarifa aprobada por cada 
comunidad, que en ningún caso coin-
cide con la estatal. Once comunidades 
consiguieron aumentar su recaudación 
gracias a la aplicación de su propia tarifa, 

mientras que las cuatro restantes perdie-
ron recursos. Si se unen las tres medidas 
(mínimo, deducciones y tarifa) se apre-
cia una pérdida media de recaudación 
de tan solo el 0,8 % durante 2021, último 
ejercicio sobre el que se dispone de da-
tos. Sin embargo, se aprecian diferencias 
significativas entre ellas. Mientras la Co-
munidad de Madrid perdió un 6,6 % de 
su recaudación potencial, Extremadura 
consiguió un 4,9 % más de recursos gra-
cias al ejercicio de su capacidad norma-
tiva sobre el IRPF.

Una vez analizada la autonomía tri-
butaria ejercida por las CC AA, en la 
Tabla 2 se presentan los resultados de 
la misma para 2022. Se basan en la es-
timación llevada a cabo por la AIReF en 
su Observatorio de Información Eco-
nómico-Financiera de las CC AA4. Las 
comunidades con un saldo positivo (+) 
obtienen más recursos gracias a dos me-
didas: la creación de tributos propios y a 
la modificación normativa en los tribu-
tos cedidos. Por el contrario, las comuni-
dades con un saldo negativo (-) obtienen 
menos recursos como consecuencia de 
ambas medidas. Para poder comparar 
estos saldos entre CC AA, se ha dividido 
por sus habitantes, por su PIB y por sus 
ingresos tributarios.

Se estima que en 2022 todas las  
CC AA han recaudado 5 719 millones de 
euros menos de lo que podrían haber 
obtenido aplicando la normativa estatal. 
Esto supone 129 euros por habitante, el 
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4.	 Ver: https://www.airef.es/es/informe-economico-financiero-de-las-ccaa/.



Tabla 2: Saldo recaudatorio de las medidas ejercidas por las CC AA (2022).

Fuente: Elaboración propia con datos de la AIReF y el INE.

Saldo
(millones €)

Por habitante
(€)

% Ingresos
Tributarios

% PIB

-703Andalucía -83 -4,1%-0,4%

-21Aragón -16 -0,6%-0,1%

46Asturias 46 1,7%0,2%

550Islas Baleares 463 13,0%1,6%

-363Canarias -166 -10,5%-0,7%

-201Cantabria -344 -12,9%-1,3%

-353Castilla y León -149 -6,2%-0,6%

-238Castilla-La Mancha -116 -5,6%-0,5%

1.199

-61

Cataluña

Murcia

155

-40

4,7%

-1,9%

0,5%

-0,2%

207

-63

Extremadura

La Rioja

196

-196

10,4%

-8,0%

0,9%

-0,7%

-147

683

-6.255

-5719

Galicia

C. Valenciana

Madrid

Total

-54

134

-928

-129

-2,4%

4,9%

-26,1%

-4,8%

-0,2%

0,5%

-2,4%

-0,5%
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0,5 % del PIB y el 4,8 % de sus ingresos 
tributarios. Sin embargo, puede compro-
barse cómo hay gran variación regional, 
con 10 regiones con saldo negativo y cin-
co con saldo positivo. Madrid es la co-
munidad que, con gran diferencia, más 
ha reducido sus impuestos, perdiendo 
928 euros por habitante, el 2,39 % de 
su PIB, o el 26,1 % de sus ingresos tri-
butarios. Además, estas rebajas fiscales 
se han centrado en la imposición sobre 
la riqueza, beneficiando especialmente 
a los ciudadanos con más recursos. Por 
el otro lado, destaca el caso de Baleares, 
debido principalmente a las operaciones 
inmobiliarias gravadas por el ITP a unos 
tipos que van desde el 8 hasta el 13 %.

12.3. PROPUESTAS DE REFORMA 
DE LA TRIBUTACIÓN AUTONÓMICA

Para reducir la desigualdad de recursos 
entre los territorios españoles se puede 
actuar sobre varios frentes, pero dos son 
los más importantes: la reforma de la fi-
nanciación autonómica y la reforma de 
la autonomía tributaria autonómica. A 
continuación se analiza hacia dónde de-
berían ir dirigidas estas medidas.

Reforma de la 
financiación autonómica

Como se ha comentado al principio de 
este capítulo, la diferencia más llama-
tiva entre territorios viene dada por las 
especificidades de los regímenes forales 

del País Vasco y Navarra. Una primera 
vía para reducir las desigualdades de-
bería venir de las aportaciones de estas 
regiones al sistema de financiación, sin 
perder ni un ápice de su autonomía tri-
butaria, tal como propone el Informe de 
la comisión de expertos para la revisión 
del modelo de financiación autonómi-
ca (Comisión de expertos, 2017: 81) “las 
Comunidades forales deberían comen-
zar de forma inmediata a contribuir a 
la nivelación interterritorial mediante 
una aportación al nuevo SFA”. Además 
de esta aportación, la comisión de ex-
pertos también plantea una revisión del 
cálculo del cupo y de la aportación para 
adecuarlos a las directrices que estable-
ce la normativa vigente, sin cuestionar la 
legitimidad de los sistemas forales.

Si se pudiese corregir la situación de 
los territorios forales, todavía quedaría 
una gran desigualdad de ingresos entre 
las comunidades de régimen común. Esta 
desigualdad parte de las transferencias de 
un sistema de financiación que debería 
haber sido modificado hace 10 años y que 
genera unos recursos por habitante ajusta-
do muy dispares. Con los últimos datos de 
2021, podemos encontrar comunidades 
situadas por encima del 110 % de la media 
como Cantabria, Baleares, La Rioja y Ex-
tremadura, mientras que otras están por 
debajo del 93 %, como Murcia y la Comu-
nidad Valenciana (De la Fuente, 2023: 25). 
Pese a estos problemas, diversos autores 
resaltan que el actual sistema de 2009 ha 
supuesto un avance respecto a los resulta-
dos del modelo anterior de 2001, ya que 
se ha aumentado el volumen de recursos, 
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se ha incrementado la autonomía tributa-
ria y se han reducido las reordenaciones 
y otras distorsiones del sistema de nivela-
ción (Ruiz-Huerta y Loscos, 2018: 401).

Para corregir las diferencias entre re-
giones se puede actuar de dos formas. La 
primera, y más evidente, es aprobar un 
nuevo sistema de financiación que elimi-
ne el statu quo existente y que iguale los 
recursos por habitante ajustado5. Por su-
puesto, todavía estaría encima de la mesa 
el debate sobre qué variables hay que con-
siderar para calcular los habitantes ajus-
tados, pero sería un paso adelante para 
corregir la desigualdad6. La segunda vía 
consiste en mantener el sistema actual, 
pero dotar unos fondos permanentes 
dirigidos a las CC AA peor financiadas. 
Esta segunda alternativa debe entender-
se como una solución provisional hasta 
que se acuerde un nuevo sistema.

Reforma de los tributos cedidos

A la hora de proponer reformas para 
disminuir la desigualdad territorial, hay 
que tener en cuenta que nos enfrenta-
mos a una disyuntiva. Si se quiere un sis-
tema más igualitario, con unos recursos 
similares independientemente del lugar 
donde se viva, es necesario disminuir la 
autonomía tributaria con la que cuentan 
actualmente las CC AA.

En nuestra opinión, el principal pro-
blema de la diversidad normativa es la 
movilidad geográfica que puede produ-
cirse entre las personas físicas que tie-
nen la posibilidad de elegir su región de 
residencia. Sin duda esta posibilidad está 
relacionada positivamente con la capaci-
dad económica, por lo que se deberían 
acometer reformas que desincentiven 
este tipo de comportamientos entre los 
que tienen un mayor poder adquisitivo. 
Se trataría de establecer una tributación 
mínima en el IP y en el ISD.

En el IP esa tributación mínima se ha 
conseguido mediante la implantación del 
Impuesto sobre Grandes Fortunas (IGF). 
Este nuevo impuesto estatal, introducido 
a finales de 2022, grava el patrimonio de 
los contribuyentes con una riqueza su-
perior a 3,7 millones de euros, indepen-
dientemente de su lugar de residencia. 
Además, al permitir deducir la cuota pa-
gada en el IP, se evita la doble tributación 
del patrimonio y se fomenta que sean 
las CC AA quienes graven el patrimonio 
para poderse llevar una recaudación que, 
en caso contrario, sería percibida por el 
Estado. Este nuevo impuesto tiene carác-
ter temporal, exigiéndose en principio 
solamente durante 2022 y 2023. Sin em-
bargo, tras los resultados obtenidos en su 
primer año (Amo Cifuentes et al, 2024), 
parece recomendable continuar con el 
IGF en años sucesivos.

5.	 La “cláusula de statu quo”, en este contexto, significa que se garantiza a cada CC AA que en caso de cambio del modelo no obtendrá 
menos recursos que los que recibía según el modelo anterior.

6.	 El Ministerio de Hacienda publicó en 2021 el Informe del grupo de trabajo sobre el cálculo de la población ajustada, que proponía 
nuevos criterios de estimación y cálculo. Estos criterios han sido objeto de debate por los expertos de las CC AA, no habiéndose llegado 
hasta el momento a un acuerdo sobre los mismos.
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Si bien es cierto que con el IGF se 
ha logrado una tributación mínima del 
patrimonio, conviene no olvidar que el 
IP ha quedado desactualizado y que, de 
acuerdo con el Libro Blanco de Reforma 
Tributaria, es necesario llevar a cabo re-
formas sustanciales sobre sus principales 
elementos, como por ejemplo el aumen-
to de su mínimo exento o la reducción 
de sus tipos impositivos (Comité de per-
sonas expertas, 2022: 680-685).

En el ISD las reducciones y las boni-
ficaciones establecidas por la mayoría de 
CC AA han dejado a este impuesto como 
un gravamen prácticamente residual para 
las adquisiciones lucrativas entre parien-
tes cercanos. Tal y como se propone en 
el Libro Blanco, debería establecerse un 
gravamen mínimo independientemente 
del lugar de residencia para conseguir 
un mayor grado de equidad horizontal, 
de equidad vertical y de eficiencia en la 
asignación de recursos. Aunque se pro-
ponen cuatro mecanismos distintos para 
lograr este objetivo, tras la utilización del 
IGF y en aras a la homogeneidad, parece 
que un impuesto estatal mínimo sobre 
sucesiones y donaciones con una deduc-
ción de la cuota autonómica sea la alter-
nativa más viable. En cualquier caso, este 
nuevo impuesto debería reformular sus 
elementos para asegurarse que el grava-
men de las herencias y donaciones no sea 
desproporcionado. Entre otras medidas 
sería necesario establecer un mínimo 
exento de mayor cuantía y una escala de 
gravamen con tipos más reducidos.

En cuanto al IRPF, el impuesto perso-
nal que genera más recursos a las CC AA, 

la situación no es tan desigual como en 
los impuestos sobre la riqueza. Como 
se expuso anteriormente, aunque todas 
las regiones han ejercido su autonomía 
normativa sobre este impuesto, los in-
crementos y pérdidas de recaudación 
derivados de esta autonomía se mueven, 
en nuestra opinión, en un margen razo-
nable. Las comunidades no pueden per-
mitirse el lujo de perder los recursos que 
genera este impuesto, ya que no podrían 
hacer frente a sus principales programas 
de gasto. Por otro lado, si alguna comu-
nidad decidiese establecer un gravamen 
mucho mayor que las demás, se encon-
traría con un fuerte rechazo popular y 
con el riesgo de perder contribuyentes 
que se trasladarían a otras comunidades 
con una tributación más ventajosa. Por 
lo tanto, hasta el momento, no parece 
necesario establecer un gravamen míni-
mo sobre la renta de las personas físicas.

Sin embargo, en nuestra opinión, se 
podrían tomar dos tipos de medidas en el 
IRPF que favorecerían la visibilidad de las 
decisiones tomadas por las CC AA y re-
ducirían la desigualdad. En primer lugar, 
sería interesante que las CC AA puedan 
introducir deducciones reembolsables, es 
decir que las pudiesen aplicar todos los 
contribuyentes que cumplen los requisi-
tos, aunque su cuota sea reducida o nula. 
Se trataría de replicar el comportamiento 
de las deducciones estatales por materni-
dad, familia numerosa o personas con 
discapacidad a cargo, que pueden dar 
lugar a una cuota negativa. Con las de-
ducciones reembolsables, que ya han sido 
introducidas en muchos países de nues-
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tro entorno (Zalakain, 2019), se estaría 
beneficiando expresamente a los contri-
buyentes con rentas más bajas, que ac-
tualmente no pueden aplicar ninguna de 
las deducciones autonómicas, a pesar de 
cumplir sus requisitos (normalmente re-
lacionados con el nivel de renta, aunque 
parezca contradictorio). No tiene mucho 
sentido que los declarantes con más re-
cursos puedan pagar menos impuestos 
por tener un hijo, alquilar una vivienda o 
comprar una bicicleta eléctrica y los que 
ganan el salario mínimo no se puedan 
beneficiar de ninguna de estas medidas. 
Sin duda, las deducciones reembolsables 
mejorarían el efecto redistributivo del 
impuesto dotándolo de mayor equidad 
vertical. Además, estas deducciones se-
rían mejor valoradas por la ciudadanía, 
que vería cómo las personas con menos 
recursos también se ven recompensadas 
por seguir determinados comportamien-
tos. Por último, los gobiernos autonó-
micos podrían integrar determinadas 
prestaciones monetarias en el impuesto, 
introduciéndolas como deducciones re-
embolsables. Esto facilitaría el proceso de 
solicitud de las mismas y el control por 
parte de la administración.

La segunda medida se refiere a las re-
tenciones sobre los rendimientos del tra-
bajo, la principal fuente de renta gravada 
por el IRPF. Hasta el momento, estas 
retenciones son calculadas de acuerdo 
con la normativa estatal del impuesto, 
con un mínimo personal y familiar y 
una escala de gravamen establecidos por 
el Estado. Es decir, los trabajadores, des-
empleados y pensionistas van a soportar 

la misma cantidad de retenciones inde-
pendientemente de su comunidad de 
residencia. Hasta que no presenten la li-
quidación del impuesto el año siguiente 
no verán los efectos de la normativa que 
aplica su comunidad autónoma. No sería 
demasiado complicado modificar el cál-
culo de estas retenciones adaptándolo a 
la normativa autonómica. Se trataría de 
calcular dos importes totales de reten-
ciones, uno de la parte estatal y otro de 
la autonómica, que después se traduci-
rían en un solo porcentaje de retención. 
De esta forma, los salarios, pensiones y 
prestaciones líquidos se adaptarían au-
tomáticamente a las decisiones tomadas 
por las CC AA.

12.4. LA IMPOSICIÓN 
AMBIENTAL EN ESPAÑA

Iniciaremos este apartado con una des-
cripción de la tributación ambiental por 
niveles de gobierno. Este análisis servirá 
de base para trazar unas recomendacio-
nes para la reordenación de esta tribu-
tación que, como veremos, está poco 
integrada e incurre en duplicidades, va-
cíos y disfuncionalidades.

Política medioambiental europea

En términos generales, la política medio- 
ambiental europea carece de instru-
mentos económicos. Su papel básico se 
traduce en la fijación de los niveles de 
calidad del medio (aire, agua y suelos), 
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la fijación de estándares y la fijación de 
los techos nacionales de emisiones.

Respecto a la contaminación del 
aire, existen dos frentes claramente di-
ferenciados. Por un lado, la lucha con-
tra el cambio climático, centrada en las 
emisiones de Gases de Efecto Inverna-
dero (GEI), como el dióxido de carbono 
(CO2), el metano (CH4), el óxido nitro-
so (N2O) o los fluorocarburos. Por otro 
lado, lo que se denomina, con carácter 
genérico, contaminación atmosférica, 
que incluye las emisiones de otros con-
taminantes, como el dióxido de azufre 
(SO2), los óxidos de nitrógeno (NOX), los 
Compuestos Orgánicos Volátiles No Me-
tálicos (COVNM), el Amoníaco (NH3), o 
las partículas finas (PM2,5).

La Unión Europea solo utiliza instru-
mentos económicos en la lucha contra 
el cambio climático a través del Régi-
men de Comercio de Derechos de Emi-
sión (RCDE), creado en 2005. Aunque 
los ingresos por los derechos los recibe 
cada estado miembro, todo el diseño del 
sistema, así como la fijación del núme-
ro de derechos de emisión de GEI que 
corresponden a cada Estado miembro 
son decididos a nivel europeo. Primero 
se determina un objetivo respecto a las 
emisiones, actualmente reflejado en el 
Pacto Verde Europeo de 2019. En él se 
establecen los principales objetivos, que 
se traducen en compromisos concretos 
(reducción de las emisiones de GEI en 
al menos un 55 % para 2030 respecto 
a los niveles de 2005). Por último, estos 
compromisos se traducen en el reparto 
de las emisiones por sectores y países, y 

su correspondiente traslación en forma 
de derechos de emisión (generalmente 
en forma de subasta, aunque aún exis-
te la asignación gratuita como régimen 
transitorio en algunos sectores). El per-
miso de emisión funciona de manera 
prácticamente idéntica a un impuesto 
sobre las emisiones de GEI. La principal 
diferencia es que el RCDE fija el núme-
ro de derechos, y por lo tanto supone un 
techo para las emisiones planificadas. 
La variable de ajuste será el precio del 
derecho. Por su parte, un impuesto fun-
ciona como mayor coste de producción, 
que deja indeterminado el nivel final de 
las emisiones. Según el INE, el avance de 
ingresos de 2022 fue para la administra-
ción central española de 2318 millones 
de euros.

En el caso de los demás contaminan-
tes atmosféricos, la legislación europea 
se centra en la determinación de niveles 
objetivo de la calidad del aire (Directiva 
2008/50/CE), que se traduce en la fija-
ción de los techos nacionales de emisio-
nes (Directiva -UE- 2016/2284) para cada 
país. De manera similar al caso anterior, 
existe una Directiva Marco sobre el Agua 
(Directiva 2000/60/CE) que fija los obje-
tivos respecto a la calidad del agua. 

Tributos ambientales estatales

Los impuestos de carácter medioambien-
tal vigentes a nivel estatal en la actuali-
dad se recogen en la Tabla 3, así como 
un avance de su recaudación en 2022 por 
nivel de gobierno. Aunque todos ellos 
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son de regulación estatal, en gran parte 
su recaudación está cedida a las CC AA. 

A efectos comparativos se ha mante-
nido la misma estructura que en la Ta-
bla 1. Sin embargo, los impuestos se han 
agrupado en función de la actividad que 
los motiva. Solo el Impuesto Especial so-
bre Determinados Medios de Transporte 
(IEDMT) podría considerarse un tributo 
cedido tradicional (categoría B en la Ta-
bla 1). El resto son impuestos especiales 
o similares (categoría D).

Como puede apreciarse, la imposi-
ción sobre el carbón tiene un carácter 
ya marginal, dado su práctico abandono. 
Sin embargo, la tributación relacionada 
con los hidrocarburos es, con diferencia, 
la más importante, y está presidida por el 
impuesto especial sobre hidrocarburos. 
A continuación, cabe recoger la tributa-
ción que corresponde a las emisiones de 
gases fluorados, que será complementa-
ria al pago de los correspondientes de-
rechos de emisión. Destacan, tanto por 
su número como por su importancia re-
caudatoria7, los impuestos relacionados 
con la actividad eléctrica. Más adelante 
veremos que la tributación autonómica 
también tiene en la energía eléctrica un 
asidero fiscal importante.

Tributos ambientales autonómicos

La imposición medioambiental en el ám-
bito regional es muy diversa, como puede 
apreciarse en la Tabla 4 (corresponderían 
todos a la categoría A de la Tabla 1, a los 
Tributos Propios). En 2023, la Comuni-
dad de Madrid no tiene ningún impuesto 
ambiental, mientras que Cataluña con-
templa seis. En general, la tributación de 
las CC AA ha surgido tratando de llenar 
los huecos que no había cubierto la nor-
mativa estatal. Pero conforme esta últi-
ma ha ido desarrollándose, la tributación 
autonómica ha ido en franco retroceso 
debido al solapamiento de impuestos.

Con diferencia, el tributo más utili-
zado a nivel autonómico es el canon de 
saneamiento, o algún instrumento si-
milar. Son también frecuentes impues-
tos relacionados, directa (emisión de 
gases emitidos por la industria) o indi-
rectamente (impuestos sobre grandes 
establecimientos, vehículos de tracción 
mecánica), con la contaminación deriva-
da del transporte. A estos hay que añadir 
la participación de las comunidades en 
la recaudación de impuestos estatales, 
como el Impuesto Especial sobre Hi-
drocarburos (8544 millones de euros en 
2022), el Impuesto Especial sobre Deter-
minados Medios de Transporte (717 mi-
llones de euros en 2022).

De nuevo, también son frecuentes los 
impuestos relacionados con la energía 
eléctrica, sea por su producción o efecto 
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7.	 Hay que destacar que, en estos últimos años, la recaudación impositiva relacionada con la electricidad ha sido especialmente baja debi-
do a reducciones discrecionales, motivadas originalmente por la guerra de Ucrania.
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I.E. sobre el 
Carbón

5858

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

Compartida

I.E. sobre Hidro-
carburos (IEH)

I. sobre el 
Valor de la 
Extracción del 
Gas, Petróleo y 
Condensados

I.E. sobre la 
Electricidad 
(IEE)

I. sobre el Valor 
de la Producción 
de la Energía Eléc-
trica (IVPEE)

Canon por utili-
zación de aguas 
continentales para 
la producción de 
electricidad

I. sobre los 
Gases Fluorados 
de Efecto 
Invernadero

I.E. sobre Deter-
minados Medios 
de Transporte 
(IEDMT)

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

8.544

717

100

245

16

0

13.259

717

100

245

16

0

4.715

Normativa Gestión Estado CC. AA. Total

Autonomía Rendimiento
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Estatal

Estatal

Estatal

Estatal

I. sobre la pro-
ducción de com-
bustible nuclear 
gastado y residuos 
radiactivos resul-
tantes de la gene-
ración de energía 
nucleoeléctrica

I. sobre el depó-
sito de residuos 
en vertederos, la 
incineración y 
la coincineración 
de residuos

I.E. sobre los en-
vases de plástico 
no reutilizables

Total

Estatal

Estatal

Estatal

Estatal 9.506
66%

113

5.002
34%

Datos aún no 
disponibles

Datos aún no 
disponibles

14.508

113

Normativa Gestión Estado CC. AA. Total

Autonomía Rendimiento

Tabla 3: Recaudación de impuestos ambientales por niveles de gobierno (avance de 2022) en millones de euros.

Fuente: Elaboración propia a partir de datos del Instituto Nacional de Estadística.
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Agua y saneamiento

Grandes establecimientos

Eólico

Vertidos litorales

Emisión gases

Energía alta tensión

Derivados petróleo

Bolsas plástico un solo uso

Contaminación aguas

Actividades contaminantes

Actividad cinegética

Ambiental minero

Aviación

Vehículos tracción mecánica

AND

4 5 3 1 2 6 2 2 3 3 5 3 2 2

1

1

5

4

1

1

1

1

3

5

3

2

2

13

ARA AST BAL CAN CAT

USO Y CONTAMINACIÓN DEL AGUA

CLM CNT CYL EXT GAL MUR RIO VAL

CONTAMINACIÓN DEL AIRE

CONTAMINACIÓN DEL AIRE

CONTAMINACIÓN DE LOS SUELOS

Tabla 4: Impuestos ambientales de ámbito autonómico (2023).

Fuente: Elaboración propia.

Leyenda: AND (Andalucía), ARA (Aragón), AST (Principado de Asturias), BAL (Islas Baleares), CAN (Canarias), CAT (Cataluña), CLM (Castilla-La Mancha), 
CNT (Cantabria), CYL (Castilla y León), EXT (Extremadura), GAL (Galicia), MUR(Región de Murcia), RIO (La Rioja), VAL (Comunitat Valenciana).
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paisajístico (impuestos eólicos) o por su 
transporte (impuestos sobre energía de 
alta tensión), al que habría que añadir 
la participación en el Impuesto Especial 
sobre la Electricidad (245 millones de 
euros en 2022).

Tributación ambiental municipal

En el nivel municipal podemos hallar un 
único impuesto de carácter medioam-
biental. Se trata del Impuesto sobre Ve-
hículos de Tracción Mecánica (IVTM), 
que grava la titularidad de estos vehícu-
los. El tributo se devenga en el municipio 
donde el vehículo presenta su dirección 
fiscal. Algunas CC AA han introducido 
impuestos similares, que gravan la pose-
sión de vehículos (Cataluña y Comuni-
dad Valenciana, aunque en este último 
caso su entrada en vigor estaba prevista 
en 2025). Sin embargo, a diferencia de 
los municipales, estos impuestos regio-
nales tienen en la definición del hecho 
imponible un carácter más claramente 
medioambiental, ya que hacen depender 
la cuota tributaria de las emisiones de 
cada vehículo.

También cabe considerar la existen-
cia de otras figuras tributarias a nivel lo-
cal como son las tasas y contribuciones 
especiales, que incluyen conceptos di-
versos de contenido ambiental como la 
recogida de basuras, la limpieza de la vía 
pública, el alcantarillado, etc. Estas ta-
sas y contribuciones especiales no están 
presentes en todos los municipios.

12.5. LA REORDENACIÓN DE LA 
TRIBUTACIÓN MEDIOAMBIENTAL

Como se puede observar en el apartado 
anterior, la tributación medioambiental 
ha sido tardía, poco organizada, y con 
frecuentes solapamientos entre adminis-
traciones. Resultaría por tanto necesario 
un replanteamiento de la tributación 
medioambiental, como el que hace el Li-
bro Blanco sobre la Reforma Tributaria 
(Comité de personas expertas, 2022). 

El gravamen sobre el 
sector eléctrico

La información que ofrece el apartado 
anterior muestra un gravamen muy in-
tenso sobre el sector eléctrico, para dis-
tintos niveles de gobierno Pensamos que 
es un sistema anacrónico.

Originalmente la electricidad se pro-
ducía mayoritariamente a través de tec-
nologías contaminantes, básicamente 
carbón y petróleo. Durante la década de 
los 90, periodo en que se aprobó el vigente 
impuesto especial sobre la electricidad, la 
única energía renovable era la hidráulica, 
y generaba un 15-20 % de la electricidad. 
Así, gravar la producción eléctrica supo-
nía, indirectamente, gravar las emisiones. 
Sin embargo, estos pesos han cambiado 
considerablemente. Actualmente, duran-
te varios días de enero de 2024, la genera-
ción con energías renovables ha superado 
el 50 % del total. Si incluimos todas las 
fuentes que no emiten CO2 (es decir, aña-
dimos la energía nuclear), en todo el mes 
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de enero de 2024, siempre más del 70 % 
de la energía no ha generado emisiones, 
rozando algún día el 80 %. Así que, hoy 
por hoy, gravar la generación eléctrica no 
está relacionado con las emisiones.

Tanto la política europea como el 
Libro Blanco directamente persiguen 
la electrificación de la economía, con lo 
que tiene poco sentido gravar este sector 
per se. Se trataría de un incentivo per-
verso. En general están gravadas tanto 
la producción (Impuesto sobre el Valor 
de la Producción de la Energía Eléctrica, 
IVPEE), la distribución (diversos impues-
tos autonómicos) como el consumo de 
electricidad (Impuesto Especial sobre la 
Electricidad, IEE). Pero la electricidad en 
sí no es contaminante, lo son los com-
bustibles que se utilizan en su produc-
ción. Por ello es imperativo reorganizar 
su tributación.

La Propuesta 1 del Libro Blanco aboga 
por la supresión del IVPEE, ya que grava 
la producción de electricidad indepen-
dientemente de la tecnología utilizada, 
contamine o no. Por lo tanto, no cumple 
ningún criterio ambiental. Simultánea-
mente, la Propuesta 3 propugna la mo-
dificación de la base imponible del IEE, 
para incentivar el ahorro y la eficiencia 
energética. El problema es que la recau-
dación de estos dos impuestos supera los 
2000 millones de euros (como hemos 
comentado, el dato que aparece en la Ta-
bla 3 no es habitual, por las circunstan-
cias especiales derivadas de la guerra de 
Ucrania). Suprimir el primero, rediseñar 
el segundo y no generar efectos distribu-
tivos adversos será muy complicado.

El panorama autonómico en relación 
con el gravamen de la electricidad es tam-
bién complejo. En primer lugar, algunas 
comunidades gravan las emisiones de 
CO2 directamente (Andalucía, Aragón, 
Cataluña, Galicia y Murcia) o indirecta-
mente (por actividades contaminantes: 
Asturias, Castilla-La Mancha, Comuni-
tat Valenciana, Cataluña; por grandes 
establecimientos: Aragón, Asturias y Ca-
taluña de nuevo). En general estos im-
puestos tienen una incidencia mínima, 
tanto por los bajos tipos de gravamen 
como la reducción histórica de emisio-
nes. En segundo lugar, muchas CC AA 
gravan también actividades relacionadas 
con la producción eléctrica, sea a través 
de impuestos sobre instalaciones de ge-
neración renovables (eólica, hidroeléctri-
ca o fotovoltaica; es el caso de Castilla-La 
Mancha, Cantabria y Castilla y León), sea 
a través de impuestos sobre su distribu-
ción (Aragón, Cataluña, Castilla y León, 
Extremadura y La Rioja). El primer tipo 
de impuestos tiene una intencionalidad 
ambiental perversa, y el segundo tipo ca-
mina en contra de los objetivos de elec-
trificación. De ahí que la Propuesta 2 del 
libro abogue por su eliminación.

El gravamen sobre hidrocarburos 
y transporte

Uno de los aspectos que más llama la 
atención es que, en muchos casos, más 
que buscar un objetivo medioambiental 
se ha pretendido diseñar un gravamen 
con capacidad recaudatoria, que grava 
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consumos de baja elasticidad. Es el caso 
del gravamen sobre hidrocarburos, con 
un elevado potencial recaudatorio (13 257 
millones de euros, la práctica totalidad de 
la recaudación de los impuestos estatales).

Establecer un gravamen sobre los hi-
drocarburos puede convertirse en la me-
jor opción de un impuesto ambiental, ya 
que su consumo tiene una relación di-
recta con las emisiones que produce su 
combustión. Sin embargo, el diseño de 
este impuesto no ha tenido una justifi-
cación ambiental explícita. El gravamen 
en ocasiones no está relacionado con 
las emisiones (el gravamen de gasolina 
es más alto que el del gasóleo). En este 
sentido, la Propuesta 5 del Libro Blanco 
aboga por una igualación de la fiscalidad 
del diésel y la gasolina de automoción.

Y al contrario, en ocasiones se es-
tablece un tratamiento diferencial en 
función del uso del mismo combustible 
(tipos impositivos menores en el caso de 
gasóleo para transporte o uso industrial 
o devoluciones en el gasóleo de uso pro-
fesional, agricultura y ganadería, entre 
otros). El gravamen de un impuesto am-
biental debería depender exclusivamen-
te de las emisiones que se producen en 
su combustión, especialmente en el caso 
del CO2, un contaminante global. Estos 
impuestos diferenciales distorsionan la 
formación de los costes, un tratamiento 
ventajoso favorece su consumo y dificul-
ta la electrificación de la economía, uno 
de los objetivos básicos de la estrategia 
europea. En este sentido, la Propuesta 6 
del Libro Blanco defiende un aumento 
general de la fiscalidad de hidrocarbu-

ros, alineando el gravamen con las emi-
siones (similar a la introducción de un 
precio del carbono de 50 €/tCO2).

El gravamen del transporte por carre-
tera se completa en nuestro país con un 
impuesto estatal cedido completamente 
a las CC AA (el mencionado IEDMT, con 
una recaudación de 717 millones de eu-
ros en 2022), algunos impuestos propios 
autonómicos (actualmente, solo en Ca-
taluña el Impuesto sobre las emisiones 
de dióxido de carbono de los vehículos 
de tracción mecánica, con una recauda-
ción de 41 millones de euros en 2022), y 
otro impuesto municipal (el menciona-
do IVTM, con una recaudación de 2295 
millones de euros en 2022). El proble-
ma de estos impuestos es que su anclaje 
medioambiental resulta muy débil. 

El IEDMT es un impuesto que grava 
la adquisición de vehículos (comúnmen-
te se le conoce como impuesto de ma-
triculación), no las emisiones efectivas. 
En este sentido la Propuesta 7 del Libro 
Blanco limita su objetivo a favorecer una 
flota de vehículos sostenible. Es cierto 
que en el año 2008 se produjo una refor-
ma en profundidad del impuesto, de ma-
nera que su tipo de gravamen se conectó 
con las emisiones oficiales de cada vehí-
culo (se establecieron cuatro tipos, des-
de el 0 % al 14,75 %, aplicables a distintos 
rangos de emisiones). A partir de esta es-
tructura, se proponen diversas medidas:  
aumentar el número de tramos y los ti-
pos de gravamen, introducir la variable 
peso en el gravamen adicional y sustituir 
el actual gravamen ad valorem (que fa-
vorece la compra de vehículos baratos y 

12. DESIGUALDADES TERRITORIALES DE LAS POLÍTICAS FISCALES Y LA REFORMA FISCAL ECOLÓGICA 



282

contaminantes) por un gravamen unita-
rio. Un paso más consistiría en aplicar el 
tipo de gravamen exclusivamente sobre 
las emisiones potenciales del vehículo, 
eliminando los escalones actuales, que 
producen discontinuidades y compor-
tamientos estratégicos por parte de los 
fabricantes (modificar las emisiones ofi-
ciales en el margen para eludir un tipo 
de gravamen más elevado).

El IVTM es un impuesto que grava la 
tenencia de vehículos, no su uso, lo que 
debilita considerablemente su carácter 
ambiental. A ello hay que añadir varias 
exenciones poco justificadas medioam-
bientalmente, como los vehículos ad-
quiridos por cualquier administración 
pública. Si lo que se grava son, aunque 
indirectamente, las posibles emisiones 
de CO2 de los vehículos, no tiene sentido 
una exención que dependa de la titulari-
dad pública o privada del vehículo (por 
cierto, exenciones también presentes en el 
IEDMT). El cómputo de la base imponible 
y el gravamen son arcaicos y técnicamen-
te poco precisos. La base se establece, en 
la mayor parte de los casos, en función 
de la potencia fiscal del vehículo, que de-
pende básicamente de la cilindrada del 
vehículo. El gravamen se aplica, además, 
por tramos de potencia fiscal, lo que pro-
duce discontinuidades o errores de salto. 
Por último, el gravamen puede ser mo-
dificado por cada municipio, aplicando 
recargos que duplicarían la tarifa, y tam-
bién introduciendo modificaciones que 
podrían reducir el 75 % la misma. Esta 
amplitud del gravamen ha propiciado la 
aparición de paraísos fiscales: pequeñas 

localidades generalmente próximas a las 
grandes ciudades que gestionan un nú-
mero desmesurado de vehículos (más de 
cincuenta por habitante), que pertenecen 
a flotas de empresas de alquiler. 

Todos estos problemas son recogi-
dos por el Libro Blanco, que propone 
sustituir el actual gravamen por algún 
indicador más vinculado con los daños 
ambientales potenciales del vehículo 
(como el certificado de emisiones del ve-
hículo), diseñar una cuota tributaria que 
aumente con las emisiones de manera 
continua en lugar de hacerlo escalona-
damente (Propuesta 8). Todo ello a la es-
pera de una reforma más profunda que 
establezca un gravamen relacionado con 
el uso real del vehículo. En este sentido, 
Gago et al (2018) proponen un impuesto 
que integre los distintos efectos externos 
producidos por el transporte, que deter-
mine la carga impositiva en función de 
esos daños, y que distribuya su recau-
dación en función de la administración 
que soporte cada tipo de costes. Este 
impuesto permitiría además resolver los 
roces jurídicos que suponen la aparición 
de impuestos autonómicos con hechos 
imponibles muy próximos al IVTM.

Sin embargo, hay que mencionar que 
la Comisión Europea está planificando 
la inclusión del transporte de carretera 
en el Régimen de Comercio de Derechos 
de Emisión. Se prevé subastar permisos 
de emisión por primera vez para 2027, y 
la subasta se realizará siguiendo los ca-
nales ya existentes para el pago de los 
impuestos especiales. En este sentido, la 
Directiva (UE) 2023/959 del Parlamento 
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Europeo y del Consejo establece un ca-
lendario de emisiones que hagan com-
patibles los objetivos de reducción de 
este sector con los planes del Pacto Ver-
de europeo (un 42 % de reducción para 
2030 respecto de los niveles de 2005). 
Probablemente esta política exija un re-
ajuste de algunos tributos que afecten al 
transporte por carretera.

12.6. CONCLUSIONES 

Recomendaciones para el 
sistema tributario español

El sistema tributario español ha ido do-
tando cada vez de mayor autonomía a las 
CC AA, que tienen en la actualidad una 
gran capacidad para decidir los ingresos 
con los que quieren contar y los progra-
mas de gasto que desean financiar. Sin 
embargo, esta autonomía tributaria está 
generando una creciente desigualdad 
entre los ciudadanos en función del te-
rritorio en el que residen. 

1.	 Para intentar disminuir esta des-
igualdad se deberían llevar a cabo 
reformas en el reparto de fondos 
del Sistema de Financiación Auto-
nómica, y también en los tributos 
cedidos que lo integran. La primera 
vía de desigualdad entre comunida-
des viene dada por la existencia del 
régimen foral, que permite a dos co-
munidades tener más autonomía y 
contar con más recursos que el res-
to. Para reducir esta desigualdad po-

dría establecerse una aportación de 
estos territorios a la financiación del 
resto de regiones españolas. Pero el 
sistema de financiación también in-
troduce importantes desigualdades 
entre las CC AA de régimen común, 
mediante fondos que perpetúan el 
statu quo o que otorgan más recur-
sos a determinadas regiones. Debería 
abordarse de forma urgente la refor-
ma del sistema de financiación para 
igualar los recursos por habitante 
ajustado o, si esto no fuera posible, 
dotar unos fondos permanentes diri-
gidos a las CC AA peor financiadas. 

2.	 Respecto a los tributos cedidos, se 
está produciendo una competencia 
fiscal a la baja en la imposición sobre 
la riqueza, que pone en riesgo a dos 
importantes figuras del sistema tri-
butario español: el Impuesto sobre 
el Patrimonio y el Impuesto sobre 
Sucesiones y Donaciones. En nues-
tra opinión, debería establecerse 
una tributación mínima en ambos 
impuestos, siguiendo el ejemplo del 
reciente Impuesto sobre Grandes For-
tunas. Este esquema fomentaría un 
gravamen mínimo autonómico, per-
mitiendo además a las comunidades 
establecer un impuesto más elevado.

3.	 En el IRPF no parece necesario li-
mitar la autonomía regional, ya que 
las diferencias normativas y recau-
datorias no son muy elevadas entre 
comunidades. Sin embargo, se po-
drían llevar a cabo dos medidas que 
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permitirían reducir la desigualdad. 
En primer lugar, sería conveniente 
que las CC AA pudiesen establecer 
deducciones reembolsables, que be-
neficiarían a los ciudadanos con me-
nos recursos. En segundo lugar, el 
cálculo de las retenciones sobre los 
rendimientos del trabajo podría te-
ner en cuenta la normativa de cada 
comunidad. De esta forma la renta 
disponible de los trabajadores, des-
empleados y pensionistas se adap-
taría inmediatamente a las reformas 
que haya decidido su región, dando 
más visibilidad a estas medidas.

Las medidas propuestas van en-
caminadas a reducir la desigualdad 
territorial existente en la actualidad, 
pero deberían ser revisadas si en el 
futuro próximo dicha desigualdad 
va en aumento. Sin duda, el sistema 
de financiación autonómica debe ser 
la pieza fundamental que equilibre 
la situación financiera de las CC AA 
y debe poder adaptarse a períodos 
donde la desigualdad regional sea 
todavía mayor.

Recomendaciones para la 
reforma fiscal ecológica

En el caso de la tributación ambiental 
el panorama institucional se complica 
considerablemente, ya que incluye no 
solo el nivel autonómico, sino además 
los niveles europeo, estatal y local. Esto 
provoca que a la hora de plantear una 
reforma fiscal ecológica sean muchas 

las recomendaciones políticas respec-
to al diseño de todo el sistema tributa-
rio. En términos generales, existe una 
urgente necesidad de coherencia y de 
cohesión del sistema, tanto en térmi-
nos verticales (entre distintos niveles de 
administración) como en términos ho-
rizontales (especialmente respecto a la 
tributación autonómica).

1.	 Si vamos más al detalle de los grandes 
temas que se han tratado, deberíamos 
destacar que la tributación relacio-
nada con el sector eléctrico necesita 
un profundo replanteamiento. Es un 
sistema diseñado con parámetros de 
mediados del siglo pasado, cuya justi-
ficación ambiental ha dejado de tener 
sentido. El gravamen no siempre tiene 
relación con las emisiones y a través 
de determinadas figuras se penaliza 
la utilización de la energía eléctrica 
frente a otras energías más conta-
minantes. Las premisas deberían ser 
exactamente las contrarias. Debería 
gravarse la producción de electrici-
dad en tanto que generadora de con-
taminación, y no debería penalizarse 
su uso, sino favorecer la electrifica-
ción de la economía española, espe-
cialmente cuando sustituya el uso de 
combustibles fósiles. Sentadas estas 
bases, sería necesario una coordina-
ción por niveles de gobierno, y una 
mayor armonización entre CC AA.

2.	 El gravamen sobre hidrocarburos y 
transporte consiste en un entrama-
do muy antiguo, obsoleto en gran 
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medida y falto de coherencia. De 
nuevo, no parece basado en paráme-
tros ambientales, sino más relacio-
nado con la capacidad recaudatoria. 
Las mismas emisiones tienen un 
gravamen diferencial según el sujeto 
que las produce, o la actividad que 
las genera. La fiscalidad del transpor-
te se basa en dos impuestos con poca 
relación con las emisiones reales, ni 
siquiera con demasiada relación con 
la capacidad contaminante de los 
vehículos, y con diseños arcaicos, es-
pecialmente en el caso del Impuesto 
sobre Vehículos de Tracción Mecá-
nica. Por niveles de gobierno, en los 
próximos años asistiremos a inten-
sos ajustes, ya que es un sector que 
será incorporado en el régimen eu-
ropeo de comercio de emisiones, lo 
que obligará a profundos cambios en 
los impuestos actualmente vigentes.

La transición ecológica tiene su 
mayor impulso en el ámbito europeo. 
Es de esperar que esta inercia arras-
tre a los niveles inferiores de gobier-
no. Sin embargo, este proceso no está 
exento de serias dificultades. En los 
últimos meses en Europa hemos asis-
tido a fuertes movimientos de protesta 
contra la reforma fiscal ecológica, que 
se han visto reproducidos en nuestro 
país. Es un proceso que perjudica a 
sectores muy poderosos y a esquemas 
culturales muy arraigados en la tradi-
ción. A estos obstáculos hay que añadir 
la dispersión y la falta de coordinación 
entre administraciones, lo que no fa-

cilitará el trabajo. En este sentido, es 
fundamental que las reformas se ba-
sen en estudios rigurosos, avalados 
por la comunidad científica.
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